
LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 47 y 55 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, a cargo de la diputada Carmen Lucía Pérez Camare-
na y suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

La que propone, diputada Carmen Lucía Pérez Camarena,
y el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de
la LXII Legislatura que la suscribe, con fundamento en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en el artículo 77 frac-
ción l y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración del pleno de esta asamblea la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por la que se crea la
Unidad de Género de la Cámara de Diputados, bajo la si-
guiente

Exposición de Motivos

La Cuarta Conferencia de la Mujer en Beijing en 1995 fue
un avance en la instalación de la igualdad de género como
un compromiso fundamental del estado, desde entonces la
tarea de éste ha sido establecer los mecanismos necesarios
para alcanzarla en todos los ámbitos y niveles de gobierno,
para ello ha buscado transversalizar la perspectiva de gé-
nero en todo su quehacer público.

“Uno de estos mecanismos son las Unidades de Género
cuya creación implica contar con órganos responsables de
implementar las acciones necesarias para garantizar igual-
dad de oportunidades y de resultados al interior de cada de-
pendencia; incidir en la regulación administrativa; generar
estadísticas de igualdad; y, sobre todo, construir políticas
públicas, proyectos y programas con una perspectiva inte-
gral de género. Contribuyendo así, de manera fundamental,
con el cumplimiento de los compromisos internacionales
suscritos por nuestro país y por la normatividad interna, en
particular, en nuestro caso, con la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

El propósito de las Unidades de Género es promover e im-
plantar una cultura organizacional con enfoque de género y

sin discriminación, buscando que la transversalidad de gé-
nero se incorpore de manera permanente al diseño, progra-
mación, presupuestación, ejecución y evaluación de las po-
líticas públicas institucionales, con miras a la construcción
de la igualdad sustantiva”1.

En este orden de ideas, el Poder Legislativo cumple un pa-
pel fundamental y estratégico en la construcción de un es-
tado capaz de garantizar dicha igualdad de género.

De acuerdo al estudio titulado ¿Quién promueve la igual-
dad en los parlamentos? Experiencias de bancadas, comi-
siones, unidades técnicas y grupos mixtos en América La-
tina y el Caribe, “existen varias ventajas asociadas con la
adopción del enfoque de género por parte de los cuerpos le-
gislativos.

• Gobernabilidad democrática. Al colocar la igualdad
social, de género y el reconocimiento y respeto a la di-
versidad en el centro de la acción pública.

• Legitimidad y representación sustantiva. Al reconocer
y respetar las diversas necesidades de mujeres y hom-
bres y los derechos del conjunto de la ciudadanía, desde
sus múltiples identidades, se amplificaría la legitimidad
de la que gozan los cuerpos legislativos, aumentando su
función de representación sustantiva de intereses de mu-
jeres y de grupos con derechos vulnerados.

• Procesos de interlocución con la sociedad. Puesto que
la coordinación y la interlocución con múltiples actores
es una condición de una adecuada transversalización de
género en las instituciones políticas y las políticas pú-
blicas, se profundizaría el diálogo y la rendición de
cuentas ante la sociedad civil por parte de los cuerpos
legislativos.

• Modernización de la gestión. Al valorar los posibles
efectos de las medidas legislativas en las relaciones de
género, se contribuye con una gestión más moderna y se
fortalecerían las capacidades de los cuerpos legislativos
para generar medidas de acción adecuadas. Al conocer
la perspectiva de género y diversidad e incorporarla en
sus actividades, estimularía una mayor idoneidad técni-
ca de los cuerpos políticos y del staff legislativo.”
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Su propósito es impulsar la adopción de una perspectiva de
género en la estructura y la dinámica legislativa así como
en las propias iniciativas de ley.

Ahora bien, para que un parlamento se considere sensible
al género, de acuerdo al Plan de Acción para los Parlamen-
tos Sensibles al Género, aprobado por unanimidad en la
127a. asamblea de la Unión Interparlamentaria, éste debe
observar las siguientes características:

1. Promover y lograr la igualdad en el número de muje-
res y hombres en todos sus órganos y estructuras inter-
nas;

2. Dotar de un marco normativo en materia de igualdad
de género adoptado al contexto nacional;

3. Integrar la igualdad de género en las labores que rea-
liza;

4. Fomentar una cultura interna respetuosa de los dere-
chos de las mujeres;

5. Promover la igualdad de género y responder a las ne-
cesidades y realidades de los parlamentarios (hombres y
mujeres), para permitirles conciliar las responsabilida-
des laborales y las obligaciones familiares;

6. Reconocer la contribución de los parlamentarios
hombres que defienden la igualdad de género y se basa
en ella;

7. Alentar a los partidos políticos a que tomen la inicia-
tiva para promover y alcanzar la igualdad de género; e 

8. Impartir capacitación al personal parlamentario y pro-
porcionarles los recursos necesarios para promover la
igualdad de género, fomentar activamente el nombra-
miento de mujeres para ocupar puestos de responsabili-
dad y permanecer en esos puestos, y asegurar la inte-
gración de la igualdad de género en la labor de la
administración parlamentaria.

En este sentido, crear la Unidad de Género en la Cámara de
Diputados es de suma importancia para dar seguimiento a
la implementación de la política institucional de género,
contribuyendo al empoderamiento de las mujeres y avan-
zando con ello hacia la igualdad sustantiva entre mujeres y
hombres.

Para lograr este propósito, la Comisión de Igualdad de Gé-
nero de la Cámara de Diputado logró que se autorizara en
el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2014, en el
Anexo 12 Erogaciones para la Igualdad entre Mujeres y
Hombres, la cantidad de veintidós mil trescientos cuarenta
y un millones setenta y tres mil seiscientos ochenta y tres
pesos, para acciones nuevas, entre las que destaca la crea-
ción de unidades de igualdad de género en diversas depen-
dencias, entre ellas la Cámara de Diputados (Ramo 01 Po-
der Legislativo; Programa Presupuestario: Actividades
derivadas del trabajo legislativo; Unidad Responsable: Ho-
norable Cámara de Diputados; Acción: Instrumentación
del programa de cultura institucional; Monto: tres millones
de pesos2.

Ahora bien, toda vez que la Cámara de Diputados tiene la
organización y funcionamiento que establecen la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Or-
gánica, las reglas de funcionamiento del Congreso General
y de la Comisión Permanente, así como los reglamentos y
acuerdos que ella expide, la cual no puede modificarse dis-
crecional ni aleatoriamente, se hace necesario reformar la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos para crear y operar la Unidad de Género de la
Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 47 y 55 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 47.

1. …

2. La Cámara tendrá una Unidad de Capacitación y For-
mación Permanente de los integrantes de los servicios par-
lamentarios, administrativos y financieros.

3. Para lograr la institucionalización de la perspectiva y la
transversalidad de género contará con una Unidad de Gé-
nero.

Artículo 55.

1. …



2. La Unidad de Género es el órgano técnico responsable
de lograr la institucionalización de la perspectiva y trans-
versalidad de género, con un enfoque de igualdad entre
mujeres y hombres en la cultura organizacional de la Cá-
mara, con estructura y presupuesto propios, a cargo de una
directora general nombrada en los términos que establezca
el Estatuto del Servicio de Carrera. Tendrá entre sus facul-
tades:

I. Asegurar la institucionalización de la perspectiva y
transversalidad de género en la cultura organizacional y
quehacer legislativo.

II. Revisar el presupuesto de género en la Cámara, y co-
adyuvar en la revisión del presupuesto de la misma pa-
ra que cada área comprometa acciones afirmativas y
sustantivas.

III. Coordinar la formación, capacitación y certificación
del personal en materia de género e igualdad sustantiva.

IV. Difundir y publicar información en materia de dere-
chos humanos de las mujeres, no discriminación e
igualdad sustantiva.

V. Planificar y promover estudios e investigaciones pa-
ra instrumentar un sistema de información, registro, se-
guimiento y evaluación de la situación de las mujeres y
los hombres.

VI. Diseñar e implementar una política laboral libre de
violencia, sin acoso laboral ni hostigamiento sexual.

VII. Elaborar e implementar una política laboral que
permita conciliar la vida laboral con la vida familiar.

VIII. Atender, asesorar, orientar y canalizar las quejas
que se presenten por violaciones a los derechos huma-
nos de las mujeres que laboran en la Cámara.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. Propuesta para la instauración de Unidades de Género en la Admi-
nistración Pública Federal, Inmujeres. Septiembre 2013.

2.http://www.apartados.hacienda.gob.mx/presupuesto/temas/pef/2014/
docs/tomo_1/tomo_

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de octubre de 2014.— Diputa-
dos: Carmen Lucía Pérez Camarena, Erick Marte Rivera Villanuevas
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE PROTECCION DE LA
FAMILIA

«Iniciativa que expide la Ley General de Protección de la
Familia, a cargo de la diputada Carmen Lucía Pérez Ca-
marena, del Grupo Parlamentario del PAN

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77, frac-
ción I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, la que suscribe, Carmen
Lucía Pérez Camarena, diputada federal a la LXI Legisla-
tura, a nombre del Grupo Parlamentario de Acción Nacio-
nal, somete a consideración de esta Asamblea la presente
iniciativa que crea la Ley General de Protección de la Fa-
milia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Históricamente, la familia ha desempeñado un papel tras-
cendental como célula básica de la sociedad. Además de te-
ner como fin natural la continuación responsable de la es-
pecie humana, son muchas y variadas las funciones que
cumple en la vida social. Por ejemplo, se destaca por ase-
gurar la estabilidad, permanencia y seguridad jurídica de
sus miembros; por comunicar y desarrollar los valores mo-
rales e intelectuales necesarios para la formación y el per-
feccionamiento de la persona y de la sociedad, y por pro-
porcionar a sus miembros los bienes materiales y
espirituales requeridos para una vida humana ordenada y
suficiente. 

Hoy en día, la familia se encuentra en una etapa de pro-
fundas transformaciones que atañen tanto a sus funciones,
sus roles y su estructura. Estos cambios se encuentran vin-
culados a varios factores, entre ellos se encuentran la trans-
formación demográfica, al crecimiento de las familias mo-
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noparentales, la incorporación de la mujer al mercado la-
boral y el incremento de la violencia intrafamiliar. 

Algunas características de las familias mexicanas son las
siguientes. Según datos del Instituto Nacional de Estadísti-
ca y Geografía (INEGI) en México, el 90.5 por ciento de
los hogares son familiares y en ellos viven el 97.3 por cien-
to de la población residente del país. Del total de ellos, 77.7
por ciento tienen como jefe a un hombre y 22.3 por ciento
a una mujer. 

Del total de hogares familiares, en 7 de cada 10 el jefe o je-
fa de familia convive sólo con sus hijos, o bien, convive
con sus hijos y su cónyuge; y en casi 3 de cada 10, se in-
corporan al hogar, además de los anteriores, otros parientes
u otras  personas que no tienen parentesco con el jefe del
hogar.

La creciente dificultad económica de iniciar o mantener
constituida una familia, ha tenido efectos sobre la compo-
sición familiar, de hecho, de acuerdo con el INEGI, llama
la atención el aumento paulatino en el número de hogares
en los que convive la nuera, el yerno o los nietos del jefe
del hogar, y otros parientes, ya que en 1990 la proporción
de estos hogares representaba 20.7 por ciento del total de
los hogares familiares, es decir, siete puntos porcentuales
menos al observado en 2010. 

Asimismo, en los hogares mexicanos de hoy, puede obser-
varse que ser jefa de hogar se asocia con una disolución de
la unión y con una ausencia del cónyuge, pues, en general,
hay ausencia del cónyuge en 78.4 por ciento de los hogares
familiares con jefatura femenina. 

Por otra parte, cuando se habla de la organización de las ta-
reas entre los integrantes de la familia, la realización de la
mayor parte de las tareas relacionadas con el mantenimien-
to cotidiano de la vivienda, así como el cuidado de niños y
enfermos recaen directamente en las mujeres, pues según
información que proporciona la Encuesta Nacional del Uso
del Tiempo (ENUT) 2009, las jefas dedican en promedio
casi tres veces más tiempo a la semana del que dedican los
hombres a la limpieza de la vivienda y, el doble de tiempo
del que dedican los hombres al cuidado de los niños. 

Además, lamentablemente hoy sigue siendo común que la
violencia de la pareja ocurra con mayor frecuencia entre las
mujeres que están o han estado casadas o unidas, así lo
muestran los resultados de la última Encuesta Nacional so-
bre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares ENDI-

REH-2011, que estima que por cada 100 mujeres de 15
años y más que han tenido pareja o esposo, 47 ha vivido si-
tuaciones de violencia emocional, económica, física o se-
xual durante su actual o última relación.

En Acción Nacional reconocemos que los cambios cultura-
les, económicos y sociales han influido en la integración de
la familia y en sus tareas. Por ello, creemos que para forta-
lecerla se requiere adaptar el marco institucional con el ob-
jeto de que se le proteja, ya que, por ejemplo, considera-
mos que debe ser un imperativo del Estado y la sociedad
erradicar la violencia familiar, y redistribuir equitativa y
solidariamente entre hombres y mujeres las responsabili-
dades familiares. 

Para nosotros, una política social justa no debe pretender la
substitución de la familia por el Estado, por el contrario, es
éste quien debe crear condiciones educativas, económicas,
laborales, habitacionales y de seguridad social, que estimu-
len la responsabilidad y energía de las familias. 

Pues en sus relaciones con la familia, el gobierno debe es-
tar obligado a respetar el Principio de Subsidiaridad y a ga-
rantizar, en las leyes y en la práctica, el cumplimiento de la
misión propia de las familias que forman la comunidad po-
lítica, que no puede realizarse plenamente sino dentro de
un orden social, económico y político.

Por su parte, la familia debe cooperar con el Estado y las
organizaciones intermedias al establecimiento del orden en
la sociedad, y cumplir la tarea fundamental de orientar y
educar social y políticamente a sus miembros.

Es por ello que presento ante esta soberanía la Iniciativa
con proyecto de decreto que crea la Ley General de Pro-
tección de la Familia que tienen por objeto establecer cri-
terios generales para la instrumentación de políticas públi-
cas para la protección de la organización y desarrollo de la
familia, en el marco del ejercicio de sus derechos sociales,
bajo una perspectiva de igualdad entre mujeres y hombres
y de respeto irrestricto del principio del interés superior de
la niñez.

Este proyecto se sustenta principalmente en el artículo
cuarto de nuestra Carta Magna, introduce en sus disposi-
ciones la corresponsabilidad de los progenitores en el cum-
plimiento de sus obligaciones; y procura la vida familiar en
común y bajo un mismo techo, pero sin supeditar el cum-
plimiento de las obligaciones a esa condición, ni a un tipo
específico de convivencia entre el padre y la madre, ya que



es uno de sus objetivos promover la seguridad jurídica de
los menores.

Lo planteamos así porque sabemos que la lucha por el re-
conocimiento de los derechos de la infancia, representa un
esfuerzo en dos vías: por una parte, refiere al reconoci-
miento de las niñas y los niños al goce de los derechos que
como seres humanos les son inherentes; y por la otra, la
creación de las condiciones necesarias para el ejercicio de
tales derechos, y es justamente en ellas en las que también
esta iniciativa pretende incidir.

Por tanto, estamos seguros de que impulsar y aprobar una
ley como la que aquí presentamos, sentará las bases para
que el Estado garantice la organización y desarrollo de la
familia en su constitución y autoridad, como la base nece-
saria del orden social, indispensable para la existencia y
desarrollo del Estado Democrático; y asimismo, promove-
rá como un deber social y jurídico la protección económi-
ca y social de la familia y la permanencia de ésta como ele-
mento esencial para su evolución. 

En Acción Nacional estamos convencidos de que la fami-
lia es el cauce principal de la solidaridad entre generacio-
nes, por ello se debe procurar por el Estado  proporcionar-
le las garantías necesarias para ofrecer a sus miembros una
leal red de seguridad y de afecto ante contingencias y ame-
nazas, y así lograr que se convierta en el espacio primario
de la responsabilidad social que debe ser.

Con iniciativas como ésta los legisladores de Acción Na-
cional pensamos en un México libre, justo, suficiente y
próspero. En una familia mexicana libre y ordenada, en una
familia mexicana libre hasta donde sea posible de los asal-
tos de orden económico, intelectual y moral, que hoy cons-
piran contra su existencia. En una la familia mexicana de
mañana que pueda comer lo necesario, que habrá de vivir
con decoro humano; que habrá de beneficiarse en el orden
material y en el orden espiritual, del provecho del benefi-
cio auténtico de una auténtica reforma social.

Por lo antes expuesto, la suscrita diputada del Grupo Par-
lamentario de Acción Nacional someto a su consideración
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que crea la Ley General de Protección de la
Familia

Único. Se expide la Ley General de Protección de la Fa-
milia, para quedar como sigue: 

Ley General de Protección de la Familia

Titulo Primero

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1. Las disposiciones contenidas en la presente
Ley son de orden público, de interés social y de observan-
cia general en todo el territorio nacional y tienen por obje-
to establecer criterios generales para la instrumentación de
políticas públicas para la protección de la organización y
desarrollo de la familia, en el marco del ejercicio de sus de-
rechos sociales, bajo una perspectiva de igualdad entre mu-
jeres y hombres, en términos del párrafo primero del ar-
tículo cuarto de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

Artículo 2. El Estado garantizará la organización y desa-
rrollo de la familia en su constitución y autoridad, como la
base necesaria del orden social, indispensable para la exis-
tencia y desarrollo del Estado Democrático. 

Artículo 3. El Estado promoverá la protección económica
y social de la familia y la permanencia de ésta como ele-
mento esencial para su evolución. 

Artículo 4. La familia tendrá como función la protección y
la sana convivencia de sus miembros por medio de la per-
manencia y estabilidad de sus relaciones, permitiendo sa-
tisfacer las necesidades de subsistencia y protección. 

Artículo 5. Para efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Familia: La célula fundante y fundamental de la so-
ciedad, en la que se le reconoce como institución social,
permanente y definitiva, compuesta por un conjunto de
personas unidas por el vínculo jurídico del matrimonio
o concubinato de un hombre y una mujer o, por el pa-
rentesco de consanguinidad, adopción o afinidad; 

II. Paternidad y maternidad responsable: El vínculo que
une a padres y madres con sus hijas e hijos indepen-
dientemente de que los progenitores hombre y mujer se
encuentren o no unidos por vínculo matrimonial o de
concubinato, que incluye obligaciones y derechos ejer-
cidos de forma conjunta y con apego a la ley, en los ám-
bitos reproductivo, económico, doméstico y cualesquie-
ra otros análogos que estén encaminados a asegurar el
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sano desarrollo, en condiciones de igualdad, a todos las
niñas, niños y adolescentes; 

III. Violencia familiar: El uso de la fuerza física o mo-
ral y las omisiones graves en el cumplimiento de sus
obligaciones civiles, que de manera reiterada ejerza un
miembro de la familia en contra de otro u otros inte-
grantes de la misma, atentando contra su integridad físi-
ca, psíquica o ambas, independientemente de que pueda
producir o no lesiones y; siempre y cuando el agresor y
el agredido habiten en el mismo domicilio; 

IV. Sistema. El Sistema Nacional para la Protección de
la Familia; 

V. Programa. El Programa Nacional para la Protección
de la Organización y Desarrollo de la Familia y, 

VI. Sistemas Estatales y del Distrito Federal. Los Siste-
mas para la Protección de la Familia de cada entidad fe-
derativa y del Distrito Federal. 

Artículo 6. Sin perjuicio de lo que otros ordenamientos ju-
rídicos dispongan en materia de servicio público y de
transparencia de la información pública gubernamental, los
principios rectores que, en las políticas y en las acciones
del gobierno federal, los gobiernos estatales, del Distrito
Federal y municipales tendientes a la protección de la or-
ganización y desarrollo de la familia, deben ser observa-
dos, son los siguientes: 

I. Igualdad jurídica entre la mujer y el hombre; 

II. No discriminación; 

III. Transparencia; 

IV. Respeto a la dignidad humana de las niñas, niños,
adolescentes y mujeres; 

V. Corresponsabilidad de los dos progenitores, padre y
madre por adopción, el Estado y la sociedad; 

VI. El reconocimiento de la familia como la unidad fun-
dante y fundamental para el desarrollo de la sociedad y
del Estado; 

VII. Ninguna acción del Estado debe vulnerar la per-
manencia y libre desarrollo de la familia y la estructura

fundante de la misma, salvo que alguno de sus integran-
tes haya cometido delito:

VIII. La prevalencia del interés de la familia por sobre
los intereses individuales de sus integrantes, siempre
con el fin de proteger el interés superior de la niñez y
buscando, en la construcción del interés de la familia, la
armonización, compatibilidad o confluencia de los inte-
reses de sus integrantes; 

IX. Protección procesal en favor de la madre, hijas e hi-
jos y, 

X. El reconocimiento de la protección de la organiza-
ción y desarrollo de la familia como materia de interés
público. 

Artículo7. A efectos de la protección de la familia, son ma-
teria de interés público las siguientes: 

I. La protección de la organización y desarrollo de la fa-
milia; 

II. El derecho a la vida 

III. El interés superior de la niñez; 

IV. La prevención del embarazo en adolescentes; 

V. La prevención del matrimonio entre menores de 16
años; 

VI. La prevención de los riesgos de extinción de la es-
tructura y organización de la familia fundante; 

VII. La promoción de los derechos y obligaciones fa-
miliares; 

VIII. La paternidad y maternidad responsables; 

IX. La planificación familiar y, 

X. El trabajo, vivienda, alimentos, vestido y educación
para la familia. 

Artículo 8. Corresponde al Ejecutivo Federal establecer y
operar la Política Nacional de Promoción de la Paternidad
y Maternidad Responsables. 



Artículo 9. Corresponde a las autoridades Federal, del Dis-
trito Federal, estatales y municipales en el ámbito de sus
competencias, tomar medidas necesarias para asegurar el
reconocimiento de la paternidad y el cumplimiento del de-
recho de las niñas y los niños a ser reconocidos y protegi-
dos por su padre y madre. 

Artículo 10. Corresponde a las autoridades Federal, del
Distrito Federal, estatales y municipales, en el ámbito de
sus competencias, promover en maestros, alumnos y pa-
dres de familia la comprensión adecuada de la paternidad y
maternidad responsables, así como, su función social.

Artículo 11. La Secretaría de Salud Federal, definirá los
criterios para garantizar el acceso, en el Sistema Nacional
de Salud, a los estudios necesarios en el ámbito de la salud,
para determinar el parentesco en juicio, para las personas
con bajos recursos. 

Artículo 12. Con el objeto de contribuir a la promoción de
las responsabilidades reproductivas de los padres y madres
para con las hijas e hijos, los Poderes Ejecutivo, Legislati-
vo y Judiciales, federales y estatales, en el respectivo ám-
bito de sus competencias, considerarán: 

I. Diseñar programas que brinden servicios educativos
para que los hombres y las mujeres asuman las conse-
cuencias de sus comportamientos en relación con sus
descendientes; 

II. Fortalecer el marco penal y civil para obligar por
igual, a hombres y mujeres, a registrar oportunamente a
sus hijos nacidos fuera y dentro del matrimonio; 

III. Establecer políticas públicas para garantizar el re-
conocimiento de los hijos e hijas por los padres y ma-
dres, disponiendo de lo necesario para que se les regis-
tre oportunamente sin distinción y sin importar las
circunstancias de su nacimiento; 

IV. Garantizar el acceso, a los padres y madres en con-
dición de pobreza, a la prueba de marcadores genéticos
(ADN) o las que resulten pertinentes para establecer el
parentesco, sin menoscabo de su condición económica
y, 

V. Vincular en las instituciones y dependencias, las áre-
as a quienes compete garantizar el cumplimiento de los
deberes de paternidad y maternidad responsable y aque-

llas encargadas de la divulgación y promoción de los de-
rechos de la infancia. 

Titulo Segundo
De las Responsabilidades Familiares 
de los Progenitores y de los Padres 

y Madres por Adopción

Capítulo Único
De las Responsabilidades 
Económicas y Domésticas

Artículo 20. Las Responsabilidades económicas de las
madres y padres, se originan en el derecho de los niños y
las niñas a contar con las condiciones objetivas y subjeti-
vas necesarias para el desarrollo de sus capacidades y su
bienestar. 

Artículo 21. Las Responsabilidades domésticas se refieren
a las contribuciones de tiempo que los padres y madres
aportan a las actividades de protección del desarrollo emo-
cional y físico de los hijos menores de edad, sobre la base
de la organización equitativa entre los integrantes de la fa-
milia.

Artículo 22. Los progenitores, las madres y los padres por
adopción, son responsables del desarrollo intelectual y físi-
co de sus hijos, en virtud de lo cual deberán procurarse los
apoyos necesarios, cuando sea el caso, por parte del Esta-
do o de profesionales particulares, para garantizar su ma-
duración y conformación como ciudadanos conocedores de
sus derechos y obligaciones. 

Artículo 23. Los progenitores, la madre y el padre por
adopción que compartan el mismo domicilio, compartirán
las decisiones acerca de la administración de los ingresos
familiares, procurando el reconocimiento del valor del tra-
bajo, del cuidado del hogar y de los hijos, sobre la base de
las responsabilidades compartidas. 

Artículo 24. Cuando de común acuerdo, el padre y la ma-
dre de una familia acepten que uno de ellos será el encar-
gado del cuidado y labores del hogar, ello se considerará
como aportación a la estabilidad económica y doméstica de
la familia. 

Artículo 25. Los padres deberán educar a sus hijos siendo
para ellos un ejemplo de trabajo por el bien común, de la
protección de la vida y demás derechos humanos. 
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Artículo 26. Los actos de autoridad que los gobiernos fe-
deral, estatal, del Distrito Federal y municipal, emitan en el
ámbito de sus respectivas competencias, en materia de res-
ponsabilidades domésticas en el entorno familiar, deberán
considerar lo siguiente: 

I. Que garanticen el reconocimiento de la responsabili-
dad común y equitativa entre hombres y mujeres en
cuanto a la educación, cuidado y desarrollo de sus hijas
e hijos; 

II. Que refuercen la educación familiar incluyendo la
comprensión adecuada de la función social de la mater-
nidad, de la paternidad y de las responsabilidades fami-
liares; 

III. Que promuevan y difundan en la sociedad acciones
para erradicar las divisiones del trabajo doméstico sobre
las bases de los valores, atributos, roles y representacio-
nes que la sociedad asigna a hombres y mujeres y, 

IV. Que brinden servicios educativos integrales que
promuevan el reparto equitativo entre los progenitores,
la madre y el padre por adopción, de las actividades re-
feridas al cuidado y la satisfacción de las necesidades
básicas y afectivas de las niñas, niños y adolescentes. 

Título Tercero

Capítulo Primero
Del Sistema Nacional para la 

Protección de la Familia

Artículo 27. La Política Nacional en Materia de Protección
de la Familia, deberá establecer las acciones conducentes
para que los programas gubernamentales incluyan estrate-
gias para la protección de la organización y el desarrollo de
la familia, facilitando el ejercicio de sus derechos sociales,
bajo una perspectiva de igualdad entre mujeres y hombres
y del interés superior de la niñez, así como bajo los princi-
pios de ayuda mutua y bien común. 

Artículo 28. El Sistema Nacional para la Protección de la
Familia, se encargará de elaborar y coordinar la instrumen-
tación del Programa Nacional para la Protección de la Or-
ganización y Desarrollo de la Familia, que será el instru-
mento técnico para la aplicación de la Política Nacional en
Materia de Protección de la Familia.  

Artículo 29. El Sistema será competente para proponer
Normas Oficiales Mexicanas y otras disposiciones de ca-
rácter general para la regulación de los servicios relaciona-
dos con las políticas públicas en materia de Protección de
la Organización y Desarrollo de la Familia. 

Artículo 30. En el diseño, elaboración, aplicación, evalua-
ción y seguimiento de los instrumentos de la Política en
Materia de Protección de la Familia, se deberán observar
los objetivos y principios previstos en esta Ley. 

Artículo 31. El Sistema Nacional para la Protección de la
Familia, es el conjunto orgánico y articulado de estructu-
ras, relaciones funcionales, métodos y procedimientos que
establecen las dependencias y las entidades de la Adminis-
tración Pública Federal entre sí, con las organizaciones de
los diversos grupos sociales y con las autoridades de los
Estados, el Distrito Federal y los Municipios, a fin de efec-
tuar acciones coordinadas y destinadas a la protección de la
organización y desarrollo de la familia. 

Artículo 32. Formaran parte del Sistema:

I. Un representante del Sistema Nacional para el Desa-
rrollo Integral de la Famila, quien además será quien co-
ordine las actividades del Sistema;

II. Un representante de la Secretaría de Salud;

III. Un representante de la Secretaría de Educación Pú-
blica;

IV. Un representante de la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social;

V. Un representante de la Secretaría de Desarrollo So-
cial;

VI. Un representante del Instituto Nacional de las Mu-
jeres;

VII. Un representante de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos;

VIII. Un representante de las entidades federativas;

IX. Un representante de los municipios;

X. Tres representantes de la Sociedad Civil



Artículo 33. El Sistema promoverá que entre los integran-
tes de la familia prevalezca el respeto y la debida protec-
ción de su integridad física y psíquica, a efectos de lo cual
instrumentará políticas públicas para proporcionarles
orientación y asistencia. 

Artículo 34. Sin perjuicio de sus atribuciones y funciones
contenidas en otros ordenamientos, el Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia coordinará, a tra-
vés de su titular, las acciones que del Sistema Nacional pa-
ra la Protección de la Familia y expedirá las disposiciones
de carácter general para la organización y el funciona-
miento del mismo, que lo vinculen con los tres niveles de
gobierno, sus programas y sus acciones, a fin de asegurar
la transversalidad de la Política de Protección de la familia. 

Artículo 35. Al Sistema Nacional para la Protección de la
Familia le corresponde: 

I. Proponerle al titular del Ejecutivo Federal la Política
Nacional en materia de Protección de la Familia en los
términos de la presente Ley; 

II. Realizar acciones para su seguimiento y coordinar el
Programa Nacional para la Protección de la Organiza-
ción y Desarrollo de la Familia al que deberán ajustarse
las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, las entidades federativas, el Distrito Fe-
deral y los municipios en el ámbito de sus competen-
cias; 

III. Determinar la periodicidad y características de la in-
formación que deberán proporcionar las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal, con su-
jeción a las disposiciones generales aplicables; 

IV. Formular al titular del Ejecutivo Federal la propues-
ta anual de presupuesto de Egresos de la Federación,
que deberá ser asignado a la promoción de la organiza-
ción y desarrollo de la familia; 

V. Impulsar la participación de la sociedad civil en la
promoción de la protección del desarrollo y organiza-
ción de la familia y, 

VI. Las demás que determinen las disposiciones gene-
rales aplicables a fin de lograr el cumplimiento de los
objetivos del Sistema Nacional. 

Artículo 36. El Sistema Nacional tiene los siguientes obje-
tivos: 

I. Lograr la protección de la organización y desarrollo
de la familia, en el marco del ejercicio de sus derechos
sociales, bajo una perspectiva de igualdad entre mujeres
y hombres; 

II. Apoyar el ejercicio de los derechos sociales por par-
te de las familias, mediante el acceso material y admi-
nistrativo a los apoyos, servicios y programas sociales; 

III. Coadyuvar a la modificación de estereotipos que
discriminan y fomentan inequidades dentro de la fami-
lia y entre familias y, 

IV. Promover el desarrollo de programas, acciones y
servicios que fomenten la promoción de la organización
y desarrollo de las familias en los tres niveles de go-
bierno. 

Artículo 37. Los gobiernos de los Estados y del Distrito
Federal coadyuvarán, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias y en los términos de los acuerdos de coordina-
ción que celebren con el Sistema Nacional para el Desa-
rrollo Integral de la Familia o, en su caso, con las
dependencias o entidades de la Administración Pública Fe-
deral, a la consolidación y funcionamiento del Sistema Na-
cional. 

Asimismo, planearán, organizarán y desarrollarán en sus
respectivas circunscripciones territoriales, sistemas estata-
les para la Protección de la Organización y Desarrollo de la
Familia, sobre la base de su participación programática en
el Sistema Nacional para la Protección de la Familia. 

Artículo 38. Las acciones concertadas entre la Federación
y el sector privado, se realizará mediante convenios y con-
tratos, los cuales se ajustarán por lo menos a las siguientes
bases: 

I. Definición de las responsabilidades que asuman las y
los integrantes de los sectores social y privado, y 

II. Determinación de las acciones de orientación, estí-
mulo y apoyo que dichos sectores llevarán a cabo en co-
ordinación con las instituciones correspondientes.
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Capítulo Segundo
Del Programa Nacional para la Protección de la 

Organización y Desarrollo de la Familia

Artículo 39. El Programa Nacional para la Protección de la
Organización y Desarrollo de la Familia tomará en cuenta
las necesidades de los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios, en cuanto a las condiciones de desigualdad y
pobreza que prevalezcan en cada región. Este Programa
deberá integrarse al Plan Nacional de Desarrollo así como
a los programas sectoriales, institucionales y especiales a
que se refiere la Ley de Planeación. 

Los programas que elaboren los gobiernos de los Estados y
del Distrito Federal, con visión de mediano y largo alcan-
ce, indicarán los objetivos, estrategias y líneas de acción
prioritarias, tomando en cuenta los criterios e instrumentos
de la Política en Materia de Protección de la Familia, en
congruencia con los programas nacionales. 

Artículo 40. El Sistema deberá revisar, evaluar resultados
y actualizar el Programa cada tres años. 

Artículo 41. Los informes anuales del Poder Ejecutivo Fe-
deral deberán contener el estado que guarda la ejecución
del Programa, así como las demás acciones relativas al
cumplimiento de lo establecido en la presente Ley. 

Artículo 42. La Federación, los Estados, el Distrito Fede-
ral y los Municipios establecerán desarrollarán las bases de
coordinación para la instrumentación del Programa. 

Título Cuarto

Capítulo Primero
De la Distribución de Competencias 
y la Coordinación Interinstitucional

Artículo 43. El Ejecutivo Federal será en todo momento el
principal encargado de la efectividad de las acciones del
Sistema y del Programa, por lo que le corresponde realizar
las adecuaciones necesarias para ese fin, en el ámbito de su
competencia.

Artículo 44. La Federación, los Estados y el Distrito Fede-
ral establecerán las bases de coordinación administrativa
para la integración y funcionamiento de los Sistemas Esta-
tales y del Distrito Federal con apego al contenido del pro-
grama. 

Artículo 45. La Federación, a través de la Secretaría que
corresponda según la materia de que se trate, o de las ins-
tancias administrativas a su cargo, que determine que se
ocupen de asuntos relacionados con la protección de la or-
ganización y desarrollo de la familia, podrá suscribir con-
venios o acuerdos de coordinación con otros países, con la
coparticipación del Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia, de conformidad con las disposiciones
jurídicas aplicables, a fin de: 

I. Fortalecer sus funciones y atribuciones en materia de
protección de la organización y desarrollo de la familia; 

II. Establecer mecanismos de coordinación para dise-
ñar, implementar y evaluar las políticas para la protec-
ción de familia en la función pública nacional; 

III. Impulsar la vinculación interinstitucional en el mar-
co del Sistema; 

IV. Coordinar las tareas en materia de protección de la
organización y desarrollo de la familia mediante accio-
nes específicas y, en su caso, afirmativas que contribu-
yan a una estrategia nacional, y 

V. Proponer iniciativas y políticas de cooperación para
el desarrollo de mecanismos de participación de la fa-
milia en los ámbitos de la economía, toma de decisiones
y en la vida social, cultural y civil. 

Artículo 46. En la celebración de convenios o acuerdos de
coordinación, deberán tomarse en consideración los recur-
sos presupuestarios, materiales y humanos, para el cumpli-
miento de la presente Ley, conforme a la normatividad ju-
rídica, administrativa presupuestaria correspondiente. 

Capítulo Segundo
Del Gobierno Federal

Artículo 47. En los programas sociales a su cargo, el Eje-
cutivo Federal deberá: 

I. Fomentar, promover e instrumentar estrategias que
faciliten el acceso y pleno disfrute de los derechos so-
ciales a la familia nuclear, madre y/o padre e hijos y, de-
más miembros que sean sus dependientes económicos. 

II. Incluir en la planeación presupuestal anual, los re-
cursos suficientes para el cumplimiento del programa,



los proyectos y las acciones en materia de protección de
la organización y desarrollo de la familia; 

III. Promover la igualdad entre mujeres y hombres en
las decisiones relacionadas con la organización y desa-
rrollo de la vida familiar; 

IV. Garantizar la igualdad de oportunidades en el acce-
so a las políticas, programas, proyectos e instrumentos
compensatorios como acciones afirmativas y, 

V. Los demás que esta Ley y otros ordenamientos apli-
cables le confieren. 

Artículo 48. Las autoridades de los tres órdenes de gobier-
no tendrán a su cargo la aplicación de la presente Ley, sin
perjuicio de las atribuciones que les correspondan. 

Capítulo Tercero
De los Gobiernos de los Estados 

y del Distrito Federal

Artículo 49. Los Congresos de los Estados, con base en
sus respectivas Constituciones, y la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal, con arreglo a su Estatuto de Gobierno,
expedirán las disposiciones legales necesarias para promo-
ver los principios, políticas y objetivos que sobre la Orga-
nización y Desarrollo de la Familia prevén la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley. 

Artículo 50. Corresponde a las y los titulares de los Go-
biernos Estatales y del Distrito Federal: 

I. Desarrollar y aplicar a nivel local la Política Nacional
en materia de Protección de la Familia; 

II. Incorporar en los presupuestos de egresos de la enti-
dad federativa y del Distrito Federal, la asignación de
recursos para el cumplimiento de la política local en ma-
teria de protección de la familia; 

III. Elaborar las políticas públicas locales, con una pro-
yección de mediano y largo alcance, debidamente ar-
monizadas con los programas nacionales, dando cabal
cumplimiento a la presente Ley, 

IV. Promover, en coordinación con las dependencias de
la Administración Pública Federal la aplicación de la
presente Ley. 

Capítulo Cuarto
De los Gobiernos de los Municipios

Artículo 51. Corresponde a los Gobiernos de los Munici-
pios: 

I. Implementar la política municipal en materia de pro-
tección de la familia, en concordancia con las políticas
Nacional y locales correspondientes; 

II. Coadyuvar con el Gobierno Federal y con el gobier-
no de la entidad federativa correspondiente, en la con-
solidación de los programas en materia de protección de
la organización y desarrollo de la familia; 

III. Proponer al Poder Ejecutivo de la entidad corres-
pondiente, sus necesidades presupuestarias para la eje-
cución de los programas de familia; 

IV. Diseñar, formular y aplicar campañas de concienti-
zación, así como programas de desarrollo de acuerdo a
la región y, 

V. Fomentar la participación social, política y ciudada-
na dirigida a proteger la organización y el desarrollo de
la familia, tanto en las áreas urbanas como en las rura-
les. 

Capítulo Quinto
Del Derecho a la Información y la Participación 

Social en Materia de Protección de la Familia

Artículo 52. Toda persona tendrá derecho a que las autori-
dades y organismos públicos pongan a su disposición la in-
formación que les soliciten sobre políticas, instrumentos y
normas sobre la protección de la familia; en términos de las
disposiciones aplicables en materia de acceso a la informa-
ción pública gubernamental. 

Artículo 53. El Ejecutivo Federal, por conducto del Siste-
ma, de acuerdo a sus atribuciones, promoverá la participa-
ción de la sociedad en la planeación, diseño, aplicación y
evaluación de los programas e instrumentos de la Política
Nacional en Materia de Protección de la Familia a que se
refiere esta Ley. 

Artículo 54. Los acuerdos y convenios que en materia de
esta ley celebren el Ejecutivo y sus dependencias con los
sectores público, social o privado, podrán versar sobre to-
dos los aspectos considerados en los instrumentos de la po-
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lítica sobre la protección de la familia, así como coadyuvar
en labores de vigilancia y demás acciones operativas pre-
vistas en esta Ley. 

Artículo 55. El incumplimiento de las disposiciones de es-
ta Ley y demás disposiciones derivadas de ella serán san-
cionadas administrativamente por las autoridades compe-
tentes conforme a sus atribuciones, de conformidad con la
Ley Federal de Procedimiento Administrativo y por las au-
toridades locales según lo previsto en las leyes estatales co-
rrespondientes. 

Artículo 56.- Las personas afectadas por las resoluciones
dictadas con fundamento en esta Ley y demás disposicio-
nes que de ella deriven, podrán recurrirlas administrativa-
mente de conformidad con lo que establece la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo y las leyes estatales co-
rrespondientes. 

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. La federación, el Distrito Federal, los estados y
los municipios en el ámbito de su competencia, expedirán
las normas legales y tomarán las medidas administrativas
necesarias a efecto de dar cumplimiento a esta ley, tenien-
do como ejes conductores el contenido de los compromisos
internacionales en materia de derechos humanos ratifica-
dos por el Estado mexicano, y bajo el principio del interés
superior de la infancia e igualdad entre mujeres y hombres. 

Tercero. El titular de le Ejecutivo federal deberá emitir el
decreto de creación del Sistema Nacional para la Protec-
ción de la Familia, en un plazo no mayor de 180 días. 

Cuarto. El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de
la Familia emitirá el Programa Nacional para la Protección
de la Organización y Desarrollo de la Familia en un plazo
no mayor de 180 días. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de octubre de
2014.— Diputados: Carmen Lucía Pérez Camarena, Erick Marte Ri-
vera Villanueva (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

LEY DE AGUAS NACIONALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales, a cargo del diputado Ra-
món Antonio Sampayo Ortiz, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, Ramón Antonio Sampayo Ortiz, diputado de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la ho-
norable Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, fracción I, del Reglamento de la honorable Cámara de
Diputados, así como el artículo 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
la asamblea el proyecto de decreto por el que se modifican
diversas disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El agua es un recurso vital para todas las formas de vida.
Los seres humanos necesitamos ingerir de dos a dos litros
y medio del preciado líquido cada día, dependiendo de
nuestra constitución física y nuestras actividades para que
no se presente un cuadro de deshidratación que puede pro-
vocar problemas en la salud.

La disminución de los niveles de disponibilidad del agua
por el crecimiento demográfico y por los efectos del cam-
bio climático en nuestro país nos representa una oportuni-
dad para ser ejemplo nacional de un trabajo en conjunto,
donde nosotros, los 500 diputados federales que represen-
tamos los intereses de los mexicanos, hagamos a un lado
nuestras diferencias en beneficio del país y de las futuras
generaciones.

El cambio climático afecta a todas las formas de vida, por
un lado genera prolongados periodos de sequias a la vez
que es causante de colosales inundaciones. En el ámbito
económico, el cambio climático afecta de manera impor-
tante la seguridad alimentaria y en la calidad de vida de los
habitantes de todo el mundo al escasear el vital líquido de
los campos de cultivo y en los labios sedientos de los mi-
llones de seres humanos.

Según datos del Consejo Consultivo de Agua, AC: “El
cambio climático está teniendo un impacto significativo en



los modelos climáticos, las precipitaciones y el ciclo hi-
drológico, y está afectando la disponibilidad de agua su-
perficial, así como la humedad del suelo y la recarga de
aguas subterráneas”.1

También apuntan que en nuestro país los principales facto-
res que influyen en la disponibilidad de agua son:

• La disponibilidad del agua subterránea y su explota-
ción por cuenca 

• La calidad del agua superficial

• El desequilibrio en la distribución geográfica (concen-
tración demográfica y desarrollo económico)

• Las lluvias, las sequías y las inundaciones

En las zonas donde abunda el agua, la intensa precipitación
pluvial, la deforestación y la erosión de los suelos provo-
can corridas rápidas que arrastran y depositan sedimentos,
causando inundaciones frecuentes con cuantiosas pérdidas
humanas y materiales. 

Es necesario anotar también que los recursos hídricos están
ya sujetos a grandes presiones debido, fundamentalmente,
al crecimiento poblacional; al desarrollo social y económi-
co que genera mayores demandas, sobre todo de uso in-
dustrial y de servicios; y a los cambios en el uso del suelo
y alteraciones en las zonas de captación de las cuencas,
ocasionados principalmente por la deforestación y la ero-
sión. A estos efectos hay que añadir la incapacidad institu-
cional en amplias zonas del planeta para lograr una razo-
nable gobernabilidad del recurso hídrico. Por todo ello, los
probables efectos del cambio climático serán un ingredien-
te más que dificultará, de manera definitiva en muchos ca-
sos, el uso sustentable del agua.

Entre otras peligrosas consecuencias, se puede apreciar,
honorable asamblea: alteraciones en los periodos de lluvia,
disminución en la producción de alimentos, de energía y de
abastecimiento de agua.

De acuerdo con la Comisión Nacional del Agua (Conagua)
en el año 2020 cada habitante de México dispondrá de
aproximadamente 3 mil 500 metros cúbicos (m3) situación
que contrasta con la disponibilidad de recursos que existía
en 1950 con 10 mil m3 del vital líquido por habitante y en
2007 las estimaciones eran de 4 mil 300 m3 por habitante. 

El líquido vital es necesario en toda la vida, incluso para in-
tegrar a un producto, bien o servicio. Por ejemplo, para
producir un kilogramo de trigo en México, se requieren en
promedio 1,000 litros de agua; un kilo de carne de res re-
quiere 13,500 litros. Bajo este marco, los intercambios co-
merciales durante el año 2009 representaron exportaciones
por 6,664.6 millones de metros cúbicos de agua virtual e
importaciones por 34,817.2. La importación neta está rela-
cionada con cereales, semillas y frutos (44.3%), a produc-
tos animales (37.8%) y el restante a productos industriales
(17.9%).2

Por lo anterior, la iniciativa propone reformas para dismi-
nuir en un futuro la escasez de agua y, como consecuencia,
de alimentos, productos y servicios que decrezcan la cali-
dad de vida.

A nivel mundial, fue en la conferencia de las Naciones
Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo, mejor co-
nocida como la Cumbre de la Tierra, celebrada en 1992 en
la ciudad de Río de Janeiro, Brasil, donde se instituyo el 22
de marzo como el “Día mundial del Agua”. Así mismo, la
Asamblea General de las Naciones Unidas ha designado el
2013 como el Año Internacional de la Cooperación en la
esfera del Agua, que insta a los Estados del mundo a ser
conscientes y optimizar el aprovechamiento de los recursos
hídricos así como a promover el derecho al agua con un
uso razonable del vital recurso.

El mundo actual es cada vez más consciente del cuidado
del agua y las consecuencias negativas del cambio climáti-
co. Es por ello, y apelando a la larga y honrosa tradición
que México ha demostrado en el exterior, que nuestro país
está obligado a responder con contundencia al llamado y
encarar con determinación las consecuencias negativas del
cambio climático en materia hídrica. Los legisladores de
México tenemos el compromiso de acudir a ese llamado y
tomar cartas en el asunto.

La relación entre el cambio climático y el agua es una rea-
lidad que se presenta estrechamente vinculada, por tal ra-
zón, honorable asamblea, las medidas a tomar imperativa-
mente tienen que ser acciones conjuntas donde la voluntad
política y el respaldo jurídico tengan la misma orientación.
Se puede analizar el cambio climático y los temas relacio-
nados con el agua de manera independiente, pero solo las
acciones que consideren al binomio cambio climático-agua
como un solo tema pueden ser efectivas.
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El cambio climático incidirá en la demanda de agua, sobre
todo la de los ecosistemas y la de la agricultura que es, ac-
tualmente, el principal usuario en el mundo. También se
observarán cambios en la calidad del agua en los ríos y, con
mayor intensidad, en los lagos, humedales y ecosistemas
costeros.

Se propone incorporar dos nuevas definiciones en el ar-
tículo 3°, la primera es Adaptación, y la segunda es Cam-
bio Climático, puesto que el agua es el motor de la vida, y
es de esperarse que los cambios en el ciclo hidrológico pro-
duzcan a su vez modificaciones de consideración en los
ecosistemas y en la salud.

También hay que apuntar que el crecimiento urbano no
siempre ha tomado en cuenta el impacto hidrológico que
pueden ocasionar las construcciones, y que lo mismo ha
ocurrido con la infraestructura petrolera. También son de
considerarse los asentamientos irregulares en zonas bajas,
que históricamente son susceptibles de sufrir inundaciones.

La Ley de Aguas Nacionales guarda una especial relación
con el tema de cambio climático, es por ello que debe ade-
cuarse para integrar las medidas necesarias y hacer frente a
las consecuencias negativas del cambio climático que la
realidad actual demanda.

Propongo adicionar a la ley que nos ocupa, la disminución
de los efectos nocivos del cambio climático como parte de
los objetivos establecidos en el artículo primero. Con esta
inclusión, la Ley de Aguas Nacionales se dotará de una va-
liosa adecuación a la realidad actual necesaria en la lucha
en contra de las consecuencias negativas del cambio cli-
mático.

Mi propuesta es la de adicionar al artículo tercero la defi-
nición del cambio climático para que sea incluida en la ley
que nos ocupa.

Con la adición de un párrafo en el artículo octavo de la pre-
sente ley se busca que el diseño de políticas públicas sea
orientado a la protección de los recursos hídricos como
parte del combate a las consecuencias negativas del cam-
bio climático.

De conformidad con este ordenamiento, es la Secretaría de
Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) la en-
cargada de proponer al Ejecutivo Federal el diseño de la
política en materia hídrica, es por ello que debe de contar
entre sus atribuciones la delineación de política encamina-

das a la reducción de las consecuencias negativas del cam-
bio climático.

Se adiciona una sección Segunda al Título Tercero, reco-
rriéndose la actual sección segunda a ser Tercera, en la cual
se aborda el tema de la adaptación y el Cambio Climático
toda vez que forma parte del título ya mencionado, que ha-
bla sobre las políticas y acciones, que en este caso sería con
respecto a la adaptación con al cambio climático. 

Las políticas públicas en lo que se refiere al agua, deberán
de contar con el respaldo científico generado a partir de in-
formes y análisis específicos para tener el conocimiento de
la situación actual del país en esta terrible realidad y esta-
blecer una estrategia eficaz en la materia, lo anterior se es-
tablece en la adición que propongo en los artículos 96. Bis
1.1, 96 Bis 1.2, 96 Bis 1.3 y 96 Bis 1.4.

Con las anteriores adiciones así como con la adecuación
del presente ordenamiento en su título Séptimo “Preven-
ción y Control de la Contaminación de las Aguas y Res-
ponsabilidad por Daño Ambiental” se buscará que las di-
versas dependencias de gobierno concentren sus acciones
en la protección de los recursos hídricos del país, además
de vincular todos los esfuerzos en armonía con la Ley Ge-
neral de Cambio Climático.

Por ello, elevo a la consideración de esta honorable asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifican y adicionan diversas
disposiciones a la Ley de Aguas Nacionales

Primero. Se modifica el artículo primero, de la Ley de
Aguas Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del Artículo
27 de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos en
materia de aguas nacionales; es de observancia general en
todo el territorio nacional, sus disposiciones son de orden
público e interés social y tiene por objeto regular la explo-
tación, uso o aprovechamiento de dichas aguas, su distri-
bución y control, así como la preservación de su cantidad y
calidad para lograr su desarrollo integral sustentable y dis-
minuir los efectos nocivos del cambio climático.

Segundo.- Se adiciona una fracción I, recorriéndose la ac-
tual I a ser II y así sucesivamente, una fracción XI, se mo-
difica la nueva fracción XXX y XXXI recorriéndose las



demás, todas del artículo 3° de la Ley de Aguas Naciona-
les.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. “Adaptación”: Medidas y ajustes en sistemas hu-
manos o naturales, como respuesta a estímulos cli-
máticos, proyectados o reales, o sus efectos, que pue-
den moderar el daño, o aprovechar sus aspectos
beneficiosos. 

II. “Aguas Nacionales”: Son aquellas referidas en el
Párrafo Quinto del Artículo 27 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

III Acuífero”: Cualquier formación geológica o con-
junto de formaciones geológicas hidráulicamente co-
nectados entre sí, por las que circulan o se almace-
nan aguas del subsuelo que pueden ser extraídas
para su explotación, uso o aprovechamiento y cuyos
límites laterales y verticales se definen convencional-
mente para fines de evaluación, manejo y adminis-
tración de las aguas nacionales del subsuelo; 

IV. “Aguas claras” o “Aguas de primer uso”: Aque-
llas provenientes de distintas fuentes naturales y de
almacenamientos artificiales que no han sido objeto
de uso previo alguno; 

V. “Aguas del subsuelo”: Aquellas aguas nacionales
existentes debajo de la superficie terrestre; 

VI. “Aguas marinas”: Se refiere a las aguas en zonas
marinas; 

VII. “Aguas Residuales”: Las aguas de composición
variada provenientes de las descargas de usos públi-
co urbano, doméstico, industrial, comercial, de servi-
cios, agrícola, pecuario, de las plantas de tratamien-
to y en general, de cualquier uso, así como la mezcla
de ellas; 

VIII. “Aprovechamiento”: Aplicación del agua en
actividades que no impliquen consumo de la misma; 

IX. “Asignación”: Título que otorga el Ejecutivo Fe-
deral, a través de “la Comisión” o del Organismo de
Cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para realizar la explotación, uso o
aprovechamiento de las aguas nacionales, a los mu-

nicipios, a los estados o al Distrito Federal, destina-
das a los servicios de agua con carácter público ur-
bano o doméstico; 

X. “Bienes Públicos Inherentes”: Aquellos que se
mencionan en el Artículo 113 de esta Ley; 

XI. “Cambio climático”: Variación del clima atribui-
do directa o indirectamente a la actividad humana,
que altera la composición de la atmosfera global y se
suma a la variabilidad natural del clima observada
durante periodos comparables.

XII. “Capacidad de Carga”: Estimación de la tole-
rancia de un ecosistema al uso de sus componentes,
tal que no rebase su capacidad de recuperación en el
corto plazo sin la aplicación de medidas de restaura-
ción o recuperación para restablecer el equilibrio
ecológico; 

XIII. “Cauce de una corriente”: El canal natural o
artificial que tiene la capacidad necesaria para que
las aguas de la creciente máxima ordinaria escurran
sin derramarse. Cuando las corrientes estén sujetas
a desbordamiento, se considera como cauce el canal
natural, mientras no se construyan obras de encau-
zamiento; en los orígenes de cualquier corriente, se
considera como cauce propiamente definido, cuando
el escurrimiento se concentre hacia una depresión to-
pográfica y éste forme una cárcava o canal, como re-
sultado de la acción del agua fluyendo sobre el terre-
no. Para fines de aplicación de la presente Ley, la
magnitud de dicha cárcava o cauce incipiente debe-
rá ser de cuando menos de 2.0 metros de ancho por
0.75 metros de profundidad; 

XIV. “Comisión Nacional del Agua”: Órgano Admi-
nistrativo Desconcentrado de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, con funciones de
Derecho Público en materia de gestión de las aguas
nacionales y sus bienes públicos inherentes, con au-
tonomía técnica, ejecutiva, administrativa, presu-
puestal y de gestión, para la consecución de su obje-
to, la realización de sus funciones y la emisión de los
actos de autoridad que conforme a esta Ley corres-
ponde tanto a ésta como a los órganos de autoridad
a que la misma se refiere; 

XV. “Concesión”: Título que otorga el Ejecutivo Fe-
deral, a través de “la Comisión” o del Organismo de

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II199



Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

Cuenca que corresponda, conforme a sus respectivas
competencias, para la explotación, uso o aprovecha-
miento de las aguas nacionales, y de sus bienes pú-
blicos inherentes, a las personas físicas o morales de
carácter público y privado, excepto los títulos de
asignación; 

XVI. “Condiciones Particulares de Descarga”: El
conjunto de parámetros físicos, químicos y biológi-
cos y de sus niveles máximos permitidos en las des-
cargas de agua residual, determinados por “la Co-
misión” o por el Organismo de Cuenca que
corresponda, conforme a sus respectivas competen-
cias, para cada usuario, para un determinado uso o
grupo de usuarios de un cuerpo receptor específico
con el fin de conservar y controlar la calidad de las
aguas conforme a la presente Ley y los reglamentos
derivados de ella; 

XVII. “Consejo de Cuenca”: Órganos colegiados de
integración mixta, que serán instancia de coordina-
ción y concertación, apoyo, consulta y asesoría, entre
“la Comisión”, incluyendo el Organismo de Cuenca
que corresponda, y las dependencias y entidades de
las instancias federal, estatal o municipal, y los re-
presentantes de los usuarios de agua y de las organi-
zaciones de la sociedad, de la respectiva cuenca hi-
drológica o región hidrológica; 

XVIII. “Cuenca Hidrológica”: Es la unidad del te-
rritorio, diferenciada de otras unidades, normal-
mente delimitada por un parte aguas o divisoria de
las aguas -aquella línea poligonal formada por los
puntos de mayor elevación en dicha unidad-, en don-
de ocurre el agua en distintas formas, y ésta se alma-
cena o fluye hasta un punto de salida que puede ser
el mar u otro cuerpo receptor interior, a través de
una red hidrográfica de cauces que convergen en
uno principal, o bien el territorio en donde las aguas
forman una unidad autónoma o diferenciada de
otras, aun sin que desemboquen en el mar. En dicho
espacio delimitado por una diversidad topográfica,
coexisten los recursos agua, suelo, flora, fauna, otros
recursos naturales relacionados con éstos y el medio
ambiente. La cuenca hidrológica conjuntamente con
los acuíferos, constituye la unidad de gestión de los
recursos hídricos. La cuenca hidrológica está a su
vez integrada por subcuentas y estas últimas están
integradas por microcuencas. 

Para los fines de esta Ley, se considera como: 

a. “Región hidrológica”: Área territorial confor-
mada en función de sus características morfológi-
cas, orográficas e hidrológicas, en la cual se con-
sidera a la cuenca hidrológica como la unidad
básica para la gestión de los recursos hídricos,
cuya finalidad es el agrupamiento y sistematiza-
ción de la información, análisis, diagnósticos,
programas y acciones en relación con la ocurren-
cia del agua en cantidad y calidad, así como su
explotación, uso o aprovechamiento. Normal-
mente una región hidrológica está integrada por
una o varias cuencas hidrológicas. Por tanto, los
límites de la región hidrológica son en general
distintos en relación con la división política por
estados, Distrito Federal y municipios. Una o va-
rias regiones hidrológicas integran una región hi-
drológico - administrativa, y 

b. “Región Hidrológico - Administrativa”: Área
territorial definida de acuerdo con criterios hi-
drológicos, integrada por una o varias regiones
hidrológicas, en la cual se considera a la cuenca
hidrológica como la unidad básica para la gestión
de los recursos hídricos y el municipio represen-
ta, como en otros instrumentos jurídicos, la uni-
dad mínima de gestión administrativa en el país; 

XIX. “Cuerpo receptor”: La corriente o depósito na-
tural de agua, presas, cauces, zonas marinas o bienes
nacionales donde se descargan aguas residuales, así
como los terrenos en donde se infiltran o inyectan di-
chas aguas, cuando puedan contaminar los suelos,
subsuelo o los acuíferos; 

XX. “Cuota de Autosuficiencia”: Es aquella destina-
da a recuperar los costos derivados de la operación,
conservación y mantenimiento de las obras de in-
fraestructura hidráulica, instalaciones diversas y de
las zonas de riego, así como los costos incurridos en
las inversiones en infraestructura, mecanismos y
equipo, incluyendo su mejoramiento, rehabilitación
y reemplazo. Las cuotas de autosuficiencia no son de
naturaleza fiscal y normalmente son cubiertas por
los usuarios de riego o regantes, en los distritos, uni-
dades y sistemas de riego, en las juntas de agua con
fines agropecuarios y en otras formas asociativas
empleadas para aprovechar aguas nacionales en el



riego agrícola; las cuotas de autosuficiencia en dis-
tritos y unidades de temporal son de naturaleza y ca-
racterísticas similares a las de riego, en materia de
infraestructura de temporal, incluyendo su opera-
ción, conservación y mantenimiento y las inversiones
inherentes; 

XXI. “Cuota Natural de Renovación de las Aguas”:
El volumen de agua renovable anualmente en una
cuenca hidrológica o en un cuerpo de aguas del sub-
suelo; 

XXII. “Delimitación de cauce y zona federal”: Tra-
bajos y estudios topográficos, batimétricos, fotogra-
métricos, hidrológicos e hidráulicos, necesarios para
la determinación de los límites del cauce y la zona fe-
deral; 

XXIII. “Desarrollo sustentable”: En materia de re-
cursos hídricos, es el proceso evaluable mediante cri-
terios e indicadores de carácter hídrico, económico,
social y ambiental, que tiende a mejorar la calidad
de vida y la productividad de las personas, que se
fundamenta en las medidas necesarias para la pre-
servación del equilibrio hidrológico, el aprovecha-
miento y protección de los recursos hídricos, de ma-
nera que no se comprometa la satisfacción de las
necesidades de agua de las generaciones futuras; 

XXIV. “Descarga”: La acción de verter, infiltrar, de-
positar o inyectar aguas residuales a un cuerpo re-
ceptor; 

XXV. “Disponibilidad media anual de aguas superfi-
ciales”: En una cuenca hidrológica, es el valor que
resulta de la diferencia entre el volumen medio anual
de escurrimiento de una cuenca hacia aguas abajo y
el volumen medio anual actual comprometido aguas
abajo; 

XXVI. “Disponibilidad media anual de aguas del
subsuelo”: En una unidad hidrogeológica -entendida
ésta como el conjunto de estratos geológicos hidráu-
licamente conectados entre sí, cuyos límites laterales
y verticales se definen convencionalmente para fines
de evaluación, manejo y administración de las aguas
nacionales subterráneas-, es el volumen medio anual
de agua subterránea que puede ser extraído de esa
unidad hidrogeológica para diversos usos, adicional
a la extracción ya concesionada y a la descarga na-

tural comprometida, sin poner en peligro el equili-
brio de los ecosistemas; 

XXVII. a. “Distrito de Riego”: Es el establecido me-
diante Decreto Presidencial, el cual está conformado
por una o varias superficies previamente delimitadas
y dentro de cuyo perímetro se ubica la zona de riego,
el cual cuenta con las obras de infraestructura hi-
dráulica, aguas superficiales y del subsuelo, así como
con sus vasos de almacenamiento, su zona federal, de
protección y demás bienes y obras conexas, pudien-
do establecerse también con una o varias unidades
de riego; 

b. “Distrito de Temporal Tecnificado”: Área geo-
gráfica destinada normalmente a las actividades
agrícolas que no cuenta con infraestructura de
riego, en la cual mediante el uso de diversas téc-
nicas y obras, se aminoran los daños a la produc-
ción por causa de ocurrencia de lluvias fuertes y
prolongadas -éstos también denominados Distri-
tos de Drenaje- o en condiciones de escasez, se
aprovecha con mayor eficiencia la lluvia y la hu-
medad en los terrenos agrícolas; el distrito de
temporal tecnificado está integrado por unidades
de temporal; 

XXVIII. “Estero”: Terreno bajo, pantanoso, que
suele llenarse de agua por la lluvia o por desbordes
de una corriente, o una laguna cercana o por el mar; 

XXIX. “Explotación”: Aplicación del agua en activi-
dades encaminadas a extraer elementos químicos u
orgánicos disueltos en la misma, después de las cua-
les es retornada a su fuente original sin consumo sig-
nificativo; 

XXX. “Gestión del Agua”: Proceso sustentado en el
conjunto de principios, políticas, actos, recursos, ins-
trumentos, normas formales y no formales, bienes,
recursos, derechos, atribuciones y responsabilidades,
mediante el cual coordinadamente el Estado, los
usuarios del agua y las organizaciones de la sociedad,
promueven e instrumentan para lograr el desarrollo
sustentable en beneficio de los seres humanos y su
medio social, económico y ambiental, (1) el control y
manejo del agua y las cuencas hidrológicas, inclu-
yendo los acuíferos, por ende su distribución y admi-
nistración, (2) la regulación de la explotación, uso o
aprovechamiento del agua, y (3) la preservación y
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sustentabilidad de los recursos hídricos en cantidad
y calidad, considerando los riesgos ante la ocurren-
cia de fenómenos hidrometeorológicos extraordina-
rios y daños a ecosistemas vitales y al medio ambien-
te reduciendo los efectos negativos del Cambio
Climático. La gestión del agua comprende en su to-
talidad a la administración gubernamental del agua; 

XXXI. “Gestión Integrada de los Recursos Hídri-
cos”: Proceso que promueve la gestión y desarrollo
coordinado del agua, la tierra, los recursos relacio-
nados con éstos y el ambiente, con el fin de maximi-
zar el bienestar social y económico equitativamente
sin comprometer la sustentabilidad de los ecosiste-
mas vitales. Dicha gestión está íntimamente vincula-
da con el desarrollo sustentable y procura la adapta-
ción al Cambio Climático. Para la aplicación de esta
Ley en relación con este concepto se consideran pri-
mordialmente agua y bosque; 

XXXII. “Humedales”: Las zonas de transición entre
los sistemas acuáticos y terrestres que constituyen
áreas de inundación temporal o permanente, sujetas
o no a la influencia de mareas, como pantanos, cié-
nagas y marismas, cuyos límites los constituyen el ti-
po de vegetación hidrófila de presencia permanente
o estacional; las áreas en donde el suelo es predomi-
nantemente hídrico; y las áreas lacustres o de suelos
permanentemente húmedos por la descarga natural
de acuíferos; 

XXXIII. “La Comisión”: La Comisión Nacional del
Agua; 

XXXIV. “La Ley”: Ley de Aguas Nacionales; 

XXXV. “La Procuraduría”: La Procuraduría Fede-
ral de Protección al Ambiente; 

XXXVI. “La Secretaría”: La Secretaría del Medio
Ambiente y Recursos Naturales; 

XXXVII. “Los Consejos”: Los Consejos de Cuenca; 

XXXVIII. “Los Organismos”: Los Organismos de
Cuenca; 

XXXIX. “Materiales Pétreos”: Materiales tales co-
mo arena, grava, piedra y/o cualquier otro tipo de

material utilizado en la construcción, que sea extraí-
do de un vaso, cauce o de cualesquiera otros bienes
señalados en Artículo 113 de esta Ley; 

XL. “Normas Oficiales Mexicanas”: Aquellas expe-
didas por “la Secretaría”, en los términos de la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización referidas
a la conservación, seguridad y calidad en la explota-
ción, uso, aprovechamiento y administración de las
aguas nacionales y de los bienes nacionales a los que
se refiere el Artículo 113 de esta Ley; 

XLI. “Organismo de Cuenca”: Unidad técnica, ad-
ministrativa y jurídica especializada, con carácter
autónomo, adscrita directamente al Titular de “la
Comisión”, cuyas atribuciones se establecen en la
presente Ley y sus reglamentos, y cuyos recursos y
presupuesto específicos son determinados por “la
Comisión”; 

XLII. “Permisos”: Para los fines de la presente Ley,
existen dos acepciones de permisos: 

a. “Permisos”: Son los que otorga el Ejecutivo
Federal a través de “la Comisión” o del Organis-
mo de Cuenca que corresponda, conforme a sus
respectivas competencias, para la construcción
de obras hidráulicas y otros de índole diversa re-
lacionadas con el agua y los bienes nacionales a
los que se refiere 

b. “Permisos de Descarga”: Título que otorga el
Ejecutivo Federal a través de “la Comisión” o del
Organismo de Cuenca que corresponda, confor-
me a sus respectivas competencias, para la des-
carga de aguas residuales a cuerpos receptores de
propiedad nacional, a las personas físicas o mo-
rales de carácter público y privado; 

XLIII. “Persona física o moral”: Los individuos, los
ejidos, las comunidades, las asociaciones, las socieda-
des y las demás instituciones a las que la ley reco-
nozca personalidad jurídica, con las modalidades y
limitaciones que establezca la misma; 

XLIV. “Programa Nacional Hídrico”: Documento
rector que integra los planes hídricos de las cuencas
a nivel nacional, en el cual se definen la disponibili-
dad, el uso y aprovechamiento del recurso, así como



las estrategias, prioridades y políticas, para lograr el
equilibrio del desarrollo regional sustentable y avan-
zar en la gestión integrada de los recursos hídricos; 

XLV. “Programa Hídrico de la Cuenca”: Documento
en el cual se definen la disponibilidad, el uso y apro-
vechamiento del recurso, así como las estrategias,
prioridades y políticas, para lograr el equilibrio del
desarrollo regional sustentable en la cuenca corres-
pondiente y avanzar en la gestión integrada de los re-
cursos hídricos; 

XLVI. “Registro Público de Derechos de Agua”:
(REPDA) Registro que proporciona información y
seguridad jurídica a los usuarios de aguas nacionales
y bienes inherentes a través de la inscripción de los
títulos de concesión, asignación y permisos de des-
carga, así como las modificaciones que se efectúen en
las características de los mismos; 

XLVII. “Rescate”: Acto emitido por el Ejecutivo Fe-
deral por causas de utilidad pública o interés públi-
co, mediante la declaratoria correspondiente, para
extinguir: 

c. Concesiones o asignaciones para la explotación,
uso o aprovechamiento de Aguas Nacionales, de sus
bienes públicos inherentes, o 

d. Concesiones para construir, equipar, operar, con-
servar, mantener, rehabilitar y ampliar infraestruc-
tura hidráulica federal y la prestación de los servi-
cios respectivos; 

XLVIII. “Reúso”: La explotación, uso o aprovecha-
miento de aguas residuales con o sin tratamiento
previo; 

XLIX. “Ribera o Zona Federal”: Las fajas de diez
metros de anchura contiguas al cauce de las corrien-
tes o al vaso de los depósitos de propiedad nacional,
medidas horizontalmente a partir del nivel de aguas
máximas ordinarias. La amplitud de la ribera o zo-
na federal será de cinco metros en los cauces con una
anchura no mayor de cinco metros. El nivel de aguas
máximas ordinarias se calculará a partir de la cre-
ciente máxima ordinaria que será determinada por
“la Comisión” o por el Organismo de Cuenca que co-
rresponda, conforme a sus respectivas competencias,
de acuerdo con lo dispuesto en los reglamentos de es-

ta Ley. En los ríos, estas fajas se delimitarán a partir
de cien metros río arriba, contados desde la desem-
bocadura de éstos en el mar. En los cauces con an-
chura no mayor de cinco metros, el nivel de aguas
máximas ordinarias se calculará a partir de la media
de los gastos máximos anuales producidos durante
diez años consecutivos. Estas fajas se delimitarán en
los ríos a partir de cien metros río arriba, contados
desde la desembocadura de éstos en el mar. En los
orígenes de cualquier corriente, se considera como
cauce propiamente definido, el escurrimiento que se
concentre hacia una depresión topográfica y forme
una cárcava o canal, como resultado de la acción del
agua fluyendo sobre el terreno. La magnitud de la
cárcava o cauce incipiente deberá ser de cuando me-
nos de 2.0 metros de ancho por 0.75 metros de pro-
fundidad; 

L. “Río”: Corriente de agua natural, perenne o in-
termitente, que desemboca a otras corrientes, o a un
embalse natural o artificial, o al mar; 

LI. “Servicios Ambientales”: Los beneficios de inte-
rés social que se generan o se derivan de las cuencas
hidrológicas y sus componentes, tales como regula-
ción climática, conservación de los ciclos hidrológi-
cos, control de la erosión, control de inundaciones,
recarga de acuíferos, mantenimiento de escurrimien-
tos en calidad y cantidad, formación de suelo, captu-
ra de carbono, purificación de cuerpos de agua, así
como conservación y protección de la biodiversidad;
para la aplicación de este concepto en esta Ley se
consideran primordialmente los recursos hídricos y
su vínculo con los forestales; 

LII. “Sistema de Agua Potable y Alcantarillado”:
Conjunto de obras y acciones que permiten la pres-
tación de servicios públicos de agua potable y alcan-
tarillado, incluyendo el saneamiento, entendiendo
como tal la conducción, tratamiento, alejamiento y
descarga de las aguas residuales; 

LIII. “Unidad de Riego”: Área agrícola que cuenta
con infraestructura y sistemas de riego, distinta de
un distrito de riego y comúnmente de menor super-
ficie que aquél; puede integrarse por asociaciones de
usuarios u otras figuras de productores organizados
que se asocian entre sí libremente para prestar el ser-
vicio de riego con sistemas de gestión autónoma y
operar las obras de infraestructura hidráulica para
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la captación, derivación, conducción, regulación, dis-
tribución y desalojo de las aguas nacionales destina-
das al riego agrícola; 

LIV. “Uso”: Aplicación del agua a una actividad que
implique el consumo, parcial o total de ese recurso; 

LV. “Uso Agrícola”: La aplicación de agua nacional
para el riego destinado a la producción agrícola y la
preparación de ésta para la primera enajenación,
siempre que los productos no hayan sido objeto de
transformación industrial; 

LVI. “Uso Ambiental” o “Uso para conservación
ecológica”: El caudal o volumen mínimo necesario
en cuerpos receptores, incluyendo corrientes de di-
versa índole o embalses, o el caudal mínimo de des-
carga natural de un acuífero, que debe conservarse
para proteger las condiciones ambientales y el equi-
librio ecológico del sistema; 

LVII. “Uso Consuntivo”: El volumen de agua de una
calidad determinada que se consume al llevar a cabo
una actividad específica, el cual se determina como
la diferencia del volumen de una calidad determina-
da que se extrae, menos el volumen de una calidad
también determinada que se descarga, y que se seña-
lan en el título respectivo; 

LVIII. “Uso Doméstico”: La aplicación de agua na-
cional para el uso particular de las personas y del ho-
gar, riego de sus jardines y de árboles de ornato, in-
cluyendo el abrevadero de animales domésticos que
no constituya una actividad lucrativa, en términos
del Artículo 115 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 

LIX. “Uso en acuacultura”: La aplicación de aguas
nacionales para el cultivo, reproducción y desarrollo
de cualquier especie de la fauna y flora acuáticas; 

LX. “Uso industrial”: La aplicación de aguas nacio-
nales en fábricas o empresas que realicen la extrac-
ción, conservación o transformación de materias pri-
mas o minerales, el acabado de productos o la
elaboración de satisfactores, así como el agua que se
utiliza en parques industriales, calderas, dispositivos
para enfriamiento, lavado, baños y otros servicios
dentro de la empresa, las salmueras que se utilizan
para la extracción de cualquier tipo de sustancias y

el agua aun en estado de vapor, que sea usada para
la generación de energía eléctrica o para cualquier
otro uso o aprovechamiento de transformación; 

LXI. “Uso Pecuario”: La aplicación de aguas nacio-
nales para la cría y engorda de ganado, aves de co-
rral y otros animales, y su preparación para la pri-
mera enajenación siempre que no comprendan la
transformación industrial; no incluye el riego de
pastizales; 

LXII. “Uso Público Urbano”: La aplicación de agua
nacional para centros de población y asentamientos
humanos, a través de la red municipal; 

LXIII. “Vaso de lago, laguna o estero”: El depósito
natural de aguas nacionales delimitado por la cota de
la creciente máxima ordinaria; 

LXIV. “Zona de Protección”: La faja de terreno in-
mediata a las presas, estructuras hidráulicas y otra
infraestructura hidráulica e instalaciones conexas,
cuando dichas obras sean de propiedad nacional, en
la extensión que en cada caso fije “la Comisión” o el
Organismo de Cuenca que corresponda, conforme a
sus respectivas competencias, para su protección y
adecuada operación, conservación y vigilancia, de
acuerdo con lo dispuesto en los reglamentos de esta
Ley; 

LXV. “Zona reglamentada”: Aquellas áreas específi-
cas de los acuíferos, cuencas hidrológicas, o regiones
hidrológicas, que por sus características de deterio-
ro, desequilibrio hidrológico, riesgos o daños a cuer-
pos de agua o al medio ambiente, fragilidad de los
ecosistemas vitales, sobreexplotación, así como para
su reordenamiento y restauración, requieren un ma-
nejo hídrico específico para garantizar la sustentabi-
lidad hidrológica; 

LXVI. “Zona de reserva”: Aquellas áreas específicas
de los acuíferos, cuencas hidrológicas, o regiones hi-
drológicas, en las cuales se establecen limitaciones en
la explotación, uso o aprovechamiento de una por-
ción o la totalidad de las aguas disponibles, con la fi-
nalidad de prestar un servicio público, implantar un
programa de restauración, conservación o preserva-
ción o cuando el Estado resuelva explotar dichas
aguas por causa de utilidad pública; 



LXVII. “Zona de veda”: Aquellas áreas específicas
de las regiones hidrológicas, cuencas hidrológicas o
acuíferos, en las cuales no se autorizan aprovecha-
mientos de agua adicionales a los establecidos legal-
mente y éstos se controlan mediante reglamentos es-
pecíficos, en virtud del deterioro del agua en
cantidad o calidad, por la afectación a la sustentabi-
lidad hidrológica, o por el daño a cuerpos de agua su-
perficiales o subterráneos.

LXVIII. “Zonas Marinas Mexicanas”: Las que clasi-
fica como tales la Ley Federal del Mar.

Para los efectos de esta Ley, son aplicables las definiciones
contenidas en el Artículo 3 de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente que no se contra-
pongan con las asentadas en el presente Artículo. Los tér-
minos adicionales que llegaren a ser utilizados en los re-
glamentos de la presente Ley, se definirán en tales
instrumentos jurídicos.

Tercero. Se adiciona un párrafo V al artículo 8 pasando el
actual V a ser VI y se recorren los subsecuentes. 

Artículo 8. Son atribuciones del Secretario del Medio Am-
biente y Recursos Naturales: 

I a IV. …

V. Diseñar políticas públicas que tengan por objetivo
disminuir las consecuencias negativas del cambio cli-
mático a través de la protección del agua, el medio
ambiente, el desarrollo sustentable y el derecho a un
medio ambiente sano;

VI. Expedir las Normar Oficiales Mexicanas en ma-
teria hídrica en los términos de la Ley Federal sobre
Metodología y Normalización, a propuesta de “la
Comisión”;

VII. Las que en materia Hídrica le asignen específi-
camente las disposiciones legales, así como aquellas
que le deleguen el Titular del Ejecutivo Federal.

Cuarto.- Se adiciona una sección Segunda al Título Terce-
ro, recorriéndose la actual sección segunda a ser Tercera. 

Artículo 14 Bis 5. …

Artículo 14 Bis 6. …

Sección Segunda
Política hídrica ante el Cambio Climático

Artículo 14 Bis 7. 

La federación, las entidades federativas, el Distrito Fe-
deral y los municipios ejercerán sus atribuciones para
aplicación de medidas encaminadas a la adaptación al
cambio climático en medida de agua, de conformidad
con la distribución de competencias previstas en esta
ley en los demás ordenamientos legales aplicables.

La política de adaptación de cambio climático en mate-
ria de agua se sustentara en instrumentos de diagnósti-
co, planificación, medición, monitoreo, reporte, verifi-
cación y evaluación, tendrá como objetivos:

I. Reducir la vulnerabilidad de la sociedad y los eco-
sistemas frente a los efectos del cambio climático;

II. Fortalecer la resiliencia y resistencia de los siste-
mas naturales, en especial los recursos hídricos, y
humanos;

III. Minimizar riesgos y daños, considerando los es-
cenarios actuales y futuros del cambio climático en
materia de agua;

IV. Identificar la vulnerabilidad y capacidad de
adaptación y transformación de los sistemas hídri-
cos, ecológicos, físicos y sociales aprovechando las
oportunidades generadas por las nuevas condiciones
climáticas;

V. Establecer mecanismos de atención inmediata y
expedita en zonas impactadas por los efectos del
cambio climático en materia de agua como parte de
los planes y acciones de protección civil, y

VI. Facilitar y fomentar la seguridad alimentar a, la
productividad agrícola, ganadera, pesquera, acuíco-
la, los recursos hídricos, la preservación de los eco-
sistemas y de los recursos naturales.

Artículo 14 Bis 8. 

Se considera como parte de la política de adaptación de
cambio climático en materia de agua la conservación, el
aprovechamiento sustentable de los recursos hídricos,
la rehabilitación de playas, costas, zonas federal maríti-
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mo terrestre, los terrenos ganados al mar y cualquier
otro tipo de depósito que se forme con aguas marítimas
para uso turístico, industrial, agrícola, pesquero, acuí-
cola o de conservación; 

Artículo 14 Bis 9.

Las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal centralizada y paraestatal, las entidades
federativas y los municipios, en el ámbito de sus com-
petencias, implementarán acciones para la Política de
Adaptación de Cambio Climático en materia de agua:

I. Elaborar los diagnósticos de daños en los ecosiste-
mas hídricos, sobre los volúmenes disponibles de
agua y su distribución territorial;

II. Promover el aprovechamiento sustentable de las
fuentes superficiales y subterráneas de agua

III. Fomentar la recarga de acuíferos, la tecnifica-
ción de la superficie de riego en el país, la producción
bajo condiciones de prácticas de agricultura susten-
table y prácticas sustentables de ganadería, silvicul-
tura, pesca y acuacultura; el desarrollo de varieda-
des resistentes, cultivos de reemplazo de ciclo corto y
los sistemas de alerta temprana sobre pronósticos de
temporadas con precipitaciones o temperaturas
anormales;

IV. Fomentar la investigación, el conocimiento y re-
gistro de impactos del cambio climático en los ecosis-
temas marítimos y su biodiversidad, tanto en el te-
rritorio nacional como en las zonas en donde la
nación ejerce su soberanía y jurisdicción

V. Impulsar la adopción de prácticas sustentables de
manejo agropecuario, forestal, silvícola, de recursos
pesqueros y acuícolas.

VI. Fortalecer la infraestructura estratégica en ma-
teria de abasto de agua, servicios de salud y produc-
ción y abasto de energéticos.

Artículo 14 Bis 10.

El Instituto Mexicano de Tecnología del Agua podrá
coordinarse con el Instituto Nacional de Ecología y
Cambio Climático para realizar estudios y proyectos de

investigación científica o tecnológica en materia de
agua y su efecto en el cambio climático, protección al
ambiente, preservación y restauración del equilibrio
ecológico.

Para el cumplimiento de la Política de Adaptación de
Cambio Climático en materia de Agua, el Instituto Me-
xicano de Tecnología del Agua evaluará, y podrá hacer-
lo en conjunto con el Instituto Nacional de Ecología y
Cambio Climático, los diagnósticos, mediciones, moni-
toreos, reportes y verificaciones elaborados por las de-
pendencias y entidades de la administración pública fe-
deral centralizada y paraestatal, las entidades
federativas y los municipios.

Sección Tercera
Planificación y Programación Hídrica

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Consejo Consultivo de Agua A.C, Agenda Azul del Cambio Climáti-
co, http://www.aguas.org.mx/sitio/index.html

2 Usos del agua, Conagua, 2011, http://www.conagua.gob.mx/Conte-
nido.aspx?n1=3&n2=60&n3=87&n4=34

Dado en el Palacio Legislativo, a 23 de septiembre de 2014.— Dipu-
tados: Ramón Antonio Sampayo Ortiz, Sergio Augusto Chan Lugo,
Erick Marte Rivera Villanueva (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para
dictamen.



REGLAMENTO PARA EL GOBIERNO INTERIOR DEL
CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 40 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Carlos Octavio
Castellanos Mijares, del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, Carlos Octavio Castellanos Mijares, dipu-
tado federal del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 40 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

Las condiciones históricas imperantes en nuestro país tras
el triunfo de la Revolución Mexicana propiciaron la con-
formación de un régimen político en el cual, durante un lar-
go periodo, la política nacional estuvo bajo el dominio ca-
si único de un solo partido. Si bien en la Constitución
Política de 1917 se estableció la división de poderes, en
realidad la independencia del Poder Legislativo respecto al
Ejecutivo fue una mera formalidad. En la práctica, el papel
del Congreso se limitaba a revisar y aprobar las propuestas
presentadas por el Presidente de la República.

Sin embargo, un conjunto de cambios políticos, económi-
cos y sociales acontecidos a lo largo del siglo XX dieron
pie a la transformación del régimen posrevolucionario con
lo cual la democracia encontró un escenario más favorable
para su desarrollo y consolidación. A partir del año 1997,
ningún partido político ha sido capaz de obtener la mayo-
ría en el Congreso de la Unión. Como resultado de esta plu-
ralidad, el Poder Legislativo ha recuperado gran parte del
terreno cedido frente al Ejecutivo y, luego de décadas de
subordinación, éste se ha convertido en un centro autóno-
mo de toma de decisiones y en un auténtico contrapeso al
poder presidencial.

Derivado de lo anterior, en el proceso legislativo que da lu-
gar a la modificación o creación de una ley, ha estado pre-

sente un intenso debate entre las fuerzas políticas represen-
tadas en el Congreso, lo cual da cuenta de una nueva diná-
mica tanto en el funcionamiento interno de cada una de las
asambleas, como en la relación existente entre las mismas
y con los demás poderes de la Unión. Este nuevo contexto
ha puesto de manifiesto en más de una ocasión que el mar-
co jurídico procesal legislativo, requiere ser reformado pa-
ra asegurar que los conflictos surgidos de la pluralidad de
ideas no obstaculicen el adecuado cumplimiento de la más
esencial de las funciones tanto de los diputados como de
los senadores, es decir, la de legislar.

Exposición de Motivos

De acuerdo con el artículo 50 de la Constitución Política de
1917, el Poder Legislativo se deposita en un Congreso Ge-
neral conformado por dos cámaras, la Cámara de Diputa-
dos y el Senado de la República. La Cámara de Diputados
representa fundamentalmente a los ciudadanos de la nación
en la deliberación de los asuntos públicos, mientras que el
Senado tiene como principal función la representación te-
rritorial, pues los senadores fungen como representantes de
las entidades federativas. No obstante lo anterior, en virtud
del origen popular de su mandato, tanto diputados como
senadores son considerados representantes populares a tra-
vés de los cuales el pueblo ejerce su soberanía.

Uno de los aspectos distintivos de este bicameralismo es
que ninguna cámara tiene el poder de prevalecer sobre la
otra. En este sentido, nuestro Congreso es un sistema de
asambleas cuya naturaleza colegiada implica relaciones
igualitarias y no jerárquicas entre sus miembros. A pesar de
ello la relación entre la Cámara de Diputados y el Senado
de la República a lo largo de nuestra historia como nación
independiente no necesariamente ha sido siempre de lo
más cordial; basta recordar que el Congreso Constituyente
de 1856 decidió no incluir a la cámara alta en el esquema
institucional del Poder Legislativo planteado por la Cons-
titución de 1857 por considerar que la actuación de los se-
nadores, en más de una ocasión, entorpeció la aprobación
de leyes en beneficio de la nación.

No obstante, durante el largo periodo durante el cual un so-
lo partido mantuvo el control de modo casi exclusivo de la
vida política en nuestro país, los conflictos y disensos en-
tre las cámaras del Congreso de la Unión fueron más bien
una excepción, pues en la práctica el Poder Legislativo
operaba como si fuera una única asamblea subordinada a
los designios del presidente de la República, siendo el bi-
cameralismo una mera formalidad.
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Esta situación ha cambiado paulatinamente, a medida que
la pluralidad política permeó en el Poder Legislativo. Co-
mo resultado de la diversidad de ideas e intereses repre-
sentados en ambas cámaras, los desacuerdos entre las mis-
mas han vuelto a estar presentes. El surgimiento de
desavenencias entre fuerzas políticas al interior de un régi-
men auténticamente democrático es algo de lo más común
y no debe ser motivo de preocupación, sin embargo, resul-
ta importante que existan los mecanismos necesarios para
que esas diferencias puedan ser procesadas adecuadamen-
te y convertirse en coincidencias.

Si bien es cierto que la relación institucional entre la Cá-
mara de Diputados y el Senado de la República se mantie-
ne hasta ahora en términos cordiales a pesar de las diferen-
cias surgidas recientemente, consideramos que es
conveniente realizar algunas modificaciones a los ordena-
mientos que reglamentan el funcionamiento del Poder Le-
gislativo a efecto de que el ánimo de cooperación y la bue-
na disposición para trabajar de manera conjunta sigan
prevaleciendo en ambas asambleas.

Una de esas situaciones que, como dijimos, podrían entor-
pecer el cabal cumplimiento de la función legislativa tanto
de diputados como de senadores se presentó durante los pe-
riodos extraordinarios de sesiones celebrados durante el re-
ceso del segundo año de ejercicio de esta LXII Legislatu-
ra. Durante el ciclo en cuestión el Congreso de la Unión
llevó a cabo cuatro periodos extraordinarios de sesiones en
cuyas convocatorias figuraban asuntos que debieron ser
tratados por ambas asambleas antes de convertirse en ley,
empero, en más de una ocasión el Senado de la República
dio por terminados sus trabajos antes de que la Cámara de
Diputados, la cual fungía como cámara revisora en muchos
de los dictámenes tratados, hubiera discutido y votado las
minutas provenientes de la colegisladora.

Un ejemplo claro de lo anterior es lo ocurrido durante el
primer periodo de sesiones extraordinarias del lapso de
tiempo en cuestión. El Senado de la República discutió y
validó el miércoles 14 de mayo de 2014 dos dictámenes:
uno con proyecto de decreto por el que se expide la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral; de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración; y de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos; y otro más con pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley General de

Partidos Políticos. Estos dictámenes, al ser aprobados, fue-
ron remitidos a la colegisladora en forma de minuta para su
análisis y discusión. 

En este caso, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
puso a consideración del pleno los dictámenes citados el
jueves 15 de mayo, no obstante que ambos decretos fueron
aprobados en sus términos es de resaltar que el Senado de
la República clausuró sus trabajos el día anterior. Con ello,
se canceló la posibilidad de que en el supuesto de que los
diputados hubieran realizado modificaciones, éstas fueran
procesadas por la cámara de origen aprovechando la con-
vocatoria a sesiones extraordinarias en ambas asambleas,
haciendo así más eficiente el trabajo conjunto del Congre-
so de la Unión que, cabe recordar, se encontraba entonces
bajo presión por los plazos establecidos en el cronograma
de la reforma político-electoral. 

Este hecho derivó en fuertes críticas hacia el Poder Legis-
lativo, pues entre las modificaciones aprobadas se hallaba
el polémico haber de retiro para los magistrados electora-
les del ámbito federal, mismo que fue corregido en poste-
riores periodos de sesiones extraordinarias pero que bien
pudo mantenerse así si éstos no se hubiesen realizado.

En este caso, se aprecia un vacío jurídico, pues en estricto
sentido el Senado de la República no incumplió ninguna
disposición legal en virtud que ni en la Constitución Políti-
ca, ni en la Ley Orgánica, ni en el Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos se establece de modo explícito alguna
restricción que impida a las mesas directivas de las cáma-
ras, clausurar los trabajos correspondientes a un periodo
extraordinario de sesiones cuando coincidan el objeto u ob-
jetos motivo de la convocatoria antes de que éstos hayan si-
do desahogados por la colegisladora.

Cabe destacar que la convocatoria a un periodo extraordi-
nario de sesiones, requiere de la voluntad de las fuerzas po-
líticas representadas en el Congreso de la Unión, y lograr
su confluencia no siempre resulta sencillo. Para la coyun-
tura en cuestión coincidieron tanto la premura por concre-
tar las reformas que el país requería de manera urgente co-
mo la disposición de los principales partidos para sacarlas
adelante, no obstante, como ya se mencionó, los consensos
en el mismo sentido no se alcanzan fácilmente, por lo cual
tener reunidas a ambas cámaras para tratar asuntos comu-
nes puede ser una oportunidad única que resulta conve-
niente no desaprovechar. 



Bajo esta lógica, consideramos necesario reformar la ley
para que en los casos en los cuales coincidan el objeto u
objetos motivo de la convocatoria a un periodo extraordi-
nario de sesiones ninguna de las Cámaras pueda clausurar
los trabajos correspondientes hasta que éstos hayan sido
desahogados de manera definitiva tanto en la Cámara de
Diputados como en el Senado de la República, todo ello
con la finalidad de aprovechar que ambas asambleas se en-
cuentran reunidas, lo cual por cierto, supone un gran des-
pliegue de recursos tanto humanos como materiales.

En este sentido, la modificación propuesta tiene por objeto
contribuir a que la ley sea una herramienta que facilite la
cohesión del Congreso de la Unión, generando con ello un
clima de respeto, armonía y confianza recíproca.

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
la asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un párrafo segundo al artículo 40
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo al artícu-
lo 40 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar como a continuación se presenta:

Artículo 40. Cuando el Congreso General se reúna en se-
siones extraordinarias, se ocupará exclusivamente del ob-
jeto u objetos designados en la convocatoria y si no los hu-
biere llenado el día en que deban abrirse las sesiones
ordinarias, cerrará aquéllas dejando los puntos pendientes
para ser tratados en éstas.

Cuando coincidan el objeto u objetos motivo de la con-
vocatoria a un periodo extraordinario de sesiones nin-
guna de las Cámaras podrá clausurar los trabajos co-
rrespondientes hasta en tanto esos objetos hayan sido
desahogados de manera definitiva por la colegisladora.

Artículos Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, a 14 días
de octubre de 2014.— Diputados: Carlos Octavio Castellanos Mijares,
Angelina Carreño Mijares, Erick Marte Rivera Villanueva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL PARA LA INCLUSION DE LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD

«Iniciativa que reforma el artículo 6 de la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a cargo
de la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La suscrita, Yesenia Nolasco Ramírez, integrante del Gru-
po Parlamentario de la Revolución Democrática en la LXII
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, frac-
ción II, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, somete a consideración de esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto, al tenor de la siguiente

Problemática

Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi), la discapacidad1 está definida para las personas “que
tienen una o más deficiencias físicas, mentales, intelectua-
les o sensoriales y que al interactuar con distintos ambien-
tes del entorno social pueden impedir su participación ple-
na y efectiva en igualdad de condiciones a las demás”.2

Conforme al Inegi, las personas con algún tipo de discapa-
cidad en el país, conforme al Censo de 2010, ascienden a 5
millones 739 mil 270, lo cual representa 5.1 por ciento de
la población. Entre las más representativas están las si-
guientes:

La dificultad de una persona para moverse, caminar, des-
plazarse o subir escaleras debido a la falta de toda o una
parte de las piernas; incluye también a quienes tienen pier-
nas mas no tienen movimiento o presentan restricciones
para moverse, de tal forma que necesitan ayuda de otros,
silla de ruedas u otro aparato, como andadera o pierna arti-
ficial.

La discapacidad visual es la pérdida total de la vista en uno
o ambos ojos, así como a los débiles visuales y a los que
aun con lentes no pueden ver bien por lo avanzado de sus
problemas visuales.
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Los problemas de tipo mental, como retraso, alteraciones
de la conducta o del comportamiento.

Los problemas generados para comunicarse con los demás,
debido a limitaciones para hablar o porque no pueden pla-
ticar o conversar de forma comprensible.

Según el Censo de 2010, 27.4 por ciento de los discapaci-
tados respondió que el desempleo era el principal problema
a que se enfrentaban, seguido por la discriminación y la au-
tosuficiencia, con 20.4 y 15.6 por ciento, respectivamente.

Consideraciones

Dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social (Sede-
sol) se encuentra el Consejo Nacional para el Desarrollo y
la Inclusión de las Personas con Discapacidad (Conadis).

El Conadis establece su misión en coordinar e impulsar ac-
ciones para asegurar el ejercicio y goce de los derechos de
las personas con discapacidad, así como contribuir a su de-
sarrollo integral e inclusión plena, y su visión en ser el ór-
gano rector de políticas públicas en discapacidad con reco-
nocimiento nacional e internacional por su liderazgo,
innovación y experiencia.3

Esas funciones fueron determinadas en fecha 2 de enero de
2013, cuando se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, que dispuso la reforma de diversas
atribuciones de la Sedesol.

En el citado decreto se encomendó a la Sedesol fortalecer
el desarrollo, la inclusión y la cohesión social en el país
mediante la instauración, coordinación y seguimiento de
las políticas relativas a la atención de los jóvenes y de las
personas con discapacidad, así como fomentar y elaborar
políticas públicas y dar seguimiento a los programas de
apoyo e inclusión de los jóvenes a la vida social participa-
tiva y productiva, y de los que garanticen la plenitud de los
derechos de las personas con discapacidad.4

El 30 de mayo de 2011 se estableció el decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación “El Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, decreta: se crea la Ley Gene-
ral para la Inclusión de las Personas con Discapacidad.

En el presente sexenio, por la necesidad de abonar a la in-
clusión de las personas con discapacidad, en el DOF de fe-

cha 30 de abril de 2014, dio a conocer el decreto por el que
se aprueba el Programa Nacional para el Desarrollo y la In-
clusión de las Personas con Discapacidad 2014-2018.

Uno de los considerandos del citado programa reza:

Que la meta nacional México Incluyente tiene como obje-
tivo, entre otros, transitar hacia una sociedad equitativa e
incluyente, por lo que resulta indispensable una política de
Estado capaz de garantizar la vigencia efectiva de los dere-
chos de las personas con discapacidad y contribuir a su de-
sarrollo integral.5

Sin embargo, pese a la loable inquietud por promover la in-
clusión y la no discriminación, no hay datos certeros y pre-
cisos que ayuden a conocer el número real de las personas
con alguna discapacidad.

Los esfuerzos por minimizar los aspectos negativos han
existido de mucho tiempo atrás, sin embargo deben desta-
carse fechas como 1991, cuando se constituyó el Consejo
Nacional Ciudadano de Personas con Discapacidad, AC, a
la par que se constituyeron consejos en las 32 entidades fe-
derativas.

Asimismo, se incorporó en el Plan Nacional de Desarrollo
1994-2000 la promoción de una política de Estado para la
población con discapacidad. Con ésta surgió, en 1995, el
Programa Nacional para el Bienestar e Incorporación al
Desarrollo de las Personas con Discapacidad.

En el sexenio 2000-2006 se estableció la Oficina de Re-
presentación para la Promoción e Integración Social para
Personas con Discapacidad, la cual funge como una gran
negociadora en el proceso de creación de la Ley General de
las Personas con Discapacidad, que en 2007 permitió la
formación del “Secretariado Técnico del Consejo Nacional
para las Personas con Discapacidad”, el cual estaría obli-
gado a cumplir la ley.

La presente propuesta está dirigida para formar una herra-
mienta estadística, para formular un correcto registro de
datos sobre la población con alguna discapacidad.

La aplicación y el conocimiento de un registro fidedigno
permitirán contar con datos que respalden la toma de deci-
siones en temas como la seguridad social, atención médica,
incluidos programas, y estudios comparados en los ámbi-
tos nacional e internacional.



La finalidad de la presente iniciativa es priorizar atención
médica, la prevención, la promoción de la salud y la parti-
cipación, excluyendo obstáculos mediante la promoción
del desarrollo social incluyente.

Fundamento legal

La iniciativa en comento se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

En atención de lo expuesto, someto a consideración de es-
ta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción XIII, reco-
rriendo la actual a XIV, al artículo 6 de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad

Único. Se adiciona una fracción XIII, recorriendo la actual
a XIV, al artículo 6 de la Ley General para la Inclusión de
las Personas con Discapacidad, para quedar como sigue:

Artículo 6. Son facultades del titular del Poder Ejecutivo
federal en materia de esta ley las siguientes:

I. a XII. …

XIII. Establecer un registro nacional de población con
discapacidad.

XIV. Las demás que otros ordenamientos le confieran.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Esta definición se basa en la clasificación internacional del funcio-
namiento, de la discapacidad y de la salud, diseñada con un propósito
múltiple para utilizarse en varias disciplinas y diferentes sectores.

Ha sido aceptada como una de las clasificaciones sociales de Naciones
Unidas e incorpora las normas uniformes para la igualdad de oportuni-
dades para las personas con discapacidad.

2 http://inegi.org.mx/

3 www.conadis.gob.mx/

4 Ibídem.

5 www.dof.gob.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Yesenia Nolasco Ramírez, Erick Marte Rivera Villanueva (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY DE AVIACION CIVIL

«Iniciativa que reforma los artículos 33 y 42 de la Ley de
Aviación Civil, a cargo del diputado Rodolfo Dorador Pé-
rez Gavilán, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Rodolfo Dorador Pérez Gavilán, integrante de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, por
el que se adiciona un cuarto párrafo al artículo 33 y un sex-
to párrafo al artículo 42 de la Ley de Aviación Civil para
que no se consideren como equipaje los accesorios de las
personas con discapacidad, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Derivado del proceso evolutivo de los derechos humanos,
las naciones han ido creando y adecuando su legislación
para su salvaguarda, derivado principalmente de los com-
promisos asumidos a nivel internacional a partir de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto In-
ternacional de Derechos Humanos, la Convención
Americana Sobre Derechos Humanos (Pacto de San José),
la Declaración de los Derechos de los Impedidos, entre
otros.

La Declaración Universal de Derechos Humanos1 publica-
da el 10 de diciembre de 1948, estableció los principios
universales para la protección de los derechos humanos
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“considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han
reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales
del hombre, en la dignidad y el valor de la persona huma-
na y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se
han declarado resueltos a promover el progreso social y a
elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio
de la libertad”.

De esta manera, a través de la Declaración se instauran y
definen los Derechos Humanos para todas las naciones in-
tegrantes de la Organización de la Naciones Unidas, ONU;
su cumplimiento permite a las sociedades un desarrollo in-
tegro, una buena convivencia, el bienestar de los indivi-
duos que conforman las naciones, por lo que su articulado
refleja la más alta aspiración del ser humano como se defi-
nen entre otros los siguientes artículos:

Artículo 1.Todos los seres humanos nacen libres e igua-
les en dignidad y derechos y, dotados como están de ra-
zón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los
unos con los otros.

Artículo 2. Toda persona tiene todos los derechos y li-
bertades proclamados en esta declaración, sin distinción
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión po-
lítica o de cualquier otra índole, origen nacional o so-
cial, posición económica, nacimiento o cualquier otra
condición…

Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin
distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos
tienen derecho a igual protección contra toda discrimi-
nación que infrinja esta declaración y contra toda pro-
vocación a tal discriminación.

Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales2, adoptado y abierto a la firma,
ratificación y adhesión por la Asamblea General de la ONU
en su resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre de
1966 y entrada en vigor el 3 de enero de 1976, retoma los
avances en materia de protección y seguridad hacia los de-
rechos humanos de las personas estableciendo que las na-
ciones tienen la obligación con sus pobladores de procurar
y cuidar su integridad, por lo que en su articulado se defi-
nen entre otros:

Artículo 2. Los Estados parte en el presente pacto se
comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos
que en él se enuncian, sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión

política o de otra índole, origen nacional o social, posi-
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición
social.

Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuen-
ta los derechos humanos y su economía nacional, po-
drán determinar en qué medida garantizarán los dere-
chos económicos reconocidos en el presente Pacto a
personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 5. No podrá admitirse restricción o menoscabo
de ninguno de los derechos humanos fundamentales re-
conocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, con-
venciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que
el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en me-
nor grado.

Por su parte la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos (Pacto de San José), celebrada el 22 de noviembre
de 1969, consciente de la importancia de la relación de los
derechos humanos con la equidad e igualdad de las perso-
nas, dispuso en su artículo 24 que:

“Todas las personas son iguales ante la ley. En conse-
cuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual pro-
tección de la ley…3”

Así la Declaración de los Derechos de los Impedidos pro-
clamada por la Asamblea General en su resolución 3447
(XXX), de 9 de diciembre de 19754, contempla conceptos
y términos con la finalidad de que las personas con disca-
pacidad gocen de protección y un trato igualitario ante la
sociedad, por lo que establece definiciones aceptadas uni-
versalmente y pide que se adopten medidas en los planos
nacional e internacional para que la Declaración sirva de
base y referencia comunes en la protección de sus dere-
chos, siendo algunos de ellos:

1. El término “impedido” designa a toda persona inca-
pacitada de subvenir por sí misma, en su totalidad o en
parte, a las necesidades de una vida individual o social
normal a consecuencia de una deficiencia, congénita o
no, de sus facultades físicas o mentales.

2. El impedido debe gozar de todos los derechos enun-
ciados en la presente declaración. Deben reconocerse
esos derechos a todos los impedidos, sin excepción al-
guna y sin distinción ni discriminación por motivos de
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o
de otra índole, origen nacional o social, fortuna, naci-



miento o cualquier otra circunstancia, tanto si se refiere
personalmente al impedido como a su familia.

3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se res-
pete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera se-
an el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastor-
nos y deficiencias, tiene los mismos derechos
fundamentales que sus conciudadanos de la misma
edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a dis-
frutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que
sea posible.

4. El impedido tiene los mismos derechos civiles y po-
líticos que los demás seres humanos; el párrafo 7 de la
Declaración de los Derechos del Retrasado Mental se
aplica a toda posible limitación o supresión de esos de-
rechos para los impedidos mentales.

7. El impedido tiene derecho a la seguridad económica
y social y a un nivel de vida decoroso. Tiene derecho, en
la medida de sus posibilidades, a obtener y conservar un
empleo y a ejercer una ocupación útil, productiva y re-
munerativa, y a formar parte de organizaciones sindica-
les.

9. El impedido tiene derecho a vivir en el seno de su fa-
milia o de un hogar que la substituya y a participar en
todas las actividades sociales, creadoras o recreativas.
Ningún impedido podrá ser obligado, en materia de re-
sidencia, a un trato distinto del que exija su estado o la
mejoría que se le podría aportar. Si fuese indispensable
la permanencia del impedido en un establecimiento es-
pecializado, el medio y las condiciones de vida en él de-
berán asemejarse lo más posible a los de la vida normal
de las personas de su edad.

10. El impedido debe ser protegido contra toda explota-
ción, toda reglamentación o todo trato discriminatorio,
abusivo o degradante.

11. El impedido debe poder contar con el beneficio de
una asistencia letrada jurídica competente cuando se
compruebe que esa asistencia es indispensable para la
protección de su persona y sus bienes. Si fuere objeto de
una acción judicial, deberá ser sometido a un procedi-
miento justo que tenga plenamente en cuenta sus condi-
ciones físicas y mentales.

12. Las organizaciones de impedidos podrán ser consul-
tadas con provecho respecto de todos los asuntos que se

relacionen con los derechos humanos y otros derechos
de los impedidos.

13. El impedido, su familia y su comunidad deben ser
informados plenamente, por todos los medios apropia-
dos, de los derechos enunciados en la presente declara-
ción.

De lo anterior se desprende que una persona discapacitada
debe de gozar de los mismos derechos como cualquier otro
integrante de la sociedad.

Así, la obligación de proteger a los discapacitados requie-
re que las sociedades y los Estados les reconozcan y respe-
ten, además de coadyuvar a su bienestar y dignidad bajo
principios básicos y universales como son: la libertad, la
justicia y la paz bajo condiciones de igualdad y equidad. 

Por su parte la Constitución de los Estados Unidos Mexi-
canos en su artículo 1o. establece que:

“Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas”.

Por su parte la Suprema Corte de Justicia de la Nación de-
terminó “que las normas sobre derechos humanos conteni-
das en Tratados Internacionales tienen rango constitucio-
nal5” y por ende su obligatoriedad.

Al respecto, la Secretaría de Gobernación, en su acuerdo
adoptado en la décima segunda sesión ordinaria del pleno
de la Comisión de Política Gubernamental en Materia de
Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, el 10
de diciembre de 2009, definió a la discriminación como:

“La negación, exclusión, distinción, menoscabo, impe-
dimento o restricción de alguno o algunos de sus dere-
chos fundamentales de las personas, minorías, grupos,
colectivos u otros análogos, por la comisión de hechos
jurídicos ilícitos realizados por personas físicas o mora-
les particulares, autoridades, personas servidoras públi-
cas, dependencias o cualquier entidad de los poderes pú-
blicos federales, del Distritito Federal, estatales o
municipales, con intención o sin ella por acción u omi-
sión, son motivo causa que sea racionalmente justifica-
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ble, por motivo de su origen étnico, nacional, lengua, se-
xo, genero, identidad indígena, condición jurídica, so-
cial o economía, apariencia física, condiciones de salud,
características genéticas, embarazo, religión, opiniones
políticas, académicas o filosóficas, identidad o filiación
política, preferencias sexuales, estado civil, semitismo,
arabismo, islamismo o cualquiera otra análoga prevista
en las leyes”. 

Pese a lo anterior, en nuestro país aún persisten ciertos ti-
pos de discriminación hacia la población discapacitada, ya
que algunos servicios no cuentan con los elementos y faci-
lidades que disfrutan otros segmentos poblacionales, sien-
do una de estas el transporte.

Aunado a lo anterior y considerando que la Convención so-
bre los Derechos de las Personas con Discapacidad, instru-
yó a los países para que identifiquen y eliminen los obstá-
culos, barreras y aseguren que las personas con
discapacidad puedan tener libre acceso a su entorno, al
transporte, instalaciones, servicios públicos, tecnologías de
la información, así como a las comunicaciones.

Por su parte la Convención Interamericana para la Elimi-
nación de todas las Formas de Discriminación contra las
Personas con Discapacidad, en su artículo III.1.a. dispone
que los Estados deberán de tomar las medidas para elimi-
nar de manera progresiva la discriminación y promover la
integración tanto por los sectores público y privado en la
prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones,
programas y actividades, tales como el empleo, el trans-
porte, las comunicaciones, la vivienda, la recreación, la
educación, el deporte, el acceso a la justicia y los servicios
policiales, las actividades políticas y de administración. 

Como se mencionó, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, recolecta y acata los compromisos in-
ternaciones a los cuales México se obligó respetar. Deriva-
do de lo anterior la reforma al artículo primero constitucio-
nal prohíbe toda forma de discriminación que tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

Emanado del precepto constitucional mencionado, 21 esta-
dos han promulgado leyes tendentes a erradicar la discri-
minación y que, en algunos casos, incorporaran cláusulas
constitucionales antidiscriminatorias como puede apreciar-
se en el siguiente cuadro:
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Asimismo, el 11 de junio de 2013 entró en vigor la Ley Fe-
deral para Prevenir y Eliminar la Discriminación, ordena-
miento jurídico que a través de su artículo 13 fracción VI
establece que los órganos públicos y las autoridades fede-
rales en el ámbito de su competencia, deberán entre otros,
procurar la accesibilidad en los medios de transporte públi-
co general a favor de la igualdad de oportunidades para las
personas con discapacidad.

Dado lo anterior, la Ley de Aviación contempla en su ar-
tículo 33, párrafo tres lo siguiente:

“Los concesionarios y permisionarios deberán adoptar las
medidas necesarias que permitan atender de manera ade-

cuada a las personas con discapacidad, así como a las de
edad avanzada.”

Por su parte la Organización de Aviación Civil Internacio-
nal, a través de su resolución A20-21 “Manual para el
transporte aéreo de personas con discapacidad”, en su ca-
pítulo 1.3.1., emitió el listado que contiene los artículos
que las personas con algún tipo de discapacidad, pueden
pasar a través de los puestos de control de seguridad insta-
lados en los aeropuertos, los cuales son:

• Andadores.

• Animales de servicio.



• Aparatos de apoyo.

• Aparatos ortopédicos.

• Audífonos.

• Bastones.

• Concentradores de oxígeno portátiles de CO2.

• Cualquier otro equipo y suministro relacionado con la
discapacidad.

• Dispositivos de aumento.

• Dispositivos de presión positiva continúa en las vías
respiratorias (CPAP) y respiradores.

• Dispositivos médicos exteriores 

• Dispositivos para tomar notas en braille.

• Equipos de asistencia o adaptación.

• Escúteres.

• Herramientas para armar y desarmar sillas de ruedas.

• Herramientas para prótesis.

• Implantes cocleares.

• Medicamentos y suministros relacionados.

• Monitores de apnea para bebés.

• Muletas.

• Oxígeno complementario personal.

• Pizarra y estilógrafo.

• Prótesis.

• Sillas de ruedas.

• Suministros de ostomía.

• Todos los medicamentos, equipos y suministros rela-
cionados con la diabetes.

• Yesos.

• Zapatos ortopédicos.

Sin embargo, estos artículos no garantizan su excepción de
pago, por lo que los prestadores de los servicios aeropor-
tuarios, no solo deben circunscribirse a facilitar el acceso a
las instalaciones de los aeropuertos, sino que debe incluir-
se en las propias aeronaves para que las personas con dis-
capacidad puedan utilizarlas de manera gratuita, segura,
cómoda, con calidad y funcionalidad acorde a sus necesi-
dades.

Lo anterior cobra especial relevancia al considerar que las
personas con discapacidad en la mayoría de las ocasiones
requieren de accesorios (sillas de ruedas, andaderas, próte-
sis, etcétera), para desenvolverse o movilizarse, por lo que
su uso les es indispensable y por tanto éstos deben consi-
derarse como una extensión física de su cuerpo que suple
algún miembro o atenúa su discapacidad, por lo que el su-
poner que son parte de su equipaje, equivale a discriminar-
los, lo que limita su movilidad, integración y uso durante
su estadía en aeropuertos y aeronaves.

Sin embargo, dentro de las políticas generales de los aero-
puertos para el acceso a ellos, se considera permitido el in-
greso con sillas de ruedas, muletas, bastones, etcétera, y
para el uso de sillas de ruedas eléctricas, se debe coordinar
su ingreso con la aerolínea respectiva.

No obstante dichas políticas no definen con precisión,
cuando los accesorios son indispensables para las persona
con discapacidad para su movilidad o desenvolvimiento
sean una aditamento que les otorga independencia y/o mo-
vilidad y que sin ellos no podrían obtenerlas debido a que
las aerolíneas las consideran en la mayoría de los casos co-
mo equipaje, lo que implica un pago extra por su transpor-
tación.

Asimismo, el Ejecutivo federal público en el Diario Oficial
de la Federación con fecha 20 de noviembre del 2013, la
circular CO SA-09.2/13 “Lineamientos para la accesibili-
dad de las personas con discapacidad o movilidad reducida
a las infraestructuras aeroportuarias y al servicio de trans-
porte aéreo”.

La circular es obligatoria para todos los concesionarios y
permisionarios del servicio de transportación aérea y ope-
radores aeroportuarios que conforman el Sistema Aeropor-
tuario Mexicano, así como a los permisionarios de aeró-
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dromos civiles de servicio general y a los prestadores de
servicios aeroportuarios y complementarios que no tengan
carácter de concesionarios o permisionarios, así mismo se
menciona lo siguiente:

3.1. Las personas con discapacidad visual, tienen dere-
cho de viajar con un perro guía o un animal de servicio
en cabina de pasajeros, sin cargo extra…

3.2. Se debe de permitir que las personas usuarias con
discapacidad o movilidad reducida aborden con ayudas
técnicas de su propiedad que sean indispensables duran-
te el viaje, considerándolo equipaje de mano.

3.6. Las sillas de ruedas se documentarán como equipa-
je, sin costo adicional al pasajero…

Es importante destacar que la Circular CO SA-09.2/13, de-
termina actos concretos de carácter administrativo y que
ésta establece en su punto 15.1 que “…estará vigente en
tanto no sea cancelada6”, lo que genera incertidumbre al
desconocer cuándo perderá su vigencia. 

Cabe destacar que la Ley del Diario Oficial de la Federa-
ción y Gacetas Gubernamentales establece en su artículo 2,
que “el Diario Oficial de la Federación es el órgano del Go-
bierno Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos,
de carácter permanente e interés público, cuya función
consiste en publicar en el territorio nacional, las leyes, de-
cretos, reglamentos, acuerdos, circulares, órdenes y demás
actos, expedidos por los Poderes de la Federación en sus
respectivos ámbitos de competencia, a fin de que éstos se-
an aplicados y observados debidamente7”.

No obstante, al considerar que el objetivo de la Iniciativa
se encuentra normado en la Circular CO SA-09.2/13, y que
ésta no subsana las carencias al no contar con carácter de
Ley Federal y que la propia Ley de Aviación Civil, LAC,
no contiene un vínculo específico para tal fin y por ende, se
obliga a las personas con discapacidad, en el mejor de los
casos, a buscar y consultar diversos documentos que se en-
cuentran dispersos y en su enorme mayoría son desconoci-
dos por ellos, lo que implica estipular en el cuerpo de la
LAC los derechos referidos a la accesibilidad y uso de ac-
cesorios indispensables para la seguridad y movilidad de
las personas discapacitadas.

Por lo expuesto, es de proponerse ante esta LXII Legisla-
tura de la honorable Cámara de Diputados sea aprobada la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un cuarto párrafo al ar-
tículo 33 y un sexto párrafo al artículo 42 de la Ley de
Aviación Civil para que no se consideren como equipa-
je los accesorios de las personas con discapacidad

Primero. Se adiciona un cuarto párrafo al artículo 33 de la
Ley de Aviación Civil.

Artículo 33. …

…

…

La Secretaría establecerá las medidas reglamentarias y las
disposiciones aplicables que atiendan a las personas con
discapacidad.

Segundo. Se adiciona un sexto párrafo al artículo 42 de la
Ley de Aviación Civil.

Artículo 42. …

…

…

…

…

No se considerara como equipaje y por lo tanto no se co-
brará tarifa por este concepto a las sillas de ruedas, anda-
deras, prótesis, muletas, bastones, accesorios y todo instru-
mento indispensable de las personas con discapacidad,
siempre y cuando la persona que viaja haga uso de éstas de
manera personal y se encuentre directamente asociado con
la discapacidad que presenta.

Artículo Transitorio

Único: El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Disponible en la siguiente dirección electrónica:

https://www.un.org/es/documents/udhr/



2 Disponible en la siguiente dirección electrónica:

http://www2.ohchr.org/spanish/law/cescr.htm

3 Disponible en la siguiente dirección electrónica: 

http://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_
sobre_Derechos_Humanos.htm Convención Americana Sobre Dere-
chos Humanos 

4 Disponible en la siguiente dirección electrónica: http://www.
cinu.org.mx/temas/desarrollo/dessocial/integracion/ares_3477xxx.htm

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación. Contradicción de Tesis
293/2011

6 Disponible en la siguiente dirección electrónica:

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5322735&fe-
cha=20%2F11%2F2013 

7 Disponible en la siguiente dirección electrónica: http://www.diputa-
dos.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/75.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Rodolfo Dorador Pérez Gavilán, Erick Marte Rivera Villanueva
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE DERECHOS E IDEN-
TIDAD DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

«Iniciativa que expide la Ley General de Derechos e Iden-
tidad de los Pueblos Indígenas, a cargo de la diputada Ro-
xana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, diputada Roxana Luna Porquillo, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con fundamento en lo esta-
blecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-

sideración de esta asamblea, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto que crea la Ley General de Derechos e
Identidad de los Pueblos Indígenas.

Exposición de Motivos

El 29 de junio de 2006, fue emitida y adoptada la Declara-
ción sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, durante
la primera sesión del Consejo de Derechos Humanos de la
Organización de las Naciones Unidas.

En la 107 sesión plenaria del 13 de septiembre de 2007, la
Asamblea General aprobó la declaración antes menciona-
da, la cual abre un nuevo horizonte en el reconocimiento,
ejercicio y justiciabilidad; de los derechos de los pueblos
indígenas del mundo. Este documento incorpora temas cru-
ciales: la libre determinación, el derecho sobre sus territo-
rios, los recursos que se encuentran en ellas; los derechos
de terceros, así como el principio de consentimiento libre,
previo e informado.

La Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas implica un trascendental compromiso ético y motiva a
los Estados miembros de la Organización de Naciones Uni-
das, para llevar a cabo transformaciones estructurales en
sus ordenamientos jurídicos e instituciones para que éstos
sean congruentes con esta declaración.

Ningún Estado que se identifique como un estado de dere-
cho, democrático, respetuoso de las libertad y dignidad de
los seres humanos, puede dejar de reconocer que éstos son
o somos –para hablar con mayor precisión– titulares de de-
rechos inalienables, inherentes a nuestra condición huma-
na y que uno de estos derechos inherentes a los hombres y
mujeres es el de la igualdad. Igualdad al margen de cual-
quier circunstancia, condición o característica de naturale-
za física, ideológica, religiosa o política. 

Para avanzar en la construcción y el complicado diseño de
un estado de derecho en el cual todas las personas accedan,
gocen y ejerciten cotidiana e integralmente, el conjunto de
derechos humanos de naturaleza civil, política, económica,
social, cultural y ambientales; que en nuestro beneficio se
han instituido como derechos fundamentales, a través de su
incorporación a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, esta LXII Legislatura tiene el impera-
tivo ético y el deber de crear el conjunto de normas ten-
dientes a reconocer y garantizar la los pueblos indígenas
asentados en el territorio nacional el ejercicio de los dere-
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chos específicos que permitan a estos pueblos, originarios
de nuestra nación, por una parte acceder plenamente y en
igualdad de condiciones a los beneficios del desarrollo hu-
mano, resultante del conocimiento científico y tecnológico
y por el otro a preservar, conservar y mantener vivas y ac-
tuantes sus lenguas, costumbres, cosmovisión, sistemas de
convivencia, producción y trabajo, así como sus sistemas
normativos en tanto éstos últimos sean acordes y no se con-
trapongan a los derechos humanos tutelados por el sistema
jurídico nacional e internacional.

Las condiciones de vida en las cuales se encuentran los
pueblos indígenas en México, están muy lejos de ser las
adecuadas para vivir con dignidad. Lo cierto es que en Mé-
xico, todos los niveles de gobierno; el Federal, el Estatal y
los Municipales, han sido omisos, indiferentes o ineficien-
tes, a lo largo de cientos de años, en el cumplimiento de su
obligación consistente en generar desarrollo económico
para con ello proveer al verdadero desarrollo humano en
las regiones, poblaciones y comunidades en las cuales se
asienta la mayoría de los pueblos indígenas.

Lo anterior ha sido posible por la contradictoria situación
–por llamarla de alguna manera- que existe en amplios sec-
tores de la sociedad mexicana hacia la población indígena
y que es la de mantenerse anclados en concepciones y pre-
juicios racistas, hasta cierto punto xenófobos, de los que
casi nunca se habla o bien de los que no se expresan verbal
y abiertamente; pero si se practican y recrean en múltiples
e innumerables conductas y actitudes de discriminación, de
rechazo, de falsa conmiseración y de ausencia total de hu-
manismo y respeto a la dignidad de las mujeres y hombres
indígenas. 

Desde tiempos muy remotos y en muchos círculos sociales
de México, la palabra indio se usó y algunas personas la si-
guen usando como insulto, como sinónimo de “atrasado” e
“ignorante”; lo que constituye un acto de desprecio y dis-
criminación, independientemente de que visto de otro án-
gulo, también pone en evidencia la ignorancia y la falta de
calidad humana de quien utiliza este vocablo en forma des-
pectiva.

Son muchas las fuentes de discriminación que existen en
nuestro país para con los indígenas: se les trata mal y se les
considera inferiores porque hablan una lengua diferente o
porque se visten de manera distinta a la gran mayoría de
población mestiza, o sólo por sus rasgos físicos, color de
piel, estatura, costumbres.

Es cierto que los propios pueblos indígenas, están logran-
do, desde hace algunas décadas, que este estado de cosas
cambie, lenta, paulatina y consistentemente la conducta
tanto de la sociedad mexicana, como la de los gobiernos;
ha cambiado y debe seguir cambiando hasta lograr la ple-
na igualdad y el respeto irrestricto a los derechos humanos
de la población indígena, ese es el objetivo de la antes re-
ferida Declaración de los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas y ese es el objetivo de la iniciativa de Ley de Derechos
e Identidad de los pueblos Indígenas que someto a la con-
sideración de esta legislatura.

Asimismo reconocer que la nación mexicana tiene una in-
mensa deuda social que data de cientos de años con los
pueblos indígenas, es el primer acto de justicia al cual esta
Soberanía está obligada. Porque fueron los pueblos indíge-
nas los protagonistas anónimos y mayoritarios de nuestra
Guerra de Independencia en 1810, porque lo fueron tam-
bién del proceso revolucionario que habiéndose iniciado en
1910 bajo el lema de “Sufragio efectivo. No reelección.”
fue el movimiento social del cual surgió la Constitución de
1917 que nos rige y que fue pionera en el reconocimiento
e incorporación a máximo ordenamiento jurídico de nues-
tra nación, de derechos económicos y sociales a favor de
los grupos humanos mayoritarios.

Por lo anterior es preciso que las comunidades indígenas de
nuestro país, sean reconocidas y respetadas plenamente,
dándoles su lugar y la participación que les corresponde en
la estructura y en el funcionamiento de la sociedad; para
ello, es necesario reconocer sus derechos, cultura e identi-
dad a fin de que prevalezca la igualdad esencial de todos
los seres humanos que garantiza nuestra Constitución Fe-
deral.

De acuerdo a la Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas, CDI, se calcula que el 11 por cien-
to de la población mexicana son personas identificadas co-
mo indígenas hablantes de sus lenguas y reproductores de
sus culturas, usos y costumbres. Todos ellos comparten,
con la población identificada como rural o campesina; con-
diciones de pobreza y marginación1. Los pueblos y comu-
nidades indígenas sufren desde tiempos inmemoriales de
exclusión permanente y sistemática y de diversas modali-
dades de discriminación que deben ser superadas. 

Pueblos indígenas por entidad federativa

Baja California: Cochimí, cucapá, kiliwa, kumiai y pai-
pai



Campeche: Maya

Coahuila: Kikapú

Chiapas: Cakchiquel, chol, jacalteco, kanjobal, lacan-
dón, mame, mochó, tojolabal, tzeltal (tseltal) , tzotzil
(tsotsil) y zoque

Chihuahua: Guarijío, pima, tarahumara y tepehuán

Distrito Federal*: Maya, mazahua, mazateco, mixe,
mixteco, náhuatl, otomí, purépecha, tlapaneco, totonaco
y zapoteco

Durango: Tepehuán

Guanajuato: Chichimeca jonaz

Guerrero: Amuzgo, mixteco, náhuatl y tlapaneco

Hidalgo: Náhuatl y otomí

Jalisco: Huichol

México: Mazahua, náhuatl y otomí

Michoacán: Mazahua, otomí y purépecha

Morelos: Náhuatl

Nayarit: Cora y huichol

Oaxaca: Amuzgo, chatino, chinanteco, chocho, chontal,
cuicateco, huave, ixcateco, mazateco, mixe, mixteco,
triqui y zapoteco

Puebla: Chocho, mixteco, náhuatl y totonaca

Querétaro: Otomí y pame

Quintana Roo: Maya

San Luis Potosí: Huasteco, náhuatl y pame

Sinaloa: Mayo

Sonora: Mayo, pápago, pima, seri y yaqui

Tabasco: Chontal y chol

Veracruz: Náhuatl, tepehua, popoluca y totonaca

Yucatán: Maya

Fuente: Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas

En conclusión, sean el 9.9 por ciento o el 20 por ciento de
la población, la verdad irrefutable que tenemos ante nos-
otros es que las poblaciones indígenas son las más pobres
entre los pobres, las que se encuentran en un estado per-
manente de grave marginación; las que padecen violación
sistemática y cotidiana de sus derechos fundamentales, por
razones estructurales de naturaleza económica y política, lo
cual se expresa en fenómenos sociales que se recrean y re-
producen con mayor incidencia y letalidad en las regiones
indígenas tal es el caso de la desnutrición, el analfabetismo,
la pobreza extrema, la mortalidad por enfermedades cura-
bles, la ausencia de servicios de salud y clínico hospitala-
rios; la falta de oportunidades de educación y el elevado ín-
dice de deserción escolar; la falta de oportunidades de
trabajo que incrementa los índices de migración y con ello
de desintegración familiar y ruptura y perdida del tejido so-
cio cultural de las poblaciones indígenas. 

Estos datos y la dimensión y el peso insoslayable del esta-
do de abandono, discriminación, marginación, abusos y ex-
plotación al que han sido y están sometidas las poblaciones
indígenas hacen imperativo que los distintos órdenes de
gobierno actúen de inmediato para garantizar que las co-
munidades indígenas puedan gozar de sus derechos huma-
nos fundamentales, para lo cual se reformó el artículo 2º
constitucional en el año 2001, donde se otorgan diversas
prerrogativas inherentes a los pueblos indígenas como son:
el derecho de los pueblos indígenas a conservar y mantener
vivas sus lenguas, sus culturas, usos y costumbres, sus for-
mas específicas de organización social, a ejercer la libre
determinación dentro del marco constitucional; a la auto-
nomía de las comunidades indígenas como expresión de la
antes referida libertad de determinación; a la aplicación de
sus sistemas normativos y a elegir, de acuerdo con éstos
procedimientos y prácticas tradicionales, a sus autoridades
o representantes para el ejercicio de sus formas propias de
gobierno interno. De igual forma debe garantizarse a favor
de los pueblos indígenas el uso y disfrute colectivo de los
recursos naturales disponibles en los territorios en los que
éstos se encuentran asentados, así como el acceso a servi-
cios educativos y de salud.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II221



Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados222

En la misma página web del CDI se hace mención que: “A
pesar de sus avances, esta reforma se considera insuficien-
te. Es necesario continuar trabajando para que se reconoz-
ca a los pueblos y comunidades indígenas como sujetos de
derecho, con personalidad jurídica, con derechos territoria-
les y representación política.”

Esta iniciativa incorpora disposiciones que se sustentan en
el reconocimiento de todos estos derechos con el objetivo
de posibilitar su ejercicio irrestricto y su disfrute pleno e
integral por parte de los pueblos y comunidades indígenas.
En este contexto el reconocimiento de la autonomía para
establecer sus normas básicas de convivencia constituye el
punto de partida para la conformación de un ámbito social
propicio y adecuado para su desarrollo. 

La iniciativa que nos ocupa propone:

El reconocimiento de los sistemas normativos propios de
los pueblos y comunidades indígenas, de sus autoridades
tradicionales, de sus relaciones familiares, vida civil y co-
munitaria y demás características que los identifican como
tales.

El acceso a los servicios de cultura, educación, y salud pa-
ra todos y con referencia especial para las mujeres y los ni-
ños, procurando el Estado en todo momento el bienestar y
protección de estos grupos; respetando sus tradiciones,
usos y costumbres.

Todo lo cual se desarrolla en un conjunto normativo que se
sistematiza en ocho capítulos, cuarenta y un artículos y tres
más de carácter transitorio. 

Por lo expuesto, la que suscribe somete a consideración de
esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto:

Decreto

Único. Se crea la Ley General de Derechos e Identidad de
los Pueblos Indígenas 

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1. La presente ley es de orden público e interés
social, y tiene como objeto garantizar a los pueblos y co-
munidades indígenas asentados en el territorio mexicano,
el libre ejercicio de sus organizaciones comunitarias, el

respeto y desarrollo de sus culturas, creencias, conoci-
mientos, lenguas, indumentarias, usos, costumbres, medi-
cina tradicional y recursos.

Los indígenas de otro país, que transiten o residan tempo-
ral o permanentemente dentro del territorio del Estado, se-
rán sujetos de las obligaciones y derechos de la presente
Ley.

Artículo 2. La aplicación de esta ley corresponde a los go-
biernos federal, estatal y municipal, así como a las autori-
dades tradicionales en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, con el objeto de asegurar el respeto de los derechos
individuales y colectivos de los pueblos y comunidades in-
dígenas de México.

Los derechos de los pueblos indígenas que reconoce la pre-
sente Ley, serán ejercidos a través de sus respectivas auto-
ridades tradicionales.

Artículo 3. El Estado reconoce a las comunidades indíge-
nas personalidad jurídica propia, para que puedan contraer
derechos y obligaciones con las tres órdenes de gobierno.
Asimismo, se otorga autonomía en los términos de la frac-
ción II, del artículo 4° de la presente ley.

Artículo 4. Para efectos de presente ley se entenderá por:

Autoridades Tradicionales: Aquellas electas y reconoci-
das por los pueblos y comunidades indígenas de confor-
midad con sus sistemas normativos internos, derivados
de sus usos y costumbres;

Autonomía: Expresión de la libre determinación de los
pueblos indígenas de los Estados Unidos Mexicanos,
para asegurar la unidad en el marco de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, adoptar por
si mismos decisiones y desarrollar sus propias practicas
relacionadas, entre otras, con su cosmovisión, territorio
indígena, tierra, recursos naturales, organización socio-
política, administración de justicia, educación, lenguaje,
salud y cultura;

Comunidades Indígenas: Son aquellas que formen una
unidad social, económica y cultural, asentadas en un te-
rritorio y que reconocen las autoridades propias de
acuerdo con sus usos y costumbres;

Derechos individuales: Aquéllos que reconocen el orden
jurídico mexicano a todo hombre o mujer, independien-



temente a su origen étnico o nacional, género, edad, dis-
capacidades, condición social, condiciones de salud, re-
ligión opiniones, preferencias, estado civil o cualquier
otra que atente contra la dignidad humana y tenga obje-
to anular o menoscabar los derechos y libertades de per-
sonas;

Derechos colectivos: Aquéllos que reconoce el Orden
Jurídico Mexicano a los pueblos y comunidades indíge-
nas, en los ámbitos político, económico, social, agrope-
cuario, cultural y jurisdiccional, para garantizar su exis-
tencia, permanencia, dignidad, bienestar y no
discriminación basada en la pertenencia a los pueblos
indígenas;

Estado: A los Estados Unidos Mexicanos;

Pueblos indígenas: A aquellos conformados por perso-
nas que descienden históricamente de los pueblos que
habitaron el territorio que hoy corresponde al Estado an-
tes de la colonización, que hablan la misma lengua, tie-
nen autoridades tradicionales, conservan sus sistemas
normativos, cultura e instituciones sociales, políticas y
económicas o parte de ellas;

Sistemas normativos internos: Conjunto de normas de
regulación, orales y de carácter consuetudinario que los
pueblos y comunidades indígenas reconocen como váli-
das y utilizan para regular sus actos públicos y sus au-
toridades aplican la resolución de sus conflictos;

Sistema religioso tradicional: Conjunto de manifesta-
ciones públicas o privadas con connotación o contenido
religioso, cuyas prácticas se realizan históricamente por
los pueblos y comunidades indígenas;

Territorio indígena: Parte del territorio nacional estruc-
turado en espacios continuos o discontinuos, que puede
extenderse fuera de los límites de la comunidad y que
los indígenas ocupan o utilizan para el desenvolvimien-
to de su vida comunitaria en lo social, político, econó-
mico, cultural y religioso y que es fundamental para la
construcción de su identidad y permanencia histórica,
sin detrimento alguno a la Soberanía del Estado;

Usos y costumbres: Conjunto de procedimientos y nor-
mas que contribuyen a la integración social de los pue-
blos y comunidades indígenas que constituyen el rasgo
característico que los individualiza como tales;

Comisión: A la Comisión Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Indígenas. 

Capítulo II
De los derechos fundamentales

Artículo 5. El Estado reconoce y garantiza el derecho de
los pueblos y comunidades indígenas a la autoadscripción,
a la libre manifestación de su sistema religioso tradicional,
a la libre determinación y a la autonomía para decidir sus
formas internas de convivencia y organización social, eco-
nómica, política y cultural, fortaleciendo la soberanía na-
cional las garantías individuales y sociales, en el marco de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y la particular del Estado.

Artículo 6. Los pueblos y comunidades indígenas tienen
derecho a ser consultados, con no menos de noventa días
de anticipación para su consideración; por parte de la Co-
misión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas, a través de sus autoridades tradicionales, los proyectos
que prevean medidas legislativas o administrativas suscep-
tibles de afectarles directamente, con la finalidad de llegar
a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las me-
didas propuestas.

Los proyectos contendrán la información relativa al acto a
consultar, ésta debe ser precisa, accesible y comprensible,
de ser necesario en la lengua y variante lingüística.

Artículo 7. Los pueblos y comunidades indígenas tienen
derecho social de vivir en libertad, paz y seguridad como
pueblos diferenciados y a gozar de plenas garantías contra
cualquier acto de discriminación, violencia, reacomodos o
desplazamientos ilegales y separación de menores indíge-
nas de sus familiares y comunidades.

Cuando un desplazamiento o reacomodo encuentre su ori-
gen en la utilidad pública especialmente en lo que se refie-
re a casos de riesgos, desastres, seguridad o sanidad, estos
se realizarán previo avalúo que realiza la autoridad catas-
tral mediante indemnización a los afectados y con arreglo
a las leyes en la materia.

Artículo 8. Las comunidades indígenas y sus integrantes
tienen el derecho de promover por sí mismos o a través de
sus autoridades tradicionales de manera directa y sin inter-
mediarios cualquier gestión ante las autoridades, sin me-
noscabo de sus derechos individuales, colectivos, políticos
y sociales.
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Capítulo III
De la autonomía

Artículo 9. El Estado y sus instituciones, reconocen y ga-
rantizan a los pueblos indígenas el derecho a la libre deter-
minación para decidir libremente su condición política y
para resolver sobre la orientación del desarrollo económi-
co, social y cultural de sus pueblos.

En el ejercicio de su autodeterminación los pueblos indíge-
nas tienen derecho a:

a) Ejercer su autonomía o a implementar sus sistemas de
autogobierno en cuestiones relacionadas con asuntos in-
ternos y locales, así como a disponer de los medios pa-
ra financiar sus funciones autónomas.

b) Conservar y reforzar sus propias instituciones políti-
cas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, mante-
niendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo
desean, en la vida política, económica, social y cultural
del Estado.

Las autoridades federales, estatales y municipales, en el
ámbito de sus respectivas competencias, deben respetar la
autonomía de las comunidades indígenas, para ello instru-
mentarán las medidas necesarias para asegurar su ejercicio.

Artículo 10. Las comunidades indígenas en ejercicio del
derecho a la libre determinación y autonomía, establecerán
las bases y mecanismos para la organización de su vida co-
munitaria dentro del territorio indígena.

Artículo 11. Las comunidades indígenas son sujetos de de-
recho público; consecuentemente, los actos de sus autori-
dades en ejercicio de sus funciones y dentro de su jurisdic-
ción, tendrán los alcances y consecuencias jurídicas
propios de los actos del poder público. En el marco de la
autonomía y de acuerdo con sus sistemas normativos, las
autoridades comunitarias tienen la facultad de mandar y
hacerse obedecer dentro de los límites territoriales que
comprenda su jurisdicción, cuando actúen en ejercicio de
sus funciones. 

La comisión realizará la definición de aquellas colectivi-
dades indígenas que encuadren en el supuesto de este ar-
tículo.

Capítulo IV
De la educación y la cultura

Artículo 12. Los pueblos y comunidades indígenas tienen
derecho al respeto pleno de la propiedad, control y protec-
ción de su patrimonio cultural e intelectual. El Estado, por
medio de las instituciones competentes, en consenso con
los pueblos y comunidades indígenas en el ámbito de sus
atribuciones y presupuestos, apoyará a los pueblos y co-
munidades indígenas en el mantenimiento, protección y
desarrollo de sus manifestaciones culturales y en el cuida-
do de sus ancestros que aún se conservan, incluyendo sitios
sagrados, centros ceremoniales, monumentos históricos,
tecnologías, artesanías, expresiones musicales, arte, litera-
tura oral y escrita; así como los recursos humanos ideoló-
gicos, tradiciones orales, diseños y artes visuales y dramá-
ticas. 

Artículo 13. El Estado, en coordinación con la comisión
vigilará y en su caso, ejercitará las acciones tendientes a la
restitución de los bienes culturales e intelectuales que les
hayan sido privados a los pueblos y comunidades indígenas
sin su consentimiento.

Artículo 14. Los pueblos y comunidades indígenas, en los
términos del Artículo 3o de la Constitución General de la
República, así como de la Ley General de Educación; tie-
nen el derecho a revitalizar, utilizar, desarrollar y transmi-
tir a las generaciones futuras por medio de la educación
formal e informal, su historia, lenguas, tecnologías, tradi-
ciones orales, filosofías, sistemas de escritura y literatura
así como a utilizar toponimia propia en la designación de
los nombres y sus comunidades, lugares y personas en sus
propias lenguas y todo aquello que forme parte de su cul-
tura.

Artículo 15. El Estado de conformidad a lo establecido en
la Ley General de Educación y con apoyo de sus institu-
ciones garantizará una formación basada en las particulari-
dades socioculturales, valores, tradiciones y necesidades.
Así como las actividades que se consideren convenientes
para cubrir la adecuada educación intercultural bilingüe.

A través de los órganos educativos indicados, se garantiza-
rá que las niñas y niños indígenas tengan acceso a la edu-
cación básica formal, bilingüe e intercultural donde la en-
señanza del idioma castellano será paulatina y teniendo en
cuenta criterios pedagógicos adecuados. Adoptando las
medidas necesarias para eliminar del sistema educativo, los
prejuicios y los adjetivos que denigren a los indígenas. 



Es deber del Estado en sus respectivos ámbitos de compe-
tencia, proporcionar los medios necesarios para que toda
aquella persona de origen étnico con aspiraciones de conti-
nuar con una formación educativa más allá de la educación
básica, cuente con los medios económicos suficientes me-
diante planes y programas establecidos al efecto por el Es-
tado.

Artículo 16. Los pueblos y comunidades indígenas tienen
derecho a establecer, de acuerdo a la normatividad vigente,
sus propios medios de comunicación tales como periódi-
cos, revistas, estaciones de radio y demás análogos en sus
propias lenguas.

Para el establecimiento de las estaciones de radio se aten-
derá a lo establecido en la Ley Federal de Telecomunica-
ciones y Radiodifusión.

Artículo 17. Los pueblos y comunidades indígenas tienen
derecho a aplicar sus sistemas religiosos tradicionales, tan-
to en los territorios indígenas como en las que no tienen
predominio indígena.

Artículo 18. Las Direcciones de los Registros Civiles de
los estados en coordinación con la comisión de conformi-
dad a sus atribuciones z dispondrán las medidas necesarias
para que cuando menos dos veces al año se efectúen, en los
territorios indígenas, campañas regístrales, asimismo, que
los oficiales del registro civil efectúen igual número de vi-
sitas a dichos pueblos y comunidades indígenas, a efecto
de que en ellas se presten sus servicios.

Artículo 19. El Estado, a través del Sistema para el Desa-
rrollo Integral de la Familia, establecerá programas que
permitan conservar y fomentar la alimentación tradicional
de los pueblos y comunidades indígenas, considerada co-
mo parte del patrimonio cultural de los mismos.

Capítulo V
De salud y asistencia

Artículo 20. Los miembros de los pueblos y de las comu-
nidades indígenas tienen derecho a la salud, por lo que se
promoverá su acceso efectivo a los servicios de salud del
Estado.

El sistema nacional de salud, de acuerdo a la Ley General
de salud implementará programas que beneficien a las co-
munidades indígenas, los cuales en su aplicación respeta-
rán y en su caso promoverán sus usos y costumbres, regis-

trando y acreditando a médicos tradicionales, curanderos y
parteras, dotándolos de los elementos para que lleven a ca-
bo su labor de manera adecuada.

Artículo 21. La autoridad tradicional, será informada con
15 días de antelación para participar en las campañas de sa-
lud, vacunación y aquellas referidas a la prevención en el
consumo de alcohol y drogas.

Artículo 22. La secretaría de salud, dispondrá las medidas
necesarias para que el personal que preste sus servicios en
las comunidades indígenas cuente con los conocimientos
básicos sobre la cultura, costumbres y lenguas propias de
estas comunidades.

Artículo 23. La secretaría de salud, con la participación de
la autoridad tradicional, implementaran campañas de infor-
mación, orientación y en su caso prevención, sobre los dis-
tintos tipos de cáncer que atacan a la mujer y al hombre, sa-
lud reproductiva, los cuidados postnatales del recién
nacido y de la madre, así como la violencia intrafamiliar.

Capítulo VI
De la justicia indígena

Artículo 24. El Estado reconoce la existencia de sistemas
normativos internos en los pueblos y comunidades indíge-
nas, con características propias en cada uno de estos pue-
blos y comunidades en el Estado, basados en sus tradicio-
nes y que se han transmitido oralmente por generaciones,
enriqueciéndose y adaptándose con el paso del tiempo a di-
versas circunstancias.

Artículo 25. El Estado reconoce la validez de los sistemas
normativos internos de los pueblos y comunidades indíge-
nas en el ámbito de las relaciones familiares, de la vida ci-
vil, de la organización de la vida comunitaria y en general
de la prevención y solución de conflictos al interior de ca-
da comunidad.

Artículo 26. Las autoridades encargadas de la procuración
e impartición de justicia en el Estado, estudiarán, investi-
garán y compilarán documentalmente los usos y costum-
bres de los pueblos indígenas del Estado, que les han per-
mitido mantener el orden y la paz en sus comunidades y
que forman parte esencial de su patrimonio histórico y cul-
tural.

Artículo 27. Las autoridades tradicionales de los pueblos y
comunidades indígenas, procurarán y administrarán justi-
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cia, aplicando sus sistemas normativos internos, siempre y
cuando no contravengan la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y las leyes penales federales vi-
gentes, ni vulnerar los derechos humanos de terceros.

Artículo 28. La aplicación de la justicia indígena es alter-
nativa a la vía jurisdiccional ordinaria; pero los delitos que
se persiguen de oficio y las acciones del estado civil de las
personas, quedan reservados al fuero de los jueces del or-
den común.

Artículo 29. A fin de garantizar el efectivo acceso de los
pueblos y comunidades indígenas a la jurisdicción del Es-
tado, en los procesos civiles, penales, agrarios, administra-
tivos o cualquier procedimiento que se desarrolle en forma
de juicio que sea competencia de las autoridades del Esta-
do y en el que intervenga un miembro de algún pueblo in-
dígena que ignore el español, éste deberá contar con un
traductor bilingüe.

Los jueces, procuradores y demás autoridades administra-
tivas que conozcan del asunto, bajo su responsabilidad, se
asegurarán del cumplimiento de ésta disposición. En todas
las etapas procesales, y al dictar resolución los jueces, pro-
curadores y demás autoridades administrativas que conoz-
can el asunto deberán tomar en consideración la condición,
prácticas, tradiciones y costumbres del o de los miembros
de los pueblos y comunidades indígenas.

Capítulo VII
Aprovechamiento de los recursos naturales

Artículo 30. Los pueblos y comunidades indígenas tendrán
acceso a los recursos naturales de sus tierras y territorios
indígenas, así como su usufructo, en los términos del ar-
tículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a la Ley General de Desarrollo Sustentable, a
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, a Ley General de Vida Silvestre y demás nor-
matividad vigente.

Artículo 31. El Estado en el ámbito de sus respectivas
competencias, y en coordinación con la Comisión y las co-
munidades indígenas, promoverán y fomentarán el desa-
rrollo y aprovechamiento sustentable de sus tierras y recur-
sos naturales. de conformidad a lo establecido por 

Artículo 32. Las obras y proyectos que promuevan el Es-
tado, las organizaciones o los particulares que impacten al

territorio indígena en sus recursos naturales, deberán ser
discutidos, analizados y consensuados previamente con los
pueblos y comunidades, a través de sus autoridades tradi-
cionales.

Artículo 33. Las comunidades indígenas coadyuvarán con
las autoridades federales, estatales y municipales en accio-
nes de conservación y protección de los recursos naturales
de sus territorios.

Artículo 34. Para evitar el deterioro o contaminación del
medio ambiente en el territorio indígena, el Estado y los
municipios procuraran evitar el establecimiento de cual-
quier tipo de industria que emita desechos tóxicos o cual-
quier tipo de contaminante.

Artículo 35. La creación de áreas naturales protegidas, y
otras medidas encaminadas a la protección de los recursos
naturales en los territorios indígenas, deberán llevarse a ca-
bo mediante acuerdos explícitos entre el Estado y los pue-
blos y comunidades indígenas con mediación de la Comi-
sión.

Artículo 36. El Estado establecerá convenios por medio de
la Comisión para otorgar facilidades a las comunidades in-
dígenas, en el procedimiento para acceder a las concesio-
nes para el uso y aprovechamiento preferencial de los re-
cursos naturales que existan dentro del territorio indígena.

Capítulo VIII
De las niñas, los niños y las mujeres indígenas

Artículo 37. El Estado a través de la Comisión, del Siste-
ma para el Desarrollo Integral de la Familia, del Instituto
Nacional de las Mujeres y de sus instancias estatales y mu-
nicipales; procurará el bienestar y protección de las niñas,
los niños y mujeres de las comunidades indígenas, por
cuanto que constituyen la base de las familias que integran
y sustentan los pueblos indígenas del Estado.

Artículo 38. El Estado con la participación de la comisión
y las comunidades indígenas, promoverán programas en
los pueblos indígenas para que la población infantil mejo-
re sus niveles de salud, alimentación y educación.

Artículo 39. El Estado garantizará los derechos individua-
les de las niñas y niños indígenas dentro y fuera de sus te-
rritorios.



Artículo 40. El Instituto Nacional de las Mujeres en el
marco de sus atribuciones, establecerá programas específi-
cos para el desarrollo de la mujer indígena.

Artículo 41. El Estado a través del Instituto Nacional de
las Mujeres promoverá, respetando las tradiciones, usos y
costumbres de los pueblos indígenas, la participación de
las mujeres en las tareas y actividades que ayuden a lograr
su realización, superación, reconocimiento de su dignidad,
así como establecer las condiciones para el ejercicio de su
derecho a la igualdad entre géneros, en la vida política, so-
cial y cultural dentro de sus comunidades.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo Segundo. La presente ley se difundirá por escri-
to y de manera oral en las lenguas de los pueblos indígenas
asentados en el territorio del Estado, a través del Consejo y
con el apoyo de las instituciones estatales y municipales
cuyas funciones se vinculen con las comunidades indíge-
nas.

Artículo Tercero. Se derogan las todas las disposiciones
legales y reglamentarias que se opongan a la presente ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2014.— Di-
putados: Roxana Luna Porquillo, Erick Marte Rivera Villanueva (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Asuntos Indígenas, para dic-
tamen y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

LEY DE ASISTENCIA SOCIAL

«Iniciativa que reforma los artículos 65 y 66 de la Ley de
Asistencia Social, a cargo del diputado Rafael Alejandro
Micalco Méndez, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Rafael Alejandro Micalco Méndez, diputado
federal de la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-

ción II, y 73, fracción XVI, y XXIX-P de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 77,
fracción y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan los artículos 65 y 66 de la Ley de Asistencia So-
cial al tenor del siguiente

Exposición de motivos 

Según las cifras del Censo Nacional del Inegi 2010 existen
4,764 refugios, casa hogares, albergues, etcétera. En el pa-
ís, los cuales no existe un marco general regulatorio que
determine con qué frecuencia son supervisados por la au-
toridad, y tampoco se conoce públicamente el estado que
guardan los mismos, esto genera un sin número de posibi-
lidades para la comisión de delitos al interior de estos al-
bergues. Convirtiéndolos en tierra de nadie dejando a la de-
riva a la población más vulnerable de nuestra sociedad que
son los ancianos, menores, víctimas de delitos, mujeres,
indígenas y migrantes.
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En el Partido Acción Nacional pensamos que la actual Ley
de Asistencia Social ha sido rebasada por las nuevas pro-
blemáticas que antes no se presentaban y que con el au-
mento de la población, migración, pobreza y desempleo
con su consecuente crecimiento de índices delictivos; ha
generado nuevas modalidades de personas en situación de
vulnerabilidad que antes no existían y en consecuencia no
están suficientemente regulados en la actual Ley de Asis-
tencia Social como lo son:

Un aumento desproporcionado e irregular de albergues de
infantes, de adultos mayores, de migrantes, de víctimas, de
fármaco dependientes, de discapacitados; todos ellos sin

supervisión suficiente lo que ha generado en un ambiente
de comisión de nuevos delitos o de re victimización en su
caso, es por ello que es Urgente modificar esta legislación
para salvaguardar la integridad de estos nuevos casos de
personas que se encuentran en un momento de vulnerabili-
dad y que necesitan la protección del Estado mexicano.

Existen casos concretos de la falta de supervisión de los al-
bergues que han puesto en evidencia la falta de atención al
procedimiento de inspección a los mismos como es el caso
de casitas del sur y más recientemente el albergue de ma-
má rosa en Michoacán, ambos hechos vergonzosos y que
no deben de repetirse en la historia de México. Es por eso



que proponemos la coadyuvancia con el Sistema Nacional
DIF del Instituto Nacional de Migración así como el Siste-
ma Nacional de Protección Civil en el sentido siguiente:

“Definición de Coadyuvante en derecho procesal, se deno-
mina así al tercero que por ser Titular de un derecho cone-
xo o dependiente con respecto a las pretensiones articula-
das en el proceso, participa en éste con el objeto de
colaborar en la gestión procesal de una de las partes.

Se trata de la intervención adhesiva simple de un tercero
que no posee el carácter autónomo en el proceso, pues su
legitimación para tomar intervención en dicho proceso es
de naturaleza subordinada o dependiente respecto de la
parte litigante con la cual coopera o colabora.  De allí que
su actuación procesal se encuentre determinada por la con-
ducta del litigante principal, puesto que se halla facultado
para realizar toda clase de actos procesales siempre que se-
an compatibles o no perjudiquen el interés de este último”
(Carrone, José Alberto. Diccionario Jurídico Lexis Nexis.
2005. Primera Edición. Buenos Aires).

Ambas dependencias tanto el Instituto Nacional de Migra-
ción como el Sistema Nacional de Protección Civil son en-
tes autónomos con objetivos propios sin embargo conexos
en casos  particulares, en el caso del Instituto Nacional de
Migración cuando se trata de velar por la protección de los
pequeños migrantes en situación de vulnerabilidad ubica-
dos en alberges, se necesita su colaboración para velar por
sus derechos humanos, y en el caso del Sistema Nacional
de Protección Civil, se necesita su colaboración para veri-
ficar que las condiciones de los inmuebles en donde se ubi-
can los albergues cuenten con los requisitos indispensables
que no pongan en riesgo la integridad y vida de los meno-
res.

Por ello considero de urgente prioridad se incluya la obli-
gación de coadyuvar ambos entes de la Administración Pú-
blica en la presente Ley de Asistencia Social.

No dejemos a la deriva, en el abandono a nuestros niños, a
nuestros ancianos, así como tenemos una reglamentación
en materia de inspección laboral, con mayor razón es de ur-
gente legislación la protección de la vida, la realización de
lineamientos generales en materia de inspección de alber-
gues, anexos o de instituciones de asistencia privada y pú-
blica no importando su denominación siempre y cuando se
dediquen al cuidado de personas señaladas en el artículo 4
de esta ley.

No podemos seguir evadiendo la responsabilidad y echán-
donos la bolita de institución a institución por una falta de
homologación de leyes y de coordinación interinstitucio-
nal, igualmente somos responsables los legisladores por no
legislar al respecto, es por ello que propongo que se legis-
le para delimitar las responsabilidades y las funciones de
cada una de las Instituciones involucradas, adecuadas a los
nuevos retos de las nuevas problemáticas sociales.

La presente Iniciativa pretende dar respuesta a casos, como
el de las niñas y niños desaparecidos de los albergues de
Casitas del Sur en el Distrito Federal, y del Centro de
Adaptación Social y Familiar de Monterrey, Nuevo León,
de los que fueron sustraídos, según la información disponi-
ble, por una red de tráfico de menores. La generación de
Normas Oficiales Mexicanas no ha sido suficiente para
evitar estos casos como este, por eso creemos que es nece-
sario que se realice una legislación macro que retome las
Normas Oficiales Mexicanas existentes en la materia
NOM-167-SSA1-19976 para la prestación de servicios de
asistencia social para menores y adultos mayores y la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-032-SSA3-2010 de Asistencia
Social para la prestación de servicios de asistencia social
para niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo y
vulnerabilidad;  pero a su vez reglamente la habilitación,
funcionamiento, registro administrativo, estándares de
prestación del servicio;  mecanismos de supervisión, con-
trol y que deben de cumplir todos los albergues para la pro-
tección y el desarrollo integral de la población a la cual
atiende.

El objetivo de la presente Iniciativa es loable en virtud de
que pretende proteger a la población que se encuentra en
situación de vulnerabilidad y que por diversas causas se en-
cuentran en Instituciones públicas o privadas de asistencia
social, y ante la falta de una adecuada supervisión en la ac-
tuación de dichas instituciones, sufren violaciones sistemá-
ticas a sus derechos humanos.  Es un tema de gran trascen-
dencia, los albergues son instituciones que deben de tener
supervisión constante por protección civil, salud, DIF y por
los tres niveles de gobierno para asegurar su buen funcio-
namiento y evitar vejaciones y afectaciones a la integridad
física y mental de las personas en especial los menores que
son atendidos en las instituciones de asistencia social.

Actualmente existe normatividad, bajo la forma de leyes y
reglamentos locales, sin embargo es necesario homogenei-
zar el marco normativo que regula los diversos aspectos re-
laciones con el funcionamiento de los albergues.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II229



Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados230

Es necesario que coadyuven con esta labor tan loable que
realiza el DIF, el Instituto Nacional de Migración, el Siste-
ma Nacional de Protección Civil y todas aquellas Institu-
ciones que por su naturaleza requieran tener parte de dicha
supervisión aún sin formar parte del sistema nacional.

Decreto

Por el que se presenta la iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan los artículos 65
y 66 de la Ley de Asistencia Social, para quedar en los tér-
minos siguientes: 

Primero. Se adiciona un segundo y tercer párrafo al ar-
tículo 65.

El Organismo emitirá lineamientos generales en mate-
ria de supervisión de las instituciones públicas y priva-
das que prestan servicios asistenciales, el cual deberá
ser revisado periódicamente por la Secretaría de Salud
y deberá observar las normas oficiales mexicanas emi-
tidas en la materia.

La federación, las entidades federativas, los municipios
y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal,
en el ámbito de sus respectivas competencias, observa-
rán los lineamientos en sus marcos normativos corres-
pondientes a fin de garantizar y proteger la integridad
física y mental de las personas que reciben atención en
las instituciones de asistencia social.

Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 66.

Asimismo, serán coadyuvantes a petición del Organis-
mo en la supervisión de las instituciones públicas y pri-
vadas que prestan servicios asistenciales, el Instituto
Nacional de Migración cuando se trate de instituciones
que alberguen a migrantes;  así como el Sistema Nacio-
nal de Protección Civil para verificar el cumplimiento
de la normatividad de protección civil.

Transitorios  

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. El Organismo contará con 180 días hábiles a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto, para efectos
de la elaboración de los lineamientos generales para la ins-

pección de las instituciones de asistencia social tanto pú-
blicas como privadas.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de octubre de
2014.— Diputados: Rafael Alejandro Micalco Méndez, Erick Marte
Rivera Villanueva (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CODIGO CIVIL FEDERAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Civil Federal, a cargo del diputado Jo-
sé Valentín Maldonado Salgado, del Grupo Parlamentario
del PRD

Planteamiento del problema

La iniciativa plantea una reforma al Código Civil Federal
con el propósito de ampliar los derechos de los ciudadanos
que habiendo celebrado contrato matrimonial, deseen di-
solver dicho vínculo con la sola voluntad como causa esen-
cial de divorcio, evitando un proceso tortuoso y desgastan-
te para ambas personas.

Actualmente, el Distrito Federal es la única entidad que go-
za de este derecho, sin embargo en las entidades del país
subsisten disposiciones anacrónicas que obligan a las pare-
jas a mantener el vínculo matrimonial pese a que ya no
subsistan entre ellos elementos esenciales de convivencia
como lo son el amor, la solidaridad y el respeto mutuo; lo
cual produce daños emocionales tanto para ellos como pa-
ra sus hijos, sus dependientes o para quienes conviven con
la pareja.

Argumentos

Las disposiciones del Código Civil Federal respecto al di-
vorcio, corresponden a una época en la que los principios
universales de derechos humanos no eran considerados de-
rechos fundamentales para las personas de nuestro país.

El divorcio, como instrumento jurídico para dar término a
una unión conyugal, lo heredamos en primer término del
Código Civil Francés de 1804. Sin embargo, a pesar de que
la concepción de matrimonio era de una verdadera unión li-



bre y el divorcio era prácticamente una necesidad natural,
en México, estos preceptos no se retomaron y al contrario,
al contrato matrimonial se le impusieron causales tan com-
plejas para disolver tal vínculo que muchas personas se
obligan a mantenerlo en contra de su voluntad o viven pro-
cesos jurídicos largos y costosos.

La fuerte presencia del catolicismo y del conservadurismo
en nuestro país ha hecho del matrimonio una supeditación
mutua para los cónyuges en donde en muchos casos la vo-
luntad de permanecer juntos ya se ha agotado en alguna de
las partes, lo que obliga a las personas a permanecer en una
auténtica prisión sin salida.

En el Código Civil Federal la solicitud de divorcio se
acompaña de una serie de causales que prácticamente obli-
gan a los cónyuges a permanecer juntos aunque su vida en
común sea insoportable tanto mentalmente como física-
mente. Estas causales incluso llegan al extremo de colocar
a los cónyuges en situaciones de riesgo, ante la imposibili-
dad de ofrecer pruebas contundentes que las hicieran váli-
das. Entre ellas, destacan: 

• El adulterio debidamente probado de uno de los cón-
yuges;

• El hecho de que la mujer dé a luz, durante el matrimo-
nio, un hijo concebido antes de celebrarse este contrato,
y que judicialmente sea declarado ilegítimo;

• La propuesta del marido para prostituir a su mujer, no
sólo cuando el mismo marido la haya hecho directa-
mente, sino cuando se pruebe que ha recibido dinero o
cualquiera remuneración con el objeto expreso de per-
mitir que otro tenga relaciones carnales con su mujer;

• La incitación a la violencia hecha por un cónyuge al
otro para cometer algún delito, aunque no sea de incon-
tinencia carnal;

• Los actos inmorales ejecutados por el marido o por la
mujer con el fin de corromper a los hijos, así como la to-
lerancia en su corrupción;

• Padecer sífilis, tuberculosis, o cualquiera otra enfer-
medad crónica o incurable que sea, además, contagiosa
o hereditaria, y la impotencia incurable que sobrevenga
después de celebrado el matrimonio;

• Padecer enajenación mental incurable, previa declara-
ción de interdicción que se haga respecto del cónyuge
demente;

• La separación de la casa conyugal por más de seis me-
ses sin causa justificada;

• La separación del hogar conyugal originada por una
causa que sea bastante para pedir el divorcio, si se pro-
longa por más de un año sin que el cónyuge que se se-
paró entable la demanda de divorcio;

• La declaración de ausencia legalmente hecha, o la de
presunción de muerte, en los casos de excepción en que
no se necesita para que se haga ésta que proceda la de-
claración de ausencia;

• La sevicia, las amenazas o las injurias graves de un
cónyuge para el otro;

• La acusación calumniosa hecha por un cónyuge contra
el otro, por delito que merezca pena mayor de dos años
de prisión;

• Haber cometido uno de los cónyuges un delito que no
sea político, pero que sea infamante, por el cual tenga
que sufrir una pena de prisión mayor de dos años;

• Los hábitos de juego o de embriaguez o el uso indebi-
do y persistente de drogas enervantes, cuando amenazan
causar la ruina de la familia, o constituyen un continuo
motivo de desavenencia conyugal;

• Cometer en contra de la persona o los bienes del otro,
un acto que sería punible si se tratara de persona extra-
ña, siempre que tal acto tenga señalada en la ley una pe-
na que pase de un año de prisión;

• La separación de los cónyuges por más de 2 años, in-
dependientemente del motivo que haya originado la se-
paración, la cual podrá ser invocada por cualesquiera de
ellos.

• Incumplimiento injustificado de las determinaciones
de las autoridades administrativas o judiciales que se
hayan ordenado, tendientes a corregir los actos de vio-
lencia familiar hacia el otro cónyuge o los hijos, por el
cónyuge obligado a ello.
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De esta manera, el divorcio sin el consentimiento de algu-
na de las partes, procede siempre y cuando tenga sustento
en alguna de las causales que el ordenamiento jurídico
menciona. Este tipo de procedimiento sigue siendo el más
común en el país y es muy tortuoso y oneroso para las par-
tes. Este divorcio en particular, disuelve el vínculo matri-
monial que se obtiene gracias a una sentencia judicial que
pone fin a un procedimiento el cual inició por la petición o
demanda de uno de los cónyuges en la que dicho cónyuge
solicitante sin el consentimiento del otro pide al juez la ter-
minación del vínculo matrimonial y la petición o demanda
tiene apoyo en hechos que la ley considera como suficien-
tes para que se otorgue el divorcio, es decir, en alguna de
las causales de divorcio antes enlistadas.

Este procedimiento puede ser muy desgastante, muy largo
y muy caro por la necesaria presencia de abogados que
asistan a las partes. Además resulta muy doloroso por el
hecho de establecer un litigio familiar en donde los niños,
niñas y adolescentes resultan muy perjudicados emocio-
nalmente.

En algunos países existe el llamado “divorcio necesario”,
que consiste en solicitar al juez que se decrete el divorcio
necesario cuando el cónyuge solicitante pruebe que su es-
poso o esposa ha realizado o incurrido en hechos que la ley
marca como lo suficientemente necesario como para que
opere el divorcio, con lo cual nos topamos nuevamente con
las causales y con la imposibilidad de probar fehaciente-
mente varias de ellas.

El divorcio más sencillo es aquél que se da por mutuo con-
sentimiento. Esta disolución del vínculo matrimonial se
obtiene gracias a una sentencia judicial que pone fin a un
procedimiento, el cual se inició por una solicitud en la que
ambos cónyuges estuvieron de acuerdo en realizar y han
cumplido con todos los requisitos legales que la ley marca
para lograr que se dicte la sentencia.

El punto que comúnmente decreta una sentencia de divor-
cio judicial es:

• Disolución del vínculo matrimonial y en consecuencia
la aptitud de los divorciados para contraer nuevas nup-
cias.

Sin embargo, en el Código Civil Federal existe una dispo-
sición particular para las mujeres, que tienen que esperar
hasta pasados 300 días después de la disolución, o a menos

que dentro de ese lapso diere a luz un hijo. Esta disposición
resulta violatoria de los derechos de las mujeres y las colo-
ca en una situación desigual frente a los hombres, por lo
cual es necesario reformarla de tal modo que no existan
distinciones.

En la Ciudad de México, existe otra modalidad de divorcio
que es unilateral o sin causa o incausado, que no requiere
del consentimiento de ambos cónyuges, ni la expresión de
una causa concreta que lo justifique o se tenga que probar
en juicio, para que el juez de lo familiar decrete la disolu-
ción del matrimonio en el corto plazo. Esto ha motivado
que a menudo se le denomine “divorcio express”.

En el caso específico de la reforma en la Ciudad de Méxi-
co, donde el término jurídico es divorcio por mutuo con-
sentimiento, primero se decreta el divorcio y después se
tramitan uno o más expedientes para la resolución de los
temas relativos a la patria potestad, la guarda y custodia de
los menores, la pensión alimenticia, el derecho de convi-
vencia o visita, la partición de bienes, y en su caso, la com-
pensación a favor del cónyuge que se haya dedicado prio-
ritariamente a las labores del hogar y a la crianza temprana
de los hijos, todo lo cual puede llevarse varios meses o
años.

En la iniciativa que pongo a consideración de esta sobera-
nía, se suprimen todas las causales incluida la del adulterio,
que ya ni siquiera existe en el Código Penal Federal. Se es-
tablece desde luego, como la causal primordial, la voluntad
de uno de los cónyuges de disolver el matrimonio, salva-
guardando el interés superior de los niños, niñas y adoles-
centes, así como la repartición de los bienes de acuerdo al
régimen que establece el contrato matrimonial. También
se incorpora la violencia familiar como un hecho ante el
cual la autoridad tiene la obligación de salvaguardar la
integridad de las víctimas. Pero sobre todo, se pone en
el centro de la propuesta la ponderación de que muje-
res y hombres son en esencia libres, sujetos responsa-
bles de derecho, y capaces de decidir en libertad, su for-
ma de vivir, sin soslayar las responsabilidades que se
deriven de esa decisión.

Por lo tanto, la propuesta reconoce que las personas son
libres de establecer una convivencia en la forma que lo
decidan, y que si ésta tiene características jurídicas co-
mo lo es la unión conyugal, se pueda disolver por la vo-
luntad unilateral de alguna de las partes.
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Fundamento

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, el suscrito, integrante del Grupo Parla-
mentario del PRD, somete a consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversos artí-
culos del Código Civil Federal

Artículo Único. Se reforman los artículos 158, 267, 268;
288 y 289; se adiciona un segundo y tercer párrafos al
artículo 267; y se derogan las fracciones VII, VIII, IX,
X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX
del artículo 267; los artículos 269, 270, 272, 274; 277,
278, 279, 281, 286, y el párrafo segundo, tercero y cuar-
to del artículo 288 y el párrafo tercero del artículo 289,
todos del Código Civil Federal, para quedar como si-
gue:

Artículo 158. La sentencia de divorcio disuelve el vínculo
matrimonial y otorga a ambos cónyuges la libertad de vol-
ver a contraer matrimonio.

Artículo 267. El divorcio podrá? solicitarse por uno o am-
bos cónyuges ante la autoridad judicial.

El solicitante deberá manifestar su voluntad de disolver el
vínculo matrimonial, sin que medie ninguna causa adicio-
nal. El trámite correspondiente podrá iniciarse una vez que
haya transcurrido cuando menos un año de la celebración
del matrimonio. Cuando el cónyuge, de manera unilateral
desee promover el juicio de divorcio, deberá? anexar a su
solicitud la propuesta de convenio para regular las conse-
cuencias y compromisos inherentes a la disolución del vín-
culo matrimonial, debiendo contener los siguientes requisi-
tos:

I. La designación de la persona que tendrá? la guarda y
custodia de los hijos menores o incapaces;

II. Las modalidades bajo las cuales el ascendiente, que
no tenga la guarda y custodia, ejercerá? el derecho de
visitas, respetando los horarios de comidas, descanso y
estudio de los hijos;

III. El modo de atender las necesidades de los hijos y,
en su caso, del cónyuge a quien deba darse alimentos,

especificando la forma, lugar y fecha de pago de la obli-
gación alimentaria, así? como la garantía para asegurar
su debido cumplimiento;

IV. Designación del cónyuge al que corresponderá? el
uso del domicilio conyugal, en su caso, y del menaje;

V. La manera de administrar los bienes de la sociedad
conyugal durante el procedimiento y hasta que se liqui-
de, asi? como la forma de liquidarla, exhibiendo para
ese efecto, en su caso, las capitulaciones matrimoniales,
el inventario, avalúo y el proyecto de partición;

VI. En el caso de que los co?nyuges hayan celebrado el
matrimonio bajo el re?gimen de separacio?n de bienes
debera? sen?alarse la compensacio?n, que no podra? ser
superior a 50 por ciento del valor de los bienes que hu-
bieren adquirido, a que tendra? derecho el co?nyuge
que, durante el matrimonio, se haya dedicado preponde-
rantemente al desempen?o del trabajo del hogar y, en su
caso, al cuidado de los hijos. El juez de lo Familiar re-
solvera? atendiendo a las circunstancias especiales de
cada caso.

VII. (Se deroga) 

VIII. (Se deroga) 

IX. (Se deroga) 

X. (Se deroga) 

XI. (Se deroga) 

XII. (Se deroga) 

XIII. (Se deroga) 

XIV. (Se deroga) 

XV. (Se deroga) 

XVI. (Se deroga) 

XVII. (Se deroga) 

XVIII. (Se deroga) 

XIX. (Se deroga) 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II233



XX. (Se deroga) 

Artículo 268. Cuando ocurra acusación de violencia fami-
liar, el juez dictará las medidas necesarias para la separa-
ción de los cónyuges y para salvaguardar la integridad físi-
ca o psíquica de la víctima. También dictará las medidas
para asegurar la subsistencia de los hijos. La disolución del
vínculo matrimonial se llevará a cabo de conformidad con
lo que establece el artículo 267, sin la obligación de contar
con un año cumplido de la celebración del matrimonio.

Artículo 269. (Se deroga) 

Artículo 270. (Se deroga) 

Artículo 272. (Se deroga) 

Artículo 274. (Se deroga)

Artículo 277. (Se deroga) 

Artículo 278. (Se deroga)  

Artículo 279. (Se deroga) 

Artículo 281. (Se deroga) 

Artículo 286. (Se deroga) 

Artículo 288. En las sentencias de divorcio, el juez toma-
rá en cuenta las circunstancias del caso, entre ellas la capa-
cidad para trabajar de los cónyuges, y su situación econó-
mica. En los casos de divorcio por violencia familiar, el
juez sentenciará al culpable al pago de alimentos en favor
de la víctima de violencia familiar. Cuando por el divorcio
se originen daños o perjuicios a los intereses del cónyuge
que haya sido víctima de violencia familiar, el culpable res-
ponderá de ellos como autor de un hecho ilícito.

Artículo 289. En virtud del divorcio, los cónyuges reco-
brarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimo-
nio.

El cónyuge que haya ejercido violencia familiar duran-
te el matrimonio, no podrá volver a casarse, sino después
de dos años, a contar desde que se decretó el divorcio.

Se suprime el tercer párrafo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 16 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Valentín Maldonado Salgado, Erick Marte Rivera Villanueva
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DE CAMINOS PUENTES Y AUTOTRANSPORTE
FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado
José Martín López Cisneros, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, diputado federal José Martín López Cisneros, a
la LXII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo esta-
blecido en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el inciso V del
artículo 5o. de la Ley de Caminos Puentes y Autotranspor-
te Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Las carreteras son importantes vías de comunicación que
permiten el crecimiento y progreso de las poblaciones. La
creación de caminos y puentes estimulan a la industria de
la construcción y sus efectos multiplicadores dinamizan a
otros sectores, debido a que fomentan el empleo, el gasto,
la inversión y el desarrollo.

Los beneficios que aportan las carreteras son múltiples y de
largo plazo, estos se ven reflejados en la consolidación de
una red de transporte, en la reducción de los tiempos de
traslado de personas, insumos, mercancías y productos, en
la disminución de precios y costos, en el mejoramiento y
calidad de los servicios logísticos, y en la seguridad y efi-
ciencia en el traslado.    
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Las carreteras son redes de comunicación que se encuen-
tran articuladas e interconectadas entre regiones, permi-
tiendo la operación de las redes de transporte desde un pun-
to a otro u otros puntos de forma bidireccional o
unidireccional.

Hoy las carreteras son vitales ya que forman parte de los
sistemas de transporte terrestre que permiten la conexión
de las urbes, las provincias, las regiones o los países.

Nuestro país cada año aprueba importantes recursos para
construir, modernizar, rehabilitar y conservar la infraes-
tructura carretera del país. Tan sólo en el sexenio 2007-
2012 se aprobaron 336 mil millones de pesos1 que sirvie-
ron para impulsar el desarrollo carretero de cada entidad.

Muchas carreteras se construyen, modernizan, rehabilitan,
y conservan para que los usuarios puedan circular de forma
eficiente y segura en su tránsito cotidiano. 

Cabe destacar que en el último sexenio la red nacional ca-
rretera en 2007 registró 360.1 mil kilómetros, para 2012 re-
gistró un total de 377.7 mil kilómetros, mostrando un in-
cremento de 4.9% que equivalen a más de 17 mil
kilómetros adicionales de red. Es importante señalar que la
red se sigue extendiendo, modernizando y conservando ca-
da año, por lo que requiere de la aplicación de más recur-
sos para que su estado físico se encuentre en buenas condi-
ciones, y los sistemas de transporte terrestre puedan
circular de forma eficiente y segura.

Las carreteras están diseñadas para la circulación de dife-
rentes configuraciones vehiculares, pero por el volumen,
peso bruto y extensión que llegan a poseer las unidades, no
se considera viable que circulen por cualquier camino, ya
que su tránsito puede generar distorsiones a la infraestruc-
tura, ocasionar accidentes o poner en riesgo a la población
aledaña.

En el Reglamento sobre el Peso, Dimensiones y Capacidad
de los Vehículos de Autotransporte que transitan en los Ca-
minos y Puentes de Jurisdicción Federal, establece que los
caminos se clasifican de la siguiente forma:

Carretera tipo ET2

Son aquellas que forman parte de los ejes de transporte
que establezca la secretaría, cuyas características geo-
métricas y estructurales permiten la operación de todos
los vehículos autorizados con las máximas dimensiones,

capacidad y peso, así como de otros que por interés ge-
neral autorice la Secretaría, y que su tránsito se confine
a este tipo de caminos.   

Carretera tipo A

Son aquellas que por sus características geométricas y
estructurales permiten la operación de todos los vehícu-
los autorizados con las máximas dimensiones, capaci-
dad y peso, excepto aquellos vehículos que por sus di-
mensiones y peso sólo se permitan en las carreteras tipo
ET.

Carretera tipo B

Son aquellas que conforman la red primaria y que aten-
diendo a sus características geométricas y estructurales
prestan un servicio de comunicación interestatal, ade-
más de vincular el tránsito.

Carretera tipo C

Red secundaria; son carreteras que atendiendo a sus ca-
racterísticas prestan servicio dentro del ámbito estatal
con longitudes medias, estableciendo conexiones con la
red primaria.

Carretera tipo D

Red alimentadora, son carreteras que atendiendo a sus
características geométricas y estructurales principal-
mente prestan servicio dentro del ámbito municipal con
longitudes relativamente cortas, estableciendo conexio-
nes con la red secundaria.

Atendiendo a sus Características Geométricas, se tipifican
de acuerdo a la siguiente nomenclatura:

Carretera de cuatro carriles, Eje de Transporte ET4

Carretera de dos carriles, Eje de Transporte ET2

Carretera de cuatro carriles A4

Carretera de dos carriles A2

Carretera de cuatro carriles,

Red primaria B4
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Carretera de dos carriles,

Red primaria B2

Carretera de dos carriles,

Red secundaria C

Carretera de dos carriles,

Red alimentadora D

En dicho reglamento se establecen las características de las
configuraciones vehiculares que pueden circular de acuer-
do a la clasificación de las carreteras, sin embargo, los ca-
minos no se encuentran actualizados, por lo que pierde vi-
gencia dicho ordenamiento, debido a que adolece de
claridad y muestra confusión en su interpretación, muchas
de las carreteras que se mencionan fueron modernizadas en
sus diferentes tramos, lo que hace que ya puedan circular
vehículos que anteriormente no lo podían hacer.

Otro ordenamiento que señala la clasificación de las carre-
teras, es la Norma Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-
2008, que se refiere al peso y dimensiones máximas con
los que pueden circular los vehículos de autotransporte,
que transitan en las vías generales de comunicación de ju-
risdicción federal. Sin embargo, este ordenamiento adolece
de actualización por parte de la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes (SCT) situación que confunde a los
usuarios que poseen diferentes unidades vehiculares, ya
que no proporciona certeza en su contenido.

Es prioritario que exista por parte de la SCT, un documen-
to que actualice y publique cada año en el Diario Oficial de
la Federación la clasificación de los caminos y puentes,
que establezca el nombre de las carreteras que fueron cons-
truidas, y modernizadas periódicamente, y especificar las
configuraciones vehiculares que pueden transitar en ellas.

Cabe destacar que algunas de las carreteras que se han
construido y modernizado se encuentran omisas en el Re-
glamento o en la NOM-012-SCT-2-2008 o requieren una
revisión de categoría para la circulación de las configura-
ciones vehiculares, siendo el caso de: la carretera Arco
Norte, la Durango-Mazatlán, o categorizar la autopista
Chalco-Cuautla, así como la Pachuca-Tampico que se am-
plió a cuatro carriles, entre otras más. 

Esta propuesta persigue el objetivo de que la dependencia
cada año actualice el estatus que tienen las carreteras del
país, y con ello los usuarios se informen sobre los caminos
que podrían utilizar, con base a las características físicas de
sus configuraciones vehiculares. 

Es una realidad que la situación de la clasificación de los
caminos, se correlaciona directamente con los importantes
recursos que se aprueban cada año en el Presupuesto de
Egresos de Federación, con el objetivo de ampliar y mejo-
rar la infraestructura carretera del país.

No podemos omitir que la Secretaría tiene la atribución pa-
ra modificar, reducir o ampliar la clasificación de los ca-
minos y puentes de jurisdicción federal, de acuerdo a las
especificaciones técnicas bajo las cuales fueron construi-
das y modernizadas. 

Esta propuesta recoge distintas demandas como la del sec-
tor del autotransporte, en el sentido de que solicitan que la
dependencia emita información actualizada de las condi-
ciones que presentan las carreteras, ya que año con año se
aprueban en el Presupuesto de Egresos de la Federación
importantes recursos públicos para su construcción y mo-
dernización. 

Por último, destacamos la viabilidad de la presente inicia-
tiva debido a que es prioritario que los usuarios estén in-
formados en todo momento sobre las condiciones que tie-
nen los caminos y puentes, es por ello que creemos
conveniente, que la Ley de Caminos Puentes y Autotrans-
porte Federal establezca esta atribución que beneficie a la
ciudadanía.

En atención a lo anteriormente expuesto, el suscrito Dipu-
tado José Martín López Cisneros del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional somete a consideración de es-
ta Honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 5o.
de la Ley de Caminos Puentes y Autotransporte Fede-
ral

En los siguientes términos:

Único: Decreto por el que se reforma el inciso V del ar-
tículo 5o. de la Ley de Caminos Puentes y Autotransporte
Federal.
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Artículo 5o. … 

…

I. al IV.-…

V. Determinar las características y especificaciones téc-
nicas de los caminos y puentes; así como actualizar y
publicar anualmente la clasificación en el DOF. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes
tiene 90 días a partir de su publicación, para informar en el
DOF la clasificación de caminos y puentes en el país. 

Notas:

1 Fuente: Principales Estadísticas del sector Comunicaciones y Trans-
portes 2013. Precios constantes de 2013.

2 ET se refiere al eje de transporte.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos
Mexicanos, a 16 de octubre de 2013.— Diputados: José Martín López
Cisneros (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
José Ángel González Serna, del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, diputado José Ángel González Serna, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados, ejerciendo la
facultad consagrada en el artículo 71, fracción II, en rela-
ción con el artículo 72, apartado H, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento

en los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78 y demás
relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a la consideración del pleno la presente
iniciativa al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La reforma fiscal aprobada el año pasado e implementada
a partir del primero de enero ha demostrado tener un efec-
to recesivo en la economía mexicana porque aún no está
propiciando ni crecimiento ni empleo, tal y como se ase-
guró en su promulgación.

Tan es así que hace unos días el Centro de Estudios Eco-
nómicos del Sector Privado se pronunció porque la refor-
ma promulgada por el Poder Ejecutivo, además de propi-
ciar una disminución del ingreso personal, ocasionó una
elevación de precios al contemplar aspectos que desincen-
tivan la inversión de las empresas.

Tal es el caso de la limitación y eliminación de ciertas de-
ducciones, que durante años demostraron ser un factor de-
cisivo para atraer inversiones a nuestro país.

En la iniciativa de reforma original para 2014, las eroga-
ciones por remuneraciones que a su vez fueran ingresos
exentos para el trabajador serían deducibles para Impuesto
sobre la Renta (ISR) hasta 41 por ciento, dentro de estos
conceptos estarían la previsión social, cajas y fondos de
ahorro, pagos por separación, gratificaciones anuales, ho-
ras extra, primas vacacional y dominical, y Participación
de los Trabajadores en las Utilidades de las Empresas
(PTU), entre otros.

Sin embargo, conforme a la fracción XXX del artículo 28
de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se aprobó, los
ingresos exentos para el trabajador (previsión social, fondo
de ahorro, seguro de gastos médicos mayores, pagos por
separación, gratificaciones anuales, horas extra, primas va-
cacional y dominical, entre otros) quedaron limitados en su
deducibilidad para efectos de ISR en 53 por ciento, y adi-
cionalmente como medida para evitar que se eliminaran o
disminuyeran las prestaciones por parte de los empleado-
res, se estableció que cuando el contribuyente disminuye-
ra, de un ejercicio a otro, las prestaciones exentas otorga-
das a sus trabajadores, la deducción sería únicamente de 47
por ciento.

Por otra parte, en el artículo 151 de la ley en cita, se esta-
bleció que las aportaciones complementarias de retiro rea-
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lizadas directamente en la subcuenta de aportaciones com-
plementarias de retiro, en los términos de la Ley de los Sis-
temas de Ahorro para el Retiro o a las cuentas de planes
personales de retiro, así como las aportaciones voluntarias
realizadas a la subcuenta de aportaciones voluntarias, po-
drán considerarse como deducciones personales para las
personas física, siempre que en este último caso dichas
aportaciones cumplan con los requisitos de permanencia
(utilización de los recursos cuando el titular llegue a los 65
años de edad, o se presente la situación de invalidez o in-
capacidad del titular). El monto de la deducción personal
mencionada se encuentra actualmente limitado hasta 10
por ciento de los ingresos acumulables del contribuyente
en el ejercicio, en adición que dichas aportaciones excedan
del equivalente a cinco salarios mínimos generales del área
geográfica del contribuyente elevado al año.

De este modo la incorporación de nuevas restricciones pa-
ra deducir parcialmente la previsión social y demás presta-
ciones a que obliga la ley Federal del Trabajo, y la no de-
ducción de aportaciones complementarias a fondos de
pensiones y de jubilación, ha tenido como consecuencia
una pérdida en los beneficios en la calidad de vida de los
trabajadores.

Por si fuera poco, la Encuesta Nacional de Ocupación y
Empleo (ENOE)1 del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), indicó que durante el periodo abril-junio
2014, la Población Económicamente Activa (PEA) del pa-
ís se ubicó en 52.1 millones de personas, que significan
58.6 por ciento de la población de 14 años y más, y señaló
que todas las modalidades de empleo informal (incluyendo
a los trabajadores subordinados que, aunque trabajan para
unidades económicas formales, lo hacen bajo modalidades
en las que se elude el registro ante la seguridad social) su-
maron 28.6 millones de personas. De manera detallada
apuntó que 13.5 millones conformaron específicamente la
ocupación en el sector informal (todas aquellas actividades
económicas de mercado que operan a partir de los recursos
de los hogares, pero sin constituirse como empresas con
una situación independiente de esos hogares) de los cuales
2.2 millones corresponden al servicio doméstico remunera-
do; 6.1 millones al ámbito agropecuario, y otros 6.8 millo-
nes corresponden al de empresas, gobierno e instituciones,
todos ellos sin beneficios, debido principalmente al incre-
mento de los costos derivado de la no deducibilidad de las
prestaciones de previsión social y otro tipo de prestaciones.

Otro efecto de la disminución de la deducibilidad de las
prestaciones, fue que las empresas disminuyeron el ritmo

de nuevas contrataciones. Algunas encuestas de expectati-
vas de empleo realizadas a casi 5 mil empleadores mexica-
nos, arrojaron que alrededor de 70 por ciento de las em-
presas no realizó cambios en sus plantillas en el primer
semestre de 2014, mientras que en aquellas empresas que
sí contrataron personal, hubo una mayor creación de em-
pleo eventual en términos relativos.

Sobre la posibilidad de “monetizar” las prestaciones, sólo
una minoría de empresas cambió las prestaciones en espe-
cie por dinero, ya que la monetización no sólo tiene un im-
pacto sobre el ISR, pues una prestación puede tener trata-
mientos diferentes en el ISR, en el Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS), en Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) y en los im-
puestos sobre nómina en cada estado de la República me-
xicana, lo que en definitiva encarece la nómina.

Cabe señalar que el pasado 25 de marzo, el Poder Judicial
de la Federación, por medio de la sentencia dictada por la
titular del Juzgado Primero de Distrito en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, se pronunció por primera
ocasión en relación con la constitucionalidad de los límites
a ciertas deducciones empresariales establecidas en la nue-
va LISR, otorgando el amparo y protección de la justicia
federal y estableciendo que los límites determinados a la
deducción de los conceptos que sean ingresos parcial o to-
talmente exentos para los trabajadores, así como la deduc-
ción de las cuotas obreras pagadas por el patrón, resultan
violatorias del principio de proporcionalidad tributaria, es-
tablecido en la fracción IV del artículo 31 constitucional, al
determinar que se trata de una limitación injustificada a
una deducción de la denominadas “estructurales”, por co-
rresponder a erogaciones que se consideran indispensables
para la generación de ingresos de las empresas, como acon-
tece con los pagos que se realizan a los trabajadores por sus
servicios prestados al patrón. El amparo fue concedido pa-
ra el efecto de que se permita la deducción de la totalidad
de los pagos que se consideren gastos de previsión social,
así como de aquellos que hubiere realizado el patrón en
nombre de sus trabajadores, sin aplicar el factor del 0.53 o
0.47 a dichos pagos, según sea el caso.

Es por ello que para aminorar el impacto negativo que ha
tenido en la economía la reforma de 2014 es necesario que
se otorguen estímulos en este tema. Una de las opciones se-
ría otorgar un crédito en el ISR propio y retenido a las em-
presas hasta por 30 por ciento de los montos no deducibles
en esta partida, siempre y cuando la suma de los impuestos
retenidos sobre dichos sueldos exceda de ese 30 por cien-
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to; mientras que la otra alternativa sería limitar la deduci-
bilidad de dichas prestaciones a cierto personal de carácter
administrativo y a niveles de directores, administradores y
gerentes generales, así como personal no sindicalizado.

En este tenor, se considera necesario aclarar que las primas
de seguros de gastos médicos mayores y de vida pagados
por los contribuyentes no se considerarán ingresos exentos
para los trabajadores a que se refiere la fracción X del ar-
tículo 25, ni tampoco se considerarán los gastos médicos
que el contribuyente realice a favor de sus trabajadores, en
virtud de que dichos pagos se realizan a una compañía de
seguros y los trabajadores solo harán uso del seguro en los
casos en que se presente una eventualidad que haga nece-
sario recurrir a los servicios médicos.

Adicionalmente, en el caso de las deducciones personales
por concepto de aportaciones complementarias a planes de
retiro, es necesario seguir fomentando y concientizando a
la población de la importancia que tiene destinar un por-
centaje de su ingreso para ahorro a su retiro, ya que los re-
cursos que tendrán en la cuenta Afore serán insuficientes
para afrontar sus necesidades básicas en el futuro, pero con
un aliciente adicional. Expertos en la materia han indicado
que para continuar con el mismo nivel de vida se debería
destinar 10 por ciento del ingreso actual, siempre y cuando
se inicie antes de los 35 años; este porcentaje se deberá in-
crementar en la medida en que se inicie a una edad mayor.

Si bien es cierto que actualmente la ley del ISR prevé tam-
bién un estímulo fiscal en materia de depósitos en las cuen-
tas personales especiales para el ahorro (Artículo 185), es-
te estímulo es sólo un diferimiento del pago del ISR ya que
al efectuar retiros se causará y pagará el impuesto corres-
pondiente, además de que la deducción de estos depósitos
en las cuentas personales especiales para el ahorro también
se limitó para 2014 hasta un monto que resulte menor en-
tre cuatro salarios mínimos generales elevados al año del
área geográfica del contribuyente, o del 10 por ciento del
total de los ingresos del contribuyente.

Finalmente, otro aspecto a considerar es que los recursos
que temporalmente tiene el estado, se gravarán para fines
de ISR a las personas físicas, cuando lo reciban al llegar a
los 65 años de edad, se encuentre en situación de invalidez
o incapacidad o incluso antes, de materializarse esos su-
puestos.

Derivado de lo anteriormente mencionado, se propone re-
formar la Ley del Impuesto sobre la Renta para que se per-

mita la deducción total de dichas aportaciones complemen-
tarias como una deducción personal, sin que la misma se
vea afectada por la limitante de las deducciones personales
de cuatro salarios mínimos generales elevados al año del
área geográfica del contribuyente, o de 10 por ciento del
total de los ingresos del contribuyente, incluyendo aquéllos
por los que no se pague el impuesto.

Dejando a un lado la carga que significó limitar la deduc-
ción de las prestaciones sociales, la eliminación de la de-
ducción inmediata de activos fijos resultó ser una amenaza
a las inversiones de las empresas por ser un factor que re-
dujo su liquidez.

Si bien la reforma se construyó sobre el argumento de que
materia de Impuesto sobre la Renta (ISR), la deducción in-
mediata como estímulo, no había probado ser una forma
eficiente para apoyar la inversión, en particular de la pe-
queña y mediana empresa, es necesario puntualizar que
con esta deducción de alguna manera las empresas finan-
ciaban su inversión, ya que era un apoyo que tenían al no
pagar el ISR inmediatamente y ahora al quitarles ese atrac-
tivo les ha costado más porque tienen que obtener finan-
ciamiento a una tasa mayor de lo que implicaba ahorrarse
el impuesto.

Esta situación ha obligado a las medianas y pequeñas em-
presas a replantear la forma de hacer negocios, a reconsi-
derar los planes de crecimiento que tenían y orientar sus re-
cursos para salir adelante con estos nuevos impuestos, ya
que si antes de la reforma pensaban ampliar su planta, aho-
ra lo han diferido a tres años, o inclusive han obtenido prés-
tamos más caros para tener el financiamiento que necesita-
ban, pues su modelo de crecimiento estaba también
apalancado en esta deducibilidad, que al eliminarse les qui-
tó una fuente de financiamiento importante, lo cual contra-
rio a lo señalado por el presidente, no era una vía para eva-
dir impuestos, ya que al final las compañías siempre lo
declaraban.

Al haberse frenado el crecimiento de muchas empresas, has-
ta agosto del presente año se dejaron de generar 301 mil em-
pleos de los 800 mil requeridos para poder integrar en un
mediano plazo a todas las personas que buscan empleo, así
como a los jóvenes que se incorporaron a la planta laboral
del país este año, por lo que gracias a la reforma cada mes se
ha venido registrando un déficit de 37 mil 625 empleos.

Cabe señalar que en todos los sistemas impositivos de
nuestros principales socios comerciales, existen estímulos
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que alientan a los inversionistas a invertir o seguir invir-
tiendo en diversos sectores de la economía.

Hoy ante la situación económica en que se vive, se necesi-
tan instrumentos que permitan reactivar los indicadores
económicos, y es por ello que la deducción inmediata ha
probado durante su vigencia, ser una medida eficiente y
eficaz para atraer inversionistas del extranjero y consolidar
los propios de nuestro país.

Es innegable que las inversiones en activos fijos que reali-
zan las empresas incrementan su productividad y competi-
tividad, ya que el fin de éstas es generar, en el corto, me-
diano o largo plazo, dependiendo de la inversión de que se
trate, eficiencias en sus procesos productivos, extender sus
unidades de negocio creando infraestructura para un mejor
posicionamiento y manejo de su mercado, etcétera. Ello
aunado a los beneficios en la cadena productiva e, induda-
blemente, de ser el caso, las mejoras económicas que se de-
rraman en el lugar en que se realizan las inversiones.

Sin embargo, las bondades de la inversión no necesaria-
mente se reflejan en los efectos en materia de Impuesto so-
bre la Renta (ISR) que se derivan para las empresas.

La deducción inmediata ha representado un gran atractivo
y compromiso adquirido por los gobiernos estatal y federal
para atraer y mantener inversiones, tal es el caso del sector
automotriz que de no continuar la deducción inmediata se
verían seriamente afectadas las inversiones comprometidas
en diferentes etapas y diferentes años. Esto significará que
de no existir la deducción inmediata a partir de 2015 en
nuestro sistema tributario, será no solamente una limitante
para el inversionista, sino también será una alerta y un mo-
tivo de preocupación en materia de seguridad jurídica ya
que el inversionista consideró en su proyecto de inversión
y retorno de capital la vigencia permanente de la deducción
inmediata.

Las inversiones en activos fijos constituyen una de las de-
ducciones estructurales más importantes, al grado que po-
dría considerarse la tercera después del costo de lo vendi-
do y los salarios.

Cabe señalar que en los últimos años la deducción inme-
diata ha sido un diferenciador en nuestro país para atraer
inversiones japonesas, alemanas y estadounidenses, sobre
todo en la industria automotriz y aeroespacial. En países
con los que México compite para atraer inversión como
Brasil, China e India, cuyas legislaciones contienen esque-

mas de depreciación acelerada, por lo que de continuar sin
la deducción inmediata se reducirá de manera importante la
competitividad de México para atraer inversiones.

En este sentido la presente iniciativa propone adicionar a la
Ley del Impuesto sobre la Renta el capítulo VIII De la de-
ducción inmediata de bienes nuevos de activo fijo del títu-
lo VII, incluyendo la deducción de terrenos adquiridos por
personas físicas o morales de sector primario, lo que con-
tribuirá a reactivar el campo mexicano y volverlo más pro-
ductivo para garantizar la seguridad alimentaria y dismi-
nuir la pobreza.

Por lo anteriormente expuesto y en uso de las atribuciones
citadas en el proemio de este documento, someto a la con-
sideración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción X del artícu-
lo 25, la fracción XXX del artículo 28, el último párra-
fo del artículo 151 y se adiciona el capítulo VIII De la
deducción inmediata de bienes nuevos de activo fijo, del
título VII que comprende los artículos 196, 197 y 198 de
la Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo Único. Se reforman la fracción X del artículo 25,
la fracción XXX del artículo 28, el último párrafo del ar-
tículo 151 y se adiciona el capítulo VIII De la deducción
inmediata de bienes nuevos de activo fijo del título VII que
comprende los artículos 196, 197 y 198 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 25. Los contribuyentes podrán efectuar las de-
ducciones siguientes:

I. a IX. ….

X. Las aportaciones efectuadas para la creación o incre-
mento de reservas para fondos de pensiones o jubilacio-
nes del personal, complementarias a las que establece la
Ley del Seguro Social, y de primas de antigüedad cons-
tituidas en los términos de esta ley. El monto de la de-
ducción a que se refiere esta fracción no excederá en
ningún caso a la cantidad que resulte de aplicar el factor
de 0.47 al monto de la aportación realizada en el ejerci-
cio de que se trate.

El factor a que se refiere este párrafo será de 0.53 cuan-
do las prestaciones otorgadas por los contribuyentes a
favor de sus trabajadores que a su vez sean ingresos
exentos para dichos trabajadores, en el ejercicio de que
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se trate, no disminuyan respecto de las otorgadas en el
ejercicio fiscal inmediato anterior. Las primas de segu-
ros de gastos médicos mayores y de vida pagados por
los contribuyentes no se considerarán ingresos exentos
para los trabajadores a que se refiere la presente facción,
ni tampoco se considerarán los gastos médicos que el
contribuyente realice a favor de sus trabajadores.

Los contribuyentes podrán aplicar contra el impuesto
sobre la renta propio del ejercicio, o del impuesto rete-
nido de conformidad con esta ley, un crédito equivalen-
te de hasta 30 por ciento de los montos no deducibles
determinados conforme al párrafo anterior. El importe
de este crédito y el crédito a que se refiere la fracción
XXX del artículo 38 de esta ley, en ningún caso podrá
ser mayor al impuesto que el contribuyente haya reteni-
do en el ejercicio por realizar erogaciones que a su vez
sean ingresos para los trabajadores en los términos del
capítulo I del título IV de esta ley.

Para tener derecho al crédito a que se refiere el párrafo
anterior, los contribuyentes deberán cumplir con las
obligaciones a que se refiere el artículo 99 de esta ley,
las correspondientes al entero de las cuotas obrero-pa-
tronales al Instituto Mexicano del Seguro Social, y de
las aportaciones conforme a la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, y la
de expedir el comprobante fiscal correspondiente a que
se refiere la fracción V del artículo 27 de esta ley.

…

Artículo 28. Para los efectos de este título, no serán dedu-
cibles:

I. a XXIX. …

XXX. Los pagos que a su vez sean ingresos exentos pa-
ra el trabajador, hasta por la cantidad que resulte de apli-
car el factor de 0.53 al monto de dichos pagos. El factor
a que se refiere este párrafo será de 0.47 cuando las
prestaciones otorgadas por los contribuyentes a favor de
sus trabajadores que a su vez sean ingresos exentos pa-
ra dichos trabajadores, en el ejercicio de que se trate, no
disminuyan respecto de las otorgadas en el ejercicio fis-
cal inmediato anterior. Las primas de seguros de gastos
médicos mayores y de vida pagados por los contribu-
yentes no se considerarán ingresos exentos para los tra-
bajadores a que se refiere la presente fracción, ni tam-

poco se considerarán los gastos médicos que el contri-
buyente realice a favor de sus trabajadores.

Los contribuyentes podrán aplicar contra el impuesto
sobre la renta propio del ejercicio o del impuesto, rete-
nido de conformidad con esta ley, un crédito equivalen-
te de hasta 30 por ciento de los montos no deducibles
determinados conforme al párrafo anterior. El importe
de este crédito y el crédito a que se refiere la fracción X
del artículo 25 de esta ley en ningún caso podrá ser ma-
yor del impuesto que el contribuyente haya retenido en
el ejercicio por realizar erogaciones que a su vez sean
ingresos para los trabajadores en los términos del capí-
tulo I del título IV de esta ley.

Para tener derecho al crédito a que se refiere el párrafo
anterior, los contribuyentes deberán cumplir con las
obligaciones a que se refiere el artículo 99 de esta ley,
las correspondientes al entero de las cuotas obrero-pa-
tronales al Instituto Mexicano del Seguro Social, y de
las aportaciones conforme a la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, y la
de expedir el comprobante fiscal correspondiente a que
se refiere la fracción V del artículo 27 de esta ley.

XXXI. …

…

…

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el país que
obtengan ingresos de los señalados en este título, para cal-
cular su impuesto anual, podrán hacer, además de las de-
ducciones autorizadas en cada capítulo de esta ley que les
correspondan, las siguientes deducciones personales:

I. a VIII. … 

…

…

…

El monto total de las deducciones que podrán efectuar
los contribuyentes en los términos de este artículo y del
artículo 185, no podrá exceder de la cantidad que resul-
te menor entre cuatro salarios mínimos generales eleva-
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dos al año del área geográfica del contribuyente, o de 10
por ciento del total de los ingresos del contribuyente, in-
cluyendo aquéllos por los que no se pague el impuesto.
Lo dispuesto en este párrafo, no será aplicable tratándo-
se de los donativos a que se refiere la fracción III de es-
te artículo, así como de las aportaciones complementa-
rias de retiro realizadas directamente en la subcuenta de
aportaciones complementarias de retiro a que se refiere
la fracción V de este artículo.

Capítulo VIII
De la deducción inmediata de 
bienes nuevos de activo fijo

Artículo 196. Los contribuyentes del título II y del capítu-
lo II del título IV de esta ley, podrán optar por efectuar la
deducción inmediata de la inversión de bienes nuevos de
activo fijo, en lugar de las previstas en los artículos 31 y 37
de la ley, deduciendo en el ejercicio en el que se efectúe la
inversión de los bienes nuevos de activo fijo, en el que se
inicie su utilización o en el ejercicio siguiente, la cantidad
que resulte de aplicar, al monto original de la inversión,
únicamente los por cientos que se establecen en este ar-
tículo. La parte de dicho monto que exceda de la cantidad
que resulte de aplicar al mismo el porcentaje que se autori-
za en este artículo, será deducible únicamente en los térmi-
nos del artículo 197 de esta ley.

Los porcentajes que se podrán aplicar para deducir las in-
versiones a que se refiere este artículo, son los que a conti-
nuación se señalan:

I. Los porcentajes por tipo de bien serán:

a) Tratándose de construcciones:

1. 85 por ciento para inmuebles declarados como
monumentos arqueológicos, artísticos, históricos o
patrimoniales, conforme a la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticas e
Históricas, que cuenten con el certificado de restau-
ración expedido por el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia o el Instituto Nacional de Bellas
Artes.

2. 74 por ciento en los demás casos.

b) Tratándose de ferrocarriles:

1. 63 por ciento para bombas de suministro de
combustible a trenes.

2. 74 por ciento para vías férreas.

3. 78 por ciento para carros de ferrocarril, locomo-
toras, armones y auto armones.

4. 80 por ciento para maquinaria niveladora de ví-
as, desclavadoras, esmeriles para vías, gatos de mo-
tor para levantar la vía, removedora, insertadora y
taladradora de durmientes.

5. 85 por ciento para el equipo de comunicación, se-
ñalización y telemando.

c) 78 por ciento para embarcaciones.

d) 93 por ciento para aviones dedicados a la aerofu-
migación agrícola.

e) 94 por ciento  para computadoras personales de
escritorio y portátiles; servidores; impresoras, lecto-
res ópticos, graficadores, lectores de código de ba-
rras, digitalizadores, unidades de almacenamiento
externo y concentradores de redes de cómputo.

f) 95 por ciento para dados, troqueles, moldes, ma-
trices y herramental.

g) Tratándose de comunicaciones telefónicas:

1. 74 por ciento para torres de transmisión y cables,
excepto los de fibra óptica.

2. 82 por ciento para sistemas de radio, incluye
equipo de transmisión y manejo que utiliza el es-
pectro radioeléctrico, tales como el de radiotrans-
misión de microonda digital o analógica, torres de
microondas y guías de onda.

3. 85 por ciento para equipo utilizado en la trans-
misión, tales como circuitos de la planta interna que
no forman parte de la conmutación y cuyas funcio-
nes se enfocan hacia las troncales que llegan a la
central telefónica, incluye multiplexores, equipos
concentradores y ruteadores.
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4. 93 por ciento para equipo de la central telefónica
destinado a la conmutación de llamadas de tecnolo-
gía distinta a la electromecánica.

5. 85 por ciento para los demás.

h) Tratándose de comunicaciones satelitales:

1. 82 por ciento para el segmento satelital en el es-
pacio, incluyendo el cuerpo principal del satélite,
los transpondedores, las antenas para la transmisión
y recepción de comunicaciones digitales y análo-
gas, y el equipo de monitoreo en el satélite.

2. 85 por ciento para el equipo satelital en tierra, in-
cluyendo las antenas para la transmisión y recep-
ción de comunicaciones digitales y análogas y el
equipo para el monitoreo del satélite.

II. Para la maquinaria y equipo distintos de los señala-
dos en la fracción anterior, se aplicarán, de acuerdo a la
actividad en que sean utilizados, los porcientos siguien-
tes:

a) 74 por ciento en la generación, conducción, trans-
formación y distribución de electricidad; en la mo-
lienda de granos; en la producción de azúcar y sus
derivados; en la fabricación de aceites comestibles;
y en el transporte marítimo, fluvial y lacustre.

b) 78 por ciento en la producción de metal obtenido
en primer proceso; en la fabricación de productos de
tabaco y derivados del carbón natural.

c) 80 por ciento en la fabricación de pulpa, papel y
productos similares; en la extracción y procesamien-
to de petróleo crudo y gas natural.

d) 82 por ciento en la fabricación de vehículos de
motor y sus partes; en la construcción de ferrocarri-
les y navíos; en la fabricación de productos de me-
tal, de maquinaria y de instrumentos profesionales y
científicos; en la elaboración de productos alimenti-
cios y de bebidas, excepto granos, azúcar, aceites co-
mestibles y derivados.

e) 84 por ciento en el curtido de piel y la fabricación
de artículos de piel; en la elaboración de productos
químicos, petroquímicos y farmacobiológicos; en la

fabricación de productos de caucho y de plástico; en
la impresión y publicación gráfica.

f) 85 por ciento  en el transporte eléctrico.

g) 86 por ciento en la fabricación, acabado, teñido y
estampado de productos textiles, así como de pren-
das para el vestido.

h) 87 por ciento en la industria minera; en la cons-
trucción de aeronaves. Lo dispuesto en este inciso
no será aplicable a la maquinaria y equipo señalado
en el inciso b) de esta fracción.

i) 90 por ciento en la transmisión de los servicios de
comunicación proporcionados por las estaciones de
radio y televisión.

j) 92 por ciento en restaurantes.

k) 93 por ciento en la industria de la construcción; en
actividades de agricultura, ganadería, silvicultura y
pesca. En caso de contribuyentes que tributen con-
forme al título II, capítulo VIII podrán deducir el
cien por ciento de la adquisición de terrenos siempre
y cuando sean utilizados exclusivamente para activi-
dades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pesqueras.

l) 95 por ciento para los destinados directamente a la
investigación de nuevos productos o desarrollo de
tecnología en el país.

m) 96 por ciento en la manufactura, ensamble y
transformación de componentes magnéticos para
discos duros y tarjetas electrónicas para la industria
de la computación.

n) 85 por ciento en otras actividades no especifica-
das en esta fracción.

o) 93 por ciento en la actividad del autotransporte
público federal de carga o de pasajeros.

En el caso de que el contribuyente se dedique a dos
o más actividades de las señaladas en la fracción II
de este artículo, se aplicará el porcentaje que le co-
rresponda a la actividad en la que hubiera obtenido
más ingresos en el ejercicio inmediato anterior a
aquél en el que se realice la inversión.
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La opción a que se refiere este artículo, no podrá
ejercerse cuando se trate de mobiliario y equipo de
oficina, automóviles, equipo de blindaje de automó-
viles, o cualquier bien de activo fijo no identificable
individualmente ni tratándose de aviones distintos
de los dedicados a la aerofumigación agrícola.

Con excepción de lo señalado en el inciso k) de la
fracción II del presente artículo, para los efectos de
este artículo, se consideran bienes nuevos los que se
utilizan por primera vez en México, excepto terre-
nos.

La opción a que se refiere este artículo, sólo podrá
ejercerse tratándose de inversiones en bienes que se
utilicen permanentemente en territorio nacional y
fuera de las áreas metropolitanas del Distrito Fede-
ral, Guadalajara y Monterrey, salvo que en estas áre-
as se trate de empresas que no requieran de uso in-
tensivo de agua en sus procesos productivos, que
utilicen tecnologías limpias en cuanto a sus emisio-
nes contaminantes y que en este último caso además
obtengan de la unidad competente de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, constan-
cia de que reúne dicho requisito, la opción prevista
en este párrafo no podrá ejercerse respecto de auto-
buses, camiones de carga, tractocamiones y remol-
ques.

Artículo 197. Los contribuyentes que ejerzan la opción
prevista en el artículo anterior, por los bienes a los que la
aplicaron, estarán a lo siguiente:

I. El monto original de la inversión se podrá ajustar mul-
tiplicándolo por el factor de actualización correspon-
diente al periodo comprendido desde el mes en el que se
adquirió el bien y hasta el último mes de la primera mi-
tad del periodo que transcurra desde que se efectuó la
inversión y hasta el cierre del ejercicio de que se trate.

El producto que resulte conforme al párrafo anterior, se
considerará como el monto original de la inversión al
cual se aplica el porcentaje a que se refiere el artículo
196 de esta ley por cada tipo de bien.

II. Considerarán ganancia obtenida por la enajenación
de los bienes, el total de los ingresos percibidos por la
misma.

III. Cuando los bienes se enajenen, se pierdan o dejen de
ser útiles, se podrá efectuar una deducción por la canti-
dad que resulte de aplicar, al monto original de la inver-
sión ajustado con el factor de actualización correspon-
diente al periodo comprendido desde el mes en el que se
adquirió el bien y hasta el último mes de la primera mi-
tad del periodo en el que se haya efectuado la deducción
señalada en el artículo 196 de esta ley, los porcentajes
que resulten conforme al número de años transcurridos
desde que se efectuó la deducción del artículo 196 de la
ley citada y el porcentaje de deducción inmediata apli-
cado al bien de que se trate, conforme a la siguiente:

Para los efectos de las fracciones I y III de este artículo,
cuando sea impar el número de meses del periodo a que
se refieren dichas fracciones, se considerará como últi-
mo mes de la primera mitad el mes inmediato anterior al
que corresponda la mitad del periodo.

Artículo 198. Para los efectos del artículo 196 de esta ley,
se consideran áreas metropolitanas las siguientes:

I. La correspondiente al Distrito Federal que comprende
todo el territorio del Distrito Federal y los municipios de
Atizapán de Zaragoza, Cuautitlán, Cuautitlán Izcalli,
Chalco, Ecatepec de Morelos, Huixquilucan, Juchite-
pec, La Paz, Naucalpan de Juárez, Nezahualcóyotl,
Ocoyoacac, Tenango del Aire, Tlalnepantla de Baz, Tul-
titlán, Valle de Chalco-Solidaridad y Xalatlaco, en el es-
tado de México.

II. La correspondiente al área de Guadalajara que com-
prende todo el territorio de los municipios de Guadala-
jara, Tlaquepaque, Tonalá y Zapopan, en el estado de Ja-
lisco.

III. La correspondiente al área de Monterrey que com-
prende todo el territorio de los municipios de Monte-
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rrey, Cadereyta Jiménez, San Nicolás de los Garza,
Apodaca, Guadalupe, San Pedro Garza García, Santa
Catarina, General Escobedo, García y Juárez, en el esta-
do de Nuevo León.

Cuando se modifique total o parcialmente la conforma-
ción territorial de alguno de los municipios a que se re-
fiere este artículo y como resultado de ello dicho muni-
cipio pase a formar parte de otro o surja uno nuevo, se
considerará que el municipio del que pase a formar par-
te o el que surja con motivo de dicha modificación te-
rritorial, se encuentra dentro de las áreas metropolitanas
a que se refiere este artículo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1. Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo,  Cifras
Durante el Segundo Trimestre de 2014, Boletín de Prensa número
352/14, 13 de agosto de 2014, Aguascalientes, Aguascalientes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: José Ángel González Serna, Erick Marte Rivera Villanueva (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES, EN MATERIA DEL SERVI-
CIO PROFESIONAL NACIONAL ELECTORAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, en materia del servicio profesional nacional electo-
ral, a cargo del diputado Carlos Fernando Angulo Parra, del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentarios del Parti-
do Acción Nacional en la LXII Legislatura, con fundamen-
to en lo dispuesto por la fracción II, del artículo 71 y el in-
ciso h del artículo 72 de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos; Articulo 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la H. Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Ini-
ciativa con Proyecto de decreto, que reforma y adiciona la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
en materia del Servicio Profesional Nacional Electoral,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

I. Introducción

El 4 de abril de 2014 se llevó a cabo un hecho histórico en
materia electoral, toda vez que se reformó y adicionó la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
específicamente el artículo 41, para identificar que el anti-
guo Instituto Federal Electoral se estaría convirtiendo en el
Instituto Nacional Electoral (INE), reconocido como un or-
ganismo público autónomo, dotado de personalidad jurídi-
ca y patrimonio propios, en cuya integración estarían par-
ticipando el Poder Legislativo de la Unión, los partidos
políticos nacionales y los ciudadanos, siendo el encargado
de organizar las elecciones federales, en donde se incluyen
las de presidente de la República, de diputados y senadores
que integran el Congreso de la Unión, así como de organi-
zar en coordinación con los organismos electorales de las
entidades federativas, las elecciones locales en los estados
y el Distrito Federal.1

Apartado D, en materia de servicio profesional electo-
ral

Aunado a lo anterior, se realizó otra adición a la propia
Carta Magna, quedando registrada en el Apartado D del
mismo artículo, que Instruye para que en el servicio profe-
sional electoral nacional, se comprenda la selección, ingre-
so, capacitación, profesionalización, promoción, evalua-
ción, rotación, permanencia y disciplina de los servidores
públicos de los órganos ejecutivos y técnicos del Instituto
Nacional Electoral y de los organismos públicos locales de
las entidades federativas en materia electoral; definiendo
asimismo que el Instituto Nacional Electoral regulará la or-
ganización y funcionamiento del propio servicio.

Esto se presume como de suma relevancia para esta inicia-
tiva, porque es el único sistema de servicio de carrera, que
encuentra una definición tan clara en la propia Constitu-
ción, derivando de esta manera la gran importancia que
tiene para el país, la operación de un sistema de mérito con
características sustentadas en la propia Carta Magna.
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Aprobación de la legislación secundaria de carácter po-
lítico-electoral

Para dar cumplimiento al mandato constitucional de refe-
rencia, el 23 de mayo de 2014 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto por el que se expide la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, por
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral; de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fe-
deración y de la Ley Federal de Responsabilidades Admi-
nistrativas de los Servidores Públicos.

Por otro lado, a estas disposiciones, fue adicionado un ar-
tículo décimo cuarto transitorio, que determina que la or-
ganización del servicio profesional electoral, se hará con-
forme a las características y plazos que establezca el
instituto a partir de la entrada en vigor de la Ley, debiendo
expedir el Estatuto del Servicio Profesional Electoral Na-
cional, a más tardar el 31 de octubre de 2015.2 Asimismo,
que los procesos relacionados con el servicio profesional
electoral nacional iniciados con antelación a la entrada en
vigor del decreto, continuarían con su trámite hasta su con-
clusión conforme a las normas vigentes al momento de su
inicio.

Un segundo paquete de reformas, se generó cuando el Con-
greso de la Unión, en uno de los grandes momentos histó-
ricos que se han vivido en los últimos tiempos y en plena
coordinación con el Poder Ejecutivo federal –y como re-
sultado de todo un proceso legislativo que no por veloz, fue
menos importante– aprobó, en un periodo extraordinario
de sesiones en el receso del segundo y tercer año legislati-
vo de la legislatura en turno,3 que abarcó del 19 al 20 de ju-
nio de 2014, las nuevas leyes secundarias en materia elec-
toral, tales como la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, la Ley General de Partidos Po-
líticos y la Ley General en materia de Delitos Electorales.

Artículo sexto transitorio

A todo esto, los diseñadores de la reforma previeron la im-
portancia de que en una disposición transitoria adicional,
también se incluyera un artículo sexto transitorio en el que
se determinara que una vez integrado y a partir de que en-
traran en vigor las normas previstas en materia político-
electoral, el Instituto Nacional Electoral debiera expedir
los lineamientos para garantizar la incorporación de todos
los servidores públicos del Instituto Federal Electoral y de
los organismos locales en materia electoral, al servicio pro-

fesional electoral nacional, así como las demás normas pa-
ra su integración total.

II. Antecedente del servicio profesional electoral en la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales 

En todo este entramado legislativo, hay que recordar que la
LEGIPE en su artículo 201 también previó en concordan-
cia con el artículo 41 constitucional, que para asegurar el
desempeño profesional de las actividades del instituto y de
los organismos públicos locales, por conducto de la direc-
ción ejecutiva competente, se regulará la organización y
funcionamiento del servicio profesional electoral nacional.

Adicionalmente, en este mismo artículo se establece que el
instituto desarrollará concretará y reglamentará las bases
normativas necesarias. Y en el artículo 202 se establece que
el ingreso de los cuerpos y sistemas procederá cuando el
aspirante acredite los requisitos personales, académicos y
de experiencia profesional que para cada cargo o puesto se-
ñale el estatuto y que serán vías de ingreso, el concurso pú-
blico, el examen de incorporación y los cursos y prácticas
según lo señalen las normas estatutarias, así como que los
cuerpos de la función ejecutiva proveerán de sus rangos o
niveles a los funcionarios que cubrieran los cargos estable-
cidos en la ley de referencia.

Todos estos elementos se consideran relevantes en un ser-
vicio profesional de las dimensiones de un organismo elec-
toral, como lo es el mexicano, sin embargo, la presentación
de esta iniciativa, obedece a la convicción de que esas re-
forma y adiciones no fueron suficientes para determinar en
la propia normatividad secundaria, especificaciones suma-
mente importantes que no pueden quedar al arbitrio de la
autoridad electoral, porque en un momento dado se pueden
ver influidas por cuestiones de carácter económico-admi-
nistrativo que las pueden forzar a no incluir los elementos
que en su oportunidad se estarán presentando.

Todo esto se presume necesario porque los detalles de es-
tas normas radicarán precisamente en el nuevo estatuto
hasta que sea analizado y discutido a profundidad.

Estatutos del servicio profesional electoral

Otro antecedente importante lo encontramos en la norma
establecida en el Código Federal de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales que instruyó para que se formara el
servicio profesional electoral, plasmando sus principales
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características en un estatuto para su organización interna,
dejando la responsabilidad para su elaboración a la Junta
General Ejecutiva para que ésta pusiera a disposición del
Consejo General del IFE el proyecto de éste; la acción se
llevó a cabo el 30 de abril de 1992, publicándose en el Dia-
rio Oficial de la Federación con fecha 29 de junio del mis-
mo año.

Ocho años más tarde encontramos que el 30 de marzo de
1999, se realizó una nueva adecuación al estatuto de refe-
rencia, con lo que se consideró como una nueva versión de
dicho estatuto, para pasar a la tercera y última versión, la
actualmente en vigor desde su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación, el 15 de enero de 2010.

III. El nuevo estatuto

De esa manera, sobresale que con la creación del nuevo es-
tatuto del servicio profesional electoral; se contaría con la
actualización de esta serie de normas que han servido de
base para el desarrollo eficiente del servicio que nos ocu-
pa; pero por otro lado se generó una gran preocupación por
el que tiempo se vendría encima y sería necesario lograr un
nuevo gran consenso entre los distintos actores que forman
parte en este sistema.

Así, comenzaron a surgir algunas declaraciones de los re-
cién elegidos consejeros electorales del INE, que alertaron
en el sentido de que tendrían que efectuarse diversos even-
tos para conocer los puntos de vista de expertos en la ma-
teria, académicos, así como el propio personal del Servicio,
en diversos espacios diseñados para tal efecto, como foros,
mesas de trabajo, así como que se tendría que levantar un
censo para actualizar el nuevo estatuto del servicio profe-
sional electoral nacional que según lo que refirieron por los
propios consejeros, estaría en posibilidades de operar debi-
damente hasta las elecciones de 2018; no siendo posible
dar cumplimiento a la previsión que ubica su puesta en
marcha desde 2015; aduciendo de manera objetiva de que
se requiere –para que funcione con el nivel de eficiencia
esperado– un diseño muy bien definido, así como de un
adecuado diagnóstico que brinde la posibilidad de conocer
como están funcionando en la práctica los servicios civiles
de las entidades federativas en materia electoral.

Esto significa que no habrá más opción de que tanto en la
renovación de la Cámara de Diputados de 2015, como en
las elecciones de los 9 gubernaturas del próximo año se
opere con las reglas que actualmente rigen el servicio pro-
fesional electoral con el estatuto vigente.

Acuerdo del INE por el que se ordena la elaboración de
los lineamientos de incorporación de los servidores pú-
blicos del IFE al INE

Otro hecho por considerar fue el manifestado por las auto-
ridades respectivas en el sentido de que los servidores pú-
blicos que han estado integrados al servicio profesional del
IFE, debieran transitar sin problemas al nuevo INE, aún sin
la publicación del nuevo estatuto, que como ha quedado
puntualmente especificado, merecerá mayor tiempo para
quedar perfectamente elaborado y aprobado; en esa tónica
el 20 de Junio del 2014, el Consejero presidente del Con-
sejo General Electoral, doctor Lorenzo Córdoba Vianello,
dio a conocer a través del Diario Oficial de la Federación y
en las gacetas oficiales de las entidades federativas, que fue
aprobado por votación unánime en sesión extraordinaria
del Consejo General del INE, el acuerdo mediante el cual
se ordena la elaboración de los lineamientos de incorpora-
ción de los servidores públicos del antiguo IFE al INE.

Y en efecto, este acuerdo aprobado recientemente está per-
mitiendo el tránsito de los funcionarios públicos de una
institución a otra, acción que se observa sumamente nece-
saria si consideramos que los procesos electorales no pue-
den ser suspendidos, toda vez que se constituyen en uno de
los pilares de la actual democracia.

Lineamientos para la incorporación de los servidores
públicos del IFE y de los organismos públicos locales

No menos relevante ha sido la expedición definitiva de los
lineamientos que regulan la incorporación de los servido-
res públicos del IFE y de los organismos públicos locales,
que tiene por objeto principal proteger los derechos labora-
les del personal del servicio profesional electoral en tanto
se actualiza el marco jurídico y se generan los cambios ne-
cesarios. Prevé lo que ocurrirá con las personas que ocupen
plazas de carácter temporal en tanto no se emite el estatuto
definitivo definiendo que podrán concursar en su oportuni-
dad por las plazas definitivas.

Esto permite que personas con gran experiencia y con los
méritos suficientes, no queden fuera de todo este proceso
evolutivo de la institución.

Criterios generales para la operación y administración
transitoria del servicio profesional electoral

Adicionalmente, vale la pena mencionar la validez de estos
criterios, puesto que definen con mayor precisión quienes
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serán los responsables de que se desarrollen los trabajos
para garantizar que se expida el nuevo estatuto; por otro la-
do definen que se mantendrán en funciones los funciona-
rios electores responsables; señala la obligación de elabo-
rar un diagnóstico de carácter nacional, con la información
recabada, sobre las condiciones de los diferentes servicios
de carrera en materia electoral, así como el funcionamien-
to del personal de la rama administrativa que desarrollarán
funciones ejecutivas o técnicas equivalentes.

Para lograrlo, insta de nueva cuenta a las autoridades res-
ponsables para que se realice un foro de discusión y las me-
sas de trabajo respectivas que se consideren pertinentes con
los integrantes de los servicios profesionales de carrera y el
personal de la rama administrativa que realice funciones
ejecutivas o técnicas equivalentes en los organismos públi-
cos locales electorales, sus órganos superiores de dirección
y en caso académicos y especialistas en la materia.

Se instruye también para la realización del mencionado
censo para efecto de contar con los insumos necesarios y
suficientes para lo que determina que se establezcan los
plazos y términos necesarios para que se proporcione toda
la información relativa. Esto es relevante porque mientas
no se cuenten con los plazos para que se desarrollen las ac-
tividades, pueden ocurrir situaciones en donde no se gene-
ran los documentos necesarios, porque no existe una auto-
ridad que encabece los trabajos que esto ocurra y esto que
es aparentemente muy simple, puede generar enormes difi-
cultades en la operación.4

IV. Antecedentes del servicio profesional electoral

El servicio profesional en materia de elecciones, tiene su
principal antecedente en 1990, con la fundación del hoy
extinto organismo autónomo Instituto Federal Electoral5

que estuvo funcionando hasta el 4 de abril de 2014, siendo
la máxima autoridad administrativa en materia electoral,
fecha en que quedó aprobada oficialmente la reforma polí-
tica, en la que se definió que la autoridad electoral de ca-
rácter nacional contaría con un servicio profesional electo-
ral para cumplir sus funciones, así como una nueva
legislación que se encargara tanto de las elecciones federa-
les como de las estatales y municipales.6

Desde su diseño, que particularmente se ubica en 1992, se
estimó como muy oportuno, que una de sus características
relevantes fuera la profesionalización de la función ejecu-
tiva y técnica electoral. De esta manera encontramos que

por allá de los principios de la década de 1990, se introdu-
jo por primera vez a la Carta Magna en el artículo 41, la re-
gla de oro de que los órganos ejecutivos y técnicos conta-
rían con personal calificado para prestar el servicio de
manera profesional.

De esta manera se aprecia que al ya casi cuarto de siglo de
operación de este servicio, le ha permitido al organismo
electoral, el contar con funcionarios de carácter permanen-
te,7 que poseen un nivel de especialización acorde con el
reto que cada elección representa y que ha marcado la rea-
lidad de que existe una gran diferencia respecto de la orga-
nización electoral de épocas pasadas donde no se contaba
con un organismo de esta naturaleza y en donde los órga-
nos indispensables se integraban cada vez que había elec-
ciones, de manera urgente con personal de nueva contrata-
ción que tenía que ser capacitado de forma precipitada, lo
que podía redundar en deficiencias en los procesos.

Problemática que originó la creación del servicio profe-
sional

Ésta se halla de manera definitiva en la falta de credibili-
dad y confianza de los actores políticos, pero sobretodo de
la ciudadanía, después de los acontecimientos de las elec-
ciones federales de 1988. Aunado esto a la necesidad acu-
mulada durante muchas décadas de contar con servidores
públicos profesionales en los que se pudiera confiar, mis-
mos que debieran desarrollarse en un entorno de una orga-
nización moderna con sistemas de gestión de recursos hu-
manos realmente eficientes, que respondieran a los retos de
la época de la buena gobernanza.

Otro factor importante que debió ser considerado para el
establecimiento de un servicio profesional de esta naturale-
za es el de que los servidores públicos deberían ubicarse en
un contexto administrativo de gobierno abierto, con claros
visos y enfoques a la transparencia y con una plena y deci-
dida participación de la ciudadanía en su papel de observa-
dora de las actividades de carácter público que deberían es-
tar desarrollando los empleados públicos a su servicio.

Esto definitivamente se previó como un camino que evita-
ría en la medida de lo posible las acciones enfocadas hacia
la corrupción y por otro que generó la certeza de que se lo-
graría una continuidad en el desarrollo de las políticas pú-
blicas, que a la larga propiciarían paradójicamente un aho-
rro en el tiempo y el esfuerzo invertido en ese tipo de
actividades.
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V. Organización actual del SPE

Definición

Un hecho sobresaliente en cuanto a la definición del servi-
cio profesional electoral (SPE) es que si bien este servicio
civil se encuentra determinado desde la propia Constitu-
ción, no se cuenta en la propia Carta Magna ni en la legis-
lación respectiva una definición que brinde la certeza de lo
que se entiende por servicio profesional electoral.

Lo que sí existe es una muy limitada definición de éste, que
se encuentra registrada en el Estatuto vigente y que lo re-
fiere vagamente como un sistema de carrera compuesto por
el ingreso; la formación y el desarrollo profesional; la eva-
luación del desempeño, la promoción, los incentivos y el
procedimiento disciplinario.

Como una solución ante tal omisión se presentará una pro-
puesta de definición para ser integrada en la legislación se-
cundaria respectiva.

Objeto

El objeto se orienta a coadyuvar al cumplimiento de los fi-
nes del Instituto y al ejercicio de las atribuciones de los ór-
ganos del mismo, dotándolo de personal calificado, fo-
mentando a la vez entre sus miembros la lealtad e identidad
con el instituto, promoviendo que su desempeño se apegue
a los principios rectores para que se conduzcan conforme a
la no discriminación, equidad, rendición de cuentas y que
fomenten la cultura en el ejercicio de sus funciones.

Este objeto resulta de utilidad, en el sentido de que direc-
ciona el curso alternativo de acción que señala hacia don-
de se puede llegar al realizar actividades con personal que
ha sido perfectamente calificado, y que si bien es cierto, se
encuentra ubicado en plazas que resultan un tanto más one-
rosos para el Presupuesto federal, los beneficios que se
pueden obtener a través de esta inversión son muchos más
amplios que el gasto.

Integración actual del SPE

Si bien el tiempo de operación del servicio ronda 25 años,
cuenta con un tiempo de permanencia promedio de sus ser-
vidores públicos de 10.2 años, considerando que los servi-
dores públicos están sujetos a los niveles de eficiencia en
sus indicadores, pero también a la aprobación de la evalua-
ción correspondiente.

En este orden de ideas, los funcionarios que están recono-
cidos por éste servicio profesional electoral, ascienden en
la actualidad a un poco más de 2 mil 300 funcionarios es-
pecializados en procedimientos electorales.

Por otro lado, sobresale que 24 entidades federativas ya
cuentan con normas de naturaleza análoga, pero solamente
en 6 de ellas se llevan a cabo de manera regular. Esto lla-
ma la atención, porque esta transformación a nivel nacio-
nal, tiene que llevar de manera obligada a que se profesio-
nalicen un buen número de servidores públicos que están
prestando sus servicios en los estados, hecho que se tiene
que traducir en mayores niveles de eficiencia en la organi-
zación de las elecciones en los estados, y por ende en ma-
yores niveles de democracia en los distintos brazos de la
República Mexicana.

Esto también puede contribuir a mejorar los niveles de cre-
dibilidad en las elecciones de los ciudadanos en cada una
de las entidades administrativas.

Organización y desarrollo del servicio civil de carrera

Estas funciones son delegadas a la Dirección Ejecutiva del
Servicio Profesional de Carrera, a la que corresponde la
gran responsabilidad de planear y organizar el servicio en
los términos legales aplicables, así como llevar a cabo el
ingreso en el servicio, la formación y desarrollo profesio-
nal, la promoción, los inventivos, la evaluación y los pro-
cedimientos disciplinarios del personal de carrera, así co-
mo los lineamientos y procedimientos necesarios para la
correcta organización del servicio, conforme a las políticas
y los programas del instituto.

Principios rectores de la función electoral

En el artículo 17 del estatuto destacan de manera particular
la necesidad de impulsar en los miembros del servicio que
se conduzcan conforme al derecho a la no discriminación,
a los principios de equidad, rendición de cuentas, así como
que fomenten la cultura democrática en el ejercicio de sus
funciones y proveer al instituto de personal calificado.

Por otro lado, el artículo 18 del estatuto de referencia re-
fiere que corresponde a la Dirección Ejecutiva del Servicio
Profesional Electoral, vigilar y coadyuvar en la generación
de las condiciones propicias para que en el ejercicio de su
desempeño, el personal de carrera se ajuste a los principios
rectores de certeza, legalidad, independencia, imparciali-
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dad y objetividad, e inclusive el de máxima publicidad que
ha sido integrado más recientemente.

Basados adicionalmente en los criterios de igualdad de
oportunidades establecidos en el artículo 19 del Estatuto
del Servicio Profesional y del Personal del Instituto Fede-
ral Electoral, mérito, no discriminación, conocimientos ne-
cesarios, desempeño adecuado, evaluación permanente,
transparencia en los procedimientos, rendición de cuentas,
equidad de género y cultura democrática.

En este contexto, sobresale en este tipo de servicio profe-
sional, que uno de los más importantes es sin indiscutible-
mente el principio rector de la legalidad, entendida ésta co-
mo la observancia escrita de las disposiciones que se
establecen en el marco jurídico, es decir, que todo sistema
que tenga como base fundamental disposiciones que par-
ten desde la propia Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, forzosamente tienen que generar un
grado de mayor certeza en la puesta en marcha de sus ac-
ciones.

En segundo término encontramos también como muy im-
portante el principio de la objetividad, que no es más que
la actuación basada en elementos que puedan acreditar ple-
namente el cumplimiento de los supuestos previstos en la
ley, en el propio reglamento y en las disposiciones jurídi-
cas aplicables, sin prejuzgar o atender apreciaciones caren-
tes de sustento.

Y por otro lado, y no menos importante, encontramos co-
mo fundamental que un servicio civil de esta naturaleza
tenga como principio rector el de la imparcialidad, que se
refiere básicamente a actuar sin conceder preferencias o
privilegios a persona alguna. Situación difícil en el entorno
político en el que se desenvuelve un organismo que tiene
como principal función la de organizar las elecciones en
una región determinada, donde la ambición por el poder,8

forman parte de la vida cotidiana de las actividades, donde
desde sus orígenes el oficio del político ha ido variando y
evolucionando en paralelo a la sociedad en la que se des-
arrolla la actividad política y que actualmente se produce
como una relación muy especial, entre la lógica de la de-
mocracia representativa, articulada en elecciones y en pro-
cesos diferenciados de rendición de cuentas.

Procesos

El servicio profesional electoral está compuesto por los
procesos de ingreso, formación y desarrollo profesional, la

evaluación, la promoción, los incentivos y el procedimien-
to disciplinario.

Mientras que en el servicio profesional de carrera de la ad-
ministración pública federal, el objeto del proceso de in-
greso, es el de garantizar el acceso de los candidatos que
demuestren satisfacer los requisitos del cargo y ser los más
aptos para desempeñarlo, en el caso del instituto profesio-
nal electoral no encontramos con que ingreso: reclutamien-
to: Es un servicio de carrera abierto, donde el acceso pue-
de darse en cualquier punto de la pirámide jerárquica. Las
vías de acceso al servicio son por concurso, examen de in-
corporación temporal, cursos y prácticas que es exclusivo
para el personal de la rama administrativa del instituto.9

Puestos

Los puestos que se manejan en el servicio profesional elec-
toral son de diversa índole. Entre ellos se encuentran los si-
guientes:

Los de carácter operativo, entre los que destacan el nivel de
operativo propiamente dicho, coordinador operativo, jefe
de monitoreo a módulo, jefe de oficina de cartografía, es-
tatal, jefe de oficina de seguimiento y análisis de junta lo-
cal ejecutiva, junta de oficina de seguimiento y análisis de
junta local ejecutiva, junta de oficina de seguimiento y aná-
lisis, junta distrital ejecutiva.

Dentro de los puestos de mando medio sobresalen coordi-
nador de área, director de área, subdirector de área, jefe de
departamento, vocal ejecutivo, vocal secretario y vocal de
capacitación electoral y educación cívica de junta local eje-
cutiva, vocal de organización electoral de junta local eje-
cutiva, vocal de capacitación electoral y educación cívica,
vocal de Registro Federal de Electores.

Destaca que este tipo de servicio no cuenta con personal de
mando superior de servicio de carrera. Esto muestra una
deficiencia en el sentido de que en este nivel, por el nivel
de decisiones que deben tomarse, se requiere forzosamen-
te personal muy profesional del más alto nivel. Esta situa-
ción puede deberse a que los políticos que aprueban las ini-
ciativas han querido reservarse estos espacios para el
sistema tradicional de designación de puestos.

Plazas

El servicio profesional electoral contó en 2012 con 2 mil
246 plazas susceptibles de pertenecer al servicio, que re-
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presentaron 23.6 de las plazas del instituto; mil 816 plazas
(80.9 por ciento) fueron de mando medio y 430 (19.1) de
personal operativo. Las plazas adscritas al servicio profe-
sional electoral fueron 2 mil 193, de las que mil 790 (81.6)
fueron de mandos medios y 403 (18.4) de personal opera-
tivo. La cobertura de las plazas que formaron parte del ser-
vicio fue de 97.6 por ciento en promedio para el IFE y de
98.6 para los mandos medios y 93.7 para el personal ope-
rativo.10

VI. Resumen de las propuestas para ser integradas a la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales

Una vez analizado el contexto de la presentación de esta
iniciativa, se considera pertinente argumentar las razones
por las cuales se está presentando a consideración del Con-
greso en primera instancia, y después al Ejecutivo federal
los cambios de la ley de referencia, siendo éstas las si-
guientes.

1. Concepto del servicio profesional de carrera. Por
increíble que parezca, no se localiza en el ordenamiento
que nos ocupa un concepto que aproxime al ciudadano
a lo que deberá entender por servicio profesional elec-
toral, por lo cual se incluye en esta propuesta un refe-
rente al respecto.

2. Mayor especificación de los requisitos para parti-
cipar en el proceso de ingreso a los cuerpos y siste-
mas. Si bien es cierto que en 2012 no se realizaron con-
cursos para ingresar en los puestos del SPE, se
incorporaron al servicio 48 servidores públicos para
ocupar los cargos y puestos con base en el mérito, la
igualdad de oportunidades, la imparcialidad y la objeti-
vidad. Para esto la vía de acceso fue la lista de reserva
derivada del concurso público 2010-2011 para ocupar
cargos y puestos del servicio de referencia; cumpliendo
los requisitos que señala la legislación, pero además
otros muy particulares, que deben estar presentes en los
planes curriculares de los interesados en obtener algún
puesto de este servicio a través del concurso.

Por otro lado, sobresale la importancia de este proceso si
consideramos que en la estructura ocupacional autorizada
del IFE, se incluyen 101 mil 980 plazas, de las cuales 87.9
por ciento (89 mil 720) fueron de honorarios para proyec-
tos adicionales; 7.2 por ciento, equivalentes a 7 mil 295
plazas, correspondió a la rama administrativa; 2.7 por cien-
to (2 mil 776) fue de plazas de honorarios; de base de ope-

ración se visualizaron 2.2 por ciento, cifra que se corres-
ponde con 2 mil 246 plazas del servicio profesional de ca-
rrera –contenidas en los rangos y niveles del catálogos de
puestos– de las cuales se ocupó 97.6 por ciento (2 mil 193)
y el resto, 2.4, se conservó vacante.

De los expedientes se desprende que solamente en la fun-
ción directiva ingresó ese año 62.5 de los puestos de vocal
(30) en los puestos de vocal de área de junta distrital eje-
cutiva (24) vocal secretario de junta distrital ejecutiva 4 y
jefe de departamento (2) en tanto que a la función técnica
entró 37.5 por ciento (18) en los puestos de jefe de oficina
y de análisis de junta distrital (15) y jefe de oficina de se-
guimiento y análisis de junta local ejecutiva (3).11

Esto significa que la dimensión de los servidores públicos
que abarcan estas disposiciones son muy amplias y que
adicionalmente a los requisitos ya existentes en la legisla-
ción de carácter personal, académicos y de experiencia
profesional que para cada cargo o puesto señale el estatuto,
deberán ser incluidos en el estatuto otros requisitos como
el de no estar inhabilitado para el servicio público, que de-
berán cubrir un periodo de experiencia práctica que no po-
drá ser mayor de seis meses; por otro lado que no pueden
haber sido registrado como candidato a cargo alguno de
elección popular en los últimos tres años anteriores a la de-
signación, así como el requisito de no ser o haber sido di-
rigente nacional, estatal o municipal de algún de partido en
los últimos tres años inmediatos anteriores a su participa-
ción en el proceso de ingreso.

Esta inclusión obedece a la necesidad de especificar con
mayor precisión algunos aspectos que no pueden quedar
fuera de los requerimientos a la hora del ingreso. Sobresa-
le en esta lista el de participar en un periodo de experien-
cia práctica, donde podrá apreciarse de manera más con-
tundente, por un lado, si la persona se encuentra capacitada
realmente para desempeñar el puesto, y por otro si se sien-
te satisfecha con el desarrollo de las actividades que tendrá
que desempeñar, siendo éste un factor de suma importan-
cia en el desarrollo organizacional.

Adicionalmente, se considera que una de las mayores defi-
ciencias en los procesos de incorporación de personal a los
sistemas de recursos humanos, es que probablemente por la
premura con la que se requiere que se ocupe un puesto de-
terminado, no se le da un tiempo razonable para que las dos
partes puedan asegurarse de que su elección fue la correc-
ta, esto por un lado, permite al empleador tener la certeza
de que el candidato reúne un perfil interesante que lo llevó
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a ganar el puesto; pero por otro lado no se ha demostrado
en la práctica que efectivamente así es. Por eso se pretende
que se integre al proceso de ingreso al servicio, un lapso de
tiempo razonable para que la entrada del servidor público
al servicio profesional electoral, se realice con las mejores
predicciones de éxito.

3. Adicionar un requisito a la permanencia de los servi-
dores públicos para que sean considerados en las eva-
luaciones los indicadores que permitan medir el impac-
to del trabajo de los miembros en los procesos
electorales. Es un hecho conocido y aceptado, que las pla-
zas de carrera tienen un costo más elevado en los presu-
puestos de las instituciones. Esto es así porque a los rubros
tradicionales hay que adicionarles el costo de los incenti-
vos, de la capacitación y de la gestión; al tener un costo
mayor, es necesario que el personal que permanezca en es-
te tipo de puestos, tiene que esforzarse de manera impor-
tante por cumplir los indicadores que van a señalar si su
trabajo tiene una incidencia real en los objetivos de la ins-
titución. Por esta razón se considera pertinente adicionar
este rubro a la legislación de referencia.

4. Integrar al estatuto las normas para el funciona-
miento del sistema integral de información del servicio
profesional electoral. Un elemento sumamente importan-
te en la actualidad en la gestión de recursos humanos, es el
que tiene que ver con la tecnología y el gobierno abierto.
Es decir, que el funcionamiento del sistema debe contar
con “ventanas” externas que puedan auditar de manera na-
tural y cotidiana como se están desempeñando los trabajos
en el servicio. Por otro lado, también debe permitir que los
aspirantes a integrarse cuenten con información oportuna
para hacerlo en el momento pertinente; por eso, el sistema
integral de información del servicio profesional electoral
debe considerar las herramientas necesarias para verificar
el cumplimiento del marco normativo en cada uno de los
procesos internos del servicio, así como de la difusión de
los indicadores que permitan medir el impacto del trabajo
de los miembros en los distintos procesos electorales.

Vale la pena destacar que no obstante que el sistema ya
existe, no está funcionando al máximo de sus capacidades,
por lo que incluirlo en la legislación, deberá contribuir a
que se detone su funcionamiento para que sea abastecido
con una mayor cantidad de módulos y submódulos.

5. Obligatoriedad de contar con un plan rector de pro-
fesionalización que pueda ser verificable. Otra de las de-
ficiencias de la mayor parte de servicios de carrera exis-

tentes en el país, se refiere a que no se respetan los planes
de profesionalización que las instituciones proponen. Es
este sentido resultará de gran utilidad, que ese plan rector
de profesionalización que necesariamente tiene que existir,
también pueda ser verificable, porque al estar abierto al pú-
blico usuario, crecen las posibilidades de que se cumpla,
toda vez que las personas que estén interesadas en capaci-
tarse, estarán insistiendo en que funcione de manera ade-
cuada.

6. La certificación de capacidades. Un servicio profesio-
nal de esta naturaleza, que arrancó en medio de un gran
conflicto como el de gran desconfianza en el desarrollo de
las elecciones de 1988, que se caracterizado por los gran-
des esfuerzos de sus diseñadores porque su operación cum-
pla con las directrices de los principios de imparcialidad,
objetividad y profesionalismo; forzosamente tiene que
transitar hacia estadios de mayor eficiencia, por lo que a
casi al cuarto de siglo de su funcionamiento, se tiene que
pensar en lograr una mayor certeza en que el desempeño de
sus integrantes será el óptimo y que estará apegado a cier-
tos estándares de calidad y productividad.

En este tenor, una de las mejores formas para contar con
esa certeza, es precisamente que se trabaje arduamente con
los organismos especializados en la materia, como lo es el
Consejo Nacional de Normalización y Certificación de
Competencias Laborales en México (Conocer) en el diseño
de certificación de competencias para determinados pues-
tos, tendiente a que se logre el reconocimiento de los co-
nocimientos, habilidades, destrezas y comportamientos in-
dividuales, es decir, aquello que las hace competentes para
su vida laboral.

Para tal efecto resultará de suma utilidad para el Servicio
Profesional Electoral a nivel nacional, contar con el Están-
dar de competencias para los puestos más relevantes, en-
tendido éste como el documento oficial aplicable en toda la
República Mexicana que sirve de referencia, para evaluar y
certificar las competencias de las personas.12

7. La ampliación de los requisitos para los ascensos. Re-
sulta innegable que los sistemas de ascenso, movimientos
y rotación a los cargos o puestos, cambios de adscripción y
horarios, son de suma importancia para el desarrollo de las
organizaciones, así como para la aplicación de sanciones
administrativas o remociones. Con base en esta premisa es
que se está proponiendo que el sistema de servicio profe-
sional electoral, se sigan otorgando con base en el mérito y
rendimiento, tal como tiene que acontecer en un sistema
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como el que nos ocupa, pero también deben considerarse el
grado de cumplimiento de sus objetivos y metas, las califi-
caciones de desempeño, así como la existencia de quejas
procedentes. Esto puede redundar en que los miembros del
servicio tengan mayor cuidado a la hora de cumplir los re-
quisitos que los llevarán a obtener un mejor nivel.

8. Que las medidas disciplinarias incluyan las sanciones
administrativas y las económicas. El integrar esa infor-
mación, tiene como objetivo que se observen con mayor
cuidado esos rubros a la hora de integrarlos al nuevo esta-
tuto. Esto traerá como beneficios una mayor precisión en
este tipo de medidas y por ende mayores oportunidades de
adecuado desempeño.

9. La posibilidad de que el secretario celebre convenios
con otras instituciones públicas que soliciten cursos im-
partidos por los miembros del servicio especializados en
determinada materia. Es un hecho que el servicio profe-
sional electoral, junto con servicio exterior mexicano, son
experiencias muy exitosas en la administración pública fe-
deral en México. Esa experiencia acumulada de muchos
años, en una sociedad ávida de mejoras administrativas co-
mo la nuestra por razones de justicia, debe ser de utilidad
para otras instituciones que no tienen el avance ni los ade-
lantos necesarios en la materia, pero de alguna manera ne-
cesitan contar con una herramienta de esta naturaleza para
mejorar su rendimiento.

En esta tónica, se está proponiendo que ese nivel de exper-
tiz pueda ser aprovechado por otros organismos de carác-
ter público, sin que esto resulte extremadamente oneroso,
como sería el caso de traer a expertos de otros países, que
muchas veces no conocen con profundidad la problemática
del país, tal como la aprecian los especialistas mexicanos.

10. La adición del requisito de verificación del grado de
cumplimiento de objetivos y metas para la readscrip-
ción y rotación. En el mismo sentido, encontramos que pa-
ra la readscripción y rotación de puestos, también deberá
ser un factor importante que se verifique en qué medida el
servidor público del sistema de mérito, ha cumplido con
los indicadores respectivos, que fueron diseñados para este
proceso de manera particular.

11. Integración de un indicador para valorar el otorga-
miento de compensaciones. Si bien es cierto, uno de los
avances más relevantes en el ámbito de la transparencia en
la operación del servicio profesional ha sido la creación del
sistema integral de información,13 que pretende lograr la

unificación de las bases de datos existentes en las diferen-
tes áreas servicio, generando información precisa y oportu-
na e impulsando una nueva política de comunicación.

Lo que se pretende al integrar este sistema en la legislación
respectiva es lograr su permanencia y detonación. Esto re-
sulta importante si consideramos que esta herramienta pue-
de contribuir de manera decisiva, por un lado, a la genera-
ción de una constante retroalimentación informativa de los
propios miembros del servicio profesional electoral, que
les brinde certeza y confiabilidad en los procesos internos
y por otro lado que fomente el uso de nuevas tecnologías
para el público en general, que se encuentre interesado en
participar o simplemente en su funcionamiento.

La idea es que no solamente se continúe con las funciona-
lidades existentes, sino que se siga transitando a la auto-
matización de los procesos, para que su acceso sea aún más
fácil al público en general y que se siga integrando una ma-
yor cantidad de módulos, submódulos y e interfaces, en
donde no solamente se puedan consultar las oportunidades
de integración en procesos de selección e ingreso, sino que
los ciudadanos interesados pueda realizar su inscripción
para participar en algún proceso de selección.

En este panorama, queda a criterio de esta legislatura y de
las comisiones que en ella participen la definición de deli-
berar sobre la pertinencia de atraer el tema de nueva cuen-
ta para lograr identificar los principales problemas y obstá-
culos a que se ha enfrentado este importante sistema de
mérito, como lo es el servicio profesional electoral, que
ahora cuenta con el reto de aumentar su dimensión hacia
toda la república.

Por lo expuesto y motivado, someto a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto que reforma y adiciona la Ley General de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales, en materia de
servicio profesional electoral

Único. Se reforman los artículos 202, numerales 2, 6 y 7,
203, numerales 1, incisos a) a h), y 2, inciso g), y 205, nu-
merales 3 y 4; y se adicionan los artículos 202, con un pá-
rrafo inicial y 203, numerales 1, con los incisos i) y j), y 3,
con un segundo párrafo, de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, para quedar redactados co-
mo sigue:
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Artículo 202.

El servicio profesional electoral nacional es el sistema
de gestión pública que tiene como propósito proveer al
Instituto Nacional Electoral de personal calificado con
base en el mérito, la imparcialidad y la igualdad de
oportunidades, a través de procedimientos transparen-
tes.

1. El servicio profesional electoral nacional se integra por
los servidores públicos de los órganos ejecutivos y técnicos
del instituto y de los organismos públicos locales. Contará
con dos sistemas uno para el instituto y otro para los orga-
nismos públicos locales.

2. Para su adecuado funcionamiento el instituto aplica-
rá los distintos mecanismos de este servicio de confor-
midad con lo dispuesto en el Apartado D de la Base V
del artículo 41 constitucional.

3. a 5. …

6. El ingreso en los cuerpos y sistemas procederá cuando el
aspirante acredite los requisitos personales, académicos y
de experiencia profesional que para cada cargo o puesto se-
ñale el Estatuto; que deberán incluir, la constancia de no
estar inhabilitado para el servicio público, la obligato-
riedad de cubrir un periodo de experiencia práctica que
no podrá ser mayor de seis meses, la constancia de no
haber sido registrado como candidato a cargo alguno
de elección popular en los últimos tres años anteriores a
la designación, así como no ser o haber sido dirigente
nacional, estatal o municipal algún de partido en los úl-
timos tres años inmediatos anteriores a la designación.

Serán vías de ingreso el concurso público, el examen de in-
corporación temporal y los cursos y prácticas, según lo se-
ñalen las normas estatutarias. La vía de cursos y prácticas
queda reservada para la incorporación del personal del Ins-
tituto que se desempeñe en cargos administrativos.

7. La permanencia de los servidores públicos en el institu-
to y en los organismos públicos locales estará sujeta a la
acreditación de los exámenes de los programas de forma-
ción y desarrollo profesional electoral, así como al resulta-
do de la evaluación anual que se realicen en términos de lo
que establezca el estatuto, donde deberán considerarse los
indicadores que permitan medir el impacto del trabajo
de los miembros en los distintos procesos electorales.

8. a 9. …

Artículo 203.

1. El estatuto deberá establecer las normas para

a) El adecuado funcionamiento del Sistema Integral
de Información del Servicio Profesional Electoral,
que deberá considerar las herramientas necesarias
para verificar el cumplimiento del marco normativo
en cada uno de los procesos, así como de la difusión
de los indicadores que permitan medir el impacto del
trabajo de los miembros en los distintos procesos
electorales;

b) Definir los niveles o rangos de cada cuerpo y los car-
gos o puestos a los que dan acceso;

c) Formar el catálogo general de cargos y puestos del
instituto y de los organismos públicos locales, así como
sus requisitos;

d) El reclutamiento y selección de los interesados en in-
gresar a una plaza del Servicio, que será primordial-
mente por la vía del concurso público;

e) Otorgar la titularidad en un nivel o rango, según sea
el caso;

f) La formación y capacitación profesional, median-
te un plan rector de profesionalización que contenga
los lineamientos, programas, actividades y conteni-
dos mínimos de capacitación básica, de desarrollo,
de actualización y de especialización; relacionados
con el objetivo institucional, donde se considere la
evaluación semestral de capacidades profesionales
de los servidores públicos, teniendo como objetivo el
desarrollo de habilidades, conocimientos y aptitudes
básicas específicas;

g) Las bases generales del diseño para la certifica-
ción de competencias para determinados puestos,
tendiente a que se integre al Estatuto el reconoci-
miento de los conocimientos, habilidades y destrezas.

Los estándares de competencia y la certificación de
los puestos deberán ser definidos en un documento
oficial aplicable en toda la República Mexicana, que
servirá de referencia para evaluar y certificar las
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competencias de los servidores públicos de los pues-
tos seleccionados.

h) Los sistemas de ascenso, movimientos y rotación a
los cargos o puestos, cambios de adscripción y horarios,
así como para la aplicación de sanciones administrativas
o remociones. Los ascensos se otorgarán sobre las bases
de mérito y rendimiento, donde deberán considerarse
de manera principal el grado de cumplimiento de sus
objetivos y metas, las calificaciones de desempeño,
así como la existencia de quejas procedentes;

i) Contratación de prestadores de servicios profesio-
nales para programas específicos y la realización de
actividades eventuales; y

j) Las demás necesarias para la organización y buen
funcionamiento del instituto.

2. …

a) a f) …

g) Medidas disciplinarias, incluyendo sanciones admi-
nistrativas y económicas; y

h) …

3. …

También podrá celebrar convenios con instituciones de
carácter público que soliciten cursos impartidos por los
miembros titulares del servicio, tendentes a fortalecer
sus propios sistemas de servicio civil de carrera.

Artículo 205.

1. y 2. …

3. El personal perteneciente al servicio adscrito a los órga-
nos públicos locales podrá ser readscrito y gozar de rota-
ción en sus funciones conforme a los requerimientos insti-
tucionales, para ello el Estatuto definirá el procedimiento
correspondiente, debiendo considerar el grado de cumpli-
miento de sus objetivos y metas, las calificaciones de de-
sempeño, la existencia de quejas procedentes, así como
la opinión del órgano público que corresponda.

4. Los miembros del servicio profesional electoral nacio-
nal, con motivo de la carga laboral que representa el año

electoral, al ser todos los días y horas hábiles, tendrán de-
recho a recibir una compensación derivada de las labores
extraordinarias que realicen, que deberá calcularse de
manera proporcional, de acuerdo con el indicador que
permita medir la contribución de sus labores con las ac-
tividades sustantivas del instituto y de acuerdo con el
presupuesto existente y autorizado.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Para el diseño de los estándares de competencia
y la certificación de los puestos que determine el estatuto,
el Instituto Nacional Electoral deberá contar con la partici-
pación de los organismos públicos especializados en la ma-
teria, como el Consejo Nacional de Normalización y Certi-
ficación de Competencias Laborales en México.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Notas:

1 Información consultada en la página del Instituto Nacional Electoral
el 14 de agosto de 2014, en www.ine.mx.

2 Algunos integrantes del Consejo Electoral se han pronunciado en el
sentido de que no será posible que esté listo para entonces, pues se es-
tán realizando las actividades de consulta necesarias para su actualiza-
ción.

3 Se trata de la LXII Legislatura, que abarcará de septiembre de 2012
a agosto de 2015.

4 Una situación similar a este supuesto es lo que ha estado ocurriendo
en la Cámara de Diputados.

5 Al inicio de la década de los noventa, en octubre de1990, fue creado
el Instituto Federal Electoral, como órgano superior de dirección de la
función de comicios.

6 Este reconocimiento no implica que a la fecha no se contara con un
servicio profesional de esa naturaleza, sino que se reafirma su existen-
cia, con miras a su mejoramiento.

7 Según la Auditoría Superior de la Federación, la permanencia pro-
medio en este servicio se sitúa en 10.2 años y, además, está sujeta a la
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evaluación del desempeño. Cfr. Auditoría Superior de la Federación,
evaluación 230 “Servicios de carrera en el Estado federal”, ASF, Mé-
xico, DF, 2013.

8 Cfr. Alcántara, Manuel. El oficio del político, España, Tecnos, 2012.

9 Obra citada en la nota 7, Auditoría Superior de la Federación, Eva-
luación 230 “Servicios de carrera en el Estado federal”.

10 Ídem.

11 Ibídem.

12 Crf. Para mayor referencia consúltese la dirección electrónica del
Conocer: http:/www.conocer.gob.mx (sitio visitado el 27 de agosto de
2014).

13 El Sistema Integral de Información del Servicio Profesional Electo-
ral ha estado operando en algunos módulos de procesos, entrando en
operación por primera ocasión para el registro de aspirantes al concur-
so público 2010-2011 para ocupar cargos y puestos del servicio profe-
sional electoral del Instituto Federal Electoral. Se encuentra actual-
mente en fase de expansión y tiene por objeto proveer a los usuarios
internos y externos de bases de datos confiables y aplicaciones, que
dan un novedoso soporte informativo de los procesos del servicio pro-
fesional electoral; todo esto, a través de la presentación de datos de
gran utilidad práctica.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 21 de octubre de
2014.— Diputados: Carlos Fernando Angulo Parra, Erick Marte Rive-
ra Villanueva  (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDI-
MIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma los artículos 238 y 240 de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, a
cargo del diputado Carlos Fernando Angulo Parra, del Gru-
po Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Carlos Fernando Angulo Pa-
rra, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II
del artículo 71 y el inciso h) del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6,

numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la honorable Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto,
que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Institucionales, a efecto de
ampliar la información de candidatos, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

Generalidades

La permanente construcción de una sociedad democrática,
implica la observación constante de los mecanismos de or-
den social y de cooperación que definen su comportamien-
to, bajo el amparo de los principales principios que deben
regirla. La legitimidad es uno de los más importantes, en-
tendido en su acepción de carácter democrático, como un
atributo del estado totalmente contrario a la imposición;
otro de los principios no menos importante, es el del con-
senso, que se traduce en esta materia, como la aceptación
de acuerdos articulados de un fenómeno político; y por úl-
timo se refiere el principio de la representación de gober-
nantes, en funciones públicas jurídicamente autorizadas.

En este entorno, las Instituciones y los procedimientos en
los que la democracia se concreta, son el producto de la
combinación de factores que resultan de suma importancia
para el adecuado funcionamiento de la vida nacional de
cualquier país. Así tenemos a los sistemas electorales, co-
mo uno de los principales procedimientos que se relacio-
nan de manera directa con el conjunto de medios a través
de los cuales la voluntad de los ciudadanos se transforma
en órganos de gobierno o de representación política.

Los sistema electorales, según una de las tesis recapitula-
das por Dieter Nohlen, se desarrollan más rápido que la ca-
pacidad analítica y conceptual de la ciencia política, y de-
bieran suponerse como resultado de los acelerados
incentivos creados en la competencia de los actores que los
integran; considerando para este efecto, que dentro de las
funciones de los sistemas electorales encontramos aquellas
que responden a las distintas disyuntivas que se presentan
a la hora de convertir los votos en espacios de representa-
ción.

Estas opciones o disyuntivas, se refieren de manera gene-
ral y solo por mencionar algunas de ellas, a las condiciones
bajo las cuales debieran desarrollarse las campañas políti-
cas, a la magnitud de la demarcación que fungirá como ba-
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se territorial de la elección y con qué representación va a
contar; quienes serán los encargados de organizar y admi-
nistrar los comicios y cuáles serán sus características; co-
mo se vota y como se deben contar los votos, que tiempos
son los idóneos para emitir los resultados, así como los re-
quisitos para que las personas puedan votar y a los requisi-
tos que se determinan para que los ciudadanos puedan ser
votados.

De esta manera tenemos, lo que en relación con la cons-
tante evolución y adaptabilidad de los sistemas electorales
en México dice Kevin J. Middlebrook, refiriéndose a que
“…el régimen establecido ha demostrado una considerable
flexibilidad a lo largo del tiempo, para la reformulación de
las reglas formales que rigen el proceso electoral para aco-
modar a diversos grupo y adaptarse al cambio…” En este
sentido, encontramos como una excelente oportunidad pa-
ra el electorado, el contar con mayores elementos que le
permitan adaptarse a ese cambio permanente en el que el
país está inmerso.

Es en este contexto que ubicamos el principal sentido de
esta propuesta, relacionándolo con la necesidad de adecuar
la legislación nacional en materia electoral, y pretendiendo
responder a los constantes requerimientos de los ciudada-
nos de contar con las herramientas informativas necesarias,
para que en los momentos de reflexión del sentido de su
voto, tenga fácilmente a la mano los datos suficientes para
sufragar por la opción que le parezca más conveniente, de
manera libre, consciente y razonada.

De manera aún más particularizada, y refiriéndonos a la
etapa de la decisión del elector de optar por un candidato o
por otro, debemos reconocer que en la vida política nacio-
nal –aun cuando el proceso de selección de los candidatos1

es uno de los momentos centrales de la vida de cualquier
ciudadano– su estudio ha recibido poca atención. Una de
las causas que pueden originar esta situación, puede tener
relación con la dificultad que existía hasta hace algunos
años para conseguir información al respecto. Esto es, que
al no existir registros oficiales accesibles al observador ex-
terno, no había posibilidad de profundizar en este tema.

Otra causa de la escasa atención a este rubro, puede estar
relacionada con el poco interés que pueden tener algunos
actores políticos, de dotar de mayores elementos informa-
tivos al electorado, toda vez que entre mayor conocimien-
to de las distintas opciones de representación que pueden
tener los ciudadanos, existe una mayor probabilidad de que
disminuyan la manipulación política.

Así, encontramos de una gran utilidad, que el Instituto Fe-
deral Electoral ahora Instituto Nacional electoral, ya tenga
desarrollados sistemas capaces de integrar importante in-
formación de los candidatos y candidatas a puestos de re-
presentación popular, con los campos necesarios para inte-
grar información curricular relevante, aún con la dificultad
de que al no ser obligatoria la integración de la información
por parte de los candidatos a este sistema, la mayor parte
de ellos, han hecho caso omiso de esas posibilidades.

Prueba de ello, es el hecho de que en las pasadas eleccio-
nes federales, desarrolladas en México en 2012, solamente
decidieron un porcentaje muy limitado de candidatos con-
centrar su información en los sistemas, y de los que lo hi-
cieron, algunos de ellos únicamente ingresaron los datos
necesarios para que los ciudadanos pudieran ingresar a sus
redes sociales. Es decir, utilizaron una liga informática pa-
ra remitirte a otra, lo que ocasiona algunas dificultades
cuando la gente no suele utilizar de manera regular estos
sistemas.

Esto significa, que se subutilizaron las excelentes herra-
mientas que fueron diseñadas para que los ciudadanos pu-
dieran tener acceso a una amplia gama de información, por
el desinterés de los partidos políticos y de los propios can-
didatos, de dotar al electorado de las herramientas necesa-
rias para que pudieran revisar de manera inmediata los
principales aspectos de sus carreras políticas, y lo que es
aún más desafortunado, es que se perdió la oportunidad de
analizar comparativamente la información para que el ciu-
dadano pudiera elegir de manera libre y espontánea cuales
serían los candidatos que mejor se aproximaran a sus pre-
ferencias y a sus intereses de representatividad.

Un elemento de preocupación adicional en este contexto,
es que aparte de que no se utilizaron estos mecanismos, lo
que si se utilizó en algunos de los casos para llegar al elec-
torado de manera directa, fueron las técnicas mercadológicas
actuales; donde muchas de las veces, se ofrece información
que brinda un panorama parcial y muy limitado de lo que re-
almente es el candidato, es decir, que fácilmente se puede es-
tar ofreciendo al electorado una imagen prefabricada de una
personalidad que dista mucho de la realidad.

En este contexto, si sabemos de antemano que esto segura-
mente va a seguir ocurriendo, de aprobarse esta propuesta,
tendrían los electores la posibilidad de contar con la opción
de informarse adecuadamente a través de los medios ofi-
ciales, o de quedarse con los mensajes que les lleguen a tra-
vés de las campañas mediáticas previamente diseñadas.
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Sistemas informático-electorales actualmente existentes

En este contexto de ideas, resultará de suma utilidad cono-
cer cuáles son estos sistemas de información que ya han si-
do desarrollados por el Instituto Federal Electoral, y a los
cuales se ha destinado una muy buena cantidad de recursos
humanos y materiales; a saber:

a) El Sistema de información de candidatas y candi-
datos: Conócelos. En este sistema es factible consultar
las listas de candidatas y candidatos a senadores y dipu-
tados electos por los principios de mayoría relativa y re-
presentación proporcional.

b) Sistema de información conoce a tu candidato. En
el que se consultan las listas de los precandidatos a los
distintos cargos de elección popular que participan en
las elecciones internas de los partidos políticos naciona-
les.

c) Sistema de información de plataformas electora-
les. En el cual se pueden consultar las plataformas elec-
torales de los partidos políticos y coaliciones que parti-
cipan en el proceso electoral federal, a partir del año
2006.

d) Sistema de información de órganos directivos de
los partidos políticos nacionales, a nivel nacional y
estatal, donde se puede consultar la información corres-
pondiente por cada partido político que cuenta con re-
gistro ante el Instituto Federal Electoral, misma que
comprende Entidad, nombre del funcionario, cargo del
funcionario, fecha en que el partido comunicó al Insti-
tuto los nombramientos, fecha en la que se llevó a cabo
la elección del funcionario y la página del libro en la que
se encuentra inscrita la integración correspondiente

En este sentido, recapitulamos que a pesar de la efectividad
con la que fueron preparados estos sistemas, algunos de és-
tos como el de “Candidatas y Candidatos: Conócelos” y
“Conoce a tu Candidato”, han resultado tener cierta utili-
dad práctica cuando se consultan únicamente las listas de
los candidatos; pero son un verdadero “elefante blanco” si
tomamos en cuenta que en los datos mostrados, en la ma-
yor parte de ellos aparece la leyenda de “no disponible”,
refiriéndose a los candidatos o partidos políticos que no
capturaron sus datos.

Esta deficiencia, reiteramos, radica en la “no obligatorie-
dad” que tiene el registro de la información, en virtud de

que en la estructura de estos sistemas, algunos requeri-
mientos de información están dispuestos al albedrío de los
candidatos, es decir, que ellos puede decidir si les parece
conveniente su publicación o no, y lo que es evidente, es
que la mayoría de los candidatos se han inclinado porque
no les es indispensable realizar la captura.

Muestra de lo anterior es el campo “Información del can-
didato propietario”, en el que solamente en algunos casos,
se puede observar información como que refiere datos co-
mo medios de contacto y trayectoria profesional y política;
datos que en definitiva para un ciudadano resultan funda-
mentales para fundamentar su decisión y cuyos datos de-
berían ser sin excepción alguna, totalmente obligatorios.

Por otro lado, resalta que en ninguno de los casos, se mues-
tra algún plan de acción o propuestas particulares específi-
cas, que pudieran servir de referente fundamental para que
los electores conocieran cuales son las intenciones de ges-
tión pública de sus candidatos. De conocer esta informa-
ción, los ciudadanos podrían saber aunque fuera de mane-
ra sucinta, que acciones se estarían desarrollando en caso
de resultar triunfadores determinados candidatos, esto les
permitiría establecer algún tipo de intercambio con ellos en
las campañas, externando aportaciones y sugerencias que
podrían ser sumamente enriquecedoras en esta etapa, que
muy bien podría brindar elementos de previsión y planea-
ción en los cuales pudiera cimentarse la relación elector-re-
presentante popular.

Por otro lado, esto estaría facilitando la utilización de una
de las herramientas fundamentales en las sociedades de-
mocráticas, que tiene que ver con la necesaria e importan-
tísima transparencia y consecuente rendición de cuentas,
que abriría las posibilidades de un escrutinio público por la
sencilla razón de que el ciudadano sabría bajo que rubros
cuestionar el desarrollo de la gestión, mediante la apropia-
ción masiva del derecho de acceso a la información.

Un aspecto que es oportuno comentar como otra de las
bondades de esta propuesta, es que aun cuando en la legis-
lación mexicana no contamos con los mecanismos de ree-
lección consecutiva inmediata como forma de control ciu-
dadano hacia sus gobernantes, si existe la posibilidad de
que el ciudadano contemple el seguimiento de la carrera
política del candidato en cuestión, y de esta forma será más
sencillo que pueda hacer uso del poder del “voto” para de-
finir si desea que determinado político continua en la are-
na política, o se perfila hacia otras actividades.
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De esta manera, el contar con la información de las carre-
ras políticas de los aspirantes a ocupar cargos de elección
popular, pueden ser de gran utilidad al elector para revisar
la curva o trayectoria que llevan los aspirantes a ocupar un
espacio público. Esto es, que al comparar los registros de
candidatos, que debieran estar perfectamente detallados,
puede dar cuenta si las tendencias de la carrera política en
cuestión podría ubicarse dentro de las unidireccionales, es
decir, aquella carrera política donde todas las posiciones
están organizadas en una jerarquía, o si la carrera que sigue
el interesado cuentan con rutas que marcan diferentes ni-
veles de gobierno y diferentes tipos de instituciones, donde
además no hay una jerarquía de encargos, pero que se apli-
can de acuerdo a los orígenes o preferencias de los electo-
res. También puede apreciar si la trayectoria del político se
perfila hacia el tipo de carreras que han sido tipificadas por
algunos estudiosos de la ciencia política como de circuitos
integrados, es decir que aun no existiendo una jerarquía
clara como en el movimiento unidireccional, la carrera po-
lítica está conectada a través de un fuerte papel de coordi-
nación de instituciones; o dicho de otra manera, que dicha
conexión se percibe de acuerdo con los partidos o grupos
de interés que representa.

Referentes conceptuales relevantes

Como parte importante de esta argumentación, considera-
mos de suma utilidad el revisar a detalle los principales tér-
minos que se están incluyendo en esta propuesta. De esta
forma encontramos como un primer término el de informa-
ción.

Para el investigador y catedrático brasileño Idalberto Chia-
venato, la información es un conjunto de datos con un sig-
nificado, que reducen la incertidumbre o que aumentan el
conocimiento de algo. Es pues un mensaje con significado
en un determinado contexto, disponible para uso inmedia-
to y que proporciona orientación a las acciones por el he-
cho de reducir el margen de incertidumbre con respecto a
nuestras decisiones2.

Según Ferrell y Hirt, la información comprende los datos y
conocimientos que se usan en la toma de decisiones3. Es
así que entendemos que el valor de la información está vin-
culado intrínsecamente a la toma de decisiones, por ende a
los resultados que de ella emanan, así como a los costos
que comprende llámese de tiempo, esfuerzo, espacio, etcé-
tera, de tal forma que la podemos advertir como un recur-
so especial y esencial.

En un sentido más genérico, podemos decir que la infor-
mación se puede entender como el conjunto de elementos
o datos de contenido que proporcionan y tienen un signifi-
cado, el cual logra comprenderse a través de códigos, sím-
bolos y lenguajes, que forma parte fundamental del proce-
so de la comunicación y por ello tiene un gran valor.

Cabe referir que la información tiene valor añadido porque
permite adoptar una posición adecuada a la hora de tomar
una decisión para solucionar un problema, cuando previo a
su análisis, se le ha adicionado un conjunto de valores que
la hacen ser pertinente, haciéndola confiable, precisa y de
acceso rápido y eficiente.

Por tanto, la información en sí reúne datos, los organiza,
analiza, disemina, valora y los usa para un fin específico.
Luego entonces, la información es vital en la elección de
un candidato al ser una de las decisiones más importantes
que los miembros de un partido político o el ciudadano
mismo, pueden tomar.

Como podemos observar a través de las referencias de es-
tos importantes estudiosos, la información es un punto cla-
ve para tomar decisiones efectivas y eficaces, para ello, de-
be estar ordenada, clara y disponible.

Hoy por hoy, la información cuenta con grandes aliados,
porque está apoyada para su rápido y fácil acceso en las
modernas tecnologías de comunicación; así se dispone de
una gran cantidad de datos, magistralmente resueltos a tra-
vés de sistemas informáticos que se han convertido en una
útil herramienta que trasciende a todos los sectores y ám-
bitos de la población.

Por otro lado, podemos afirmar que la política no se en-
cuentra aislada de esta dinámica, porque como área funda-
mental en la determinación del orden social, se encuentra
sujeta a una gran diversidad de información. 

Para Manuel Castells4 en su ambicioso y original intento
de formular una teoría sistemática que dé cuenta de los
efectos fundamentales de la tecnología de información en
el mundo contemporáneo, se analiza la revolución tecnoló-
gica desde el punto de vista de modificación de la base de
la sociedad a un ritmo acelerado.

Por otro lado, el catedrático de referencia, ha estudiado el
caso de Finlandia, como ejemplo exitoso de inserción en
un mundo globalizado, de la mano del desarrollo de la so-
ciedad de la información.
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Por tanto, podemos afirmar que la información está vincu-
lada a que la vida nacional continúe en franca evolución,
para que sus actores, infraestructura y resultados también
evolucionen; porque es innegable que existe una funda-
mental necesidad de contar con información que sustente a
toda esa infraestructura política; de tal manera que se inte-
gre, procese y analice de manera rápida y expedita, consi-
derando el gran volumen de datos que ayudan a intercam-
biar información útil y confiable en un contexto de
constante movimiento.

En el rubro de la información reservada, se puede acotar
que la información que se pretende ampliar para los fines
de esta propuesta, debe sujetarse en la medida de lo posi-
ble a las precauciones necesarias para que dentro los datos
que los candidatos tengan a bien proporcionar, no se com-
prometa de ninguna manera su vida, su seguridad personal
o salud, y la de ninguna de las personas que lo rodean y de
manera más amplia y tal como lo acota la legislación en la
materia, la información que se proporcione no debe estar
clasificada como comprometedora para la seguridad nacio-
nal, la seguridad pública o la defensa nacional, para la con-
ducción de las negociaciones internacionales, así como pa-
ra la estabilidad financiera, económica o monetaria del
país.

O como se señala en el propio marco regulatorio mexica-
no, que también debe considerarse como información re-
servada, la que determinen otras leyes, los secretos indus-
triales, fiscales, bancarios, fiduciarios u otros. Las
averiguaciones previas, los expedientes judiciales o de los
procedimientos administrativos seguidos en forma de jui-
cio, así como los procedimientos de responsabilidades y
deliberativos de los servidores públicos. Por lo tanto este
tipo de información no debe estar incluida en los registros
a que hace alusión la propuesta.

En este mismo sentido, el Instituto Federal de Acceso a la
Información y Protección de Datos, Ifai, ha determinado
con respecto al currículum vitae, que si bien es cierto con-
tiene datos personales –pues generalmente en él se señalan,
entre otros datos, el domicilio particular, el número telefó-
nico, la fecha de nacimiento y el estado civil– se sugiere
adoptar el criterio que para los servidores públicos, y en es-
te caso para los candidatos a puestos de representación po-
pular, debe elaborarse una versión pública de este docu-
mento, que contenga los antecedentes laborales y la
preparación académica entre otros, que lo acrediten con las
características de idoneidad del servidor público en el car-
go que ocupa.

Sobre este particular, la propia propuesta pretende que se
eliminen de las publicaciones oficiales de los registros, por
lo menos dos de los que se mencionan como necesarios en
el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, de manera tal que todo lo comentado anteriormen-
te pueda ser debidamente previsto.

En segundo término, se referirá lo que en esta argumenta-
ción se entiende por carreras políticas. Este concepto ad-
quiere una relevancia particular, si consideramos que mu-
chos de los candidatos a cargos de elección popular,
cuentan con una trayectoria dentro de la arena nacional de
enorme trascendencia, para lo cual será de una utilidad in-
calculable conocer lo que al respecto expresan los autores
más relevantes.

De esta forma, encontramos la importante aportación del
doctor Manuel Alcántara Saez5, que en su obra más re-
ciente “El oficio del Político”6, recopila sus investigacio-
nes de los últimos años acerca de las carreras de los políti-
cos, aunado a los resultados de casi dos décadas de
encuestas a Diputados latinoamericanos con sobresalientes
reflexiones realizadas desde diferentes enfoques. Una de
sus aportaciones más destacadas se refiere a que es muy
importante cambiar a las Instituciones, pero una buena for-
ma de hacerlo es, cambiando a las personas que las con-
forman, en este sentido enfatiza que las personas “impor-
tan”. Con este referente encontramos un gran soporte a la
propuesta, toda vez que al proporcionar más información al
electorado, pretendemos que en la medida de lo posible
mejore el perfil de los candidatos, que serán los futuros po-
líticos.

En este contexto, podremos también recordar lo comenta-
do por Max Weber7, en su famosa conferencia de la políti-
ca como profesión, en donde menciona que la profesiona-
lización de la política, es el resultado necesario de la
democratización y una fuerza transformadora.

De esta manera tenemos que si es bien es cierto, es por to-
dos conocido que la mayor parte de los políticos tienen la
intención de continuar ascendiendo en su carrera, para lo-
grarlo dependen de una serie de condiciones estructurales
que se diferencian de acuerdo con el tiempo o el lugar en
que se desarrollen; pero también y de manera muy impor-
tante por el grado de las características personales de los
propios aspirantes. Por otro lado, muchas de estas caracte-
rísticas no son lo suficientemente conocidas por los votan-
tes, por lo que es por demás aceptable la idea de que un po-
lítico profesional, forzosamente tendrá mayor éxito en
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cuanto sus electores conozcan a profundidad las cualidades
que posee.

Con respecto a la estructura de oportunidades, –que se po-
drá apreciar en la información que el propio candidato de-
be proporcionar–, encontramos que se podrá percibir, re-
cordando para esto al autor clásico reconocido como uno
de los principales precursores de la ciencia política, Schle-
singuer, que cuando se mencionan los principales movi-
mientos de las carreras políticas, podemos considerar, si
estos pueden conceptualizarse como discretos, es decir con
una trayectoria más bien corta, que inclusive esta carrera
política puede terminar al concluir el cargo, si logra ganar
la elección. Si es una carrera “estática”, porque se restrin-
ge a un encargo o un organismo en particular, o si de for-
ma definitiva estamos hablando de una carrera “progresi-
va”, marcada por un mayor número de movimientos entre
los diferentes organismos y los diferentes niveles.

Otro término relevante a considerar es el del voto. Una de
las principales acepciones que encontramos en este térmi-
no, se refiere a la elección de candidatos en el entorno po-
lítico, sea cual fuere su perspectiva; lo que nos hace dis-
cernir en torno a la exigencia de valorar de cada uno de
estos actores, como su origen, su vida social, trayectoria
profesional, laboral y política; principios, logros, objetivos,
metas, planes, proyectos, entre muchos otros aspectos que
al ser analizados y evaluados nos permitirán tomar una
adecuada decisión.

Así tenemos lo comentado por el analista político Gabriel
Zaid, en el sentido de que los que siempre votan por el mis-
mo partido no tienen el problema de razonar su voto cada
vez que hay elecciones. La apuesta hacia el mejoramiento
de las condiciones políticas, se refleja en el sentido de la
modalidad de decidir por ejemplo mediante un voto útil,
que requiere el análisis de cada uno de los candidatos y de
sus posibilidades reales en una elección, para buscar con-
solidar sus tendencias sumando el voto individual a una co-
rriente colectiva.

El voto razonado, sería el que se estaría buscando con la
puesta en marcha de la propuesta, toda vez que se pretende
que elector pueda analizar con detalle las características del
candidato y de su plan básico de trabajo para que pueda su-
fragar de manera consciente, libre y de acuerdo a sus pre-
ferencias reales.

Por otro lado, tenemos el término candidato que de acuer-
do con la Real Academia Española tiene dos acepciones;

una que tiene que ver con que candidato es “una persona
que pretende alguna dignidad, honor o cargo”, y la otra con
que es “una persona propuesta o indicada para una digni-
dad o un cargo, aunque no lo solicite”.

Por otro lado, la autora Flavia Freidenberg, explica que un
candidato es “la persona que se postula a ser elegida para
algún cargo público electo en unas elecciones, normalmen-
te incluido en unas listas electorales”8. En este sentido el
vocablo candidato se ve relacionado de manera directa con
un proceso de elección; es por ello, que esta persona de-
biera adquirir características especiales, es decir, condicio-
nes y requisitos de elegibilidad para ocupar un cargo de
elección popular.

De acuerdo con el doctor en derecho por la Universidad
Nacional Autónoma de México y magistrado de la Sala Su-
perior del Tribunal Federal Electoral del Poder Judicial de
la federación, Manuel González Oropeza, “los requisitos
de elegibilidad se expresan en términos positivos y gene-
ralmente se refieren al estado jurídico, la edad, la capaci-
dad y la oriundez, vecindad o residencia que debe reunir la
persona. En estrecha relación con lo anterior, existen cau-
sas de inegilibidad, las cuales se expresan en términos ne-
gativos, y generalmente se refieren a los cargos, vínculos o
antecedentes que no deberá poseer quien aspire a ser can-
didato”9 y la “candidatura es la propuesta de una persona o
conjunto de éstas para ocupar la titularidad de un cargo, ge-
neralmente electivo. Jurídicamente y en términos electora-
les, puede afirmarse que la propuesta deviene en candida-
tura y las personas propuestas en candidatos”10.

La palabra candidato, de acuerdo con el Código Penal Fe-
deral de los Estados Unidos Mexicanos, se refiere a “los
ciudadanos registrados formalmente por la autoridad com-
petente”11.

Por tanto, la expresión candidato la podemos entender pa-
ra efectos de esta propuesta, como la persona que se postu-
la para algún cargo público, cuyas competencias y cualida-
des responden a las exigencias de su entorno político,
social y económico.

Como podemos observar, la elección de lo que podría lla-
marse un político profesional, implica un proceso de análi-
sis escrupuloso de la información que contiene, la cual de-
be ser precisa, y rápidamente accesible para alcanzar una
real competitividad ante el entorno. Esto reafirma una vez
más, lo fundamental que resulta el contar con información
oportuna, integral12 y de calidad de manera que para lograr
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esa competitividad es por demás conveniente apoyarse en
las tecnologías de información y comunicaciones.

Por lo que respecta a la toma de decisiones, es importante
recordar que el ser humano está invariablemente supedita-
do a ello y con esto arriba a la necesidad de contar con los
elementos de juicio necesarios para que esa toma de deci-
siones se realice de la mejor forma posible; apoyándose pa-
ra esto en la observación de entornos y en la meditación de
los cursos alternativos de acción, así como en el análisis de
las fortalezas, debilidades y complejidades del asunto a tra-
tar, para así determinar, o elegir una o más opciones para
solventar sus requerimientos.

En otras palabras, no siempre resulta fácil ese proceso, por-
que conlleva a las acciones de identificar y a asignar peso
a los criterios. A analizar, desarrollar, seleccionar e imple-
mentar la alternativa más viable, para que finalmente, y
conforme a los resultados obtenidos, se esté en posibilidad
de evaluar la eficacia de la decisión tomada.

Antecedentes internacionales

A partir de lo anterior, es menester referir que en México,
aunque no estén debidamente utilizados, no es un caso ex-
clusivo de relevantes avances tanto tecnológicos, como
técnicos en materia de sistemas de información integrales,
efectivos y flexibles en materia de elección de candidatos.

Al respecto podemos distinguir algunos casos de muy bue-
nos resultados como el que se utiliza en Panamá, país que
implantó el Sistema de Información de Postulaciones de
Candidatos Políticos a Puestos de Elección Popular del Tri-
bunal Electoral13, proceso que consistió en mejorar todo el
trámite de admisión de las postulaciones de los candidatos
a puestos de este tipo, debido a que en procesos electorales
anteriores esta etapa se llevaba a cabo de manera engorro-
sa, tanto para el usuario final, como para el personal de in-
formática involucrado. Esto se debía a que los sistemas an-
teriormente utilizados habían sido semiautomatizados.

Lo manual, mencionan los expertos de ese país, involucra-
ba la verificación de toda la documentación de cada candi-
dato, incluyendo algunos datos como la edad para el cargo
al que se aspira, circunscripción según el registro electoral,
que el candidato no tuviera delitos electorales, que no fue-
ra funcionario de la institución y otros requisitos de fondo
que por ley son obligatorios cumplir en esa nación. La par-
te automatizada constaba de un sistema poco robusto que
no validaba muchos de los requisitos que podían ser verifi-

cables en la base de datos del Tribunal Electoral de Pana-
má.

La otra parte del problema, según los propios técnicos, era
la de que el sistema utilizado anteriormente en los partidos
políticos no estaba en red entre sus terminales, ni con el
Tribunal Electoral. Después de verificada la información
de cada postulación se debía emitir una resolución de acep-
tación o de rechazo.

Todo este proceso tenía un periodo estipulado de 30 días
naturales y cada postulación un máximo de tres para ser
aceptada o rechazada, de lo contrario el Tribunal Electoral
de Panamá tendría que aceptar la postulación aunque no
cumpliera con los requisitos, en cuyo caso habría que pro-
ceder a impugnar, lo cual alargaba el proceso de admisión
o rechazo de una postulación.

Con este nuevo sistema implantado, el país permitió la cap-
tura de las postulaciones, las validaciones de los requisitos
de fondo que anteriormente se llevaban de forma manual,
la emisión automática de las resoluciones de aceptación o
de rechazo, la generación de reportes, a tal grado que en ca-
da sede de los partidos políticos se instaló un sistema en
red con el Tribunal Electoral de Panamá con la finalidad de
que cada partido político tuviera la oportunidad de digitar
sus propias postulaciones, presentarlas por Internet o pre-
sencialmente a través de memoriales emitidos por el siste-
ma. 

Así el Sistema de Información de Postulaciones de Can-
didatos Políticos a Puestos de Elección Popular de Pa-
namá, ha cumplido con los requerimientos y necesidades
del Tribunal Electoral de ese país, que exigió un sistema
que fuera útil para sus usuarios internos y para los partidos
políticos del país. Por lo que este sistema fue reglamenta-
do por el decreto número 29 del 19 de septiembre de 2003
y los aspectos técnicos concernientes al modo de la pre-
sentación de las postulaciones por Internet, fueron defini-
dos en el decreto número 33 del 4 de diciembre del 2003.

Cabe destacar que desde su creación, el Tribunal Electoral
panameño se ha caracterizado por la constante búsqueda e
incorporación de nuevas tecnologías que faciliten los pro-
cesos electorales y además garanticen la imparcialidad de
las elecciones brindando un servicio más seguro, eficiente
y rápido a todos los participantes. La evolución del marco
legal y el proceso de reforma en realidad no han sido reali-
zados por parte del Tribunal Superior de Justicia Electoral,
ya que no cuenta con iniciativa parlamentaria. Todas las re-
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formas necesarias para la implementación de nuevas tec-
nologías se han logrado a través de los partidos políticos
representados en el Congreso.

Otro ejemplo de avance tecnológico en esta materia, lo en-
contramos en el acuerdo de la Resolución número 5004-
2010-JNE, en el cual se aprueba el Reglamento de Inscrip-
ción de la República de Perú, de fórmulas y listas de
candidatos con motivo de las elecciones generales de 2011.

Con motivo de las Elecciones Políticas Generales del 2006,
el JNE promovió la suscripción del Pacto Ético-Electoral
por las organizaciones políticas en el Registro de Organi-
zaciones Políticas. Dicho pacto fomenta básicamente el vo-
to informado en la ciudadanía y el debate de ideas y pro-
gramas durante la campaña electoral.

Al tenor de esta concepción es que el JNE desarrolla sus
funciones en los ámbitos jurisdiccional, fiscalizador, edu-
cativo, normativo y de función administrativa y de registro
electoral.

Para el caso del ingreso al sistema de personeros, candida-
tos y observadores, se requiere primero ingresar los DNI de
los integrantes de las diversas listas de candidatos, a fin de
generar la solicitud de inscripción que deberá ser impresa
y firmada por el personero correspondiente y presentada
ante el Jurado Electoral Especial respectivo. Enseguida se
debe ingresar la información relativa a datos personales,
formación académica, experiencia laboral, cargos políticos
u otro tipo de experiencia y al final los antecedentes judi-
ciales o penales y opcionalmente la información de su pa-
trimonio, la misma que deberá ser impresa y firmada por el
candidato y el personero correspondiente y presentada an-
te el Jurado Electoral Especial respectivo, para finalmente
ingresar las diferentes propuestas de gobierno que presen-
tan los candidatos y las organizaciones políticas en la re-
gión o localidad en la que postulen.

También debe completar el plan de gobierno de cada orga-
nización política, así como la declaración jurada de vida,
misma que permite a las organizaciones políticas, mostrar
el perfil de los candidatos que presentarán en sus respecti-
vas listas, la cual contiene información tal, como los datos
personales del candidato, la experiencia laboral. La forma-
ción académica los cargos políticos, los antecedentes e in-
formación adicional que resulte necesaria.

Al respecto tenemos, que como bien lo expresa la Organi-
zación de los Estados Americanos, OEA, el valor real de un

sistema de información reside en “los beneficios del uso de
la tecnología de la información en las distintas fases de los
procesos electorales, como es el acelerar los procesos, la
inclusión al facilitar el voto a electores y disminuir el tiem-
po de transmisión y presentación de resultados” y que “el
incorporar tecnologías en el acto de elección se busca en-
tre otras cosas la agilidad, transparencia, confiabilidad y
seguridad del proceso electoral”14.

Por tanto, hoy en día resulta imperioso utilizar los Sistemas
Nacional de Información de Candidatos con los que ya
contamos, apoyados en el uso de las tecnologías de infor-
mación y comunicaciones, si queremos dejar de subutilizar
la tecnología a nuestro alcance, mejorando el marco legal
sobre el proceso electoral, a fin de que podamos como na-
ción, revelar ágilmente información sustantiva, integral,
clara y efectiva.

Por otro lado, también puede resultar sumamente conve-
niente, el poder utilizar la tecnología electoral para obviar
la entrega de documentación manual, toda vez que ya con-
tamos con las herramientas necesaria para evidenciar la au-
tenticidad, la confianza y la seguridad de la información
contenida en el sistema.

También existe la posibilidad real de validar la transparen-
cia de la información y de la tecnología utilizada, para que
las actividades de revisión, de certificación, de pruebas, de
auditoría tecnológica y de contenido, sean realizadas con el
mayor y más eficaz escrutinio del organismo responsable
del proceso de elección, por los partidos políticos o por ter-
ceros; en tiempos razonablemente destinados para estos fi-
nes. Por lo que este “sistema nacional” debe garantizar y
legitimar la seguridad tecnológica, ya que algunos medios
como el Internet, son vías de comunicación pública. Con-
juntamente, los criterios de información deberán atenderse
por los principios de generalidad, congruencia y uniformi-
dad, a fin de que permitan dar a conocer sistemáticamente
las características y patrones de los actores sujetos a elec-
ción y del propio fenómeno de la selección, al punto que se
asegure la disponibilidad de información confiable y opor-
tuna, sin menoscabo de las particularidades de que son ob-
jeto por las normatividades de cada región o territorio y
partido político.

Sólo así se favorecerá al electorado, sea cual fuere su natu-
raleza, con la disposición de mayores y mejores elementos
que le permitan tomar decisiones juiciosas en esta materia.
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Resumen de la propuesta

Es menester traer a colación en esta oportunidad, la impor-
tancia de considerar que los ciudadanos mexicanos con ca-
pacidad de elegir a sus autoridades o representantes popu-
lares, deben de gozar de toda la información que les resulte
indispensable para que la decisión que adopten se determi-
ne con elementos de juicio básicos.

Así, y contando con el debido cuidado en la protección de
datos personal, y con pleno apego a los principios de lici-
tud, consentimiento, información, calidad, finalidad, leal-
tad, proporcionalidad y responsabilidad, se detallan ahora
los principales puntos conclusivos de esta propuesta:

1. Una de las obligaciones más importantes del Estado
mexicano, a través del Instituto Nacional Electoral, con
respecto del correcto abastecimiento de la información
a los electores, es el correcto registro de los candidatos
a los puestos de elección popular. Es ese preciso mo-
mento, donde las personas que se presentan como op-
ciones a los ciudadanos cumplen con el requisito de pre-
sentar su información, la cual puede ser consultada y
validada en el momento que se estime pertinente. 

2. En este contexto, tenemos que el rubro de la escolari-
dad de los candidatos, podría ser uno de los elementos
más valiosos en la decisión de los electores al momento
de votar. El conocer cuáles han sido los estudios de los
aspirantes a representar a un grupo importante de ciuda-
danos, brindará elementos decisivos para considerar si
puede ser a criterio del elector, la mejor opción. Es de-
cir la que cumpla con sus expectativas de que la perso-
na que estará al frente de sus decisiones cuenta con los
conocimientos necesarios para representarla. En este ru-
bro, se especificó en la propuesta que aparte del último
grado de estudios, los candidatos deberán registrar co-
mo información de carácter complementario los demás
estudios que tengan en su haber.

3. Otro elemento importante es la experiencia laboral,
en donde se está solicitando la inclusión de por lo me-
nos las tres últimas ocupaciones del candidato. Esto, de
manera definitiva, brindará una nueva ventana de infor-
mación, que permitirá al elector, saber las empresas, los
organismos o las instituciones públicas en las que se ha
desarrollado el candidato de referencia. Aquí también
podrá percatarse de la viabilidad de esta opción, con res-
pecto a cubrir las expectativas de conocimientos prácti-

cos. Esto tiene una relación directa con algunas perso-
nalidades que si bien es cierto no lograron obtener un tí-
tulo de técnico o de licenciatura, cuentan con las capa-
cidades y destrezas necesarias, toda vez que su
trayectoria laboral puede apreciarse como amplia.

4. No menos importante, es la inclusión en el registro
obligatorio de los candidatos la de la experiencia políti-
ca. En este espacio, el aspirante deberá registrar los di-
ferentes cargos en los que se haya desempeñado tanto en
la Administración Pública, ya sea local, estatal o federal,
así como los puestos que haya ocupado en alguno o al-
gunos de los tres poderes. De esta forma el ciudadano
podrá apreciar con toda certeza, como se está desarro-
llando la carreta política del candidato de referencia.

Una de las cuestiones más importantes que se podrán lo-
grar con este rubro, es el que el Ciudadano podrá emitir
un voto estratégico, si así lo desea, considerando que al
revisar su trayectoria, puede calcular algunos aspectos
que pueden ser decisivos como el que se perciba que el
aspirante va a concluir con el encargo, o si se puede
considerar la posibilidad de que no concluya con el en-
cargo y un momento dato pida licencia. Este es un ele-
mento que el elector puede considerar si quiere que su
representante se quede por tres años, a manera de ejem-
plo.

5. Un rubro más de los requerimientos actuales es el que
tiene que ver con la integración al registro de las orga-
nizaciones de la sociedad civil a las que pertenece o en
las que ha participado el candidato. Esto le puede dar
una idea de las características de su trabajo con los gru-
pos sociales, si es que lo tiene. De alguna forma si no se
aprecia colaboración con ninguna organización, pode-
mos estar ante el supuesto de un personaje que aún no
ha incursionado en trabajo con organizaciones sociales,
lo que puede representar un interesante punto de partida
en la decisión de su voto.

6. La integración del plan básico de acción, representa
sin duda un elemento de la mayor relevancia, toda vez
que hasta el momento los electores en México, no cuen-
tan más que con lo detallado en las distintas plataformas
políticas que registran los partidos políticos, y de mane-
ra definitiva no se tiene la facilidad de visualizar, por lo
menos con los puntos básicos de un sencillo plan de tra-
bajo de su representante, al cual le puedan dar segui-
miento y buscar la correcta rendición de cuentas.

Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados264



El no conocer lo que se espera como resultado de cual-
quier actividad, está destinado a la opacidad, por lo que
consideramos que de aprobarse la propuesta, esta será
una herramienta de suma importancia en la información
de las carreras políticas con la que podrán contar los ciu-
dadanos.

7. Para poder decir que la propuesta está completa, no
podía dejar de registrarse su publicación en el diario ofi-
cial de la federación, así como en los medios electróni-
cos más importantes. De esta forma no se contará sola-
mente con el adecuado registro de los datos, sino que
además los ciudadanos podrán estar en posibilidades de
conocerlos a fondo; de otra manera, estaríamos hablan-
do de una herramienta que aunque puede ser considerad
de suma utilidad, está destinada al fracaso.

Adicionalmente a esto, se consideró apropiado que el Ins-
tituto deberá desarrollar las estrategias necesarias, para dar
a conocer en los medios masivos de comunicación, la dis-
ponibilidad de acceso a estos registros. Esto va aún más a
reforzar la amplia difusión que deberán darse a estas herra-
mientas.

Es precisamente por lo expuesto, que debemos estimar la
pertinencia de la puesta en marcha de las reformas al mar-
co jurídico mexicano que se presentan en esta oportunidad,
para que el Instituto Nacional Electoral y los propios parti-
dos políticos, implementen las acciones necesarias, en vis-
ta de que es factible disminuir esta problemática encon-
trando la posibilidad de integrar a la legislación mexicana,
la obligación de detallar con mayor profundidad el conte-
nido del registro de candidaturas, especificando los datos
más relevantes de las carreras políticas de los aspirantes a
ocupar un puesto de elección popular a nivel federal, entre
las que se incluyan su escolaridad, experiencia laboral, tra-
yectoria y principales logros políticos, participación en or-
ganizaciones de la sociedad civil y plan básico de acción.

O dicho de otra manera, que se dispongan abiertamente los
campos en los respectivos sistemas de información, para
que se capture obligatoriamente, toda aquella información
de calidad, que le permita al elector tomar una documenta-
da y acertada decisión, dependiendo del entorno en que se
encuentre. 

Por lo expuesto, solicito se privilegie la presentación de es-
ta iniciativa ante esta honorable asamblea, de manera que
este Poder Legislativo, sea el conducto del fortalecimiento
de ésta.

Decreto que reforma y adiciona el primer párrafo de los
artículos 238 y 240 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales

Artículo Único. Se reforma y adiciona el primer párrafo
del artículo 238 y el primer párrafo del artículo 240, de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales,
en los términos siguientes:

Artículo 238

1. La solicitud de registro de candidaturas deberá señalar el
partido político o coalición que las postulen y los siguien-
tes datos de los candidatos.

A) Apellido paterno, apellido materno y nombre com-
pleto;

B) Lugar y fecha de nacimiento;

C) Domicilio y tiempo de residencia en el mismo;

D) Ocupación

E) Nacionalidad;

F) Clave de la credencial para votar;

G) Cargo para el que se postule;

H) Escolaridad: donde se especifique el nivel de es-
tudios y otros estudios complementarios;

I) Experiencia laboral, incorporando al menos las
tres últimas ocupaciones, si las hubiere;

J) Trayectoria política, que incluya los principales
logros obtenidos en cada uno de los encargos de re-
presentación en los que haya participado.

K) Las organizaciones de la sociedad civil a las que
pertenece o haya pertenecido, y

2. al 7. …

Artículo 240

1. El Consejo General solicitará oportunamente la publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación de la relación de
nombres de los candidatos y los partidos o coaliciones que
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los postulan, así como los datos contenidos en la solici-
tud de registro de candidaturas, exceptuando de esta
publicación, los datos registrados en los incisos c) y f)
del artículo 238 del presente ordenamiento.

Esta información deberá ser publicada en los formatos
electrónicos disponibles del Instituto Nacional Electo-
ral, de manera tal que resulte de fácil acceso al público
en general.

Adicionalmente, el Instituto deberá desarrollar las es-
trategias necesarias, para dar a conocer en los medios
masivos de comunicación, la disponibilidad de acceso a
estos registros.

2. En la misma forma se publicarán y difundirán las cance-
laciones de registros o sustituciones de candidatos. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Nacional Electoral dispondrá de se-
senta días hábiles, a partir de la entrada en vigor de estas
disposiciones, para realizar las adecuaciones a sus sistemas
de registro de candidaturas, así como para actualizar los
formatos electrónicos disponibles, para que el público en
general pueda visualizar la información. 

Tercero. La utilización de los nuevos formatos de registro,
se dará a partir de la campaña electoral que coincida con la
puesta en vigor de estas modificaciones.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan a este decreto.

Notas:

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 35.
Candidato: Un derecho del ciudadano mexicano. Diario Oficial de la
Federación. México, DF, última reforma 15de octubre de 2012. Pági-
nas 28 y 29.

2 Idalberto Chiavenato. Introducción a la teoría general de la adminis-
tración. McGraw-Hill Interamericana. Séptima Edición. 2006, página
110.

3 Ferrell O. C. y Hirt Geoffrey Introducción a los negocios en un mun-

do cambiante. McGraw-Hill Interamericana Cuarta Edición. 2004. p.
121

4 Castells Olliván, Manuel, catedrático de Sociología, Urbanismo y
Tecnologías de Información y Comunicación en la Universidad de
Berckley en California, Estados Unidos de América. Trata entre otros
temas, la “Sociedad de la Información” y relaciona la teoría del Esta-
do, con los problemas de información en su obra “El Estado red”

5 Alcántara Sáez, Manuel: Es uno de los politólogos internacionales
más importantes de las últimas décadas. Catedrático de la Universidad
de Salamanca, ha dictado cursos en distintas universidades españolas,
de Estados Unidos y de Latinoamérica. Sus principales líneas de in-
vestigación giran en torno a las élites parlamentarias, los partidos polí-
ticos, comportamiento electoral y opinión pública, así como la de la
profesionalización de las carreras políticas.  

6 Alcántara Sáez, Manuel: “El Oficio del Político”. Universidad de Sa-
lamanca, 2012.Síntesis del texto. 

7 Maximilian Carl Emil Weber, fue un filósofo, economista, jurista,
politólogo y sociólogo alemán, considerado uno de los fundadores del
estudio moderno, antipositivista de la sociología y la administración
pública.

8 Freidenber Favia. Selección de candidatos y democracia interna en

los partidos de América Latina. Asociación Civil Transparencia e In-
ternacional, IDEA. Lima, Perú. 2003, páginas 19-21.

9 González Oropeza, Manuel: Ensayo: candidaturas independientes.

Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, DF, 2010,
página 44.

10 Obra citada, página 45.

11 Código Penal Federal. Fracción IV del artículo 401. Diario Oficial
de la Federación. México, DF, 14 de junio de 2012, página 107.

12 Integral. Adjetivo que permite señalar a lo que es total o global de
una determinada cuestión, aspecto, tema o elemento.

13 Foro de Mejores Prácticas de las Américas. Incorporación de nue-
vas tecnologías en la gestión de procesos electorales. Gerardo Irimia,
integrante del Tribunal Electoral. Bogotá, Colombia. 2005, páginas 10-
12.

14 Observación del uso de tecnología electoral: un manual para las mi-
siones de observación electoral de la OEA. Secretaría General de la

Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados266



Organización de los Estados Americanos. 2006, Washington, DC,
EUA, página 6.

Salón de sesiones de la Honorable Cámara de Diputados, a 21 de oc-
tubre de 2014.— Diputados: Carlos Fernando Angulo Parra, Erick
Marte Rivera Villanueva  (rúbricas).». 

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

DECLARAR EL DIA 2 DE ENERO DE CADA AÑO,
COMO DIA NACIONAL DEL MUNICIPIO LIBRE

«Iniciativa de decreto, para declarar el 2 de enero como Día
Nacional del Municipio Libre, a cargo del diputado J. Je-
sús Oviedo Herrera y suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PAN

Los que suscriben, Genaro Carreño Muro, Raúl Gómez Ra-
mírez, Juan Carlos Muñoz Márquez, José Luis Oliveros
Usabiaga, Diego Sinhué  Rodríguez Vallejo, Elizabeth Var-
gas Martín del Campo, Luis Alberto Villarreal García, Ri-
cardo Villarreal García, Beatriz Eugenia Yamamoto Cáza-
res, Elizabeth Oswelia Yáñez Robles, en su carácter de
diputados federales pertenecientes a la LXII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, e integrantes de la
fracción parlamentaria del Partido Acción Nacional, con
fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77, numerales 1 y 3 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía iniciativa con  proyecto de
decreto para que el honorable Congreso de la Unión decla-
re el dos de enero de cada año como “Día Nacional del
Municipio Libre” al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

“Los pueblos que olvidan su historia están condenados
a repetir sus tragedias”, Marco Tulio Cicerón. 

Un claro y vivo ejemplo de lo que la ciudadanía puede lo-
grar con su participación se relaciona con todas las accio-
nes que se dieron en torno a los hechos  del 2 de enero de
1946 en la ciudad de León, Guanajuato.

Los Hechos

Corría el año de 1945, gobernaba el país el general don
Manuel Ávila Camacho, último militar titular del poder
Ejecutivo del México moderno, cuyo mandato se encontra-
ba cuestionado por las elecciones de 1940, donde tuvo co-
mo principal contrincante al también general Juan An-
drew Almazán, mucho se comentó en la época anomalías
durante  la jornada electoral y  otras formas de intimidación
de los electores ,a tal grado, que el propio general Lázaro
Cárdenas tardó en emitir su sufragio porque se habían “ro-
bado” la urna.

Una vez  pasadas las elecciones el general Ávila Camacho
se dedicó a “serenar” al país a reconciliar a los mexicanos
unirlos en causas comunes, en especial porque México ha-
bía entrado a la Segunda Guerra Mundial en apoyo de EU
y la URSS.

México se debatía por causa de los los intereses creados,
los cacicazgos, influyentísimo y demás privilegios de la
nueva “casta dorada”, de un país con incipientes institucio-
nes.

No eran asunto fácil de resolver, como ejemplo se mostra-
ba  la impunidad con la que actuaba el propio hermano del
presidente Maximino Ávila Camacho.

En la región del Bajío se agruparon las principales pro-
puestas de cambio posrevolucionario  y sucedió que  en Le-
ón, Guanajuato, un grupo de ciudadanos, que frecuente-
mente se reunían en pláticas informales junto al quiosco de
la hoy zona peatonal, se hicieron una gran pregunta ante un
hecho próximo, este año se celebrarían elecciones para pre-
sidente municipal de León, eran los tiempos en que el go-
bernador “elegía”  a sus “candidatos” la  pregunta era: ¿a
quién les iban a imponer?

“León era una ciudad de más de 100 mil habitantes,
puntualísimos pagadores de impuestos, pero que no te-
nían agua potable, ni alcantarillas, ni pisos en las calles,
ni buen alumbrado, ni policía eficaz, ni hospitales bas-
tantes, ni escuelas, ni otros servicios públicos indispen-
sables. El pueblo necesita  un gobierno que cumpliera
sus expectativas de mejor vida”.

El 6 de julio del año en curso, se formó un movimiento ciu-
dadano llamado Unión Cívica Leonesa, cuyo objetivo era
nombrar un candidato ciudadano para competir contra el
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candidato oficial. Se nombró a don Carlos Obregón para
ser el candidato del movimiento con el lema “Por un León
mejor” y dirigida por Ricardo Hernández Sorcini, como
presidente; Jesús Garibay, como secretario; y Florencio
Quiroz, como tesorero.

“La UCL logró movilizar buena parte de la ciudadanía a
favor de Carlos Obregón en las elecciones del 16 de di-
ciembre de 1945, proclamó ganador a su candidato y
acusó al PRM de haber usado durante la campaña y el
proceso electoral, un sin fin de triquiñuelas, de acarreo
de votantes y de robo de urnas, las cuales había logrado
contrarrestar la movilización ciudadana, auxiliada hasta
por notarios públicos.”

“Hemos tomado la decisión de que León sea la primera
ciudad del país que se lance a la lucha por la libertad
municipal”, se dijo entonces y esto bastaría para com-
prender cabalmente el compromiso asumido por los le-
oneses de entonces.

“El municipio libre es piedra angular de todo siste-
ma decente de organización política.”

El 16 de diciembre de 1945, día de la elección, fue históri-
co ya que más de 22 mil votos fueron para la UCL y só-
lo 58 para el candidato de PRM, pero aun con esos re-
sultados el gobernador Ernesto Hidalgo ordenó que el
candidato del PRM, Ignacio Quiroz, tomara posesión el 1
de enero de 1946.

Al mediodía del 1 de enero, la gente se reúne a discutir la
situación en el Parque Hidalgo, hasta donde llegan los sol-
dados y una tropa de caballería, quienes siguiendo órdenes
superiores, proceden a  dispersar a la gente a punta de gol-
pes y culatazos. El abuso de los soldados se fue dando a co-
nocer por todo León y la gente se empezó a organizar para
exigir respeto.

Al día siguiente, 2 de enero de 1946, el pueblo  se empe-
zó a congregar en la plaza principal para exigir que se res-
petara el voto popular y se le diera su lugar a don Carlos
Obregón, pero el doctor Quiroz dijo que tenía que “ha-
blarlo” personalmente con el gobernador Hidalgo y que a
las 6 de la tarde ya tendría una respuesta.

“Pasadas las 6 de la tarde, la gente empezó a reunirse de
nueva cuenta en la plaza y todavía no se tenía respuesta
y, por tanto, los ánimos empezaron a caldearse.

“Pasadas las 8:30 de la noche, se apagaron las luces del
palacio, quedando la plaza en penumbras y esa fue la se-
ñal para que, desde los balcones y azoteas, los soldados
empezaran a disparar sus fusiles contra la muchedumbre
y al mismo tiempo se abren las puertas del recinto ofi-
cial, salen dos piquetes de soldados que se disponen en
abanico. Escupen fuego de nuevo el máuser y las ame-
tralladoras, a una voz se voltean hacia Palacio y sobre él
hacen una descarga para continuar después rematando
heridos, ahuyentando a los valientes que han entrado a
auxiliar a sus hermanos caídos. No se detienen ni ante la
Cruz Roja, y cae un camillero.

“La multitud inerme huye despavorida; pánico, confu-
sión, tropezones. Trata la gente precipitadamente de es-
cudarse con las bancas de fierro, con los árboles, el kios-
co; gritos de pánico, de indignación impotente; mujeres
enloquecidas, ayes de dolor, estertores de agonía. Lue-
go, trozos de silencio aterrador interrumpido por el ras-
trear de hombres, mujeres y niños quejumbrosos; gritos
aislados, murmullos temerosos de los agazapados.”

La gente, asustada, corría atropelladamente rumbo al San-
tuario, los soldados los seguían y les disparaban inmiseri-
cordes.

La  nota  de Enrique Borrego Escalante  publicada en Ex-
célsior continúa narrando:

“En las frías amplias salas del hospital, hay un desga-
rrador concierto de dolorosísimos ayes. Docenas de he-
ridos esperan su turno de curación, en tanto que otros re-
sisten sin otra anestesia que su valor, las apresuradas
intervenciones quirúrgicas de albos médicos auxiliados
por madres de la caridad, cuyos ojos fatigados, brillan
compasivamente tras de los espejuelos. Hay varios lu-
nares que forman las camas vacías. Son las que pertene-
cieron por una eterna noche a los que han pasado de las
frías, amplias salas, al soleado corralón de la muerte,
donde desfila una muchedumbre sollozantes. En otras
camas, cubiertos con corrientes cobijas se adivinan los
cadáveres aún calientes de los que engrosan la proce-
sión de los desaparecidos.

“En el laboratorio, en los consultorios, en las salas de
operaciones del Hospital Civil, docenas de personas de
todas las clases sociales hacen el supremo donativo de
su sangre para los heridos, muchos de los cuales, no tie-
nen esperanza de salvación. Estas personas han acudido
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a dar centímetros cúbicos de sus vidas, con el anhelo de
salvar a las ajenas. Ahí ha desaparecido efectivamente,
la lucha de clases. El más puro humanismo ilumina con
su brillo las lóbregas estancias donde la ciencia médica
lucha por  rehacer las ruinas que las balas le mandaron
horas antes. Muchos heridos ya no se quejan. Han en-
trado en ese dulce período de la premuerte y su organis-
mo va cediendo biológicamente a los espantosos efectos
de los destrozos internos.”

Cuando el doctor Ignacio Quiroz regresaba de Guanajuato,
se enteró de la matazón y se quedó a dormir en Silao, pos-
teriormente viajó a México y luego se fue a vivir a Queré-
taro, donde años más tarde murió, nunca volvió a León. Tal
fue su vergüenza.

El 7 de enero de 1946, el presidente de la Republica, el ge-
neral Manuel Ávila Camacho, solicitó al Congreso la desa-
parición de poderes en el estado de Guanajuato quedando
así destituido el gobernador Hidalgo. Eran tales las eviden-
cias de la tropelía que el gobierno central tuvo que ceder.
Aunque los culpables de la matanza nunca fueron castiga-
dos, así como tampoco quien ordenó   disparar contra una
multitud desarmada.

Estos hechos sangrientos son la culminación de la resisten-
cia civil iniciada meses atrás.

Oficialmente se reconocerán 26 muertos y 37 heridos
graves. Y se decía que la guarnición militar había dispara-
do contra una muchedumbre azuzada por miembros del
Partido Acción Nacional y la Unión Nacional Sinarquista.

El 19 de febrero, de 1946 don Carlos Obregón toma pose-
sión oficial como presidente municipal.

Hoy es menester dar un justo homenaje a los mexicanos
que buscaron un municipio libre y una democracia nacio-
nal. Sin dudar el 2 de enero es una fecha simbólica que es
menester recordar y exaltar como merece, porque repre-
senta la lucha de todos los municipios de México, nues-
tras comunidades organizadas representan lo mejor de
nuestra gente. Reconocer esta fecha es rendir homenaje a
todos los Ayuntamientos de México y es un claro ejemplo
de reconciliación nacional.

Por todo lo expuesto, sometemos a esta Cámara de Diputa-
dos de la LXII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión decla-
ra el dos de enero de cada año: Día Nacional del Munici-
pio Libre.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Jesús Oviedo Herrera (rúbrica), Genaro Carreño Muro (rúbrica),
Raúl Gómez Ramírez (rúbrica), Juan Carlos Muñoz Márquez (rúbrica),
José Luis Oliveros Usabiaga (rúbrica), Diego Sinhué  Rodríguez Va-
llejo, Elizabeth Vargas Martín del Campo (rúbrica), Luis Alberto Vi-
llarreal García (rúbrica), Ricardo Villarreal García (rúbrica), Beatriz
Eugenia Yamamoto Cázares (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Ro-
bles (rúbrica), Erick Marte Rivera Villanueva (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y
RADIODIFUSION

«Iniciativa que reforma los artículos 223 y 226 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo
de la diputada Carmen Lucía Pérez Camarena, del Grupo
Parlamentario del PAN

La que suscribe, diputada Carmen Lucía Pérez Camarena,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma la Ley Federal de Telecomunicaciones y
Radiodifusión al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Ante una de las reformas más importantes de las últimas
décadas como lo es la Ley Federal de Telecomunicaciones
y Radiodifusión, aprobada y publicada en el Diario Oficial
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de la Federación el pasado 14 de julio, con la que se sien-
tan las bases para generar servicios de calidad por parte de
los prestadores de servicios de telecomunicación y radiodi-
fusión, nos encontramos ante una problemática que no ha
sido considerada de forma integral, como lo es la violencia
desmedida que se transmite a través de los medios de co-
municación.

Es preocupante que nos hemos convertido en una sociedad
que ha aprendido a vivir con violencia y a través de la vio-
lencia, es decir aceptándola o reproduciéndola. Se afirma
con estudios firmes que la exposición de los niños a imá-
genes o contenidos de violencia puede generar una percep-
ción de normalidad, permisión y práctica de los mismos,
cuando el objetivo real y necesario debe ser el de fomentar
el reconocimiento y respeto a la dignidad humana, a la in-
tegridad física, psicológica y sexual de las personas.

Considerando que uno de los principios fundamentales que
debemos tener presentes es la dignidad de la persona que
“quiere decir que por el simple y trascendental hecho de
existir, cada ser humano debe ser reconocido y respetado
por sí mismo, independientemente de su condición o de su
actuar. Con sus acciones, la persona puede lograr una ma-
yor realización o un detrimento de sus fines existencia-
les.”,1 es decir, su actuar se representa en sus acciones u
obras, valor que ha quedado deteriorado en nuestra socie-
dad consecuencia en gran medida a la violencia que vemos
o trasmitimos día a día.

De acuerdo al documento Infancia y violencia en medios
de comunicación. Aproximación a un aspecto de la educa-
ción informal, de la doctora Montserrat Pérez Contreras,
menciona que “en estudios recientes, la violencia de la pro-
gramación infantil en los medios, a la que tienen acceso ni-
ños, niñas y adolescentes, se describe de la siguiente for-
ma:

“Cualquier pintura [o imagen] abierta de una amenaza cre-
íble, de una fuerza física o de un uso real de la fuerza físi-
ca, con o sin una arma, con la cual se expresa la intención
de dañar o intimidar a un ser animado [o humano] o un gru-
po de seres animados. La violencia puede ser manifiesta [o
explícita] o solamente presupuesta [o implícita], y puede o
no puede causar heridas. La violencia incluye también
cualquier descripción de consecuencias físicamente perju-
diciales contra el ser humano o animado, lo que ocurre co-
mo resultado de imágenes violentas no vistas o expresadas
explícitamente.”2

Si bien, los medios de comunicación desde hace más de un
siglo han tomado especial relevancia, convirtiéndose en un
medio de masas, suministrando actitudes y modelos de
comportamiento que se reproducen a través de la imita-
ción, sin la apreciación de la responsabilidad que represen-
ta. Con el pasar del tiempo, los medios de comunicación se
han consolidado, particularmente la televisión como me-
dios de socialización, imitación y hasta educativos. Conse-
cuentemente es a través de modelos simbólicos, que nues-
tra niñez genera nuevas actitudes y comportamientos,
cobrando especial preocupación las conductas violentas y
agresivas.

La familia y la escuela han sido tradicionalmente las fuen-
tes responsables de la educación y formación, sin embargo,
una como otra han sufrido profundas transformaciones en
las últimas décadas, bien por su propia dinámica interna
como por su ajuste a las nuevas circunstancias sociales y
no siempre al mejoramiento de la educación denominada
por estudiosos como informal.

Indica la doctora Pérez Contreras en su documento que “La
televisión se puede clasificar como recreativa básicamente,
aunque existen algunos canales y programas culturales; en
este medio existe una tendencia a la difusión de roles y ac-
titudes discriminatorios, de intolerancia y violencia, basta
ver una gran gama de programas infantiles en los que la
violencia es el tema fundamental para la solución de con-
flictos; ya no se diga del resto de la programación.”

Uno de los temas que es de mi especial interés en el análi-
sis previo a la aprobación de la Ley Federal de Telecomu-
nicaciones y Radiodifusión fue el derecho de las audien-
cias, específicamente el tema sobre las niñas, niños y
adolescentes, entrelazado tanto con la libertad de expre-
sión, al derecho a la información veraz y oportuna; así co-
mo elementos de participación ciudadana, mecanismos que
deben ser aplicados para contar con mejores contenidos pa-
ra los radioescuchas y los televidentes. 

Fue por ello, que a través del debate del dictamen de la ley,
presenté dos reservas que tienen como objetivo un mejor
acceso a los contenidos en los medios de comunicación
particularmente lo destinado a las niñas y niños, sin em-
bargo no fue aprobada.

Si bien es cierto y es de reconocer que existen avances muy
importantes ya en la propia ley, el proteger a las niñas, niños
y adolescentes es uno de los grandes retos que enfrentamos,
especialmente sobre los contenidos audiovisuales que pue-
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dan perjudicar su desarrollo o su adecuada integración a la
vida en sociedad, las mejores prácticas y contenidos hacia
las audiencias, lo vemos en parte reflejado en el capítulo IV,
sobre el derecho de las audiencias establecido en la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones y Radiodifusión, que señala:

“Artículo 256. El servicio público de radiodifusión de inte-
rés general deberá prestarse en condiciones de competen-
cia y calidad, a efecto de satisfacer los derechos de las au-
diencias, para lo cual, a través de sus transmisiones
brindará los beneficios de la cultura, preservando la plura-
lidad y veracidad de la información, además de fomentar
los valores de la identidad nacional, con el propósito de
contribuir a la satisfacción de los fines establecidos en el
artículo 3o. de la Constitución.”

Los medios de comunicación son una parte natural de la vi-
da cotidiana de la mayoría de los niños y niñas pero sabe-
mos por experiencia a donde nos llevan los contenidos que
hasta hoy existen que contienen un alto grado de violencia.
De acuerdo a la Asociación A favor de lo Mejor A.C. in-
forma que:

• En México 95% de los hogares cuenta con Televisión.

• El 40% de los mexicanos cuenta con TV de Paga.

• El 81% de los menores de edad observan la televisión
sin ninguna supervisión.

• Los videojuegos ocupan 40% del ocio audiovisual,
51% de los niños juegan solos.

• El mexicano pasa de 4 a 8 horas viendo televisión y de
2 a 6 navegando en internet.

• Los niños pasan el triple de tiempo frente a la televi-
sión (1569.5 horas), que dentro de clases (562 horas).

• Sólo el 45% de la televisión se supervisa.

• El total de usuarios de internet es de 45, 108, 655 per-
sonas. 

• El 11% son niños entre 6 y 11 años tienen acceso a in-
ternet, mostrando cada vez mayor presencia.3

Es decir, las niñas y los niños pasan sentados viendo la te-
levisión en promedio 5 horas diarias, es decir, 35 horas a la
semana. 

Con datos de diversas investigaciones, respecto a la calidad
de la programación tenemos que:

– 43 por ciento no aporta nada.

– 70 por ciento tiene contenido sexual.

– 48 por ciento lenguaje vulgar y.

– 53 por ciento de violencia.

Con datos de la Asociación Americana de Psicología (APA
por sus siglas en inglés), la cual reconoce que los niños que
se identifican con la violencia que ven y creen que es real
son un indicativo de un comportamiento agresivo a futuro.
Es triste escuchar a niños que se ven como sicarios y a ni-
ñas que se ven como objetos sexuales derivado de lo que
observan y quieren imitar. De acuerdo a informes de la
APA, revelaron que tan sólo en los Estados Unidos de Nor-
teamérica los niños y adolescentes ven unas 10,000 esce-
nas de asesinatos, violaciones y asaltos al año.

Diversos especialistas en la materia han estudiado los efec-
tos que se tienen por la exposición de la violencia proyec-
tada a través de los medios de comunicación, y han encon-
trado que éstos pueden:

• Imitar la violencia que observan en la televisión,

• Identificarse con ciertos tipos, caracteres, víctimas y/o
victimarios

Tornarse “inmunes” al horror de la violencia; y

Gradualmente aceptar la violencia como manera de resol-
ver problemas.

• Y sobre todo, no distinguir entre la realidad y la ficción
ya que al infringir violencia sobre otro se cree que no
hay consecuencia como lo hacen ver frecuentemente los
dibujos animados o películas de ficción.

Consecuencias como estas deberían alertarnos y ocuparnos
por los efectos que pueden producirse en mentes no madu-
ras, poco informadas y preparadas para afrontar las nuevas
realidades.

Según un estudio de Corporación Multimedia [(España
2003)], en la mayoría de los países desarrollados los niños
dedican entre 2, 5 y 4 horas diarias a ver la televisión.
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Los niños entre 5 y 10 años ven un promedio de 2,000 es-
cenas de contenido violento en televisión, según el informe
Kriegel (Francia 2002).

Todo ello contraviene los derechos de las niñas y niños al
no ser protegidos contra lo que les genere un daño moral.
La Convención de los Derechos de los Niños señala en su
artículo 17 que: “Los Estados Partes reconocen la impor-
tante función que desempeñan los medios de comunicación
y velarán por que el niño tenga acceso a información y ma-
terial procedentes de diversas fuentes nacionales e interna-
cionales, en especial la información y el material que ten-
gan por finalidad promover su bienestar social, espiritual y
moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Esta-
dos parte:

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir in-
formación y materiales de interés social y cultural para el
niño, de conformidad con el espíritu del artículo 29;

b) Promoverán la cooperación internacional en la pro-
ducción, el intercambio y la difusión de esa información
y esos materiales procedentes de diversas fuentes cultu-
rales, nacionales e internacionales;

c) Alentarán la producción y difusión de libros para ni-
ños;

d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan
particularmente en cuenta las necesidades lingüísticas
del niño perteneciente a un grupo minoritario o que sea
indígena;

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas
para proteger al niño contra toda información y material
perjudicial para su bienestar, teniendo en cuenta las dis-
posiciones de los artículos 13 y 18.”

Resulta preocupante la vulneración en que se encuentran
nuestros niños y niñas, si bien el reglamento correspon-
diente deberá establecer las clasificaciones de la programa-
ción, proponemos en esta iniciativa que se prohíba tajante-
mente que se haga propaganda a la guerra y la apología del
odio nacional, racial o religioso; que se incite a la violen-
cia contra cualquier persona o grupo de personas, que se
incite al genocidio y que quede claro la prohibición de con-
tenidos con pornografía infantil.

Hoy en día el compromiso que tenemos es el de transitar a
mejores contenidos que generen cultura. Nuestros niños y

niñas como sujetos de derechos no son solo espectadores,
son actores sociales y consumidores de los mensajes que se
transmiten.

Por ello, es necesario y fundamental que tengamos con-
ciencia de cómo podemos proteger a nuestros niños y niñas
sin que sea necesario impedir que tengan acceso los medios
de comunicación. Es nuestro deber garantizar el acceso a
contenidos de calidad, ya sea a través de la televisión, la ra-
dio, y las tecnologías de la información y la comunicación.

Con un compromiso real por parte de todos los que somos
responsables de evitar la transmisión de violencia, podrían
lograrse resultados muy distintos. Si bien la sociedad ha
sufrido un desgaste desde hace ya varias generaciones por
demás innecesario, debido en gran medida a la exposición
a programaciones con altos contenidos de violencia, len-
guaje inapropiado y con bajo contenido cultural, resultaría
transcendental cambiar esa cultura tan arraigada, y que los
medios de comunicación concretaran su responsabilidad
social de los contenidos para las audiencias como lo es el
respeto, la tolerancia, la paz, los derechos humanos y sobre
todo, el concientizar sobre el papel que desempeñamos ca-
da uno de nosotros en la sociedad.

Debemos trabajar con el objetivo de cambiar dentro de
nuestra sociedad los roles que tradicionalmente se han
aceptado, al haber permitido que la trasmisión de progra-
mas con altas cargas de violencia se acrecentaran y que son
también el reflejo de lo que viven día a día la sociedad den-
tro de sus familias.

Si queremos educar generaciones sanas, equilibradas, in-
dependientes, libres de violencia, debemos aceptar trabajar
en nuestras responsabilidades como educadores, en la es-
cuela; como padres, como consumidores a la hora de se-
leccionar los contenidos y en la misma medida exigir los
derechos que como audiencia tenemos.

Por lo expuesto y motivado someto a consideración de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 223 y 226 de la Ley
Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, en ma-
teria de contenidos dirigidos a niñas, niños y adolescen-
tes

Artículo Único: Se reforman los artículos 223 y 226 de la
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, para
quedar como sigue:
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Artículo 223. La programación que se difunda a través de
radiodifusión o televisión y audio restringidos, en el marco
de la libertad de expresión y recepción de ideas e informa-
ción, deberá propiciar:

I al IX.

Está prohibido transmitir los siguientes contenidos:

I. Haga propaganda a la guerra y la apología del
odio nacional, racial o religioso;

II. Incite a la violencia contra cualquier persona o
grupo de personas, por cualquier motivo, inclusive
por raza, color, religión, idioma u origen nacional;

III. Incite al genocidio;

IV. Incluya contenidos con pornografía infantil.

Los programadores nacionales independientes y aquellos
programadores que agregan contenidos podrán comerciali-
zar éstos en uno o más canales para una o más plataformas
de distribución de dichos contenidos. Las tarifas de estas
ofertas comerciales serán acordadas libremente entre estos
programadores y las redes o plataformas sobre las que se
transmitirán, conforme a las prácticas internacionales.

Artículo 226. A efecto de promover el libre desarrollo ar-
mónico e integral de niñas, niños y adolescentes, así como
contribuir al cumplimiento de los objetivos educativos
planteados en el artículo tercero constitucional y otros or-
denamientos legales, la programación radiodifundida diri-
gida a este sector de la población deberá:

I. a XV. …

XVI. Evitar transmitir imágenes de menores de edad
como autores, testigos o víctimas de actos ilícitos;

XVII. Promover y difundir el respeto de los Dere-
chos Humanos;

XVII. Promover el valor de la justicia, el respeto y
observancia de la Ley.

Los programas infantiles que se transmitan en vivo, los
grabados en cualquier formato en el país o en el extranje-
ro, los tiempos de Estado, así como, en su caso, aquellos

previstos en otras disposiciones aplicables, deberán suje-
tarse a lo dispuesto en las fracciones anteriores.

No será permitida la participación de las niñas y niños
menores de 12 años en programas que se emitan des-
pués de las veintiún horas salvo que estos hayan sido
grabados fuera de ese horario, haciendo mención en la
emisión.

Los concesionarios que presten servicios de radiodifusión
o de televisión y audio restringidos y los programadores,
en relación con sus respectivos contenidos, adoptarán las
medidas oportunas para advertir a la audiencia de conteni-
dos que puedan perjudicar el libre desarrollo de la perso-
nalidad de niñas, niños y adolescentes

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://www.iepcjalisco.org.mx/sites/default/files/articulo72/PAN/
FRACCI/pilares_humanismo.pdf

2 http://www.juridicas.unam.mx/publica/rev/boletin/cont/121/art/art
10.htm

3 http://www.afavordelomejor.org/assets/uploads/2014/04/AFM_In-
forme_jul-dic13_low_resB.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Carmen Lucía Pérez Camarena, Erick Marte Rivera Villanueva
(rúbricas).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y
de Radio y Televisión, para dictamen.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE

«Iniciativa que adiciona el artículo 17 Quáter a la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo del diputado Raúl Paz Alonso, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, diputado federal Raúl Paz Alonzo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como en la fracción I del numeral 1 del
artículo 6 y demás relativos del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 17 Quáter de la Ley General de
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a fin de
obligar a los Poderes de la Unión a instalar en los inmue-
bles que tienen a su cargo sistemas de consumo de energía
solar y ahorro de electricidad, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El desarrollo de la humanidad, los avances tecnológicos,
económicos e industriales han dejado, sin lugar a dudas,
consecuencias graves para nuestro planeta. Lo cual ha
puesto, incluso, en peligro el futuro y sustentabilidad de las
siguientes generaciones. El expresidente Felipe Calderón
atinaba en afirmar que “o cambiamos nuestra forma de vi-
da para detener el cambio climático, o el cambio climático
va a alterar de manera permanente la forma de vida de es-
ta civilización”.

La Organización Meteorológica Mundial (OMM) afirmó
hace unos días que los gases de efecto invernadero alcan-
zaron un nuevo record en 2013 debido a las concentracio-
nes de dióxido de carbono. El Global Footprint Network,
señala que la humanidad utiliza el equivalente de 1.4 pla-
netas cada año. Esto significa que ahora le tarda a la tierra
un año y cinco meses para regenerar lo que utilizamos en
un año. Así mismo, indica que nuestro país en 2010 ocupó
cerca de 3.4 hectáreas por persona. Con esta cifra, México
ocupa el lugar 43, en la lista de países con mayor déficit de
huella ecológica.  Esto nos coloca por encima del prome-
dio mundial, que se ubica en 2.7 hectáreas por habitante. 

La actividad humana ha provocado en los últimos años un
incremento en las emisiones de gases de efecto invernade-

ro (GEI) cuya utilidad permite retener la radiación solar y
con ello conservar la temperatura promedio de la tierra en
15º Celsius, de lo contrario la temperatura promedio en
nuestro planeta sería de -18º Celsius. Sin embargo, su in-
cremento como lo menciona la Organización Meteorológi-
ca Mundial afecta en una elevación de la temperatura pro-
medio de nuestro planeta, es decir impacta gravemente en
el cambio climático y calentamiento global. 

Actualmente, México genera el 1.6 por ciento de las emi-
siones totales en el mundo, por lo que nos ubicamos en el
lugar 13 de los países que más GEI emiten. Cabe señalar
que nuestro país firmó el Protocolo de Kioto el 9 de junio
de 1998 a fin de disminuir las emisiones de gases de inver-
nadero. 

Así mismo, debemos tomar en cuenta que prácticamente el
70 por ciento de la energía eléctrica en México proviene de
combustibles fósiles que genera el colapso de recursos na-
turales no renovables, la emisión de gases de efecto inver-
nadero y daños irreversibles para nuestro planeta.

Si bien, en el sexenio pasado se realizaron esfuerzos plau-
sibles para detener el impacto ambiental, lo cual llevó a
nuestro país, a convertirse en referente y líder en los es-
fuerzos globales en pro del medio ambiente. Entre los lo-
gros conseguidos por el entonces gobierno de Felipe Cal-
derón se encuentran: El incremento de 3.6 millones de
hectáreas a las áreas naturales protegidas; la reducción de
hectáreas deforestadas; la sustitución de cerca de dos millo-
nes de electrodomésticos y de 47 millones de focos incan-
descentes por lámparas fluorescentes compactas; la creación
del Programa Especial de Cambio Climático, así como la
modificación del marco normativo ambiental, entre las que
destaca la publicación de la Ley para el Aprovechamiento
de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transi-
ción Energética y las reformas a la Ley de Adquisiciones,
Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Lo anterior, responde a que nuestro país asumió desde ha-
ce varios años compromisos internacionales que lo com-
prometen a desarrollar y ejecutar diversos sistemas de ma-
nejo ambiental, entre los que destacan las recomendaciones
emitidas por la OCDE para mejorar el desempeño ambien-
tal gubernamental. Dichas recomendaciones tienen como
objetivo contemplar para el funcionamiento y buen desem-
peño de las oficinas, adquisiciones y programas guberna-
mentales políticas ambientales eficientes y sustentables
que permitan mejorar el uso racional de la energía, del agua
y de los materiales consumibles de forma responsable
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Durante los últimos años, se han llevado a cabo programas
sobre el manejo ambiental dentro de la Administración Pú-
blica Federal que involucran a los tres poderes de la Unión,
además se han realizado reformas  a la Ley que esta misma
iniciativa pretende reformar.

Lineamientos publicados en el Diario Oficial de la Federa-
ción como el de “Adquisiciones de papel para uso de ofici-
na por parte de las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal” y sobre la “Eficiencia
Energética en la Administración Pública Federal”, así co-
mo el programa en torno a este último, a través de la Co-
misión Nacional para el Uso Eficiente de la Energía ha da-
do frutos que se han traducido tan solo en el último año, en
cerca de 3 mil 500 millones de pesos en ahorros en energía
y en 16.2 GigaWatts.

Si bien, todos estos esfuerzos permiten vislumbrar un mejor
futuro, aun se requiere acelerar el paso y fortalecer el apro-
vechamiento y uso de energías sustentables y renovables. 

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 sitúa al desarro-
llo sustentable como eje principal para detonar el creci-
miento y el desarrollo económico. Por ello, es menester
que desde la administración pública federal y los Poderes
de la Unión se lleven a cabo acciones contundentes para el
uso adecuado de los recursos naturales y el uso de energí-
as sustentables.

El aprovechamiento de energía solar, es sin duda, una op-
ción efectiva para reducir el impacto ambiental que se ge-
nera para la producción de electricidad. A través de celdas
fotovoltaicas fabricadas de cilicio y de su almacenamiento
en baterías es que se han ido iluminando cada día más edi-
ficios públicos alrededor del mundo entero.

Nuestro país, sin duda, tiene una ventaja y un futuro pro-
misorio en cuanto al uso y explotación de la energía solar.
Tres cuartas partes de nuestro territorio tienen la insolación
necesaria para generar 5 Kilowatt-hora por metro cuadrado. 

Por otro lado, la tecnología actual ofrece opciones de ilu-
minación que permiten ahorros de energía y de costos. Tal
es el caso de focos y lámparas de halógenos ahorradores,
así como la iluminación basada en diodos emisores de luz,
mejor conocido por sus siglas en inglés: LED (light-emit-
ting diode). Además de ello, también se cuenta con siste-
mas de ahorro de electricidad que encienden o apagan la
iluminación al detectar movimiento, entre otros. 

Todos estos avances, hacen necesario que sean instalados
sistemas de ahorro de energía eléctrica y el aprovecha-
miento de energía solar de manera inmediata en todos los
inmuebles e instalaciones de la administración pública fe-
deral, el Poder Legislativo y el Poder Judicial de la Fede-
ración. La ley que se pretende modificar, ya contempla en
el propio artículo 17 Ter, la obligación de los tres Poderes
de la Unión a implementar un sistema de captación de
aguas pluviales. En este mismo tenor, es que se suscribe es-
ta iniciativa, para fortalecer el marco jurídico en materia de
desarrollo sustentable y protección al medio ambiente.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto
de

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 17 Quáter de la Ley General
de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue: 

Artículo 17 Quáter. Las dependencias de la administra-
ción pública federal, el Poder Legislativo Federal y El Po-
der Judicial de la Federación instalarán en los inmuebles a
su cargo un sistema de paneles fotovoltaicos que permitan
la interconexión y garanticen el uso de energía sustentable.
Así mismo deberán contar, para la totalidad de las instala-
ciones con sistemas de iluminación con tecnología  tal, que
se logre un ahorro en el consumo de electricidad. 

La instalación de dichos sistemas en aquellos inmuebles a
cargo de las dependencias de la administración pública fe-
deral, el Poder Legislativo Federal y el Poder Judicial de la
Federación, declarados monumentos artísticos e históricos
en términos de lo dispuesto por la Ley Federal de Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos se
llevará a cabo bajo la rigurosa supervisión de expertos del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o del Institu-
to Nacional de Bellas Artes, según corresponda, con obje-
to de evitar afectaciones a dichos inmuebles.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Las dependencias obligadas por esta ley tendrán
un lapso de tres años como tiempo máximo para adecuar y
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realizar las modificaciones necesarias a sus instalaciones,
en caso contrario serán sujetas a lo dispuesto en el Titulo
Sexto de esta misma ley.

Tercero. La dependencia encargada de fijar la política de
la administración pública federal en materia de arrenda-
miento de inmuebles, referida en el artículo 29, fracción
XXI, de la Ley General de Bienes Nacionales, privilegiará
el arrendamiento de inmuebles que tengan las característi-
cas señaladas en el artículo 17 Quáter de esta Ley. 

Cuarto. La Cámara de Diputados deberá incluir y garanti-
zar en el Presupuesto de Egresos de la Federación posterior
a la entrada en vigor de este decreto los recursos no solo
para la eficiencia y ahorro energético actual, sino para ase-
gurar la transición energética en la Administración Pública,
como lo establece el “Programa Nacional Para el Aprove-
chamiento Sustentable de la Energía 2014-2018”.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de octubre de 2014.— Dipu-
tados: Raúl Paz Alonzo, Erick Marte Rivera Villanueva (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

CODIGO PENAL FEDERAL, Y EXPIDE LA LEY
GENERAL PARA LA PREVENCION, BUSQUEDA,
INVESTIGACION Y SANCION DE DESAPARICION
FORZADA DE PERSONAS

«Iniciativa que deroga los artículos 215-A a 215-D del Có-
digo Penal Federal; y expide la Ley General para la Pre-
vención, Búsqueda, Investigación y Sanción de Desapari-
ción Forzada de Personas, a cargo del diputado Alejandro
Carbajal González, del Grupo Parlamentario del PRD

Diputado Alejandro Carbajal González, integrante de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión por el Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, presenta ante esta Asamblea, iniciativa con proyecto
de decreto mediante el cual se derogan los artículos 215-A,
215-B, 215-C y 215-D del Código Penal Federal y se expi-
de la Ley General para la Prevención, Búsqueda, Investi-
gación y Sanción de Desaparición Forzada de Personas.

Antecedentes

1. En la historia contemporánea de nuestro país, se ha pre-
sentado un fenómeno “non grato”, derivado de dos capítu-
los vergonzosos y que han herido profundamente a la so-
ciedad mexicana, la mal llamada y recordada “guerra
sucia” que se desarrolló en los años sesentas bajo el con-
texto de la Guerra Fría en los Estados Unidos, en este pe-
riodo se implementó una estrategia orquestada desde el
Consejo de Seguridad Nacional del vecino país del norte,
misma que permeó a todos los países de América Latina,
diseñada y direccionada desde la Escuela de las Américas
y cuyo objetivo fue establecer el control político en todos
los países latinoamericanos, de ahí se comenzó una siner-
gia de dictaduras militares en gran parte del continente,
dando como resultante una doctrina diseñada para la repre-
sión de la disidencia a nivel continental. Como consecuen-
cia de las estrategias de contra insurgencia y control políti-
co se dieron un sinfín de desapariciones forzadas, según
datos de la Federación Latinoamericana de Asociaciones
de Familiares de Detenidos Desaparecidos, en el continen-
te americano se reportan 90, 000 casos de desapariciones
forzadas. En el caso mexicano se implementó una política
denominada terrorismo de estado, desarrollada durante las
administraciones de Gustavo Díaz Ordaz (1964-1970),
Luis Echeverría Álvarez (1970-1976) y José López Porti-
llo (1976-1982). En esos sexenios, cientos de ciudadanos
mexicanos tanto civiles inocentes como militantes armados
fueron asesinados o “desaparecidos” por fuerzas militares
y de seguridad. Miles más fueron torturados, ilegalmente
detenidos, o sujetos a hostigamiento y vigilancia por parte
de las autoridades. Dicha información fue publicada el 26
de Febrero de 2006, en el “National Security Archive” y
forma parte de un informe sin precedentes elaborado por el
gobierno mexicano para esclarecer algunas situaciones
desarrolladas durante esas décadas. Durante la guerra sucia
en México, según datos del Comité Eureka, un grupo con-
formado por familiares de los desaparecidos en la década
de los 70, contabiliza desde 1969 hasta la fecha, 557 des-
apariciones forzadas. 

A pesar de los cientos de argumentos y el sin fin de prue-
bas, después de más de tres décadas del inicio de los lace-
rantes hechos de las desapariciones forzadas, el gobierno
mexicano sólo ha aceptado de manera oficial la implica-
ción del Estado en la desaparición de personas por motivos
políticos y en 2002 creó algunas figuras institucionales co-
mo la Fiscalía Especial para los Movimientos Sociales y
Políticos del Pasado. Por lo que la sociedad mexicana ha
exigido de manera categórica que se establezcan los meca-
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nismos y se implementen las acciones necesarias no sólo
para que el Estado sea garante de la seguridad e integridad
de los sujetos disidentes ideológica o políticamente, sino
además que se esclarezcan todos aquellos casos de desapa-
riciones forzadas que desde la década de los sesenta se han
venido dando en nuestro país, que han lastimado a la so-
ciedad mexicana, siguen sin tener un fin que satisfaga la
necesidad social y recomponga el tejido de los sectores de
la población que fueron ofendidos, no sólo violando sus
derechos humanos y políticos; sino incluso atentando con-
tra su vida o violentando su estado psicológico asimismo
impactando a sus familias, dejando al sujeto en una situa-
ción de indefensión. 

Por otro lado “la guerra contra el narcotráfico”, iniciada en
el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa, la cual seguimos
padeciendo, insertó a la sociedad mexicana en un estado de
sitio, 83 mil 191 asesinatos relacionados con el crimen or-
ganizado. Esta es la cifra que, de acuerdo con el reportaje
publicado por el semanario Zeta, dejó la administración de
Calderón en el periodo comprendido del 1 de diciembre de
2006 al 31 de octubre de 2012.

De acuerdo con lo publicado por Zeta, la cifra de 83 mil
muertes vinculadas al crimen organizado se obtuvo recu-
rriendo como metodología a la consulta del Sistema Na-
cional de Información, procuradurías estatales, secreta-
rías de Seguridad Pública de las entidades, registros
hemerográficos en los estados y a organizaciones no gu-
bernamentales (ONG) del país.

Asimismo, refiere Zeta, la cifra de muertos incluye lo que
la administración de Felipe Calderón clasifica como “Eje-
cuciones”, “Enfrentamientos” y “Homicidios-Agresiones”:

2007; 2 mil 826 ejecuciones

2008; 6 mil 837

2009; 11 mil 753

2010; 19 mil 546

2011; 24 mil 068

2012; 18 mil 161 hasta el 31 de octubre.

La cantidad de 83 mil 191 ejecuciones registradas corres-
ponde al 72.8 por ciento del total de 114 mil 158 homici-
dios dolosos ocurridos en el sexenio calderonista, de acuer-

do con información obtenida del Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía y el Sistema Nacional de Informa-
ción. No obstante, apunta el reportaje firmado por Enrique
Mendoza y Rosario Mosso, “lamentablemente, no todos
los muertos han sido reconocidos por Calderón y su gabi-
nete”. 

Estos dos fenómenos uno de carácter político y el otro de
seguridad y procuración de justicia, han dejado profundas
heridas en la Sociedad Mexicana, en nuestro país existen
miles de familias violentadas por la represión selectiva del
estado y actualmente por los procesos violentos, íntima-
mente ligados al crimen organizado, el tejido social, los en-
tramados y la configuración de los sectores han alzado la
voz en busca de justicia y ley que termine con los doloro-
sos casos de violencia y muerte que han dinamitado a di-
versos sectores de la población. 

2. Derivado de ese hecho jurídico se han aportado diferen-
tes datos por Instituciones Públicas, como es la Subsecre-
taría de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobernación,
la cual anuncio que derivado de la guerra contra el narco-
tráfico, se han contabilizado la desaparición forzada de
veintiséis mil ciento veintiún personas, en el periodo que
comprende del primero de diciembre de 2006 al 30 de no-
viembre de 20121

3. Los organismos no gubernamentales como lo es Human
Right Watch, en su informe para México presentado al Es-
tado Mexicano por medio de la Secretaría de Gobernación
el 20 de febrero pasado, reporta la desaparición de 249 per-
sonas, de las cuales 149 fueron de forma forzada por servi-
dores públicos Federales, Estatales y Municipales, no obs-
tante estos casos investigados por la organización “no
representan la totalidad de los casos registrados en el país
desde 20072.

4. La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos, presentó en marzo de
2012, el Informe de Misión a México, Grupo de Trabajo de
la ONU, sobre las Desapariciones Forzadas e Involuntarias
emitió como una de sus recomendaciones prioritarias “ga-
rantizar que toda víctima que haya sufrido daños como re-
sultado de una desaparición forzada tenga acceso a la in-
formación sobre la suerte de la persona desaparecida”3

5. En el informe mencionado en los antecedente 4 del pre-
sente instrumento enuncia “La CNDH y la Fiscalía Espe-
cial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado se
han ocupado de cuestiones relacionadas con la verdad so-
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bre las desapariciones forzadas que tuvieron lugar durante
la “Guerra Sucia”. En su Recomendación 26/2001, la
CNDH documentó 532 casos de presuntas desapariciones
forzadas en la “Guerra Sucia” y señaló la responsabilidad
del Estado. La CNDH concluyó que en 275 de esos casos
las personas fueron víctimas de una detención, interrogato-
rio y una posible desaparición forzada perpetrada por fun-
cionarios públicos de diversas instancias gubernamenta-
les”4.

Exposición de Motivos

Dichos datos nos ayudan a hacer un cálculo posible de las
personas que se encuentran en calidad de desaparecidas,
derivado de la actuación de los diversos servidores públi-
cos adscritos a los diferentes órdenes de Gobiernos, el Fe-
deral, Estatal y Municipal, la cantidad importa mucho por-
que tanto en las décadas de los sesenta y setenta, y en el
transcurso de la docena inicial del siglo XXI, se aumenta
pavorosamente y se vuelven más sofisticados dicho actos.

Por tal motivo es una fuente que debemos atender, porque
se generan víctimas directas e indirectas, las primeras
son aquellas que sufren la aplicación de la acción de Esta-
do, que pueden ser privadas de su libertad de forma ilegal,
e incluso probablemente ya perdieron la vida. Las víctimas
directas provocan en promedio tres víctimas indirectas, es-
tas son las integrantes de su núcleo familiar primario, por
consiguiente si por cada persona desaparecida provoca tres
víctimas indirectas, aplicamos una multiplicación por tres,
según las cifras oficiales, se generaría una cifra de setenta
y ocho mil trescientos sesenta y tres víctimas indirectas to-
tales, tal como lo ha declarado el Ciudadano Alejandro
Martí, Presidente del Organismo “México SOS”5.

Estas víctimas indirectas, sufren más que la víctima direc-
ta, al tener la ausencia del padre, del hijo, del hermano, del
compañero sentimental en sus diversas concepciones, al
amigo, al compañero de gremio, el cual esta privado de la
libertad y tal vez de la vida, con un elemento que agravia
profundamente, como lo es la incertidumbre de cuál es la
situación en que se encuentra el desaparecido, está muerto
o vivo, y si vive, dónde y cómo está, es el cuestionamien-
to constante de las personas que sufren estos hechos,
“ellos” están privados de la verdad, y tiene derecho a
saberla.

De igual forma se presenta la complicidad entre las fuerzas
de seguridad y los integrantes de la delincuencia organiza-

da, porque al inicio de la guerra denominada contra el nar-
cotráfico, se informaba que sólo había “bajas” en el lado
que se combatía, y que los actos de autoridad se aplicaban
a los delincuentes, no obstante tanto el criminal “levanta-
do” o a aquel que se clasificó como “daños colaterales”,
deben de transparentar su paradero, por lo cual se re-
quiere realizar investigaciones de búsqueda por perso-
nal capacitado y aplicar la metodología adecuada y con
datos verídicos.

Producto de una política de combate al narcotráfico, se ac-
tivaron las fuerzas castrenses, lo cual provocó un aumento
considerable las desapariciones forzadas, y contrario a lo
que se puede pensar no son un rasgo exclusivo de las dic-
taduras militares, ya que países como México, Colombia y
Perú, con gobiernos civiles democráticamente electos, son
o han sido escenarios de desapariciones forzadas de perso-
nas, lo cual se puede catalogar como una agravante a es-
te delito de lesa humanidad.

El mandato del grupo de trabajo se relaciona con la desa-
parición forzada tal como se define en la Convención sobre
la protección de todas las personas contra las desaparicio-
nes forzadas, siendo un Tratado internacional, firmado por
el Estado Mexicano el 20 de diciembre de 2006, cuya en-
trada en vigor internacional fue el 23 de diciembre de
2010, ratificado el 18 de marzo de 2008, entrando en vigor
para México el 23 de diciembre de 2010 y publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 2011. Sin
embargo, el Grupo de Trabajo condena todos los actos de
desaparición independientemente del autor del crimen. Es
adoptar la redacción del artículo 2 que a la letra dice:

“A los efectos de la presente convención, se entenderá
por “desaparición forzada” el arresto, la detención, el
secuestro o cualquier otra forma de privación de liber-
tad que sean obra de agentes del Estado o por personas
o grupos de personas que actúan con la autorización, el
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la nega-
tiva a reconocer dicha privación de libertad o del ocul-
tamiento de la suerte o el paradero de la persona des-
aparecida, sustrayéndola a la protección de la ley”.

Es de mención particular clasificar “la desaparición forza-
da” como un delito autónomo, ya que en el ámbito Fede-
ral, el Código Penal Federal tiene previsto el tipo de desa-
parición forzada, como una modalidad de los delitos
cometido por los servidores públicos o privación ilegal de
la libertad. 
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Sólo mediante una investigación independiente, imparcial
y completa se puede descartar una potencial desaparición
forzada. Por ende, el número de casos de desaparición for-
zada no puede ser establecido a cabalidad sin la debida in-
vestigación.

El derecho a la verdad en México carece de una política in-
tegral para hacer frente al fenómeno de las desapariciones
forzadas, incluyendo la búsqueda de las víctimas, la
identificación de restos y la exhumación de cadáveres
sobre las desapariciones Forzadas o involuntarias, ade-
más, adolece de una base de datos centralizada sobre per-
sonas desaparecidas y de acceso a la información sobre los
casos de desapariciones forzadas, por lo cual se requiere
contar con una Registro Nacional de Personas Despareci-
das de forma Forzada y de Identificación Genética de Res-
tos Humanos,

Podemos concluir que no es suficiente que las autorida-
des mexicanas se comprometan a buscar a las víctimas
del delito de desaparición forzada, sino asuman la res-
ponsabilidad de encontrarlas, situación que la Ley Vi-
gente no resuelve la problemática que actualmente preva-
lece, por lo cual se debe drogara el capítulo III Bis
denominado “Desaparición forzada de personas”; y crear
un instrumento legislativo, por consiguiente

Teniendo como fundamento los motivos invocados con an-
telación, someto a consideración de esta H. Asamblea la si-
guiente

Iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual

Artículo Primero: se derogan los artículos 215-A, 215-B,
215-C y 215-D.

Capítulo III Bis 
Desaparición forzada de personas 

Artículo 215-A. Comete el delito de desaparición forzada
de personas, el servidor público que, independientemente
de que haya participado en la detención legal o ilegal de
una o varias personas, propicie o mantenga dolosamente su
ocultamiento bajo cualquier forma de detención. Se dero-
ga

Artículo 215-B. A quien cometa el delito de desaparición
forzada de personas se le impondrá una pena de cinco a
cuarenta años de prisión. 

Si la víctima fuere liberada espontáneamente dentro de los
tres días siguientes a su detención la pena será de ocho me-
ses a cuatro años de prisión, sin perjuicio de aplicar la que
corresponda a actos ejecutados u omitidos que constituyan
por sí mismos delitos. 

Si la liberación ocurriera dentro de los diez días siguientes
a su detención, la pena aplicable será de dos a ocho años de
prisión, sin perjuicio de aplicar la que corresponda a actos
ejecutados u omitidos que constituyan por sí mismo deli-
tos. 

Estas penas podrán ser disminuidas hasta una tercera parte
en beneficio de aquel que hubiere participado en la comi-
sión del delito, cuando suministre información que permi-
ta esclarecer los hechos, y hasta en una mitad, cuando con-
tribuya a lograr la aparición con vida de la víctima. Se
deroga

Artículo 215-C. Al servidor Público que haya sido conde-
nado por el delito de desaparición forzada de personas,
además se le destituirá del cargo y se le inhabilitará de uno
a veinte años para desempeñar cualquier cargo, comisión o
empleo públicos. Se deroga

Artículo 215-D. La oposición o negativa a la autoridad
competente para tener libre e inmediato acceso al lugar
donde haya motivos para creer que se pueda encontrar a
una persona desaparecida, por parte del servidor público
responsable del mismo, será sancionada con la destitución
de su cargo, comisión o empleo, sin perjuicio de la aplica-
ción de las penas de los demás delitos en que pudiera incu-
rrir con motivo de su conducta. Se deroga

Artículo Segundo: Se expide la

Ley General para la Prevención, Búsqueda, Investiga-
ción y Sanción de Desaparición Forzada de Personas

Título Primero

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden pú-
blico, interés social y observancia general en el Estado Me-
xicano.

Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto:
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I. Prevenir la desaparición forzada de personas en el Es-
tado Mexicano;

II. Inhibir la práctica de la desaparición forzada de per-
sonas, así como no permitir, ni tolerar ésta aún en esta-
dos de emergencia, excepción o suspensión de garantías
individuales;

III. Sancionar a los autores, cómplices y encubridores
del delito de desaparición forzada de personas, así como
la tentativa de comisión del mismo; y

IV. Establecer las medidas de investigación y localiza-
ción de personas víctimas de desaparición forzada de
personas.

V. Investigar el destino final de la persona desparecida,
ya sea que esta se encuentre viva o muerta.

VI. Crear el Registro Nacional de Personas Despareci-
das de forma Forzada y de Identificación Genética de
Restos Humanos.

Capítulo II
De la Desaparición Forzada de Personas

Artículo 3. Comete el delito de desaparición forzada de
personas el servidor público que en ejercicio de sus atribu-
ciones o con motivo de ellas detenga, prive de la libertad y
mantenga oculta a una o más personas, o bien autorice,
apoye o consienta que otros lo hagan, cualesquiera que sea
el método y motivación utilizados, sin reconocer la exis-
tencia de tal privación o niegue información fidedigna so-
bre el paradero de la o de las víctimas, impidiendo con ello
el ejercicio de los recursos legales y las garantías procesa-
les procedentes. 

Serán igualmente considerados como sujetos activos del
delito de desaparición forzada de personas, aquellas perso-
nas que aun cuando no sean formalmente autoridades ni
funcionarios, actúen aprovechando la autorización, el apo-
yo o la aquiescencia de funcionarios públicos.

Artículo 4. A la presente ley le será aplicada supletoria-
mente la Ley General de Victimas para las cuestiones de
reparación del daño.

Artículo 5. A quien cometa el delito de desaparición for-
zada de personas, se le sancionará con pena privativa de la
libertad de veinte a cuarenta años de prisión y multa de qui-

nientos a mil salarios mínimos vigentes en la región, desti-
tución e inhabilitación para el desempeño de cualquier car-
go, empleo o comisión hasta por el tiempo que dure la pe-
na de prisión impuesta.

El que cometa este delito no tendrá derecho a gozar de la
conmutación de sanciones, remisión parcial de la pena, tra-
tamiento preliberacional, libertad preparatoria o cualquiera
de los otros beneficios que la Ley respectiva establece.

Artículo 6. La tentativa de delito de desaparición forzada
de personas, será sancionada de conformidad a lo dispues-
to por los Artículos correspondientes del Código Penal Fe-
deral.

Artículo 7. Se impondrá de treinta a cincuenta años de pri-
sión, cuando en la comisión del delito de desaparición for-
zada de personas concurriere alguna de las agravantes si-
guientes: 

I. Que por causa o con ocasión de la desaparición forza-
da a la víctima le sobrevenga la muerte;

II. Que la víctima haya sido sometida a tortura, tratos
crueles e inhumanos o lesiones;

III. Que los responsables del delito realicen acciones
tendientes a ocultar el cadáver de la víctima; 

IV. Que la víctima sea violentada sexualmente;

V. Que la víctima sea mujer embarazada o madre o pa-
dre de hijos menores de edad;

VI. Que la víctima sea discapacitada o menor de 18 años
o mayor de sesenta y cinco años

VII. Que se cometa con el propósito de ocultar o asegu-
rar la impunidad de otro delito;

VIII. Que sea cometida contra testigos o víctimas de he-
chos punibles;

IX. Que se ejecute como consecuencia de una práctica
policial en la investigación y persecución de los delitos
y;

X. Que haya sido ejecutada por un grupo de personas en
asociación delictuosa. 
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XI. Que se ejecute aun sin violencia y se realice por me-
dio de engaños por parte individuo, o cuerpo de la auto-
ridad con la promesa de realizar diligencias oficiales.

Las penas a que se refiere el presente artículo se aplicarán
con independencia de las que puedan corresponder por
otros delitos cometidos en las circunstancias anteriores.

Artículo 8. Se impondrá de cuatro a doce años de prisión
y multa de trescientos a quinientos salarios mínimos vi-
gentes en la región e inhabilitación para el desempeño de
cargos públicos por un tiempo similar al que fuera conde-
nado por prisión:

I. Al que teniendo conocimiento de la comisión del delito
de desaparición forzada de personas, ayude a eludir la apli-
cación de la justicia o a entorpecer la investigación de la
desaparición forzada; y

II. Al que conociendo los planes para la comisión del deli-
to de desaparición forzada, sin ser partícipe, no diere aviso
a las autoridades.

Tratándose de lo previsto en la Fracción II, la pena de in-
habilitación para el desempeño de cargos públicos no po-
drá conmutarse.

Artículo 9. A quien mantenga oculto o no entregue a su fa-
milia al infante que nazca durante el período de desapari-
ción forzada del padre y/o madre, se le impondrá una pena
de diez a veinte años de prisión y multa de cuatrocientos a
ochocientos salarios mínimos vigentes en la región.

A quien conociendo el paradero o destino final del infante
no proporcione información se aplicará prisión de dos a
cinco años.

Artículo 10. Se sancionará de tres a seis años de prisión y
multa de doscientos a cuatrocientos salarios mínimos vi-
gente en la región, a la autoridad superior jerárquica que
orgánica y legalmente tenga el deber jurídico de actuar e
impedir la desaparición forzada y que sin embargo no lo hi-
ciere, permitiendo por ausencia en el orden de mando la
perpetración del delito.

Artículo 11. Se impondrá de tres a cinco años de prisión y
multa de doscientos a cuatrocientos salarios mínimos vi-
gentes en la región, a las autoridades o particulares que te-
niendo a su cargo edificios, locales, recintos o instalaciones
de carácter oficial o cualquier otro inmueble de su propie-

dad permitan por acción u omisión el ocultamiento de la
víctima de desaparición forzada en los mismos.

Artículo 12. Se sancionará de ocho a diez años de prisión
y multa de trescientos a quinientos salarios mínimos vi-
gentes en la región, al que incite a otro a la comisión del
delito de desaparición forzada de personas.

Artículo 13. El Ministerio Público y sus auxiliares que te-
niendo a su cargo la investigación del delito de desapari-
ción forzada, la obstruyan o eviten hacerla de conformidad
a lo establecido por la ley aplicable, se le aplicará pena de
tres a cinco años de prisión y multa de doscientos a cuatro-
cientos salarios mínimos vigentes. Además de la inhabili-
tación definitiva e inconmutable de ejercer la función pú-
blica. 

Las penas a que se refiere el presente artículo se aplicarán
con independencia de las que puedan corresponder, por
otros delitos cometidos en la ejecución del mismo.

Capítulo III
De la Protección a Personas

Artículo 14. La Fiscalía General de la República, prestará
protección a los testigos, víctimas y demás personas que
por su intervención en un procedimiento penal sobre el de-
lito de desaparición forzada de personas, así lo requiera.

Capítulo IV
De la Colaboración en la Persecución del Delito 

de Desaparición Forzada de Personas

Artículo 15. El que haya participado en la desaparición
forzada de personas y proporcione datos relevantes para
dar con el paradero del desaparecido, podrán recibir los
beneficios siguientes:

I. Cuando no exista averiguación previa en su contra, los
elementos de prueba que aporte o se deriven de la ave-
riguación previa iniciada por su colaboración, no serán
tomados en cuenta en su contra. Este beneficio sólo po-
drá otorgarse en una ocasión respecto de la misma per-
sona; o

II. Cuando un sentenciado aporte pruebas ciertas valo-
radas por el Juez, para sentenciar a otros que hayan par-
ticipado con funciones de administración, dirección o
supervisión, podrá otorgársele la remisión parcial de la
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pena, hasta en dos terceras partes de la privativa de la li-
bertad impuesta.

En la imposición de las penas, así como en el otorgamien-
to de los beneficios a que se refiere este artículo, el Juez to-
mará en cuenta además de lo dispuesto por el Código Pe-
nal Federal la participación del colaborador en el delito,
excluyéndose de este beneficio al autor intelectual o al que
haya dirigido la ejecución material.

Capítulo V
Disposiciones Complementarias

Artículo 16. El delito de desaparición forzada, será califi-
cado como grave y no es susceptible del perdón, indulto,
amnistía o figuras análogas, ni se le considerará de carác-
ter político para los efectos de extradición.

Artículo 17. El delito de desaparición forzada es un ilícito
de ejecución permanente, en tanto se desconozca el para-
dero de la víctima, por lo que es imprescriptible tanto la ac-
ción penal como la sanción derivadas de su comisión.

Artículo 18. En ningún caso y bajo ninguna circunstancia
serán eximentes ni atenuantes de responsabilidad la obe-
diencia debida por razones de jerarquía, así como las órde-
nes o instrucciones recibidas por superiores.

Artículo 19. No podrán invocarse circunstancias de excep-
ción, tales como el estado o amenaza de guerra, inestabili-
dad política interna o cualquier otra emergencia, como jus-
tificación para cometer el delito de desaparición forzada de
personas.

Artículo 20. Los responsables del delito de desaparición
forzada de personas realizadas por servidores públicos fe-
derales, serán investigados y juzgados por la jurisdicción
de ámbito federal.

Artículo 21. El Ministerio Público Federal, garantizará la
independencia e imparcialidad en la investigación del deli-
to de desaparición forzada de personas, poniendo especial
énfasis en aquellos casos en donde estén involucrados co-
mo probables responsables miembros de alguna corpora-
ción policiaca.

Artículo 22. Las autoridades encargadas de la investiga-
ción y persecución del delito de desaparición forzada, rea-
lizarán la indagación de los hechos hasta dar con el para-

dero de la víctima ya sea en vida o en su defecto de los res-
tos corpóreos.

Artículo 23. Las autoridades que tengan a su cargo edifi-
cios, locales, recintos o instalaciones en donde se presuma
que puede estarse ejecutando el delito de desaparición for-
zada de personas, deberá permitir el acceso inmediato y li-
bre a las autoridades competentes y al Visitador General de
la Comisión Nacional de Derechos Humanos.

Artículo 24. El Ministerio Público Federal investigador y
el Poder Judicial Federal garantizarán a las víctimas, ofen-
didos del delito y a la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos el ejercicio pleno de la colaboración.

Las víctimas serán coadyuvantes en toda etapa del proceso
cuyo objeto sea la investigación de un caso de desaparición
forzada.

Artículo 25. Para los efectos de esta Ley, se entiende por
víctima del delito de desaparición forzada a la persona des-
aparecida, sus familiares, cónyuge o pareja permanente, las
personas que dependan del desaparecido y que tenga rela-
ción inmediata con él; así como cualquiera que haya sufri-
do daños al intervenir para evitar su desaparición como
consecuencia del ejercicio de los mecanismos jurídicos o
materiales propios de búsqueda del desaparecido, o que
formen parte de un gremio, oficio o tendencia que se con-
sidere como grupo vulnerable.

Artículo 26. El juzgador que conozca de algún caso del de-
lito de desaparición forzada de personas, pondrá especial
énfasis en la reparación integral del daño, teniendo en
cuenta además de lo previsto en la Ley General Víctimas,
los siguientes criterios:

I. Que la simple substracción del desaparecido de su nú-
cleo social y la manutención en ocultamiento, en sí mis-
mos constituyen tortura;

II. Que la desaparición forzada es ejecutada directamen-
te por autoridades que forman parte de la estructura del
Estado, o en su defecto por personas que actúan con el
apoyo o aquiescencia de funcionarios públicos;

III. Que la desaparición forzada de personas, es un tra-
tamiento cruel e inhumano que corre en perjuicio de los
familiares del o de los desaparecidos;
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IV. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación de los derechos humanos, no debe ser limita-
da a una cuantificación material, sino que debe incluir
las consecuencias psico-sociales de la misma;

V. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación a los derechos humanos debe incluir el análi-
sis de los efectos en el ámbito: 

A) Personal del desaparecido; 

B) Familiar del desaparecido; 

C) Comunitario del desaparecido y;

D) Organizativo, si el desaparecido pertenecía a una or-
ganización ya sea cultural, social o política o de cual-
quier índole.

VI. Que la reparación del daño respecto de esta grave
violación a los derechos humanos, también debe tomar
en cuenta la obstaculización del proyecto de vida de las
víctimas de la desaparición forzada de personas; y

VII. El Juzgador además de los elementos señalados an-
teriormente, deberá tomar en cuenta para la reparación
del daño la modalidad del delito de desaparición forza-
da que se encuentra acreditada, con sus respectivas
agravantes, como se enuncian en los artículos corres-
pondientes al Capítulo Segundo de la presente Ley.

Artículo 27. Serán aplicables en forma supletoria a esta
Ley, las disposiciones del Código Penal Federal, los Trata-
dos Internacionales que en materia de Derechos Humanos
sean aplicables de acuerdo a lo establecido en el Artículo
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y se aplicara de forma transversal y horizontal con
todos los ordenamientos jurídicos de las Federales y de las
Entidades Federativas con el objeto de prevenir, investigar,
eliminar, sancionar la desaparición forzada.

Título Segundo

Capítulo Segundo
Registro Nacional de Personas desparecidas 

de Forma Forzada y de Identificación 
Genética de Restos Humanos

Artículo 28. La Secretaría de Gobernación junto con la
Fiscalía General de la República diseñaran, implementarán

y constituirán el Registro Nacional de Personas Despareci-
das de forma Forzada y de Identificación Genética de Res-
tos Humanos, en el que se incluirán los datos de identifica-
ción de las personas desaparecidas en el Territorio
Nacional, así como los datos de Inhumación y exhumación
de cadáveres de personas no identificadas, los cuales ma-
nejarán protocolos que sean de carácter científico y se ho-
mologuen a los de ese tipo a nivel internacional, dichos
protocolos deberán contener como mínimo los siguientes
datos: 

1. Identidad de las personas desaparecidas 

2. Lugar y fecha de la desaparición

3. De ser posible muestras de ADN del desaparecido, y
de sus familiares más cercanos

4. Relación de cadáveres, restos inhumados y exhuma-
dos, de personas no identificadas, con la indicación del
lugar y fecha del hallazgo, condicione, características,
evidencias, resultados de estudios técnicos, científicos y
testimoniales y cualquier dato que conduzca a su identi-
ficación.

5. Toda la información será actualizada de forma perió-
dica, manteniendo la base de datos en plena confiden-
cialidad.

Artículo 29. El Registro Nacional de Personas Despareci-
das de forma Forzada y de Identificación Genética de Res-
tos Humanos será coordinado por la Subsecretaria de
Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de
Gobernación y el Centro Nacional de Planeación para el
Combate a la delincuencia de la Fiscalía General de la Re-
pública.

Artículo 30. En el auto que recaiga a la interposición de la
averiguación previa, en la que se denuncie o se conozca de
una posible desaparición forzada, El Ministerio Público
Federal ordenará se remitan los datos de identificación de
la persona desaparecida al titular del Registro Nacional de
Personas Desparecidas de forma Forzada y de Identifica-
ción Genética de Restos Humanos para poder acceder al lu-
gar donde se encuentran los datos para la posible identifi-
cación.

Artículo 31. Los procesos cuyo objeto es juzgar la partici-
pación de servidores públicos o particulares en aquiescen-
cia con los primeros, serán Juzgados por la estructura del
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Poder Judicial de la Federación, sin que se pueda invocar
su incompetencia cuando participen integrantes del Ejérci-
to Nacional Mexicano o de la Marina Armada de México o
cualquier otro fuero. 

Artículo 32. La Secretaría de Gobernación y la Fiscalía
General de la República, crearán y coordinarán un grupo
especializado de policías de investigación y ministeriales,
el cual se encargará exclusivamente de realizar la búsque-
da de las personas víctimas de desaparición forzada.

Transitorios

Artículo Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Artículo Segundo. El Registro Nacional de Personas Des-
parecidas de forma Forzada y de Identificación Genética de
Restos Humanos, integrará su archivo con el existente en la
Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos y
solicitará, comparará, cotejará y coordinará los datos con
todos los Archivos en la materia existentes, ya sean públi-
cos o privados, estatales, municipales, e incluso de Institu-
ciones y organismos no gubernamentales, teniendo como
propósito contar con una base de datos fidedigna y útil pa-
ra la búsqueda de personas desaparecidas de forma forza-
da, aplicando principios de transversalidad en esta política
pública, y coordinar de forma integral los procesos de la in-
vestigación desde el momento mismo de la desaparición,
hasta el momento en que se encuentre a la víctima.

Artículo Tercero. Los protocolos existentes se adecuarán
a la realidad y necesidades de investigación con el objeto
de realizar la búsqueda de personas desaparecidas de forma
forzada.

Citas:

1. Declaración hecha por la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y De-
rechos Humanos Lia Limón en el Foro, Retos y Acciones del Estado
frente al arraigo. Participantes Secretaría de Gobernación y Human
Right Watch, Fecha: 20 de febrero de 2013, celebrado por el Senado de
la República, en las antiguas instalaciones de Xicoténcatl, Colonia
Centro, México D.F.

2. Informe presentado por Human Rights Watch México, por Miguel
Vivanco, Director Ejecutivo para las Américas. Foro Ídem.

3. Informe de Misión a México, Grupo de Trabajo de la ONU, sobre
las Desapariciones Forzadas e Involuntarias. http://recomendacio-
nesdh.mx/buscador/detalle/1934 

4. Ídem. Contenido V, B, número 54.

5. Entrevista otorgada a la periodista Adela Micha, en el programa “La
entrevista con Adela” el día sábado 18 de marzo de 2013.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de octubre de 2014.— Dipu-
tado Alejandro Carbajal González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen, y a
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

LEY PARA EL APROVECHAMIENTO DE ENERGIAS
RENOVABLES Y EL FINANCIAMIENTO DE LA
TRANSICION ENERGETICA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renova-
bles y el Financiamiento de la Transición Energética, a car-
go de la diputada María Sanjuana Cerda Franco, del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, María Sanjuana Cerda Franco, diputada
integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza en la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, 76, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración la presente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disi-
paciones de la Ley para el Aprovechamiento de Energías
Renovables y el Financiamiento de la Transición Energéti-
ca, al tenor del siguiente:

Planteamiento del problema

El sector energético es un área estratégica para el desarro-
llo y crecimiento económico de un país, pues la energía
conforma un insumo indispensable para la realización de
las diferentes actividades económicas de cualquier Nación,
así como para satisfacer las necesidades cotidianas de su
población.
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La Comisión Federal de Electricidad (CFE) hasta ahora ha
presentado cifras de producción positivas. De hecho, a ni-
vel nacional, la cobertura del servicio eléctrico es del orden
del 96.85%.1

Sin embargo, el problema que presenta la CFE es que las
tarifas no son competitivas y exceden significativamente
aquellas que prevalecen en el mercado internacional.2 Lo
anterior genera sobrecostos que se transfieren a los usua-
rios que pagan las tarifas y el saldo restante a los contribu-
yentes.3

Esto tiene consecuencias sobre algunos sectores de la eco-
nomía como el industrial, que en continuas ocasiones se ve
obligado a parar labores en las horas pico, horario en que
las que las tarifas son más onerosas.  Así mismo, en el sec-
tor de bienes y servicios no comercializables las altas tari-
fas se transfieren al resto de la economía, encareciendo los
bienes y servicios que se ofertan al público y frenando el
ciclo económico al limitar la venta; en otros sectores, las
tarifas artificialmente bajas fomentan la sobreutilización de
electricidad,4 lo cual entorpece los programas nacionales
de eficiencia energética que buscan adaptar y mitigar los
efectos del cambio climático en nuestro país. 

Dichos vicios son el resultado de las circunstancias que por
décadas imperaron en el sector eléctrico mexicano, y que
para revertirlos, resultó necesario aprobar una reforma
energética estructural, que permitiera la inversión privada
y fomentara la competencia en el segmento de la genera-
ción y comercialización de la electricidad.

No obstante, el debate de reforma energética, tal cual fue
planteado por las fuerzas políticas mayoritarias, se restrin-
gió a la dialéctica del status quo y la liberalización del mer-
cado energético. En esa discusión nacional, no se impulsó
una mayor utilización de las energías renovables en la ca-
dena productiva de energía. 

En efecto, en el caso específico de la industria eléctrica, si
bien se liberaron los segmentos de la generación y la co-
mercialización de la electricidad, no hubo por parte de los
partidos mayoritarios ninguna propuesta concreta para im-
pulsar la generación de electricidad a partir de fuentes de
energía renovable. 

Sólo el grupo parlamentario de Nueva Alianza presentó
una propuesta de ley que preveía una industria eléctrica ba-
sada principalmente en fuentes de energías renovables, de-
jando a las energías fósiles en un segundo plano.5

Sin embargo, la Ley de la Industria Eléctrica que se apro-
bó, fue la propuesta por el Presidente de la República, que
si bien permitirá la reconstitución de un mercado eléctrico
más competitivo, desatendió a las energías renovables, y
solo contempló la llamada certificación de energías lim-
pias. 

Estos certificados consisten en un sistema de “pago por
contaminar”, que además no distinguen entre energías re-
novables y fuentes de generación limpia, lo cual pone al
país en la incapacidad de poder cumplir con sus metas le-
gales de una participación mínima de 35% de combustibles
no fósiles para el 2024, de 40% para el 2035 y de 50% pa-
ra el 2050. 

Para lograr el cumplimiento de estas metas, México nece-
sitaría mecanismos legales más robustos en pro de las ener-
gías renovables. Empero, la actual Ley de la Industria Eléc-
trica no se ocupa realmente de esta cuestión. La actual ley
sólo regula la nueva apertura de la industria eléctrica a la
iniciativa privada. 

La nueva ley de la Industria Eléctrica, aunada a la reciente
apertura del mercado de hidrocarburos en México, tendrá
evidentemente como consecuencia una mayor disponibili-
dad de hidrocarburos a mejores precios y, por ende, una
mayor utilización de los mismos para la generación de
electricidad, sin que exista ningún mecanismo o incentivo
que coloque efectivamente a las energías renovables en una
situación de igualdad de condiciones para competir con las
energías fósiles en la generación de electricidad. 

Así pues, a pesar de que en México contamos con otras
fuentes de energía primaria respetuosas del medio ambien-
te y de tener un gran potencial en energías renovables, con-
tinuamos explotando un patrón energético dominado por la
quema de recursos fósiles, especialmente el petróleo, con
los correspondientes efectos nocivos en el medio ambien-
te.

En términos de cifras significativas, según datos de la CFE,
hasta abril 2013, la generación de electricidad en México a
partir de hidrocarburos fue del orden de 46.08% de la pro-
ducción total,6 sin embargo estos datos no incluyen los va-
lores de la zona centro del país; según otras fuentes, en Mé-
xico más del 75% de la electricidad se genera a partir de
combustibles fósiles.7

Asimismo, según los datos más recientes de la SENER, al
cierre del año 2012, el gas natural se posicionó como la
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fuente primaria de mayor participación en la generación de
electricidad en el país con un 50% del total nacional; el uso
de combustóleo en la generación eléctrica representó el
18.1%; el uso de carbón fue del orden de 12.9% y el uso
del diesel de 0.92% del total nacional. Esto significa que al
cierre del año 2012, la generación de electricidad en Méxi-
co con base en fuentes de energía no renovables fue de
aproximadamente del orden de 81.92% del total nacional.8

Todos estos datos muestran que en México, los hidrocar-
buros siguen siendo la principal energía primaria para la
generación de electricidad; mientras que se desaprovecha
la riqueza energética solar y eólica de nuestro país. 

Esto resulta preocupante, pues el  desempeño de México
comparado con el promedio mundial en el desarrollo de
energías renovables, presenta un notable rezago, incluso
frente a América Latina. Mientras en América Latina más
del 50% de la energía eléctrica proviene de fuentes reno-
vables, en México sólo representan el 18% y el 22%.9

Así, actualmente en nuestro país la participación de las
energías renovables en la matriz energética sigue siendo
muy limitada, pues en el 2012 representó alrededor del
13% del total de la generación eléctrica y apenas 2.9% si se
excluye la participación de la hidroeléctrica, la cual debido
a las importantes afectaciones ambientales que puede cau-
sar, frecuentemente no se le considera como fuente reno-
vable.10

El hecho de que México no priorice el desarrollo de las
energías renovables implica un retraso y un peligro para la
transición energética del país, ya que dependeríamos úni-
camente de combustibles fósiles que representan fuentes
de energía finitas, que se terminarán agotando y que deja-
rán al país en un estado de inseguridad energética, com-
prometiendo el desarrollo y la independencia nacional res-
pecto de las demás economías mundiales.

Argumentación

El 20 de diciembre de 2013 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reformó y se adi-
cionó diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de energía; y el
11 de agosto de 2014 se publicaron los decretos sobre las
leyes secundarias de la reforma energética.

En materia de energía eléctrica, la reforma estructural con-
sistió básicamente en permitir la participación de la inicia-

tiva privada en la generación de energía eléctrica y su co-
mercialización; conservando el Estado el monopolio sobre
el servicio público de transmisión y distribución de la elec-
tricidad, así como la operación del sistema eléctrico nacio-
nal; sin embargo no consideró la diversificación de la ma-
triz energética mediante un aumento de las energías
renovables.

La falta de acento puesto por la reforma energética en un
efectivo impulso de las energías renovables para encaminar
a México hacia la transición energética, es un problema
que debe ser resuelto urgentemente en aras de garantizar la
seguridad nacional. 

Para ello, es indispensable adecuar el marco normativo
existente de tal manera que se prioricen las energías re-
novables en la matriz energética nacional, mediante
una reforma que incluya nuevos mecanismos legales y
más atribuciones para las autoridades competentes en
la materia, de tal manera que nos encaminemos efecti-
vamente hacia una canasta energética variada. 

Con una reforma en este sentido y de tal amplitud, se for-
talecerá la seguridad energética del país, ya que al diversi-
ficar sus fuentes de generación de electricidad, México ga-
rantizará su autosuficiencia energética y evitará la
situación de tener que recurrir a fuentes externas para ob-
tener la energía que necesita.

Además, de esta forma, el país estaría transformando su pa-
trón de energía eléctrica de uno fosilizado y, por ende, ago-
table; a uno renovable y, por ende, sustentable.

Por esta razón, en el Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za proponemos que se reforme y se adecúe la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética vigente, de tal modo
que se fortalezcan las instituciones encargadas de impul-
sarlas mediante mayores atribuciones en la materia; se in-
cluyan mecanismos legales que prioricen la participación
de las fuentes de energías renovable en la generación de
electricidad y se fomente una mayor cooperación entre los
diferentes órdenes de gobierno para la planeación, diseño y
ejecución de la política pública en la materia, todo esto a la
luz nuevo panorama del mercado energético mexicano.

En las reformas que se presentan a consideración con esta
iniciativa, se proponen mecanismos para impulsar una
efectiva implementación de las energías renovables en el
mix eléctrico nacional, con el fin de garantizar que México
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cumpla con sus metas ambientales nacionales e internacio-
nales, aprovechando el gran potencial que tiene en energí-
as renovables, lo cual permitirá al país transitar hacia un
desarrollo sustentable y, por ende, asegurar la seguridad
energética nacional. 

En el 2012, aprobamos la Ley General de Cambio Climá-
tico con la cual México se comprometió a propiciar la
adaptación de nuestro país al cambio climático y a promo-
ver la transición hacia una economía competitiva sustenta-
ble y de bajas emisiones de carbono.11

Para ello, nos obligamos a reducir las emisiones de gases
de efecto invernadero en un 30 por ciento para el 2020, con
respecto a la línea base y en un 50 por ciento para el 2050,
en relación con las emitidas en el año 2000;12 este com-
promiso que le valió a México el reconocimiento de la co-
munidad internacional, quedó rezagado, e incluso antagó-
nico, con el paquete de reforma energética aprobado
recientemente, el cual como ya se ha mencionado se enfo-
ca únicamente en las fuentes finitas de energía, como lo
son el gas y el petróleo.

La falta de previsión sobre la utilización de energías reno-
vables, también  nos impide cumplir con los objetivos que
la Nación se impuso en el artículo segundo transitorio de la
Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el
Financiamiento de la Transición Energética, en el cual nos
comprometimos  a lograr para el 2024 una participación
máxima de 65 por ciento de combustibles fósiles , lo que
implica que para ese año, debemos contar con una partici-
pación de al menos 35% de combustibles no fósiles (ener-
gías renovables), en la generación de energía eléctrica na-
cional. A pesar de estos compromisos  que México ha
asumido para lograr la transición de su mix energético ha-
cia uno renovable y, por ende, sustentable, que le permitie-
ra ser autosuficiente energéticamente; el país no ha imple-
mentado mecanismos legales que garanticen una
integración efectiva de las renovables en la matriz energé-
tica nacional.

México no sólo tiene los compromisos legales para una
mayor integración de las fuentes de energía renovable en
su matriz energética; sino que también tiene el potencial
para lograrlo; sin embargo, no se está haciendo nada para
cumplir realmente con el cometido. Si bien el potencial eó-
lico de México se estima en 71,000 MW (lo que equivale a
cubrir más de 3 veces la demanda de energía eléctrica del
sector residencial en 2010),13 la utilización de esta fuente

de energía renovable por la CFE para la generación de
electricidad tan sólo es del orden del 0.08 por ciento del to-
tal de la electricidad generada. 

En cuanto a la viabilidad de usar la energía solar en Méxi-
co, se estima que el territorio mexicano presenta una irra-
diación global media diaria de aproximadamente 5.5 Kilo-
waths (kWh) por m2 al día, lo que coloca a México como
uno de los países con mayor potencial de aprovechamiento
de la energía solar en el mundo;14 sin embargo, la utiliza-
ción por parte de la CFE de esta energía primaria para ge-
nerar electricidad, es de tan sólo el 0.006 por ciento del to-
tal de la electricidad generada.15

Aunado a la actual falta de contundencia para integrar a las
energías renovables en la matriz energética nacional, la re-
forma energética aprobada se basa principalmente en hi-
drocarburos, esto significa que la CFE dispondrá de más
combustibles fósiles a mejor precio para quemarlos y pro-
ducir electricidad, conforme a su tradicional patrón de ge-
neración de electricidad. 

En tales circunstancias, nada obliga ni incentiva a la CFE a
cambiar su patrón de producción eléctrica petrolizado por
uno sustentable; es decir, basado en energías renovables.
Ahora bien, permitir la entrada de cualquier actor privado
en la producción de energía eléctrica, tal y como se ha es-
tablecido en la Constitución, sin ningún filtro canalizador
que encamine nuestra matriz energética hacia la sustenta-
bilidad, implicaría saturar el mercado eléctrico nacional
con más competidores que se basan en los combustibles fó-
siles, ya que estos al igual que la CFE aprovecharían que la
actual reforma beneficia a los hidrocarburos, disminuyen-
do sus precios, y optarían por la opción menos costosa y la
más fácil para producir electricidad. 

Esto condenaría nuestra matriz energética a seguir siendo
petrolizada o incluso a petrolizarla a porcentajes mayores
que la actual, lo cual sería contraproducente para lograr
cumplir con nuestros compromisos legales de sustentabili-
dad. 

En efecto, tal  cual se presenta el escenario energético na-
cional actual, queda claro que conforme a la Estrategia Na-
cional de Energía 2013-2027 será difícil conseguir la meta
del 35 por ciento de electricidad a partir de fuentes no fó-
siles para el 2024, establecido en los transitorios de la Ley
para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el Fi-
nanciamiento de la Transición Energética.16
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Es evidente que se requeriría un aumento muy considera-
ble tanto de la energía eólica como de la energía nuclear
para lograr dicha meta: la eólica tendría que pasar del 6.6
por ciento del total en el escenario de planeación actual al
16.6 por ciento, y la nuclear, del 2.3 por ciento del escena-
rio de planeación al 7.8 por ciento en el escenario alterno.
Del mismo modo, la proporción de electricidad generado a
partir del ciclo combinado tendría que disminuir del 66.1%
planeado al 56.1 por ciento.17

Este escenario alterno implicaría un cambio sustancial en
la estrategia actual que apuesta al gas natural como el com-
bustible predominante para la generación de electricidad.18

Por lo que sería necesario un real aumento de la participa-
ción de las energías renovables para diversificar nuestra
matriz energética.

En resumen, tal y como se deduce de los datos anteriores,
México no está en lo absoluto encaminado para lograr su
transición energética y la ley vigente en la materia no pro-
picia las condiciones necesarias para que esta se dé; sino
por el contrario, favorece a los hidrocarburos.

Así, el problema real para nuestro país consiste en que la
legislación vigente no contempla condiciones específicas
que propicien un ambiente adecuado para una mayor parti-
cipación de las energías renovables en el mix energético; lo
cual dificulta el cumplimiento de metas y objetivos de re-
ducir su emisión de gases de efecto invernadero y, más es-
pecíficamente, para transitar hacia las energías renovables.

Por eso, en la presente iniciativa con proyecto de decreto se
propone la inclusión de mecanismos que impulsen el
uso de las energías renovables para la generación de
electricidad en el país.

El mecanismo más importante que contiene esta pro-
puesta es que la energía eléctrica procedente de instala-
ciones que utilicen fuentes de energía renovable para la
producción de la misma; así como las de cogeneración
de alta eficiencia, tenga prioridad de despacho en igual-
dad de condiciones económicas en el mercado y priori-
dad de acceso y de conexión a la red, sobre la base de
criterios objetivos, transparentes y no indebidamente
discriminatorios. 

Por ende, en la presente iniciativa se establece que los pro-
ductores de energía eléctrica procedente de fuentes de
energía renovable y de cogeneraciones de alta eficiencia
no paguen peaje de acceso para verter su energía a la

red nacional de transmisión y las redes generales de dis-
tribución, ni las tarifas de porteo para transmisión y
distribución.

Este incentivo en beneficio de las fuentes de energía reno-
vables no es inconstitucional, ya que se inscribe en lo esta-
blecido en el artículo sexto transitorio del decreto por el
que se reforma la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en materia energética. 

Tal artículo faculta al Centro Nacional de Control de Ener-
gía (Cenace) para que, entre otras cosas, se encargue del
acceso abierto y no indebidamente discriminatorio a la red
nacional de transmisión y las redes generales de distribu-
ción. Lo anterior significa que si bien el Cenace no puede
restringir o priorizar el acceso a las redes de transmisión y
distribución de manera indiscriminada entre los producto-
res de energía eléctrica solicitando acceso a las redes, sí
puede priorizar  dicho acceso siempre y cuando dicha dis-
criminación se base en criterios debidamente justificados.

En el caso de las fuentes de energías renovables, tal y co-
mo ya se ha demostrado en párrafos anteriores, una priori-
zación en su favor es totalmente justificable y, por tanto,
sería una intervención en el acceso a las redes discrimina-
do justificadamente.

En efecto, los compromisos legales nacionales e interna-
cionales de México en pro de transitar hacia una matriz
energética sustentable, el actual panorama de un patrón
energético fosilizado y la ausencia de disposiciones legales
concretas que impulsen efectivamente las fuentes de ener-
gía renovable en México, hacen necesario la implementa-
ción de mecanismos legales que permitan al Cenace operar
el acceso en condiciones asimétricas a las redes de trans-
misión y distribución en beneficio de la electricidad gene-
rada a partir de fuentes de energía renovable. 

Esto de tal modo que se permita a las instalaciones basadas
en fuentes de energía renovable competir en igualdad de
condiciones con aquellas cuya producción de electricidad
se basa en combustible fósil.

Por otro lado, esta iniciativa establece puntualmente y gra-
dualmente las metas de participación de energías renova-
bles en la generación de electricidad, que el país deberá
cumplir entre 2018 y 2054. A diferencia de las metas país
actuales, estas metas país propuestas han sido establecidas
gradualmente por sexenios, de tal manera que al no estar
tan lejos en el tiempo, permita al gobierno en turno res-
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ponsabilizarse del cumplimiento de la meta que le corres-
ponda y a la ciudadanía estar más consciente de la existen-
cia de estas metas y así poder vigilar mejor y exigir el lo-
gro de las mismas.

Asimismo, este proyecto de reforma considera que el logro
de estas metas incumbe no solamente al Estado, sino tam-
bién a todos los participantes de la industria eléctrica, ya
sean públicos o privados. Así, esta propuesta contempla
que una de las maneras en que los participantes de merca-
do podrán contribuir al cumplimiento de esta metas país
sea a través del sistema de certificados de energías limpias,
el cual fue establecido en la Ley de la Industria Eléctrica.

Este proyecto de reforma también contempla el estableci-
miento de sanciones en caso de incumplimiento de las obli-
gaciones en energías limpias.

Igualmente, este proyecto de reforma contempla la inclu-
sión de mayores atribuciones para las autoridades compe-
tentes en la materia, a fin de que puedan actuar con efica-
cia en favor de las energías renovables. De igual forma, se
crean las condiciones a fin de que los instrumentos de po-
lítica pública en materia de energías renovables puedan lo-
grar una mayor integración territorial en el tema, una con-
siderable participación ciudadana, así como más presencia
y desarrollo de las energías renovables y de las tecnologí-
as limpias en la  matriz energética.

Por último, este proyecto de reforma adecúa la Ley para el
Aprovechamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética conforme a las nuevas
disposiciones constitucionales y leyes secundarias aproba-
das en materia energética; en consecuencia, esta iniciativa
con proyecto de decreto reforma, deroga y adiciona diver-
sas disposiciones de la citada ley. 

Las reformas propuestas a la Ley para el Aprovechamiento
de Energías Renovables y el Financiamiento de la Transi-
ción Energética se pretende crear un ambiente propicio pa-
ra una integración eficaz de las energías renovables en la
canasta eléctrica nacional y responsabilizar a los diferentes
actores del mercado eléctrico a que de manera progresiva
sus actividades tengan menos impacto sobre el medio am-
biente y el entorno social en donde se desarrolla.

Sólo una iniciativa de reforma que proponga un mercado
eléctrico con mecanismos y condiciones que permitan una
real y efectiva integración de las energías renovables den-

tro de la producción de electricidad, podrá asegurar la tran-
sición de México hacia una matriz energética sustentable.  

En conclusión, el Grupo Parlamentario Nueva Alianza,
mediante este acto legislativo y en congruencia con su tra-
dición legislativa encaminada a presentar propuestas que
beneficien a todos los mexicanos, salvaguardando la con-
servación y sustentabilidad del medio ambiente, se preser-
ve la soberanía nacional y, sobre todo, se alcance la sobe-
ranía energética mediante el uso racional y sustentable de
las fuentes de energía disponibles en el país, priorizando en
mayor medida el uso de fuentes de energía alternas, propo-
ne una reforma a la Ley para el Aprovechamiento de Ener-
gías Renovables y el Financiamiento de la Transición Ener-
gética que impulsen efectivamente la integración de las
energías renovables en el patrón energético nacional. 

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de Dipu-
tado Federal integrante del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del H. Congreso de la Unión, con fundamento en la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración del Pleno de esta Soberanía, la Ini-
ciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley para el Aprovechamiento de Energías Reno-
vables y el Financiamiento de la Transición Energética

Artículo Único. Se reforma el artículo 1, párrafo primero;
el artículo 3, fracción V y X, se adiciona la fracción VI, re-
corriéndose el orden de las fracciones subsecuentes; se adi-
cionan los artículos 4 Bis, 4 Ter, 4 Quárter, 4 Quinquies, 4
Sexies, 4 Septies, 4 Octies, 4 Nonies; se reforma el artícu-
lo 6, fracciones VI, VII y VIII, recorriéndose el orden de la
fracción subsecuente; se reforma el artículo 7, fracciones II
a VII y se adicionan las fracciones VIII y IX; se adiciona
un artículo 7 Bis; se reforma el artículo 8, fracciones III, IV
y V; se reforma el artículo 10, párrafo segundo; se reforma
el artículo 11, fracciones I y III; se derogan los artículos 13,
14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20; se reforman los artículos 22 y
23; se reforma el artículo 24, fracciones VI, VII y VIII y se
le adiciona una fracción IX; se reforman el artículo 26; el
artículo 27, párrafo segundo y el artículo 30, todos de la
Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y el
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Financiamiento de la Transición Energética para quedar
como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de ob-
servancia general en toda la República Mexicana. Tiene
por objeto impulsar el desarrollo y comercialización de
fuentes de energía renovables y las tecnologías limpias pa-
ra la generación de electricidad, con el fin de asegurar
una mayor participación de las energías renovables en
la matriz energética, garantizando así la seguridad
energética nacional. Asimismo, esta ley tiene por objeto
establecer la estrategia nacional y los instrumentos para el
financiamiento de la transición energética.

Se excluye del objeto de la presente Ley, la regulación de
las siguientes fuentes para generar electricidad:

I. a IV. …

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. a IV. …

V. Generador. Titular de uno o varios permisos para
generar electricidad en Centrales Eléctricas, o bien,
titular de un contrato de Participante del Mercado
que representa en el Mercado Eléctrico Mayorista a
dichas centrales o, con la autorización de la CRE, a
las Centrales Eléctricas ubicadas en el extranjero;

VI. Generador Exento: Propietario o poseedor de
una o varias Centrales Eléctricas que no requieren ni
cuenten con permiso para generar energía eléctrica
en términos de esta Ley;

VII. a IX…

X. Suministrador. Comercializador titular de un per-
miso para ofrecer el Suministro Eléctrico en la mo-
dalidad de Suministrador de Servicios Básicos, Su-
ministrador de Servicios Calificados o
Suministrador de Último Recurso y que puede re-
presentar en el Mercado Eléctrico Mayorista a los
Generadores Exentos;

Artículo 4. …

Artículo 4 Bis. Se establece la meta país de consumir
energía eléctrica que sea generada mediante una pro-
porción gradual de energías renovables. El porcentaje

de energías renovables en la generación de energía eléc-
trica total en el país deberá cumplir con las siguientes
proporciones:

I. 30 por ciento al 2018; 

II. 35 por ciento al 2024; 

III. 40 por ciento al 2030;

IV. 45 por ciento al 2036; 

V. 50 por ciento al 2042; 

VI. 55 por ciento al 2048;

VII. 60 por ciento al 2054.

Estas metas país de energías renovables constituyen
cantidades mínimas.  La Secretaría de Energía elabo-
rará mecanismos de seguimiento y reportes semestrales
que permitan verificar el cumplimiento de las mismas.

Artículo 4 Ter. Los participantes de la industria eléctri-
ca en general, sean de carácter público o privado, debe-
rán contribuir al cumplimiento de las metas país de
energías renovables establecidas en el artículo anterior.

Los generadores, sean públicos o privados obligados a
contribuir, son aquellos conectados al Sistema Eléctrico
Nacional y a los sistemas de Baja California y de Baja
California Sur.

Quedan exentos de esta obligación el generador exento,
siempre y cuando no se interconecte bajo ninguna cir-
cunstancia con la Red Nacional de Transmisión o con
cualquier red general de distribución. 

Artículo 4 Quárter. Para efectos de favorecer el cum-
plimiento de las metas país previstas en el artículo 4 bis
de la presente ley, la energía eléctrica procedente de ins-
talaciones que utilicen fuentes de energía renovable pa-
ra la producción de la misma así como la de las instala-
ciones de cogeneración de alta eficiencia, tendrán
prioridad de despacho en igualdad de condiciones eco-
nómicas en el mercado eléctrico; sin perjuicio de los re-
quisitos relativos al mantenimiento de la estabilidad óp-
tima, la calidad y la seguridad del sistema, en los
términos que se establezcan en la Ley de la Industria
Eléctrica y su Reglamento.
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Sin perjuicio de la seguridad de suministro y del desa-
rrollo eficiente del sistema, los productores de energía
eléctrica procedente de fuentes de energía renovables y
de cogeneraciones de alta eficiencia tendrán igualmen-
te prioridad de acceso y de nexo a la red, a través de un
contrato de interconexión o de conexión, en los térmi-
nos que se establezcan en dichos contratos, en la Ley de
la Industria Eléctrica y en su Reglamento, sobre la ba-
se de criterios objetivos, transparentes y no indebida-
mente discriminatorios.

De conformidad con lo establecido en los párrafos an-
teriores, el Centro Nacional de Control de Energía, co-
mo operador del Sistema Eléctrico Nacional deberá
prioritariamente subastar, transmitir y distribuir la to-
talidad de la energía eléctrica disponible procedente de
fuentes de energía renovables y de cogeneraciones de
alta eficiencia, permitiendo a estas energías un acceso
abierto y priorizado a las redes. 

La subasta mencionada en el párrafo anterior se con-
cretará por el pago de un precio tarifa que el compra-
dor hará a favor del titular de la instalación de produc-
ción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía
renovables y de cogeneraciones de alta eficiencia dispo-
nible.

Estas tarifas variarán según el tipo de fuente de energía
renovable de que se trate y serán reguladas por la Co-
misión Reguladora de Energía.

La prioridad de acceso y nexo así como de despacho de
la energía eléctrica procedente de centrales eléctricas
basadas en la utilización de fuentes de energía renova-
ble, sobre aquella proveniente de fuentes convenciona-
les, es una medida de orden público e interés social que
favorece la transición de la Nación hacia las energías
renovables, garantiza la seguridad energética nacional
y tiende al bienestar social, por lo que no constituye una
medida indebidamente discriminatoria en perjuicio de
terceros.

Artículo 4 Quinquies. Asimismo, con el fin de favorecer
el cumplimiento de la cuota de los porcentajes de ener-
gías renovables a que se refiere el artículo 4 Bis de la
presente ley, los participantes de la industria eléctrica
obligados por este ordenamiento a contribuir al cum-
plimiento de las metas país, podrán recurrir al merca-
do de certificados  de energías limpias, cuyas caracte-
rísticas, reglas de operación y valor inicial serán

establecidas por la Secretaría en las disposiciones re-
glamentarias correspondientes conforme a lo estableci-
do en el capítulo III del Título Cuarto de la Ley de la In-
dustria Eléctrica.

Las obligaciones para adquirir Certificados de Energí-
as Limpias por parte de los participantes del Mercado
Eléctrico Mayorista también serán establecidas por la
Secretaría conforme a lo establecido en el mencionado
capítulo III del Título Cuarto de la Ley de la Industria
Eléctrica. 

Artículo 4 Sexies. Será responsabilidad del Cenace re-
gistrar la generación de electricidad a partir de energí-
as renovables y de tecnologías limpias entregada a la
Red, por cada unidad de generación con base en los re-
portes de los sistemas de medición, revisión y verifica-
ción.

Artículo 4 Septies. Para tomar en cuenta eventos natu-
rales, como sequías u otros fenómenos que afecten la
generación de energía eléctrica a partir de energías  re-
novables y de tecnologías limpias, se permitirá el tras-
lado de obligaciones entre periodos. 

La CRE definirá de manera transparente y justificada,
los criterios de traslado de obligaciones, así como las
medidas de excepción que podrán aplicarse a quienes
detenten certificados de energía limpia.

Artículo 4 Octies. El incumplimiento de las cuotas de
energías limpias a que se refiere el artículo 4 Quinquies
de esta Ley, por parte de los participantes de la indus-
tria eléctrica obligados a contribuir al cumplimiento de
la meta país establecida en el Artículo 4 Bis de esta Ley,
al término del período correspondiente, y con la salve-
dad expresada en el último párrafo del artículo men-
cionado, será sancionado con una multa de seis a cin-
cuenta salarios mínimos por cada megawatt-hora de
incumplimiento en la adquisición de Certificados de
Energías Limpias. 

Artículo 4 Nonies. El Estado mexicano deberá garanti-
zar que existan las condiciones legales, regulatorias, fis-
cales, financieras y técnicas para el cumplimiento de las
metas señaladas en la presente Ley y sus disposiciones
reglamentarias para todos los participantes de la indus-
tria eléctrica.

Artículo 6. Corresponde a la Secretaría:
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I. a V. …

VI. Establecer y actualizar el Inventario Nacional de las
Energías Renovables, con programas a corto plazo y
planes y perspectivas a mediano y largo plazo compren-
didas en el Programa Especial para el Aprovechamiento
de Energías Renovables y en la Estrategia Nacional pa-
ra la Transición Energética y el Aprovechamiento Sus-
tentable de la Energía, con el fin de valorizar los re-
cursos renovables locales permitiendo así el
desarrollo estatal y municipal;

VII. Elaborar y publicar el atlas nacional de zonas facti-
bles para desarrollar proyectos generadores de electrici-
dad a partir de fuentes de energías renovables, con el
fin de valorizar los recursos renovables locales per-
mitiendo así el desarrollo estatal y municipal;

VIII. Requerir datos y estadísticas a los Estados y
Municipios respecto a su potencial en energías reno-
vables, los cuales deberá utilizar en la elaboración
del Inventario Nacional de las Energías Renovables
y en el atlas nacional de zonas factibles para des-
arrollar proyectos generadores de electricidad a par-
tir de fuentes de energías renovables; y

IX. …

Artículo 7. Sin perjuicio de las que su propia ley y la Ley
de la Industria Eléctrica le otorgan, la Comisión Regulado-
ra de Energía tendrá las atribuciones siguientes:

I. Expedir las normas, directivas, metodologías y demás
disposiciones de carácter administrativo que regulen la
generación de electricidad a partir de energías renova-
bles, de conformidad con lo establecido en esta Ley,
atendiendo a la política energética establecida por la Se-
cretaría;

II. Otorgar los Certificados de Energías Limpias;

III. Emitir la regulación para validar la titularidad
de los Certificados de Energías Limpias;

IV. Verificar el cumplimiento de los requisitos relati-
vos a los Certificados de Energías Limpias;

V. Emitir los criterios de eficiencia utilizado en la de-
finición de Energías Limpias establecida en la Ley de
la Industria Eléctrica;

VI. Expedir normas, directivas, metodologías y de-
más disposiciones de carácter administrativo que re-
gulen y promuevan la generación de energía eléctri-
ca a partir de fuentes de energía renovable y de
tecnología limpias, de conformidad con lo estableci-
do en esta Ley, atendiendo a la política energética es-
tablecida por la Secretaría;

VII. Expedir y aplicar la regulación necesaria en ma-
teria de eficiencia, Calidad, Confiabilidad, Continui-
dad, seguridad y sustentabilidad del Sistema Eléctri-
co Nacional;

VIII. Fomentar la capacitación de empresas y su
personal, así como profesionales y técnicos indepen-
dientes, para la instalación de Centrales Eléctricas
de Generación Limpia Distribuida;

IX. Expedir los criterios, lineamientos y reglas gene-
rales de interconexión al sistema Eléctrico Nacional
para garantizar el acceso y seguridad de la energía
eléctrica generada a partir de fuentes de energía re-
novables y que faciliten el cumplimiento de las metas
país establecidas en el artículo 4 Bis de la presente
ley. 

Artículo 7 Bis. Sin perjuicio de lo que le otorga la Ley
de la Industria Eléctrica, el Centro Nacional de Control
de Energía tendrá las atribuciones siguientes:

I. Garantizar el acceso abierto y no indebidamente
discriminatorio a la red nacional de transmisión y las
redes generales de distribución;

II. Dar prioridad de acceso y nexo a la red nacional
de transmisión y las redes generales de distribución
a la energía eléctrica disponible procedente de fuen-
tes de energía renovables y de cogeneraciones de al-
ta eficiencia, permitiendo a estas energías un acceso
abierto y debidamente discriminatorio a las redes;

III. Dar prioridad en el despacho a la energía eléc-
trica procedente de centrales eléctricas basadas en la
utilización de fuentes de energía renovable y de co-
generaciones de alta eficiencia, para que esta sea su-
bastada;

IV. Subastar la energía eléctrica disponible proce-
dente de fuentes de energía renovables y de cogene-
raciones de alta eficiencia, por el pago de un precio
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tarifa que el comprador hará a favor del titular de la
instalación de producción de energía eléctrica a par-
tir de fuentes de energía renovables y de cogenera-
ciones de alta eficiencia disponible.

Artículo 8. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Se-
cretaría de Energía deberá suscribir convenios y acuerdos
de coordinación con los gobiernos del Distrito Federal o de
los Estados, con la participación en su caso de los Munici-
pios, con el objeto de que, en el ámbito de sus respectivas
competencias:

I. a II. …

III. Faciliten el acceso a aquellas zonas con un alto po-
tencial de fuentes de energías renovables para su apro-
vechamiento y agilicen y garanticen el otorgamiento
de los permisos y autorizaciones correspondientes,
en el ámbito de su competencia, siempre de manera
transparente y en pleno respeto de los derechos de
los propietarios o titulares de los terrenos contem-
plados en esta y otras leyes. 

IV. Establezcan regulaciones de uso del suelo y de cons-
trucciones, que tomen en cuenta los intereses de los pro-
pietarios o poseedores de terrenos para el aprovecha-
miento de las energías renovables; y

V. Faciliten la cooperación en todo tipo de proyectos
conjuntos relacionados con la producción de electri-
cidad procedente de fuentes de energía renovables,
en los cuales podrán participar agentes del sector
privado.

Artículo 10. La Secretaría de Energía, con la opinión de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de la Secreta-
ría de Salud, elaborará una metodología para valorar las
externalidades asociadas con la generación de electricidad,
a partir de las diversas fuentes renovables y no renovables
en sus distintas escalas, así como las acciones de política a
que se refiere esta Ley, relacionadas con dichas externali-
dades. 

A partir de esa metodología y acciones de política, la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales diseñará
mecanismos de regulación ambiental para el aprovecha-
miento de energías renovables. Asimismo, la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, en el marco de sus fa-
cultades, deberá considerar los costos asociados a las

externalidades para la determinación de la factibilidad
financiera de nuevos proyectos de generación eléctrica
del sector público y los costos nivelados de producción
de energía eléctrica de proyectos existentes.

Artículo 11. …

I. Garantizar la participación social durante la planea-
ción, aplicación y evaluación del Programa, de confor-
midad con lo establecido por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y los demás ordena-
mientos aplicables;

II. …

III. Garantizar el cumplimiento de las metas país de
energías renovables establecidas en el artículo 4 Bis
de la presente ley, así como definir las estrategias y
acciones necesarias para alcanzarlas, las cuales in-
cluirán las obligaciones para adquirir los Certifica-
dos de Energías Limpias.

Cuando por negligencia o causa inexcusable no se defi-
nan las estrategias y acciones a que se refiere el párrafo
anterior, los servidores públicos que incurran en dicho
incumplimiento serán sancionados en términos de lo
dispuesto en los artículos 8 y 13 y demás aplicables de
la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos.

IV.  al VIII. …

…

Artículo 13. Se deroga.

Artículo 14. Se deroga.

Artículo 15. Se deroga.

Artículo 16. Se deroga.

Artículo 17. Se deroga.

Artículo 18. Se deroga.

Artículo 19. Se deroga.

Artículo 20. Se deroga.
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Artículo 22. Se establece la Estrategia como el instru-
mento rector de política nacional a mediano y largo pla-
zo, mediante el cual el Estado Mexicano impulsará las po-
líticas y las acciones que deberán ser ejecutadas
mediante el Programa, los programas anuales que de él
deriven y aquellos proyectos encaminados a conseguir
una mayor utilización y aprovechamiento de las fuentes de
energía renovables y las tecnologías limpias, promover la
eficiencia y sustentabilidad energética, así como la reduc-
ción de la dependencia de México de los hidrocarburos co-
mo fuente primaria de energía, con el objetivo último de
asegurar el cumplimiento de las metas país de energías
renovables en la generación eléctrica total en el país,
conforme a las proporciones establecidas en el artículo
5 de la presente ley.

Artículo 23. …

Esta Estrategia incluirá una hoja de ruta que estable-
cerá la secuencia de pasos para alcanzar su objetivo
principal, especificando participantes, tiempo y recur-
sos necesarios; procurando una mayor cooperación con
Estados y Municipios.  

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, de-
berá garantizar la participación ciudadana en la elabo-
ración, ejecución y evaluación de la Estrategia. Los re-
sultados de la evaluación de la Estrategia deberán ser
publicados en el Diario Oficial de la Federación y en
medios electrónicos.  

Artículo 24. …

La Estrategia, en términos de las disposiciones aplicables,
consolidará en el Presupuesto de Egresos de la Federación
las provisiones de recursos del sector público tendientes a:

I. a V. …

VI. Proponer las medidas necesarias para garantizar
que la población tenga acceso a información confiable,
oportuna y de fácil consulta en relación con el consumo
energético de los equipos, aparatos y vehículos que re-
quieren del suministro de energía para su funcionamien-
to; 

VII. Proponer la creación de fondos y fideicomisos que
tengan por objeto apoyar la investigación, promoción y
aprovechamiento de investigación científica y tecnoló-
gica en materia de energía renovable; 

VIII. Promover que en los inmuebles de las dependen-
cias y organismos de la administración pública federal
se utilice energía renovable, de acuerdo con las caracte-
rísticas geográficas, posibilidades técnicas y viabilidad
económica en cada uno de ellos, y

IX. Promover la inversión estatal y municipal en la
producción de energía eléctrica procedente de fuen-
tes de energía renovables.

Artículo 26. Cada año la Secretaría llevará a cabo la ac-
tualización de la Estrategia y presentará una prospectiva
sobre los avances logrados en la transición energética y el
aprovechamiento sustentable de las energías renovables,
incluyendo un diagnóstico sobre las aplicaciones de las
tecnologías limpias y las energías renovables, así como so-
bre el ahorro y uso óptimo de toda clase de energía. Adi-
cionalmente, cada seis meses la Secretaría actualizará y pu-
blicará el avance en el cumplimiento de las metas país de
participación de las energías renovables en la generación
de electricidad.

Artículo 27. …

El Fondo contará con un comité técnico integrado por re-
presentantes de las Secretarías de Energía, quien lo presi-
dirá, de Hacienda y Crédito Público, de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, de Economía, del Centro
Nacional de Control de Energía, de la Comisión Regu-
ladora de Energía, del Instituto Mexicano del Petróleo,
del Instituto de Investigaciones Eléctricas y del Consejo
Nacional de Ciencia y Tecnología.

…

…

Artículo 30. El Ejecutivo federal, los gobiernos de las en-
tidades federativas, del Distrito Federal y de los munici-
pios, podrán firmar convenios con los participantes del
Mercado correspondientes con objeto de que, de manera
conjunta, se lleven a cabo proyectos de aprovechamiento
de las energías renovables disponibles en su territorio.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en la Diario Oficial de la Federa-
ción.
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nomía”. Disponible en: http://imco.org.mx/wp-content/uploads/2006/
8/tarifas_electricas_en_mexico_06.pdf

3 Loser, C.; Kohli, Op. Cit. Página 287.

4 Ibídem.

5 Proyecto de decreto que expide la Ley de la Industria Eléctrica, pre-
sentado el 28 de mayo de 2014.

6 Comisión Federal de Electricidad. (2013). Estadísticas de Genera-
ción de Electricidad. Disponible en: http://www.cfe.gob.mx/ConoceC-
FE/1_AcercadeCFE/Estadisticas/Paginas/Generacion.aspx

7 Conae; De Buen R, O. (2011). Desarrollo de las Energías Renovables
en México: la perspectiva de la Conae, Disponible en: http://www.co-
nae.gob.mx/work/sites/CONAE/resources/LocalContent/1483/1/ima-
ges/conae.pdf

8 Sener (2013). Prospectiva del Sector Eléctrico 2013-2027, Figura
3.20, p.93, Disponible en: http://sener.gob.mx/res/PE_y_DT/pub/
2013/Prospectiva_del_Sector_Electrico_2013-2027.pdf 

9 Instituto Global para la Sostenibilidad de EGADE Business School,
Tecnológico de Monterrey. (2014). Energías Renovables para la Com-
petitividad en México. Disponible en: http://www.igs.org.mx/sites/de-
fault/files/ENERGIASRENOVABLES_22MAYO_WEB.pdf 

10 Ibídem.

11 Artículo 1, fracciones I y VII  de la Ley General para el Cambio Cli-
mático.

12 Artículo Segundo transitorio de la misma ley.

13 Secretaría de Economía, Pro México Inversión y Comercio. (2012).
Energías Renovables. Disponible en: http://www.promexico.gob.
mx/es_us/promexico/Renewable_Energy.

14 Secretaría de Energía. (2012). Prospectiva de Energías Renovables
2012-2016. Disponible en:

http://www.sener.gob.mx/res/PE_y_DT/pub/2012/PER_2012-
2026.pdf.

15 Comisión Federal de Electricidad. (2013). Estadísticas de Genera-
ción de Electricidad. Disponible en:

http://www.cfe.gob.mx/ConoceCFE/1_AcercadeCFE/Estadisticas/Pa-
ginas/Generacion.aspx.

16 Instituto Global para la Sostenibilidad de EGADE Business Scho-
ol, Tecnológico de Monterrey. (2014). Energías Renovables para la
Competitividad en México. Disponible en:

http://www.igs.org.mx/sites/default/files/ENERGIASRENOVA-
BLES_22MAYO_WEB.pdf

17 Ibídem. 

18 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de octubre de 2014.— Dipu-
tada María Sanjuana Cerda Franco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma el artículo 25 y adiciona el 47-A de
la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo de la diputada Ama-
lia Dolores García Medina, del PRD, y suscrita por inte-
grantes de diversos grupos parlamentarios

Los que suscriben, diputadas y diputados Amalia Dolores
García Medina (PRD), Francisco Arroyo Vieyra (PRI),
Juan Manuel Gastélum Buenrostro (PAN), Jaime Bonilla
Álvarez (PT), José Antonio Hurtado Gallegos (Movimien-
to Ciudadano), Lilia Aguilar Gil (PT) y David Pérez Teja-
da Padilla (PVEM), integrantes de la LXII Legislatura, en
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como el artículo 6, fracción I, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someten a la consideración del ple-
no de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que adiciona una fracción IX al artículo 25, y se
adiciona el artículo 47-A de la Ley de Coordinación Fiscal
al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

México es un país de paso, de origen, de destino y de re-
torno de migrantes internacionales; además, tiene una acti-
va migración interna, en ejercicio del derecho a la movili-
dad humana, que ocasiona el desplazamiento de millones
de mexicanos desde sus lugares de origen hacia otras ciu-
dades del país con capacidad de ofrecer educación, servi-
cios y, sobre todo, empleo.

Migración de paso por nuestro país

De acuerdo con estimaciones del Instituto Nacional de Mi-
gración, INM, anualmente ingresan a México alrededor de
140 mil migrantes en situación irregular, la mayoría prove-
niente de Centroamérica. Esta cifra no incluye los movi-
mientos locales entre las riberas del río Suchiate, en Chia-
pas. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos
informa que organizaciones de la sociedad civil estiman
que la cifra de migrantes en situación irregular podría si-
tuarse en aproximadamente 400 mil migrantes al año. La
mayoría de estos migrantes irregulares pretenden llegar a
los Estados Unidos o a Canadá.

País de destino

México es también un país de destino para miles de mi-
grantes, en especial centroamericanos, que se dirigen, prin-
cipalmente, a estados fronterizos para trabajar como jorna-
leros en labores agrícolas o como trabajadoras domésticas
en las principales ciudades de la frontera sur. De acuerdo
con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Inegi,
en 2010 México contaba con 961 mil 121 migrantes inter-
nacionales.

País de retorno

Con cifras del INM, entre 2008 y 2012 se llevaron a cabo
2 millones 423 mil 399 actos de repatriaciones (deporta-
ciones) de mexicanos desde Estados Unidos. Sólo en 2012
se llevaron a cabo 369 mil 492 actos. Las autoridades mi-
gratorias estadounidenses informan que del año fiscal 2009
al 2011 llevaron a cabo un total de 1 millón 878 mil 293
eventos de deportación de migrantes mexicanos.

De esa cifra de repatriaciones, el 34.2 por ciento sucedie-
ron por Baja California, 33.2 por ciento por Tamaulipas,
17.7 por ciento por Sonora, 11 por ciento por Coahuila y
3.2 por ciento por Chihuahua. Cada vez más, las autorida-

des estadounidenses están enviando a los deportados, vía
avión, hacia la Ciudad de México, buscando alejarlos de la
frontera y con ello dificultar su regreso a Estados Unidos.

En su mayoría, los repatriados fueron originarios de los es-
tados de Oaxaca, Michoacán, Chiapas, Guanajuato, Gue-
rrero, Jalisco, Sinaloa, México, Puebla y Veracruz, repor-
tando incluso en el caso de Oaxaca y Michoacán más de 27
mil repatriaciones por cada entidad.

El retorno de migrantes mexicanos representa un gran reto
para el Estado mexicano que tiene que encontrar solucio-
nes que permitan la protección y la integración social y
económica de esos connacionales.

De especial preocupación es el retorno de ex convictos de
las prisiones de Estados Unidos. De 2006 a 2012, más de
un millón de mexicanos fueron recluidos en cárceles de Es-
tados Unidos bajo cargos que van desde faltas administra-
tivas, hasta delitos como tráfico de personas, al igual que
tráfico o venta de drogas, delitos sexuales, homicidios e in-
cluso por pertenecer al crimen organizado. En el caso de
los extranjeros con residencia legal que cometen alguno de
estos delitos, la condición de inmigrado puede ser anulada
par a luego ser deportados a sus países de origen.

Es importante señalar que debido a la reforma migratoria
de septiembre de 1996 que expandió la definición de “de-
lito agravante”, un inmigrante convicto de un crimen defi-
nido por las leyes de inmigración estadounidenses como un
“delito agravante” es deportable, por lo que el número de
deportados a México durante los años 1996, 1997 y 1998,
registró cifras superiores al 70 por ciento del total de las
deportaciones.

Para el año fiscal de 2010 y según estadísticas del Depar-
tamento de Seguridad Interior de los Estados Unidos, el
número de inmigrantes expulsados fue de 387 mil, inclui-
dos más de 59 mil con antecedentes criminales. Según la
misma autoridad más de la mitad de estos deportados fue-
ron enviados a México.

En 2011, y de acuerdo a informes oficiales se documentó
el mayor número de encarcelamientos y expulsiones de ex-
tranjeros, siendo un total de 396 mil 906 deportaciones a
distintos países. Cerca de 45 mil de estos deportados se re-
lacionaban con casos de almacenaje, venta o distribución
de drogas ilegales. México fue el destino del mayor núme-
ro de estos deportados.
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Según datos del Departamento de Seguridad Interior de los
Estados Unidos, en el año fiscal 2012, un poco más de 225
mil ex convictos fueron deportados a sus países de origen
y más de la mitad de ellos fueron enviados a México sin su-
pervisión ni seguimiento por parte de alguna autoridad.

Es importante verificar si los ex convictos deportados a
México cuentan o no con antecedentes criminales en nues-
tro propio país, en cuyo caso deben ser puestos a disposi-
ción de las autoridades correspondientes. Muchos de esos
ex convictos continúan su actividad delictiva en las ciuda-
des a las que fueron deportados, contribuyendo así a la in-
seguridad general que se vive en el país.

Migración Interna

La zona metropolitana de la Ciudad de México, polos de
desarrollo turístico creados por políticas públicas y entida-
des fronterizas, han sido históricamente los principales po-
los de atracción para la migración interna.

Baja California es el estado norteño que más migrantes re-
cibe al año, para el 2010 de acuerdo a Censo de Población
y Vivienda del Inegi, llegaron a Baja California un total de
154 mil 29 inmigrantes, se espera que para 2014 esa cifra
supere los 170 mil. Le siguen Nuevo León con 133 mil
657, Tamaulipas con 106 mil 410, Sonora con 78 mil 545,
Coahuila con 61 mil 636 y Chihuahua con 58 mil 334. 

De las entidades fronterizas Baja California tiene el mayor
porcentaje de población radicada que nació en otra entidad
federativa, llegando al 41 por ciento, según el Estudio de
Migración Interna de Inegi 2010. Más de 1 millón 300 mil
residentes, de los 3 millones 150 mil que componían la po-
blación bajacaliforniana en el 2010 procedían de otras en-
tidades federativas, en su mayoría de Sinaloa, Jalisco, So-
nora, Michoacán, Distrito Federal, Nayarit, Veracruz,
Oaxaca, Guanajuato y Chiapas. 

De acuerdo al Consejo Nacional de Población, Conapo,
históricamente, la migración interna ha sido el principal
componente de los cambios observados en la distribución
territorial de la población. Conapo estima que durante el
periodo 1995-2000, alrededor de 6.9 millones de personas
cambiaron de municipio de residencia. El destino de los
migrantes en busca de mejores condiciones de empleo y
bienestar son principalmente las ciudades fronterizas de Ti-
juana, Mexicali, Cd. Juárez, Piedras Negras, y Nuevo La-
redo.

Movimiento fronterizo

México tiene con Estados Unidos de América la frontera
más activa del mundo, de acuerdo a estadísticas del Buró
de Transporte de Estados Unidos el movimiento fronterizo
de peatones representó por Baja California 5 millones 800
mil cruces de enero a abril de 2013, 3 millones por Tamau-
lipas, 2 millones 350 mil y 2 millones 100 mil por Sonora
y Chihuahua respectivamente y 280 mil por Coahuila.

14 millones 500 mil cruces en vehículos en Baja California
de enero a abril de 2013, 10 millones 220 mil por Tamau-
lipas, 6 millones 500 mil por Chihuahua, 4 millones 800
mil por Sonora y 2 millones 400 mil por Coahuila.

Los migrantes que retornan se encuentran en condiciones
de alta vulnerabilidad, viviendo, muchas veces, a la intem-
perie, en improvisados campamentos bajo puentes, etc.; re-
quieren atención en albergues con alimentos, servicio mé-
dico, medios de comunicación; auxilio para retornar a sus
lugares de origen u orientación y apoyo para trasladarse a
otras ciudades del país en las que puedan encontrar un em-
pleo digno. El olvidarnos de éstos mexicanos hará que no
pocos de ellos se refugien en el alcoholismo, la drogadic-
ción, o sean reclutados por el crimen organizado. Por la se-
guridad de todos debemos de apoyar la integración de esos
mexicanos.

Por otra parte, el aumento de población en las ciudades que
reciben un gran número de migrantes obliga a las autorida-
des locales a realizar cuantiosas inversiones para dotar de
servicios, de infraestructura y de seguridad a los nuevos
habitantes, así como promover actividades económicas pa-
ra que los emigrantes puedan incorporarse a la economía.

Es injusto que las ciudades y entidades federativas que re-
ciben a los repatriados, principalmente las fronterizas y la
capital del país, o a los emigrantes internos, no tengan ayu-
da financiera federal, tomando en cuenta que el origen de
esos migrantes está en todo el país.

El gobierno de Baja California ha iniciado cabildeos para
lograr que en el Presupuesto de Egresos de la Federación
se integre un nuevo Fondo de Migralidad para atender los
fenómenos arriba descritos.

Este fondo se formará con los recursos que al efecto se le
destinen en el Presupuesto de Egresos de la Federación y
se distribuirá entre las entidades federativas, de conformi-
dad con las Reglas de Operación que dicte la Secretaría de
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Hacienda y Crédito Público, tomando en cuenta el número
de repatriados y de inmigrantes internos que reciba cada
una.

Este fondo se formalizará adicionando una fracción IX al
artículo 25 de la Ley de Coordinación Fiscal, por el que se
regulan otros fondos como el Fondo de Aportaciones para
la Nómina Educativa y Gasto Operativo; Fondo de Aporta-
ciones para los Servicios de Salud; Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social; Fondo de Aportaciones para
el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcacio-
nes Territoriales del Distrito Federal; etc. Asimismo, se
adiciona un Artículo 47-A a la misma disposición normati-
va.

En atención a lo expresado, someto a la consideración del
pleno el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción IX al ar-
tículo 25, y se adiciona un artículo 47-A, a la Ley de Co-
ordinación Fiscal

Único. Se adiciona una fracción IX al artículo 25, y se adi-
ciona un artículo 47-A, a la Ley de Coordinación Fiscal,
para quedar como sigue: 

Artículo 25. Con independencia de lo establecido en los
capítulos I a IV de esta ley, respecto de la participación de
los estados, municipios y el Distrito Federal en la recauda-
ción federal participable, se establecen las aportaciones fe-
derales, como recursos que la Federación transfiere a las
haciendas públicas de los estados, Distrito Federal y, en su
caso, de los municipios, condicionando su gasto a la con-
secución y cumplimiento de los objetivos que para cada ti-
po de aportación establece esta ley, para los fondos si-
guientes:

…

…

IX. Fondo de Migralidad.

Artículo 47-A. El Fondo de Migralidad se formará con los
recursos que al efecto se le destinen en el Presupuesto de
Egresos de la Federación y se distribuirá entre las entida-
des federativas, de conformidad con las Reglas de Opera-
ción que dicte la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
tomando en cuenta el número de repatriados y de inmi-
grantes internos que reciba cada una.

Este fondo podrá utilizarse, por las entidades federativas,
para:

- Atender las necesidades básicas –albergue, alimenta-
ción y cuidados para la salud– de migrantes retornados;

- Construcción de infraestructura básica urbana;

- Inversión en seguridad pública; y

- Programas de fomento al empleo productivo.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo, sede de la Cámara de Diputados, a 23 de octubre,
de 2014.— Diputados: Amalia Dolores García Medina (rúbrica), Fran-
cisco Arroyo Vieyra (rúbrica), Juan Manuel Gastélum Buenrostro (rú-
brica), Francisco Javier Fernández Clamont, Lorenia Iveth Valles Sam-
pedro, Jaime Bonilla Álvarez (rúbrica), Arturo de la Rosa Escalante,
David Pérez Tejada Padilla (rúbrica), José Antonio Hurtado Gallegos
(rúbrica), Lilia Aguilar Gil (rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

«Iniciativa que reforma los artículos 41, 90 y 94 de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado
Fernando Alejandro Larrazábal Bretón, del Grupo Parla-
mentario del PAN

Planteamiento del problema 

En los últimos años, la experiencia en gestión de recursos
federales destinados al financiamiento de proyectos en ma-
teria de obras de infraestructura física deportiva, ha resul-
tado desalentadora para la mayoría de los 2 mil 440 alcal-
des en México, sobre todo cuando se trata de inmuebles
destinados a la práctica del deporte o la cultura física, cuya
construcción fue ejecutada a 100 por ciento, durante uno o
dos ejercicios fiscales inmediatos anteriores y éstos no re-
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quieren presupuesto del orden federal para crear, ampliar y
mejorar los espacios destinados al deporte en general y de
alto nivel competitivo.

En la mayoría de los casos, las obras de infraestructura de-
portiva recién creadas, ampliadas y mejoradas requieren
presupuesto federal para proyectos destinados al equipa-
miento y el abastecimiento de material deportivo.

Sin embargo, el Fondo de Infraestructura Deportiva vigen-
te, previsto en el decreto de Presupuesto de Egresos (PEF)
para el ejercicio fiscal de 2014 y publicado en el Diario
Oficial de la Federación (DOF) el 3 de diciembre de 2013,
establece en el artículo 12 que dicho fondo tendrá como fi-
nalidad

Fortalecer el desarrollo del deporte y la actividad física
mediante proyectos de inversión en infraestructura de-
portiva, que comprendan acciones de obra pública y
equipamiento deportivo, a fin de crear, ampliar y mejo-
rar los espacios para la práctica del deporte en general y
el de alto nivel competitivo.

La secretaría emitirá, a más tardar el 31 de enero, las
disposiciones específicas para la aplicación de dichos
fondos. Las entidades federativas deberán solicitar los
recursos correspondientes a más tardar el 15 de marzo,
los cuales serán ministrados 50 por ciento en el mes de
marzo y 50 por ciento a más tardar en el mes de agosto.
Aquellos recursos que no hayan sido convenidos y mi-
nistrados en ese periodo se reasignarán a programas so-
ciales y de inversión en infraestructura. Del total del
costo de cada proyecto, se podrá destinar hasta el 30
por ciento de los recursos para equipamiento.

Con lo citado se sostiene que el presupuesto público fe-
deral vigente en México en materia de infraestructura de-
portiva se caracteriza por la ausencia de equipamiento de-
portivo a 100 por ciento y que, por ende, se considera
limitativo para el cumplimiento efectivo en la adquisición
de equipamiento diverso y material deportivo.

Es de tomarse en consideración que los Lineamientos de
Operación del Fondo de Cultura y Fondo de Infraestructu-
ra Deportiva, publicados en el DOF el 31 de enero de 2014,
definen lo que deberá entenderse por equipamiento depor-
tivo en los términos siguientes:

Capítulo II. Definiciones

5. Para efectos de los lineamientos se entenderá por

…

…

…

…

…

…

VII. Equipamiento deportivo: el conjunto de bienes
muebles instalados, necesarios para el funcionamiento
de los espacios deportivos y para la práctica del deporte
en general. No incluye vestuario, blancos, prendas de
protección, artículos deportivos ni suministros de ofici-
na, entre otros;

…

…

…

Ahora bien, respecto al material deportivo, el decreto de
PEF vigente no lo reconoce en ninguno de sus preceptos ni
fondos relacionados con la infraestructura física deportiva,
sin omitir que el acuerdo por el que se modifica el Clasifi-
cador por Objeto del Gasto para la Administración Pública
Federal publicado en el DOF el miércoles 24 de julio de
2013 determina lo que deberá entenderse por equipamien-
to deportivo y material deportivo:

2700 “Vestuario, blancos, prendas de protección y
artículos deportivos”. Asignaciones destinadas a la ad-
quisición de vestuario y sus accesorios, blancos, artícu-
los deportivos; así como prendas de protección personal
diferentes a las de seguridad.

273 Artículos deportivos

7301 Artículos deportivos

Adicionalmente, la realidad que día con día viven diversas
agrupaciones de la sociedad civil, así como los padres y
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madres de familia, cuando se alude al equipamiento y al
material deportivo para el uso óptimo de las instalaciones
públicas, es la de suplir una responsabilidad del Estado, al
momento de asumir los gastos por concepto de compra de
equipamiento faltante y material deportivo requerido para
poder hacer uso de la infraestructura existente. Esta situa-
ción sintetiza por sí misma, el estado en el que se encuen-
tra el derecho constitucional a la práctica del deporte y a la
cultura física en el país.

Por lo anterior y en aras de atender adecuadamente las de-
mandas que requiere el desarrollo de la activación física, la
cultura física y el deporte, se propone reformar los artícu-
los 41 fracción IV, 90 y 94 de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, reglamentaria del artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor
de los siguientes

Argumentos

El 11 de junio de 2011 entró en vigor la reforma constitu-
cional en materia de derechos humanos, que ha sido consi-
derada la mayor aportación para la sociedad mexicana en
el segundo decenio del siglo XXI. Como parte del cambio
de denominación del título primero de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y la mo-
dificación de 11 artículos, se establecieron una serie de
obligaciones para el Estado y todas las autoridades en el
ámbito de sus competencias, en el sentido de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de
conformidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, invisibilidad y progresividad, previsto en el pá-
rrafo tercero del artículo 1o. de dicho ordenamiento.

Asimismo, con la aprobación de la reforma del artículo 4o.
de la CPEUM, publicada en el DOF, primera sección, el
martes 12 de octubre de 2011, se reconoce por primera vez
en México que todas las personas tienen derecho a la cul-
tura física y la práctica del deporte y atribuye al Estado la
responsabilidad de su promoción, fomento y estímulo con-
forme a las leyes de la materia.

Con la intención de atender la disposición constitucional
aludida, se publicó en el DOF la nueva Ley General de
Cultura Física y Deporte, el 7 de junio de 2013, tiene por
objeto establecer las bases generales para la distribución de
competencias, la coordinación y colaboración entre la fe-
deración, los estados, el Distrito Federal y los municipios
en materia de cultura física y deporte, según el principio de

concurrencia previsto en el artículo 73, fracción XXIX-J,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como la participación de los sectores social y pri-
vado en esta materia, con las finalidades generales, previs-
tas en el artículo 2, que a la letra disponen:

I. Fomentar el óptimo, equitativo y ordenado desarrollo
de la cultura física y el deporte en todas sus manifesta-
ciones y expresiones;

II. Elevar, por medio de la activación física, la cultura fí-
sica y el deporte, el nivel de vida social y cultural de los
habitantes en los estados, el Distrito Federal y los muni-
cipios;

III. Fomentar la creación, conservación, mejoramiento,
protección, difusión, promoción, investigación y apro-
vechamiento de los recursos humanos, materiales y fi-
nancieros destinados a la activación física, cultura física
y el deporte;

IV. Fomentar el desarrollo de la activación física, la cul-
tura física y el deporte, como medio importante en la
preservación de la salud y prevención de enfermedades;

V. Fomentar el desarrollo de la activación física, la cul-
tura física y el deporte, como medio importante en la
prevención del delito;

VI. Incentivar la inversión social y privada para el desa-
rrollo de la cultura física y el deporte, como comple-
mento de la actuación pública;

VII. Promover las medidas preventivas necesarias para
erradicar la violencia, así como la implementación de
sanciones a quienes la ejerzan, lo anterior sin perjuicio
de las responsabilidades penales y civiles a que haya lu-
gar, y reducir los riegos de afectación en la práctica de
actividades físicas, recreativas o deportivas, así como
para prevenir y erradicar el uso de sustancias y métodos
no reglamentarios que pudieran derivarse del dopaje;

VIII. Fomentar, ordenar y regular a las asociaciones y
sociedades deportivas, recreativo-deportivas, del depor-
te en la rehabilitación y de cultura físico-deportiva;

IX. Incentivar la actividad deportiva que se desarrolla
en forma organizada y programática a través de las aso-
ciaciones deportivas nacionales;
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X. Promover en la práctica de actividades físicas, recre-
ativas y deportivas el aprovechamiento, protección y
conservación adecuada del ambiente;

XI. Garantizar a todas las personas sin distinción de gé-
nero, edad, discapacidad, condición social, religión,
opiniones, preferencias o estado civil, la igualdad de
oportunidades dentro de los programas de desarrollo
que en materia de cultura física y deporte se implanten;
y

XII. Los deportistas con algún tipo de discapacidad no
serán objeto de discriminación alguna.

El artículo 41 del citado ordenamiento establece la concu-
rrencia, coordinación, colaboración y concertación de las
autoridades competentes de la federación, los estados, el
Distrito Federal y los municipios, entre sí o con institucio-
nes del sector social y privado para

I. Establecer en sus respectivos ámbitos de competencia
los sistemas estatales, del Distrito Federal y municipales
de cultura física y deporte;

II. Promover la iniciación y garantizar el acceso a la
práctica de las actividades de cultura físico-deportiva,
recreativo-deportivas, de deporte en la rehabilitación y
deporte a la población en general, en todas sus manifes-
taciones y expresiones;

III. Ejecutar y dar seguimiento al Programa Nacional de
Cultura Física y Deporte;

IV. Promover la construcción, adecuación, conservación
y aprovechamiento óptimo de la infraestructura para la
cultura física y el deporte, en coordinación con las res-
pectivas asociaciones deportivas nacionales y de acuer-
do a las normas oficiales y demás disposiciones que pa-
ra tal efecto expida la dependencia correspondiente;

V. Formular y ejecutar políticas públicas, que fomenten
actividades físicas y deportivas destinadas a las perso-
nas con discapacidad;

VI. Dar seguimiento y ejecutar las políticas y planes
aprobados por el Sinade;

Fracción reformada DOF 09-05-2014

VII. Establecer procedimientos de promoción en mate-
ria de cultura física y deporte, y

Fracción reformada DOF 09-05-2014

VIII. Promover los mecanismos y acciones encamina-
dos a prevenir la violencia en eventos deportivos y ga-
rantizar el desarrollo pacífico en los recintos donde se
celebren eventos deportivos masivos y con fines de es-
pectáculo y en sus inmediaciones, así como la seguridad
y patrimonio de las personas, en coordinación con las
autoridades de Seguridad Pública, Privada y de Protec-
ción Civil correspondientes.

Respecto al capítulo I, “De la infraestructura”, la LGCFD
reconoce en el artículo 90 que revisten interés público la
construcción, la remodelación, la ampliación, la adecua-
ción, el mantenimiento, la conservación y la recuperación
de las instalaciones que permitan atender adecuadamente
las demandas del desarrollo de la activación física, la cul-
tura física y el deporte, promoviendo para este fin, la parti-
cipación de los sectores social y privado en el territorio na-
cional.

Asimismo, en el artículo 94 establece la obligación de la
Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte (Conade)
de

Formular normas y criterios requeridos en materia de
instalaciones deportivo-recreativas, deportivas, del de-
porte en la rehabilitación y activación física deportiva.

Para tal efecto, constituirá los fondos, fideicomisos o
cualquier otro instrumento financiero que permita el
transparente manejo de los recursos federales que para
este objeto se destinen y que del uso de las instalaciones
se obtengan.

Pese al avance alcanzado en materia de cultura física y
práctica del deporte, en términos de considerarlo como de-
recho relativamente nuevo a partir de su reconocimiento
constitucional y la responsabilidad concurrente de los tres
órdenes de gobierno, prevista en la nueva Ley General de
Cultura Física y Deporte, los pendientes son diversos y la
presente iniciativa pretende dar respuesta a una de las ne-
cesidades más comunes a las que se enfrentan los alcaldes
en México durante su gestión pública: el equipamiento y el
material deportivo, recursos imprescindibles para el ópti-
mo funcionamiento de la infraestructura física destinada a
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la activación física, la cultura física y el deporte, medios
importantes en la preservación de la salud y prevención de
enfermedades.

En este marco y atendiendo al principio de progresividad
de los derechos fundamentales previstos en el artículo 1o.,
párrafo tercero, de la CPEUM, es obligación del Estado
mexicano generar mayor protección y garantía de los dere-
chos humanos, en este caso el del acceso a la cultura física
y la práctica de deporte, de forma tal que evolucione y por
ningún motivo se estanque o retroceda.

De acuerdo con esta premisa, es fundamental que los con-
ceptos, equipamiento y material deportivo, sean reconoci-
dos como recursos de interés público en la Ley de la mate-
ria y de esta forma, delimitar la discrecionalidad hasta hoy
ejercida en materia presupuestaria.

Por lo anterior se propone reformar el artículo 41 fracción
IV, con objeto de que las autoridades competentes de la fe-
deración, los estados, el Distrito Federal y los municipios
entre sí o con las instituciones de sector social y privado
promuevan el equipamiento y el material deportivo para la
cultura física y el deporte, en coordinación con las respec-
tivas Asociaciones Deportivas Nacionales, de acuerdo a las
normas oficiales y demás disposiciones que para tal efecto
expida la Conade.

De igual forma, reformar el artículo 90 de la Ley General
de Cultura Física y Deporte, con objeto de considerar de
interés público, el equipamiento y el material deportivo re-
queridos para el uso óptimo de las instalaciones, que per-
mitan atender adecuadamente las demandas que requiera el
desarrollo de la activación física, la cultura física y el de-
porte, promoviendo para este fin, la participación de los
sectores social y privado en el territorio nacional.

Asimismo, se pretende reformar el primer párrafo del ar-
tículo 94 de la LGCFD, con objeto de dotar a la Conade de
atribuciones para que formule normas y criterios requeri-
dos en materia de equipamiento y de material deportivo pa-
ra funcionamiento de las instalaciones y la práctica del de-
porte.

En el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional es-
tamos convencidos de la imperiosa necesidad de cumplir el
principio sexto previsto en el artículo 3 de la LGCFD, pa-
ra el desarrollo de la cultura física y la práctica del depor-
te, es imprescindible una infraestructura adecuada y la ge-
neración de sistemas financiamiento y administración

eficientes y estables, que permitan desarrollar políticas y
programas que contribuyan al objetivo común de hacer de
la cultura física y el deporte un derecho de todos.

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a considera-
ción del pleno de esta soberanía la siguiente Iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 41, 90 y 94
de la Ley General de Cultura Física y Deporte

Único. Se reforman los artículos 41, fracción IV, 90 y 94
de la Ley General de Cultura Física y Deporte, para quedar
como sigue:

Artículo 41. Las autoridades competentes de la federación,
los estados, el Distrito Federal y los municipios se coordi-
narán entre sí o con instituciones del sector social y priva-
do para

I. a III. …

IV. Promover la construcción, adecuación, conservación
y aprovechamiento óptimo de la infraestructura, el equi-
pamiento y el material deportivo para la cultura física
y el deporte, en coordinación con las respectivas asocia-
ciones deportivas nacionales y de acuerdo a las normas
oficiales y demás disposiciones que para tal efecto ex-
pida la dependencia correspondiente;

V. a VIII. …

Artículo 90. Es de interés público la construcción, remo-
delación, ampliación, adecuación, mantenimiento, conser-
vación y recuperación de las instalaciones, así como el
equipamiento para su funcionamiento y el material de-
portivo, que permitan atender adecuadamente las deman-
das que requiera el desarrollo de la activación física, la cul-
tura física y el deporte, promoviendo para este fin, la
participación de los sectores social y privado en el territo-
rio nacional.

Artículo 94. La Conade formulará las normas y los crite-
rios requeridos en materia de instalaciones deportivo-re-
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creativas, deportivas, del deporte en la rehabilitación y ac-
tivación física deportiva; su equipamiento y el material
deportivo para su funcionamiento en la práctica del de-
porte.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Conade, en un plazo no mayor de 180 días
hábiles, formulará las normas y los criterios en materia de
equipamiento y de material deportivo, recreativo, de reha-
bilitación y de activación física.

Dado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 28 de oc-
tubre de 2014.— Diputado Fernando Alejandro Larrazabal Bretón (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Deporte, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL SEGURO
SOCIAL

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes Federal del Trabajo, y del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada Margarita Elena Tapia Fonllem,
del Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, Margarita Elena Tapia Fonllem, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática en la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo establecido en la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de la Cámara de Diputados iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se modifica la denominación
del capítulo XIII del título sexto; se reforman los artículos
331, 332, 333, 334, 335, 336, 337, 339, el párrafo primero
y la fracción I del artículo 340, 342, 343, 998, 1004-A; se
adiciona un párrafo segundo al artículo 331; una fracción I,
una fracción II y un tercer y cuarto párrafos al artículo 333;

un párrafo segundo al artículo 334; una fracción III Bis, IV,
V, VI, VII, VIII, IX, X al artículo 337; un párrafo segundo
al artículo 339; un párrafo segundo y un párrafo tercero al
artículo 342; un párrafo segundo, un párrafo tercero, un pá-
rrafo cuarto y un párrafo quinto al artículo 343; un párrafo
segundo al artículo 1004-A, así como el artículo 331 Bis,
el artículo 331 Ter, un artículo 339 Bis y el artículo 542
Bis, todos de la Ley Federal del Trabajo, y se reforma el
decimotercer párrafo del artículo 15; se adiciona una frac-
ción XX al artículo 5 A, una fracción IV al artículo 12, una
fracción X al artículo 15, y se deroga la fracción II del ar-
tículo 13 y el inciso b) de la fracción II del artículo 222 de
la Ley del Seguro Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo doméstico y de cuidado de personas que se des-
arrolla en los hogares de forma remunerada se ha caracte-
rizado por ser un trabajo precario y poco valorado pues las
personas que se dedican a ello, hombres y mujeres, sus es-
casos derechos laborales no son respetados y son discrimi-
nados y explotados por sus empleadores obligándoles a tra-
bajar extensas jornadas de trabajo con remuneración muy
baja. Siete de cada diez trabajadores domésticos perciben
hasta dos salarios mínimos y sólo 4.2 por ciento más de tres
(Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Inegi,
2012).

Según el Inegi, en 2012 la población ocupada en México
dedicada al trabajo doméstico remunerado en hogares par-
ticulares, alcanzó poco más de 2 millones 200 mil perso-
nas, de las que 95 de cada 100 eran mujeres.

Las trabajadoras domésticas consideradas de planta y que
viven en los hogares de las y los patrones, son en su ma-
yoría indígenas o rurales con escasos estudios y sin domi-
nio del castellano. Estas características influyen para que
sean mal tratadas y sujetas de acoso y hostigamiento sexual
por miembros del hogar.

Las características de las relaciones laborales de acuerdo al
tipo de hogares: familiares o no familiares, donde el o la je-
fa de hogar se convierte en patrón o patrona y el centro de
trabajo es la vivienda donde habita la o el jefe del hogar, ha
hecho que estos trabajadores sean considerados como “es-
peciales” en la Ley Federal del Trabajo de 1931.

Las demandas históricas de este sector que son contrata-
ción por escrito, contar con seguridad social, prestaciones
de ley y derecho a la sindicalización, no fueron recogidas
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en la nueva Ley Federal del Trabajo aprobada en noviem-
bre de 2012.

Antecedentes legislativos: internacionales y nacionales

Hay instrumentos jurídicos nacionales e internacionales
que comprometen al país a una profunda reforma sobre el
trabajo en el hogar.

En el ámbito internacional están

• El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, aprobado por la ONU en 1966. En el ámbito re-
gional, destaca el Protocolo facultativo en materia de
derechos económicos, sociales y culturales de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos de 1969.

• La Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, marco jurídico
que reconoce y protege los derechos plenos de todas las
mujeres. En su artículo 11, la CEDAW establece que el
Estado, a través de sus órganos legislativos, realizará las
reformas para eliminar la discriminación en contra de la
mujer en la esfera del empleo.

• La Organización Internacional del Trabajo (OIT)
adoptó el 16 de junio de 2011 el Convenio 189 y la Re-
comendación 201 sobre trabajo decente para las y los
trabajadores domésticos. México aún no lo ha ratifica-
do.

Las reglamentaciones jurídicas a escala nacional son

• La Constitución Política de México, con la reforma en
materia de derechos humanos en junio de 2011 y consi-
derar a rango constitucional los convenios internaciona-
les ratificados.

• La Ley Federal para prevenir y eliminar la Discrimi-
nación, 2003.

• La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hom-
bres, 2006.

• La Ley Federal del Trabajo, 1931.

El tema del trabajo del hogar ha sido repetidamente objeto
de atención por diputados en legislaturas anteriores. 

Comentarios y aportaciones a las reformas a la Ley Fe-
deral del Trabajo aprobada en noviembre de 2012.

En la coyuntura actual, a pesar de las expectativas y com-
promisos para que una reforma integral de la Ley Federal
del Trabajo prosperara en la iniciativa preferente del primer
periodo de ejercicio de la LXII Legislatura, los cambios re-
sultantes fueron mínimos en proporción con las necesida-
des de las y los trabajadores del hogar:

a) Se reformó el artículo 333 para precisar que el des-
canso mínimo diario nocturno fuera de nueve horas con-
secutivas, y que el descanso mínimo diario entre las ac-
tividades matutinas y vespertinas fuera de tres horas.

b) Se modificó totalmente el artículo 336 que hablaba
sobre las condiciones de las localidades para fijar los sa-
larios mínimos para establecer que “los trabajadores do-
mésticos tienen derecho a un descanso semanal de día y
medio ininterrumpido, preferiblemente en sábado y do-
mingo”. Asimismo, se introdujo la posibilidad de que
mediante acuerdo entre las partes se acumulen los me-
dios días en periodos de dos semanas sin que ello im-
plique que cada semana se disfrute de un día completo
de descanso.

c) En el artículo 337 se sustituyó el término “local para
dormir” por “habitación”, y la alimentación “sana y sa-
tisfactoria” por “sana y suficiente”.

Para resolver las situaciones no atendidas, en la presente
iniciativa se utilizan cinco criterios para desplegar las pro-
puestas de modificación

a) Especificar normas para los trabajos especiales del
Título Sexto, que incluye la Ley Federal del Trabajo pa-
ra reconocer las particularidades de determinadas profe-
siones o sectores productivos. Dichas condiciones son
tales por la materia de trabajo que se regula en sí.

b) Fortalecer las obligaciones del patrón y la patrona en
una relación más equitativa con la persona trabajadora,
y frente al Estado (en particular respecto a la inspec-
ción).

c) Equiparar condiciones de trabajo que son las mismas
para las trabajadoras y los trabajadores del hogar que
para el resto.
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d) Establecer especificaciones completas para el contra-
to de tal forma que se fijen y cumplan derechos previa-
mente reconocidos para trabajadoras y trabajadores del
hogar.

e) Adecuar el lenguaje bajo una perspectiva incluyente
y no discriminatorio, por ello se propone llamar a este
trabajo “del hogar”.

f) Ordenar racionalmente disposiciones del título sexto
que no guardan una secuencia lógica.

Una vez clarificados estos objetivos, esta propuesta legis-
lativa considera indispensable fundamentar los nuevos cri-
terios orientadores que aportan diversos instrumentos in-
ternacionales de forma integral, que desarrollaremos a
continuación en cuanto a habitación y alimentación.

En cuanto a habitación, la directriz más detallada y avan-
zada de la OIT es la Recomendación 201 sobre las trabaja-
doras y los trabajadores domésticos que dispone se sumi-
nistre alojamiento con las condiciones siguientes:

a) una habitación separada, privada, convenientemente
amueblada y ventilada, y equipada con un cerrojo cuya
llave debería entregarse al trabajador doméstico;

b) el acceso a instalaciones sanitarias, comunes o priva-
das, que estén en buenas condiciones; y

c) una iluminación suficiente y, en la medida de lo ne-
cesario, calefacción y aire acondicionado en función de
las condiciones prevalecientes en el hogar; y alimenta-
ción.

Respecto a la alimentación, destaca que la OIT reco-
miende la cantidad y la calidad de los alimentos, así co-
mo la adecuación al origen y a los patrones de la perso-
na trabajadora en la mencionada recomendación 201.

d) comidas de buena calidad y cantidad suficiente, adap-
tadas, cuando proceda y en la medida de lo razonable, a
las necesidades culturales y religiosas de los trabajado-
res domésticos de que se trate.

De esta manera, la organización confirma las tendencias
por las que otros órganos internacionales protegen de una
manera más amplia el derecho a la alimentación.

Tarea inaplazable que nuestro país ha contraído con la re-
forma constitucional en derechos humanos, y también con
la reciente reforma a los artículos 4o. y 27 del 13 de octu-
bre de 2011, que establece el derecho a una “alimentación
nutritiva, suficiente y de calidad”, cuya garantía es obliga-
ción del Estado.

Tómese como ejemplo la observación general 12 del Co-
mité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que
determina: la alimentación adecuada del artículo 11 del Pi-
desc no debe ser interpretado en un sentido estrecho, sino
a) con sostenibilidad, que implica disponibilidad directa o
mediante sistema, accesibilidad, económica y física, b)
adecuación entendida como que los alimentos deben pro-
porcionarse de acuerdo a ciclo vital, sin sustancias nocivas,
aceptables para la cultura o los consumidores.

Para complementar, considero necesario destacar el infor-
me del relator especial sobre el Derecho a la Alimentación”
(Olivier de Schutter. Adición: Misión a México
A/HRC/19/59/Add.2), presentado el 17 de enero de 2012 al
Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que
recomienda, en vista de la situación de malnutrición “des-
alentar las dietas ricas en energía” y promover el “acceso al
agua, la fruta y las verduras”.

Los conjuntos de aportaciones se describen de manera bre-
ve en lo subsiguiente.

1. Días de descanso con horas continuas por semana con
goce de sueldo e inclusión de horas extras, en atención
a la artículo 10 del Convenio 189 que establece la nece-
sidad de adoptar medidas para garantizar que las horas
normales de trabajo, la compensación de las horas ex-
traordinarias, los periodos de descanso diarios y sema-
nales y las vacaciones anuales pagadas, no sean menos
favorables que las previstas para los trabajadores en ge-
neral.

2. Se modifica el régimen de salario para considerar los
alimentos y la habitación, aparte del salario en efectivo,
para el cálculo del salario integrado del cual se deriva el
pago de las prestaciones. En materia de salario mínimo
y justo, se recuerda que el artículo 11 del Convenio 189
establece que deben adoptarse medidas para garantizar
que las y los trabajadores del hogar, se beneficien de un
régimen de salario mínimo, y que sea pagado en efecti-
vo casi en su totalidad, allí donde ese régimen exista, y
que la remuneración se establezca sin discriminación
por motivo de sexo.
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3. La inclusión de disposiciones sobre un horario con-
venido con la patrona o el patrón atienden a la Reco-
mendación 201, numeral 6, que dicta que se deben cal-
cular y registrar con exactitud las horas de trabajo
realizadas, con inclusión de las horas extraordinarias y
el o la trabajadora del hogar deberán acceder fácilmen-
te a ésta información. Asimismo el contrato por escrito
para los dos tipos de trabajadores del hogar de planta o
eventual, dará certeza sobre la relación laboral en cuan-
to las funciones, servicios, la duración de la jornada la-
boral, el salario, la forma de pago, los días de descanso,
horas de reposo y comida, y otros acuerdos en torno a la
relación laboral.

4. Sobre los periodos de trabajo y descanso, se satisface
el numeral, 9, la Recomendación 201 para garantizar
adecuadamente que trabajadoras y trabajadores del ho-
gar, tengan derecho a periodos de descanso adecuados
durante la jornada de trabajo, de manera que puedan in-
gerir alimentos y descansar.

5. Se acota el ámbito de la relación laboral para cumplir
el numeral 12 de la Recomendación 201 de la OIT, que
establece que el tiempo dedicado al acompañamiento de
los miembros del hogar durante las vacaciones no debe
contabilizar como período de vacaciones anuales.

6. La inclusión de personas trabajadoras del hogar en el
régimen obligatorio de seguridad social tiene por refe-
rente el artículo 13 del Convenio 189 establece, que an-
te las características específicas del trabajo en el hogar,
se adopten medidas apropiadas para garantizar progresi-
vamente que quienes trabajen en el hogar disfruten de
condiciones no menos favorables que las condiciones
aplicables a los trabajadores en general, con respecto a
la seguridad y la salud en el trabajo.

Para ello es necesario modificar el texto vigente, que
impide el disfrute de este derecho, como puede apre-
ciarse en la resolución del Sexto Tribunal Colegiado en
Materia de Trabajo del Primer Circuito, Amparo directo
160/2009, que determinó que en la Ley del Seguro So-
cial no establece obligación para el patrón o la patrona
para inscribir a un trabajador en el hogar al régimen
obligatorio del seguro social.

7. Sobre la ampliación de los requisitos del contrato, el
numeral 5, inciso 2) de la Recomendación 201 de la
OIT, determina que las condiciones del empleo bajo de-

berán incluirse la descripción del puesto, las vacaciones
anuales pagadas, los descansos diarios y semanales; la
licencia por enfermedad, la tasa de remuneración por las
horas extraordinarias, toda prestación en especie y su
valor, los detalles relativos al alojamiento suministrado,
el descuento autorizado del salario, en su caso, el perío-
do de preaviso requerido para dar por terminada la rela-
ción del trabajo.

8. Dentro de las prestaciones en especie se incluyen ar-
tículos directamente relacionados con el desempeño de
las tareas, como los uniformes, herramientas o el equi-
po de protección, de acuerdo al numeral 13 de la reco-
mendación 201.

9. En congruencia con las disposiciones en materia de
discriminación y prevención de toda forma de violencia
que contienen diversos ordenamientos nacionales, in-
cluida la propia Ley Federal de Trabajo, se establecen
las referencias precisas que serán aplicables.

10. Respecto a la educación, se amplía al nivel obliga-
torio de media superior reconocido como tal por la re-
ciente reforma constitucional. Asimismo, se amplía a
otros tipos y modalidades, a la formación y al acceso a
la educación superior.

Por lo expuesto someto a consideración de la Cámara de
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de las Leyes Federal del Trabajo,
y del Seguro Social, en materia de trabajadoras y tra-
bajadores del hogar

Artículo Primero. Se modifica la denominación del capítu-
lo XIII del título sexto; se reforman los artículos 331, 332,
333, 334, 335, 336, 337, 339, el párrafo primero y la frac-
ción I del artículo 340, 342, 343, 998, 1004-A; se adiciona
un párrafo segundo al artículo 331; una fracción I, una
fracción II y un tercer y cuarto párrafos al artículo 333; un
párrafo segundo al artículo 334; una fracción III Bis, IV, V,
VI, VII, VIII, IX, X al artículo 337; un párrafo segundo al
artículo 339; un párrafo segundo y un párrafo tercero al ar-
tículo 342; un párrafo segundo, un párrafo tercero, un pá-
rrafo cuarto y un párrafo quinto al artículo 343; un párrafo
segundo al artículo 1004-A, así como un artículo 331 Bis,
un artículo 331 Ter, un artículo 339 Bis y un artículo 542
Bis de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:
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Título Sexto

Capítulo XIII
Trabajadoras y Trabajadores del Hogar

Artículo 331.Trabajo del hogar es el que se realiza en el
hogar de una familia o persona mediante actividades de
aseo, asistencia, cuidado de personas y demás vinculadas
directamente al hogar de una persona o familia.

Son trabajadoras y trabajadores del hogar quienes rea-
lizan por un salario las actividades del párrafo anterior.
Cualquier otro trabajo desempeñado en las actividades
profesionales o económicas de la patrona o el patrón no
se consideran como trabajo en el hogar y, por tanto, se
excluyen de esta relación de trabajo.

Artículo 331 Bis. No se considera como trabajadoras y
trabajadores del hogar y en consecuencia quedan suje-
tos a las disposiciones generales o particulares de esta
ley:

I. Las personas que presten servicios de aseo, asis-
tencia, atención de clientes y otros semejantes, en ho-
teles, casas de asistencia, restaurantes, fondas, bares,
hospitales, sanatorios, colegios, internados y otros es-
tablecimientos análogos; y

II. Los porteros y veladores de los establecimientos
señalados en la fracción anterior y los de edificios de
departamentos y oficinas.

Artículo 331 Ter. El trabajo del hogar podrá adoptar
las modalidades siguientes:

I. De planta o permanente, cuando la trabajadora y
el trabajador residen en el mismo lugar donde des-
empeñan su trabajo, con el consentimiento libre de
la trabajadora y el trabajador, que deberá constar
por escrito en el contrato; y

II. Eventual, cuando el trabajador labore una jorna-
da legal y proporcione diversos servicios del hogar,
misma condición que deberá constar en un contrato
por escrito y además tengan su domicilio en un lugar
distinto de aquel donde desempeñe su trabajo.

Artículo 332. Las trabajadoras y los trabajadores del
hogar tendrán derecho a la jornada legal máxima de

ocho horas; un salario remunerador; pago de horas ex-
tras; dos días ininterrumpidos de descanso semanal con
goce de sueldo, preferentemente sábados y domingos;
días de descanso obligatorio previstos en esta ley; vaca-
ciones; prima vacacional; derecho a la indemnización
por despido injustificado, prima de antigüedad; dere-
chos colectivos y los demás establecidos en esta ley, en
un plano de igualdad.

Artículo 333. Las trabajadoras y los trabajadores con el
patrón y la patrona podrán pactar la distribución de las
horas de trabajo; el horario que se convenga debe con-
siderar

I. Un mínimo de tres horas de descanso diarias entre
las actividades matutinas y vespertinas:

II. Un mínimo ocho horas consecutivas de descanso
nocturno.

La trabajadora y el trabajador del hogar en modalidad
de planta, una vez cumplida su jornada legal, podrán
disfrutar libremente de las horas restantes de cada día.

Las horas trabajadas que excedan de la jornada legal
de trabajo serán computadas y pagadas como tiempo
extraordinario.

Artículo 334. La retribución de estos trabajadores com-
prende, además del pago en efectivo; los alimentos y la
habitación. Para los efectos de esta Ley, los alimentos y
habitación se estimarán equivalentes a 20 por ciento del
salario que se pague en efectivo.

Artículo 335. La Comisión Nacional de los Salarios Míni-
mos fijará los salarios que deberán pagarse a las trabaja-
doras y a los trabajadores del hogar, mismo que no po-
drá ser inferior a tres salarios mínimos vigente en el
país.

Artículo 336. La trabajadora y el trabajador del hogar
tendrán derecho a la fijación de un salario en acuerdo
con el patrón o la patrona de acuerdo al artículo ante-
rior, para el que deberá considerarse el tamaño del lu-
gar donde se labora, el número de personas por aten-
der, la modalidad en la cual desempeña su trabajo, así
como el nivel de especialización y responsabilidad, en-
tre otros. En caso de desacuerdo, resolverá la Junta Fe-
deral de Conciliación y Arbitraje.
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Artículo 337. Las patronas y los patrones tienen las obli-
gaciones especiales siguientes:

I. Garantizar a la trabajadora y el trabajador el res-
peto a su persona y a sus derechos, absteniéndose de
todo mal trato de palabra o de obra; generar un am-
biente sano, libre de discriminación, de riesgos y de
violencia, y abstenerse de realizar o tolerar actos de
acoso u hostigamiento sexual, según en el artículo
133 fracción XIII de esta misma ley, en los artículos
3o. y 3o. Bis de la presente ley; o de ejercer violencia
laboral tal como lo establece el capítulo II de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia.

II. Proporcionar a la trabajadora y al trabajador de
planta habitación cómoda, higiénica, segura, en condi-
ciones saludables y que garantice privacidad. La ha-
bitación deberá contar con suficiente ventilación e
iluminación; muebles básicos para su disfrute; asi-
mismo, deberá tener acceso a instalaciones sanitarias
privadas o comunes en buenas condiciones. En caso
de que las condiciones de temperatura del espacio de
habitación pudieran afectar la salud, deberá sumi-
nistrársele calefacción, aire acondicionado o ventila-
ción eléctrica, según sea el caso.

III. Proporcionar a la trabajadora y el trabajador
una alimentación nutritiva, suficiente y de calidad y
adecuada a sus necesidades y a su identidad social,
étnica, religiosa o cultural, en su caso.

III Bis. En el caso de la trabajadora y el trabajador
de salida diaria, proporcionar el número de alimen-
tos necesarios conforme a la distribución de las ho-
ras de trabajo y las modalidades inherentes a su con-
dición laboral;

IV. En caso de existir acuerdo entre las partes, tam-
bién se les proporcionarán habitación y alimentación
a los dependientes económicos de la trabajadora y el
trabajador;

V. Proveer la ropa de trabajo sin costo alguno para
la trabajadora y el trabajador, considerando como
mínimo dos mudas o, en su caso, dos conjuntos de
uniforme al año;

VI. Aplicar las medidas de seguridad e higiene, así
como la prevención de riesgos de trabajo, para lo

cual deberán proveer los instrumentos necesarios co-
mo son: guantes, botas, cubre bocas y mandil de hu-
le; no exponer a la trabajadora o trabajador a tare-
as de alto riesgo, como subir, para alcanzar o limpiar
objetos altos, o a cargar, mover o empujar objetos
muebles pesados sin contar con los instrumentos
adecuados; proporcionar los instrumentos de traba-
jo y aparatos electrodomésticos en buen estado, de-
biendo conservar también en buenas condiciones las
instalaciones de gas y electricidad, y dar capacita-
ción sobre el uso de esos aparatos y productos quí-
micos;

VII. Otorgar el tiempo necesario y las facilidades pa-
ra que la trabajadora y el trabajador reciban la edu-
cación obligatoria, para tal fin se distribuirá el hora-
rio de la jornada convenida y los horarios de
descanso dentro de la jornada laboral; además de
contribuir con por lo menos siete días de salario pa-
ra la compra de útiles y materiales al inicio de cada
ciclo escolar;

VIII. Otorgar a la persona trabajadora facilidades
para el acceso a la educación superior y a otros tipos
y modalidades de educación y de formación.

IX. Proporcionar a la trabajadora embarazada la
protección que establezca esta ley y sus reglamentos;

X. Respetar la identidad cultural de la trabajadora y
el trabajador indígena, su lengua, su ropa tradicio-
nal y la participación en sus actividades comunita-
rias en sus días de descanso, vacaciones, previo
acuerdo con la patrona o el patrón.

Artículo 339. En caso de muerte, la patrona o el patrón su-
fragarán los gastos de sepelio, así como de traslado de los
restos mortales de la trabajadora o el trabajador a su
comunidad de origen, de no contar el trabajador o la
trabajadora con servicios funerarios al momento del fa-
llecimiento; asimismo, el traslado de los menores que
hubieran dependido de ella o él a su comunidad de ori-
gen.

En caso de accidente o enfermedad derivada de riesgos
de trabajo, la patrona o el patrón deberán cumplir la
indemnización y demás disposiciones del Título Noveno
de esta ley. En el trabajo del hogar se presumirá que el
accidente o enfermedad deriva de un riesgo de trabajo.
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Artículo 339 Bis. Queda prohibido a la patrona o el pa-
trón exigir constancia de no antecedentes penales o
prueba de no gravidez para la contratación de la perso-
na trabajadora del hogar, así como justificarse en algu-
no de estos supuestos para despedir a la trabajadora o
al trabajador del hogar.

Artículo 340. Las obligaciones de las personas trabaja-
doras del hogar se sujetarán a las aplicables en el ar-
tículo 134 de la presente ley, además de las obligaciones
especiales siguientes:

I. Guardar al patrón, a su familia y a las personas que
concurran al hogar donde prestan sus servicios, respeto
y consideración a su privacidad e intimidad.

II. Poner el mayor cuidado en la conservación del me-
naje de la casa.

Artículo 342. La trabajadora y el trabajador del hogar po-
drán dar por terminada en cualquier tiempo la relación de
trabajo, dando aviso a la patrona o patrón, con ocho días
de anticipación verbalmente o por escrito.

El patrón o la patrona deberán pagar la indemnización
que corresponde de acuerdo con lo dispuesto en los ar-
tículos 49, fracción IV, y 50 de esta ley.

Artículo 343. Las partes fijarán de común acuerdo las
condiciones de trabajo, en términos del artículo 56 de la
presente ley, las cuales quedarán establecidas a través
de un contrato celebrado por escrito. Es obligación de
la patrona o el patrón registrar ante la inspección del
trabajo dicho contrato.

El contrato debe contener el horario adecuado a las dis-
posiciones del presente capítulo, así como lo relativo a
instrumentos, ropa, alimentación, habitación y objetos
relacionados con ésta, según sea el caso.

En caso de omisión, la trabajadora o el trabajador po-
drán solicitar la inscripción del contrato, teniéndose
por cierta la fecha de inicio de la relación de trabajo
afirmada por la trabajadora y el trabajador.

En caso de que el patrón omita celebrar el contrato re-
ferido, se imputarán por ciertos los dichos de las perso-
nas trabajadoras.

La inspección del trabajo velará por el cumplimiento de
los derechos de la trabajadora y el trabajador de acuer-
do a las disposiciones establecidas en la presente ley.

Artículo 542 Bis. En el caso del trabajo en el hogar, los
inspectores tienen, además de las contenidas en el ar-
tículo 542, las siguientes obligaciones:

I. Respetar la privacidad de los hogares

II. Respetar la integridad material de los hogares y
de los objetos que ella se encuentren;

III. Respetar los derechos de cada una de las perso-
nas que habitan en los hogares;

La inspección deberá realizarse en el horario conveni-
do previamente con el patrón o la patrona, en escrito
turnado a la autoridad que corresponda.

Artículo 998. A la patrona o al patrón que viole las nor-
mas protectoras del trabajo del hogar, se le impondrá
multa de 500 a 2 mil 500 veces el salario mínimo gene-
ral.

Artículo 1004-A. A la patrona o al patrón que no permi-
tan la inspección y vigilancia que las autoridades del traba-
jo practiquen en su establecimiento, se le aplicará una mul-
ta de 250 a 5 mil veces el salario mínimo general.

En el caso de la inspección al trabajo del hogar, dicha
multa será aplicable sólo cuando los inspectores hubie-
ren observado las obligaciones del artículo 542-Bis.

Artículo Segundo. Se reforma el decimotercer párrafo del
artículo 15 y la fracción I del artículo 228; se adiciona una
fracción XX al artículo 5 A, una fracción IV al artículo 12,
una fracción X al artículo 15, y se deroga la fracción II del
artículo 13 y el inciso b) de la fracción II del artículo 222
de la Ley del Seguro Social para quedar como sigue:

Artículo 5 A. Para los efectos de esta ley se entiende por

I. a XIX. …

XX. Trabajadoras y trabajadores del hogar, las cua-
les son todas aquellas referidas en el título sexto, ca-
pítulo XIII de la Ley Federal del Trabajo
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Artículo 12. Son sujetos de aseguramiento del régimen
obligatorio:

I. a III. …

IV. Las trabajadoras y los trabajadores del hogar.

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de asegu-
ramiento al régimen obligatorio:

I. …

II. (Se deroga)

III. a V. …

…

…

Artículo 15. Los patrones están obligados a

I. a IX. …

X. Expedir y entregar, tratándose de las y los traba-
jadores del hogar, constancia de los días laborados
de acuerdo a lo que establezcan los reglamentos res-
pectivos.

…

La información a que se refieren las fracciones I, II, III,
IV y X deberá proporcionarse al Instituto en documen-
to impreso, o en medios magnéticos, digitales, electró-
nicos, ópticos, magneto ópticos o de cualquier otra na-
turaleza, conforme a las disposiciones de esta ley y sus
reglamentos.

Artículo 222. La incorporación voluntaria de los sujetos a
que se refiere el presente capítulo, se realizará por conve-
nio y se sujetará a las siguientes modalidades:

I. …

II. El esquema de aseguramiento, para los sujetos que
señala este capítulo, comprende

a) …

b) (Se deroga)

c) a e) …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred), 30 de
marzo, Día de las Trabajadoras del Hogar, Documento informativo,
Conapred, México: 2011.

2 Memoria del primer Encuentro Nacional de Trabajadoras del Hogar
, Colectivo de Mujeres Indígenas Trabajadoras del Hogar, Colmith, Se-
cretaría de Cultura del DF, Conaculta, Distrito Federal, México: 2012.
Este foro se realizó el 21 y 22 de octubre de 2011 con el objetivo fue
fortalecer las redes de organizaciones que forman las trabajadoras del
hogar y construir una agenda común para un sector que se caracteriza
por múltiples contextos geográficos, económicos, culturales, sociales y
políticos.

3 Oficina Internacional del Trabajo de la OIT, Domestic Workers
across the World: Global and Regional Statistics and the Extent of Le-
gal Protection, Ginebra, Suiza: 2013

4 Guevara Bermúdez, José Antonio. “¿Qué implica para México la ra-
tificación del Convenio 189 de la OIT sobre los derechos de las perso-
nas trabajadoras del hogar?”, Defensor. Revista de derechos humanos,
número 1, año X, enero de 2012, Comisión de Derechos Humanos del
Distrito Federal, México. Páginas 6-12.

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, a 11 de noviembre de
2014.— Diputada Margarita Elena Tapia Fonllem (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social y de Seguridad Social, para dictamen.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Silvano Aureoles Conejo, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

Planteamiento del problema

La iniciativa pretende hacer explícita la obligación para ha-
cer un uso eficiente, eficaz, transparente, honesto y austero
de los recursos públicos que les son asignados, a los pode-
res y entes autónomos.

Argumentos

En el diseño institucional del Estado mexicano de los últi-
mos 20 años, se ha dado forma a un número significativo
de órganos autónomos para ocuparse de diversos aspectos
fundamentales del quehacer público.

A partir de la década de 1990 se concedió este tipo de au-
tonomía, o se construyeron como órganos autónomos, al
Banco de México, al Instituto Federal Electoral, hoy Insti-
tuto Nacional Electoral, al Instituto Federal de Telecomu-
nicaciones, al Instituto Federal de Acceso a la Información
y Protección de Datos, a la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica y al Instituto Nacional de Evaluación
Educativa; está en ruta de obtener autonomía la Procuradu-
ría General de la República, convirtiéndose en Fiscalía Ge-
neral de la República.

Los órganos autónomos son resultado del reclamo social y
responden a la necesidad de sustraer estas materias del con-
trol político y de la influencia de los partidos, y sobre todo
del gobierno en turno. Su creación y puesta en operación
ha requerido de dotarlas de los recursos humanos, técnicos
y financieros necesarios para alcanzar los objetivos que tie-
ne encomendados, y sin duda han sido eficaces en su tarea,
contribuyendo a legitimar la actuación del Estado mexica-
no en general.

Sin embargo, estos órganos no han estado ajenos a la ame-
naza constante de la partidización y del dispendio en el uso
de los recursos públicos que les son asignados.

Justamente, en el renglón del dispendio del gasto público,
también han incurrido, tanto el Poder Judicial como el Le-
gislativo.

Ante esta situación se hace cada vez más necesario sujetar
su actuación, y sobretodo el uso de los recursos que les son
asignados, a los principios de austeridad, transparencia,
eficacia y eficiencia, que deben observarse en todas las
actividades públicas y por todas las instituciones del Es-
tado.

El país necesita urgentemente retornar a la senda del creci-
miento económico, y es algo que no hemos logrado en las
últimas dos décadas. Sí es verdad que el entorno interna-
cional no ha sido del todo favorable, y también es verdad
que el modelo neoliberal de desarrollo ha generado más
desigualdad, estancamiento y el desmantelamiento del Es-
tado, pero México también pierde gran cantidad de recur-
sos por la vía de la corrupción, del desvío de dinero públi-
co para el enriquecimiento ilícito de funcionarios y de
amigos contratistas de funcionarios, o bien para el gasto en
sus actividades políticas, de manera totalmente ilegal.

Para el ejercicio presupuestal de 2015 se asignarán al con-
junto de estos organismos autónomos un presupuesto supe-
rior a los 50 mil millones de pesos, contando a la futura
Fiscalía General de la República. Si le agregamos el presu-
puesto de los “Poderes y entes autónomos”, es decir, su-
mando el presupuesto del Poder Judicial y el Legislativo, la
cifra asciende a más de 100 mil millones de pesos, hasta
ahora no sujetos de manera explícita a los principios des-
critos en el artículo 134 constitucional para el uso de los re-
cursos públicos.

El presupuesto asignado para las secretarías que integran el
Poder Ejecutivo federal, descritas en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación como “ramos adminis-
trativos”, asciende a 1 billón 160 mil 674 millones 225 mil
pesos, sustrayendo el rubro de la Fiscalía General. Es de-
cir, 10 por ciento de esta enorme cantidad, la cual ejercen
los poderes y entes autónomos, no está sujeto explícita-
mente por el mandato de la austeridad y honradez en el
gasto público que invoca el artículo 134 de la Constitución
Política.

Sin el establecimiento de los límites que enuncian los prin-
cipios, existirá siempre la tentativa de hacer un uso discre-
cional y abusivo de estos recursos, por lo tanto es necesa-
rio atajar la tentación de destinar parte de estos recursos a
los servicios personales de la alta burocracia de los órganos
autónomos bajo la forma de pensiones vitalicias, bonos de
reconocimiento, bonos de partida o cualquier otro tipo de
“estímulos y reconocimientos”.
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El Partido de la Revolución Democrática (PRD) se ha pro-
nunciado también por regular los ingresos de la alta buro-
cracia, a través de diversas iniciativas en materia de sala-
rios máximos, en la que se plantea que ningún servidor
público tendrá un ingreso superior al del presidente de la
República.

Es pertinente traer a la atención de esta soberanía, y más en
estas fechas, una de las disposiciones de los textos funda-
cionales de la nación mexicana, plenamente vigente en
nuestros días, que en sus preceptos establece:

Que como la buena ley es superior á todo hombre, las que
dicte nuestro Congreso deben ser tales que obliguen a
constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la indi-
gencia, y de tal suerte se aumente él jornal del pobre, que
mejore sus costumbres, aleje la ignorancia, la rapiña y él
hurto.

Así lo plasmó y lo concibió José María Morelos y Pavón,
en Los Sentimientos de la Nación, en 1813.

Se podrá argumentar que el artículo objeto de esta iniciati-
va ya considera estos organismos en el concepto genérico
de la “federación” en su primer línea que dice: “Los recur-
sos económicos de que dispongan la Federación…” y que
la mención específica se encuentra en el octavo párrafo del
mencionado artículo en donde se incluye a los órganos au-
tónomos y les mandata, junto a los poderes públicos, a li-
mitar su gasto en comunicación social con fines informati-
vos, educativos o de orientación social y de carácter
institucional.

Sin embargo, en esta etapa en donde está en juego la inte-
gridad de los poderes públicos y de los órganos autónomos
ante las embestidas permanentes de los poderes fácticos, de
los grandes inversionistas en sectores como el energético y
el de telecomunicaciones, el Estado mexicano requiere ins-
tancias e instrumentos que nos ayuden a combatir la co-
rrupción y que obliguen a los funcionarios de toda índole a
sujetarse a los principios consagrados en el artículo objeto
de la presente iniciativa.

Por tanto, es preciso incluir el concepto específico de ór-
ganos autónomos como una parte fundamental de las defi-
niciones del artículo 134 de la Constitución Política para
que todo servidor público de los poderes de la Unión, y de
estos órganos autónomos, tenga claro que la pulcritud, la
transparencia, honestidad, eficacia y austeridad con la que

se tienen que administrar los recursos públicos es un man-
dato supremo de la Carta Magna.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, el suscrito, integrante
del Grupo Parlamentario del PRD, somete a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforman los párrafos primero y séptimo del ar-
tículo 134 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan
los poderes públicos de la Federación, de las entidades
federativas, de las demarcaciones territoriales, de los
municipios; y los órganos autónomos, se administrarán
con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honra-
dez para cumplir con los objetivos a los que estén destina-
dos.

…

…

…

…

…

Los servidores públicos de la federación, las entidades fe-
derativas, las demarcaciones territoriales, los munici-
pios; y de los órganos autónomos, tienen en todo tiempo
la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos pú-
blicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la
equidad de la competencia entre los partidos políticos.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2014.— Dipu-
tado Silvano Aureoles Conejo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 5o., 31 y 36 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Antonio Cuéllar Steffan, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

El que suscribe, Antonio Cuéllar Steffan, diputado federal
del Partido Verde Ecologista de México en la LXII Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral
1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 5o., pá-
rrafo cuarto, 31, fracciones II y III, y 36, fracción II, todos
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, por la cual se establece el Servicio Civil Nacional
obligatorio para todos los ciudadanos mexicanos.

Exposición de Motivos

Las obligaciones que constitucionalmente tenemos los me-
xicanos provienen de distinta naturaleza y cumplen diver-
sos fines. La mayor parte de ellas son correlativas al reco-
nocimiento de un derecho subjetivo, o bien, cumplen fines
indirectos para hacer eficiente una prohibición. Es notorio
que la mayoría de las obligaciones expresas que se contie-
nen en nuestra Constitución están dirigidas a la autoridad,
y juegan el rol de fungir como límite al ejercicio del poder,
así como de vínculo para que el Estado haga operantes
ciertos derechos fundamentales programáticos.

Pero también existen un tipo de obligaciones constitucio-
nales que tienen otro tipo de naturaleza, y que van destina-
das a cumplir con ciertos fines del Estado no directamente
relacionados con el ejercicio de un derecho subjetivo, así
como tampoco tienen por objeto inmediato el establecer un
marco por el cual la autoridad puede válidamente actuar.  

En efecto, existen sendas obligaciones para todos los me-
xicanos establecidas en nuestra Constitución que van des-
tinadas a vincular a la población para la consecución de
otro tipo de fines índole no exclusivamente social, sino que
principalmente buscan la optimización de objetivos del Es-
tado de carácter político y  económico.

De esa manera, tenemos que tanto en los artículos 31 y 36
constitucionales se enumeran una serie de obligaciones de
éste tipo, es decir, obligaciones que van desde la de los pa-
dres o tutores lleven a sus hijos o pupilos a la escuela, así
como la esencial obligación para contribuir al gasto públi-
co. De igual modo, como obligaciones políticas, el artícu-
lo 36 establece la de inscribirse al Catastro Municipal y al
Registro Nacional de Ciudadanos; votar en las elecciones y
consultas populares; desempeñar cargos concejiles y de
elección popular y; alistarse en la Guardia Nacional.

Asimismo, encontramos dicho tipo de obligación en cuan-
to a la realización de servicios públicos, tales como las
enunciadas en párrafo cuarto del artículo 5o. constitucio-
nal, a saber: el de las armas, los jurados, así como el de-
sempeño de cargos concejiles y los de elección popular, di-
recta o indirecta, los cuales, íntimamente relacionados con
los mencionados anteriormente, tienen como objeto el
asignarle a la ciudadanía una responsabilidad pública en
beneficio de ciertos fines del Estado.

Dentro de dichas obligaciones (que como tal son sendas
excepciones a la libertad de profesión) resalta el servicio de
armas, el cual, históricamente ha significado para toda or-
ganización política el reclutamiento no potestativo de ele-
mentos que se encarguen de conformar las fuerzas armadas
encargadas de salvaguardar el orden, la paz y la soberanía
de la nación. 

Como ya adelantó, la cualidad de obligación constitucional
que para el constituyente tiene el servicio de armas, enten-
dida como aquella referente a enlistarse en la Guardia Na-
cional (ya no sólo como excepción a la libertad de trabajo
o profesión) se confirma en los artículos 31 y 36 constitu-
cionales, los cuales, por su importancia para la presente
propuesta, se transcriben:  

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

(…)

II. Asistir en los días y horas designados por el Ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
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cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio de
los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las
armas, y conocedores de la disciplina militar.

III. Alistarse y servir en la Guardia Nacional, conforme
a la ley orgánica respectiva, para asegurar y defender la
independencia, el territorio, el honor, los derechos e in-
tereses de la Patria, así como la tranquilidad y el orden
interior”

Por su parte, el artículo 36 constitucional señala lo si-
guiente:

“Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Re-
pública:

…II. Alistarse en la Guardia Nacional;”

Como se puede apreciar, es clara y determinante la obliga-
ción que desde la propia Constitución se le dirige a todos
los mexicanos, por un lado, y a los ciudadanos de la Repú-
blica en el segundo supuesto, para recibir instrucción cívi-
ca y militar en relación con el manejo de las armas y de la
disciplina militar en general, así como también para alis-
tarse y servir en la Guardia Nacional, respectivamente.

En ese sentido, tenemos que el servicio militar nacional
conserva una regulación jurídica que deviene como obliga-
ción, en tanto su importancia para el Estado mexicano ra-
dica en que es a través de dicho instituto como el Estado
dispone de reservas para coadyuvar en la seguridad y de-
fensa de la nación y contribuir al auxilio de la población ci-
vil en caso de necesidades públicas o de desastres natura-
les. 

Pero no sólo son esos grandes fines militares, de seguridad
y de auxilio con los que cumple el servicio militar, pues de-
trás de esas actividades pervive un importante objetivo so-
cial, el cual consiste en fortalecer los valores cívicos, el
respeto por los símbolos patrios, la conservación del senti-
miento de unidad nacional y amor a la patria.

Es decir, el servicio militar regulado por la propia Carta
Magna como obligación constitucional no únicamente
cumple con una lógica propiamente militar, pues en él se
conjugan las aspiraciones patrióticas y de unidad nacional
que la sociedad mexicana se fija a través de su entendi-
miento institucional.

La cohesión social, el respeto a los derechos humanos, la
potenciación de los valores cívicos, el sentimiento de uni-
dad nacional, todos ellos en su conjunto se configuran co-
mo las grandes aspiraciones por las que todo Estado debe
justificarse, y por ende, el eje por el cual debe transitar la
creación e interpretación de las normas e instituciones jurí-
dicas.

Es bajo esa lógica en donde la institución del Servicio Mi-
litar encuentra su sitio como una herramienta no única-
mente de salvaguarda de la seguridad nacional, sino tam-
bién como un mecanismo por el cual se pueden alcanzar y
potenciar los valores patrióticos y cívicos necesarios para
contar con el mínimo de unidad e identidad nacionales que
permitan hacer frente a los problemas que se presentan en
la cotidianidad.      

Si ahondamos escuetamente en los orígenes que permitie-
ron la creación del servicio militar, podemos destacar que
anteriormente, el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos cu-
brían sus vacantes y completaban sus efectivos por medio
del enrolamiento voluntario, reclutamiento que en alguna
época era más que suficiente. Fue con el inicio de la Se-
gunda Guerra Mundial y la inesperada intervención del Es-
tado mexicano, que se hizo necesario un cambio en las
mencionadas estructuras para fortalecer la Instrucción Mi-
litar y crear el Servicio Militar Obligatorio. 

El 19 de agosto de 1940, se promulgó la Ley y Reglamen-
to del Servicio Militar, misma que fue puesta en vigor 2
años después, el 3 de agosto de 1942, por decreto del en-
tonces presidente de los Estados Unidos Mexicanos, gene-
ral Manuel Ávila Camacho, iniciándose la materialización
de este servicio con los jóvenes varones en edad militar,
nacidos en el año de 1924 (clase 1924) quienes fueron en-
cuadrados el 1 de enero de 1943.

Con ello, se buscó solucionar los problemas que planteaba
en esos momentos la Defensa Nacional y se adoptó el sis-
tema del Servicio Militar Obligatorio para poder contar con
reservas del Ejército y en caso de ser necesario, lograr la
movilización de los miembros del Ejército necesarios para
defender al país de un ataque exterior.

El México moderno es caracterizado como un Estado pací-
fico, con una vocación no bélica, en donde sus fuerzas ar-
madas fundamentalmente realizan labores de auxilio ante
contingencias ambientales, o bien, coadyuvan internamen-
te para el manteniendo del orden. Dicho contexto ha gene-
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rado que la institución militar mexicana goce de un alto
prestigio frente a la sociedad y frente a otras naciones.   

Sin embargo, el primer peldaño por el cual se constituye el
Servicio Militar, es decir, desde su naturaleza de obligación
constitucional para los ciudadanos mexicanos de enlistarse
en el mismo,  ha caído en un estado de inoperancia y de au-
sencia de cumplimiento por parte de sus principales desti-
natarios: los jóvenes.

Efectivamente, no obstante la loable génesis histórica y pa-
triótica de la institución del servicio militar, lo cual justifi-
ca su existencia como obligación de rango constitucional,
hoy en día estamos frente a una norma de escasa operativi-
dad y eficacia, provocada principalmente por un desborda-
do incumplimiento por parte de sus destinatarios, o bien,
porque en los casos en que llega a aplicarse, carece de la
mínima aceptación que se esperaría debe tener frente a la
ciudadanía, ya que es vista más como una pesada carga bu-
rocrática que como el cumplimiento de un deber patriótico
que redunda en la paz pública. 

Aún más, de acuerdo a ciertas reformas administrativas re-
cientes, son cada vez menos los trámites gubernamentales
que exigen el que se cuente con la cartilla militar, mer-
mándose de esa manera la última razón por la cual se in-
centivaba a los ciudadanos a cumplir con una obligación
constitucional cuyos grandes fines han sido dejados en se-
gundo término.

Por ello, ante las innumerables vicisitudes sociales genera-
das por en gran medida por la pérdida desequilibrada de
valores cívicos y de identidad nacional, se hace necesario
que sean rescatados aquellos institutos del Estado que tie-
nen como finalidad combatir la desigualdad y enaltecer los
sentimientos patrióticos de solidaridad e identidad nacio-
nal, tal y como es el caso del servicio militar.

Es dable resaltar que la consideración precedente no riñe
con reprobar cualquier acto de nacionalismo que devenga
en discriminación y encono ante lo externo o diverso, ya
que el fortalecimiento de los fines por los cuales fue insti-
tuido el servicio militar pueden válidamente ser conduci-
dos a una cultura de respeto y concordia sociales, todo ello
dentro de un marco de unión e identidad.

Como se sabe, en las condiciones actuales se carece de in-
centivos y de sanciones para guiar a los jóvenes mexicanos
para que cumplan con la referida obligación constitucional

marcada en los artículos 5, 31 y 36 de nuestra ley funda-
mental. 

No se puede dejar de reconocer que la juventud actual se
encuentra inmersa en una sociedad global, que si bien ofre-
ce beneficios comunicativos y de expansión y liberación
trasfronteriza, también ha creado un no deseable senti-
miento de no pertenencia y apatía que, escudado en la re-
lativización de las ideas, tiende a soslayar referentes histó-
ricos y valorativos generales, tales como los conceptos de
nación, patria o unidad política.

Con apego a la premisa básica de todo estado de derecho
actual, en el cual las prohibiciones y las obligaciones deben
ceder a la potenciación de los derechos, tales como de la
autodeterminación y la identidad, es dable que a la par de
dicho marco de respeto el Estado también asuma una acti-
tud responsable frente a la pérdida de elementos que cohe-
sionan pacíficamente a la sociedad, tales como son los va-
lores cívicos, los cuales son respetuosos de las creencias e
ideologías de cada persona.

A ello se añade que el contexto internacional ha situado
afortunadamente a México como un país que no ha necesi-
tado entrar en conflictos bélicos con otras naciones, lo que
no ha hecho necesario implementar sistemas de recluta-
miento obligatorio más estrictos. 

Sin embargo, es preciso recalcar que el Servicio Militar ya
no tiene una función meramente de alistamiento y recluta-
miento para éste tipo de funciones propiamente militares,
sino que cumple tareas sociales y cívicas que difícilmente
otras instituciones estatales o privadas pudieran realizar, ta-
les como auxiliar a la población civil en necesidades públi-
cas y desastres naturales y; la que más interesa para los
efectos de la presente iniciativa, para fortalecer el respeto a
los derechos humanos, los valores cívicos, la unidad nacio-
nal y el amor a la patria.

La propuesta tiene como eje central revitalizar los fines so-
ciales que tuvo el establecimiento del servicio militar, es
decir, ubicar el fortalecimiento de los valores cívicos, el
respeto por los símbolos patrios y mantenimiento del sen-
timiento de unidad nacional y amor a la patria, como las
notas distintivas del por qué es razonable conservar una
obligación relacionada con un fin que, en principio, es es-
tatal. A ello se agrega la vital tarea, delineada en el artícu-
lo 1° constitucional, de promover el respeto a los derechos
humanos.
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En dicho estado de cosas, la urgencia por abatir la des-
igualdad que desafortunadamente impera en nuestro país
exige mejores canales para la propiciar la fraternidad so-
cial, la unión ante la diversidad, el respeto y la tolerancia,
la no discriminación, el sentimiento de pertenencia y la
cultura cívica.     

Para ello, se propone transformar la institución del servicio
militar de manera tal que se pase a un Servicio Civil Na-
cional, en el cual, si bien se conserve una finalidad prácti-
ca relacionada con el reclutamiento militar ante las even-
tualidades que pongan en peligro la paz y el orden
nacional, se pondere más el objetivo social permanente a
conseguir, el cual es crear las condiciones para que los
ciudadanos, especialmente aquellos que cumplen la ma-
yoría de edad, se alisten y sirvan el nuevo Servicio Civil
Nacional.

El Servicio Civil Nacional tiene como principal finalidad el
fortalecimiento de los valores cívicos, el respeto a los de-
rechos humanos y el mantenimiento del sentimiento de
unidad nacional (finalidad que era secundaria en el Servi-
cio Militar), para lo cual dispondrá de los medios necesa-
rios para difundir su objeto y para sancionar la inobservan-
cia de sus criterios generales.

El Servicio Civil Nacional buscará promover la igualdad
de todos los mexicanos, sin importar su origen étnico o na-
cional, su género, sus discapacidades, su condición social,
sus condiciones de salud, su religión, sus opiniones, sus
preferencias sexuales, su estado civil, su situación econó-
mica o cualquier otra razón.

El reclutamiento primario, tal y como se hace hoy en día
con el Servicio Militar Nacional, se centrará en ilustrar a
los ciudadanos sobre la importancia del respeto a los dere-
chos humanos, el rol que juegan los valores cívicos para el
desarrollo individual y general, el conocimiento de la his-
toria patria y de las raíces culturales que sostienen la uni-
dad nacional.

Todo ello, con el firme objetivo de crear espacios en los
que los jóvenes, independientemente de su condición so-
cial, económica o cultural, puedan conocerse entre ellos y
encontrar en los elementos que provea el Servicio Civil
Nacional los puntos de identidad y respeto mutuos que per-
mitan abatir la desigualdad y la discriminación. 

Cabe mencionar que de acuerdo a nuestro marco legal vi-
gente en materia de servicio militar, dicho servicio también

puede ser realizado por mujeres, esto gracias a las reformas
legales realizadas en el año 1999, sin embargo, para dicho
sector de la sociedad no se establece como obligatorio, si-
no sólo como voluntario. Ante ello, ante la nueva lógica cí-
vica que caracterizará al instituto del servicio militar, como
parte de un Servicio Civil, la propuesta homologa la obli-
gación para todo ciudadano, sin distingo de género.

De ese modo, se propone que el Servicio Civil Nacional, al
reestructurar sus fines de acuerdo a criterios de unidad e
identidad nacionales, sea obligatorio para todo ciudadano
mexicano, sin importar su género, condición social, origen
étnico, raza, estado civil, preferencias, pues es dable que la
nueva institución del Estado mexicano sea el punto de en-
cuentro entre la gran pluralidad que compone nuestra na-
ción.    

En suma, destaca de las modificaciones anteriores que las
obligaciones militares no se modifican en lo absoluto, pues
lo que se busca con esta enmienda constitucional es que el
servicio militar quede englobado en el nuevo Servicio Ci-
vil Nacional. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Texto Vigente

Artículo 5o. (…)

(…)

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obliga-
torios, en los términos que establezcan las leyes respecti-
vas, el de las armas y los jurados, así como el desempeño
de los cargos concejiles y los de elección popular, directa o
indirecta. Las funciones electorales y censales tendrán ca-
rácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas aquéllas
que se realicen profesionalmente en los términos de esta
Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios
profesionales de índole social serán obligatorios y retribui-
dos en los términos de la ley y con las excepciones que és-
ta señale.”

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

II. Asistir en los días y horas designados por el Ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio de
los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las
armas, y conocedores de la disciplina militar.
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III. Alistarse y servir en la Guardia Nacional, conforme
a la ley orgánica respectiva, para asegurar y defender la
independencia, el territorio, el honor, los derechos e in-
tereses de la Patria, así como la tranquilidad y el orden
interior”

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Re-
pública:

(…)

II. Alistarse en la Guardia Nacional;

Texto Propuesto

Artículo 5o. (…)

(…)

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obli-
gatorios, en los términos que establezcan las leyes res-
pectivas, el Servicio Civil Nacional y los jurados, así
como el desempeño de los cargos concejiles y los de
elección popular, directa o indirecta. Las funciones elec-
torales y censales tendrán carácter obligatorio y gratui-
to, pero serán retribuidas aquéllas que se realicen profe-
sionalmente en los términos de esta Constitución y las
leyes correspondientes. Los servicios profesionales de
índole social serán obligatorios y retribuidos en los tér-
minos de la ley y con las excepciones que ésta señale.”

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

II. Asistir en los días y horas designados por el ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio de
los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las
armas, y conocedores de la disciplina militar.

III. Alistarse y servir en el Servicio Civil Nacional,
conforme a la ley orgánica respectiva, con el fin de for-
talecer los valores cívicos, el respeto a los derechos
humanos y el mantenimiento del sentimiento de uni-
dad nacional, así como para asegurar y defender la in-
dependencia, el territorio, el honor, los derechos e inte-
reses de la patria, así como la tranquilidad y el orden
interior.

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Re-
pública:

(…)

II. Alistarse y servir en el Servicio Civil Nacional;”

En razón de lo expuesto y fundado, me permito someter a
consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 5o., párrafo
cuarto, 31, fracciones II y III, y, 36, fracción II, todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

Artículo 5o. (…)

(…)

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obli-
gatorios, en los términos que establezcan las leyes res-
pectivas, el Servicio Civil Nacional y los jurados, así
como el desempeño de los cargos concejiles y los de
elección popular, directa o indirecta. Las funciones elec-
torales y censales tendrán carácter obligatorio y gratui-
to, pero serán retribuidas aquéllas que se realicen profe-
sionalmente en los términos de esta Constitución y las
leyes correspondientes. Los servicios profesionales de
índole social serán obligatorios y retribuidos en los tér-
minos de la ley y con las excepciones que ésta señale.”

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

(…)

II. Asistir en los días y horas designados por el ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio de
los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de las
armas, y conocedores de la disciplina militar.

III. Alistarse y servir en el Servicio Civil Nacional,
conforme a la ley orgánica respectiva, con el fin de for-
talecer los valores cívicos, el respeto a los derechos
humanos y el mantenimiento del sentimiento de uni-
dad nacional, así como para asegurar y defender la in-
dependencia, el territorio, el honor, los derechos e inte-
reses de la patria, así como la tranquilidad y el orden
interior.
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Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Repú-
blica:

(…)

II. Alistarse y servir en el Servicio Civil Nacional;”

Artículos Transitorios

Primero: El presente decreto entra en vigor al día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Segundo: El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley
del Servicio Civil Nacional a más tardar en 180 días poste-
riores a la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero: Una vez aprobada la Ley del Servicio Civil Na-
cional quedará abrogada la Ley del Servicio Militar y su
Reglamento.

Dado en la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
a 6 de noviembre de 2014.— Diputado Antonio Cuéllar Steffan (rúbri-
ca).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DE HIDROCARBUROS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Hidrocarburos, a cargo del diputado René Ri-
cardo Fujiwara Montelongo, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

El suscrito, René Ricardo Fujiwara Montelongo, diputado
federal miembro del Grupo Parlamentario Nueva Alianza
en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en lo establecido en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta soberanía, la siguiente iniciativa con decreto
por el que se reforman la fracción VII del artículo 6, la
fracción VIII del artículo 31 y se adicionan la fracción IV
del artículo 7, la fracción V del artículo 10, la fracción XVI
del artículo 19, la fracción VIII del artículo 20 y la fracción

VII del artículo 29 de la Ley de Hidrocarburos, al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

La pasada reforma energética trajo consigo cambios rele-
vantes, no solo a las finanzas públicas del país sino a todo
el sector, incluyendo al medio ambiente.

Uno de los controvertidos temas ha sido el de la obtención
de los hidrocarburos no convencionales, mediante la técni-
ca de la fracturación hidráulica (fracking).

Según la Organización “Alianza contra el Fracking” el
también conocido como gas de pizarra o lutita, es el gas na-
tural que se encuentra atrapado en sedimentos de roca
abundantes en esquisto y otros materiales orgánicos, a pro-
fundidades de mil a cinco mil metros. Puede existir en la
misma placa con petróleo y otros hidrocarburos.

Derivado de que el mencionado gas se encuentra atrapado
en los sedimentos de esquisto, su extracción se hace a tra-
vés de la técnica ya mencionada “fracking”. Esta técnica
parte de la perforación de un pozo vertical la cual, una vez
alcanzada la profundidad deseada, viene acompañada de
una perforación horizontal que puede extenderse entre 1 y
1.5 kilómetros. 

Esta perforación se repite en diferentes direcciones, par-
tiendo del mismo pozo de perforación vertical inicial. Una
vez hechas las perforaciones, y debido a la baja permeabi-
lidad de la roca de esquisto, es necesario fracturar la roca
con la inyección de una mezcla de agua, arena y sustancias
químicas a elevada presión, para permitir el flujo y salida
del gas. Este flujo disminuye muy pronto, por lo cual, para
mantener la producción, es necesario realizar continua-
mente el procedimiento en un mismo pozo.

El gas natural, tal como lo señala el Centro Mario Molina
en su documento de opinión respecto a la producción de
gas y aceite de lutitas en México, es el más limpio de los
combustibles fósiles. Si se produce de forma tal que no se
fugue ni se impacte negativamente a las personas y a los
ecosistemas, puede ser un energético de transición que per-
mita conducir al país hacia una economía de bajo carbono
basada en fuentes de energía renovables y limpias.

El desarrollo tecnológico consistente en la utilización con-
junta del fracturamiento hidráulico y la perforación direc-
cional, ha permitido extraer gas natural y petróleo de es-
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tructuras geológicas de muy baja permeabilidad (lutitas);
con esto, se ha conseguido tener acceso a cuantiosos recur-
sos de hidrocarburos en el subsuelo que antes no estaba
disponible. Derivado de lo anterior, en Estados Unidos, pa-
ís donde se desarrolló y se ha aplicado esta tecnología, se
ha incrementado notablemente la producción de gas natu-
ral y se ha reducido significativamente su precios. En Mé-
xico también se han detectado cuantiosas reservas de gas y
aceite de lutitas y con la pasada reforma energética se co-
menzarán a explotar, de tal forma que este proceso debe
contener lineamientos mínimos de protección a los ecosis-
temas aledaños.

El señalado proceso de extracción de gas conlleva una se-
rie de impactos ambientales, algunos de los cuales aún no
están plenamente caracterizados o comprendidos, entre
ellos contaminación de las aguas subterráneas, contamina-
ción atmosférica, emisión de gases de efecto invernadero
(metano), terremotos (sismicidad inducida), contaminación
acústica e impactos paisajísticos. Todos los anteriores men-
cionados en diversos artículos emitidos por las organiza-
ciones no gubernamentales como Greenpeace y Alianza
contra el Fracking.

En el Grupo Parlamentario Nueva Alianza siempre nos he-
mos manifestado en pro de un sector energético sustentable
y al mismo tiempo redituable para el Estado, teniendo la
posibilidad de explotar nuestros recursos naturales de una
forma responsable y sin dañar los ecosistemas nacionales.

El proceso de fracturación puede resultar benéfico para el
sector sin embargo se debe garantizar la utilización susten-
table de los recursos como el agua.

Las supracitadas organizaciones han emitido diversos do-
cumentos informativos y de consulta donde nos explican el
riesgo que existe de no llevarse a cabo este proceso res-
ponsablemente.

El fracking consume enormes cantidades de agua. Se ha
calculado que se requieren entre 9.000 y 29.000 metros cú-
bicos de agua para las operaciones de un solo pozo. Esto
podría causar problemas con la sustentabilidad de los re-
cursos hídricos incluso en países de clima templado, y au-
mentar la presión del consumo de suministros en las zonas
más áridas.

Greenpeace ha destacado que se sabe muy poco de los pe-
ligros ambientales asociados con los productos químicos
que se añaden a los fluidos usados para la fracturación,

productos que equivalen a un 2% del volumen de e esos
fluidos.

En Estados Unidos esos productos están exentos de la re-
gulación federal y/o la información sobre ellos está prote-
gida debido a intereses comerciales. Se sabe que hay al me-
nos 260 sustancias químicas presentes en alrededor de 197
productos, y algunos de ellos se sabe que son tóxicos, can-
cerígenos o mutagénicos. Estas sustancias pueden conta-
minar el agua debido a fallos en la integridad del pozo y a
la migración de contaminantes a través del subsuelo.

Las organizaciones han especificado que entre un 15% y
un 80% del fluido que se inyecta vuelve a la superficie co-
mo agua de retorno, y el resto se queda bajo tierra, conte-
niendo aditivos de la fractura y sus productos de transfor-
mación. Entre las sustancias disueltas a partir de la
formación rocosa, donde está el gas durante el proceso, se
encuentran metales pesados, hidrocarburos y elementos na-
turales radiactivos.

Por ello, en el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, propo-
nemos la presente Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo décimo tercero transitorio a la
Ley de Hidrocarburos, con la finalidad de establecer los li-
neamientos mínimos requeridos para garantizar la no con-
taminación de los mantos acuíferos cercanos a los lugares
donde se pretende extraer el gas shale.

Argumentación

El artículo 4o. constitucional en su párrafo sexto señala
que:

“Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sa-
neamiento de agua para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El
Estado garantizará este derecho y la ley definirá las ba-
ses, apoyos y modalidades para el acceso y uso equita-
tivo y sustentable de los recursos hídricos, establecien-
do la participación de la Federación, las entidades
federativas y los municipios, así como la participación
de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”

Las diputadas y los diputados de Nueva Alianza, desde el
inicio del proceso de la reforma energética, nos hemos ma-
nifestado en favor de esta, sin embargo, siempre hemos pug-
nado por más y mejores mecanismos de protección al medio
ambiente y en el caso particular del fracking, porque se es-
tablezcan lineamientos básicos de seguridad ambiental.
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Datos de Pemex han arrojado que existen aproximadamen-
te 681 reservas de gas shale en los estados de Chihuahua,
Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas, Jalisco, Sinaloa, Du-
rango, Guerrero, Michoacán, San Luis Potosí y Veracruz.

Pemex inició trabajos exploratorios de gas shale a princi-
pios del año 2010; se ha señalado que se podrían producir
hidrocarburos por métodos no convencionales sobre una
superficie prospectiva de 43 mil km2.

Nuestro país es uno de lo que tienen mayores riesgos de en-
frentar secuelas en el mundo por la explotación de este hi-
drocarburo, debido a que es la cuarta nación con el mayor
número de reservas.

A nivel mundial China es el país con mayor cantidad de re-
servas de este gas, seguido por EE.UU. Argentina, Canadá,
el Este de Europa, Marruecos y Argelia.

Alrededor del mundo la práctica del multicitado fracking,
se ha convertido en un detonador de las economías que lo
han explotado, es por ello que sabemos de la importancia
del aprovechamiento de los recursos energéticos que tiene
el país.

En su informe de 2012, la Academia de Ciencias del Reino
Unido, la Royal Society, señaló que los riesgos para la sa-
lud, la seguridad y el medio ambiente “pueden ser maneja-
dos en forma efectiva en el Reino Unido siempre y cuando
se implementen las mejores prácticas operacionales, mis-
mas que deben ser monitoreadas”.

El citado informe señala que la explotación de hidrocarbu-
ros convencionales también conlleva riesgos. Destaca que
la primera porción del entubamiento en el caso del fracking
debe estar recubierta de una triple capa de acero y cemen-
to para proteger los acuíferos, más superficiales que la ca-
pa de roca de esquisto. 

Es primordial, que en estos procesos exista la mayor trans-
parencia, para que las empresas que están próximas a par-
ticipar en la extracción del gas shale, no incumplan las nor-
mas ambientales y de protección al ambiente.

En países como el Reino Unido y España, las compañías
están obligadas a divulgar la lista de aditivos químicos que
utilizan para la extracción del gas.

En Estados Unidos, en cambio, cada estado decide si las
empresas deben hacer pública esa información, aunque la

industria estableció una base de datos de carácter volunta-
rio en el sitio “Fracfocus”.

El fracturamiento hidráulico se ha desarrollado en forma
muy rápida en EE.UU. y es una tecnología que, compara-
da con la actividad petrolera convencional, es muy apara-
tosa, utiliza mucha agua y conlleva numerosos e importan-
tes riesgos ambientales. Por esta razón es una tecnología
que ha encontrado oposición de las comunidades afectadas
y de los grupos ecologistas en Estados Unidos y en todos
los países en los que se han anunciado planes para utilizar-
la. En algunos países se han establecidos moratorias e in-
cluso prohibiciones para su utilización.

En virtud de los impactos reales y percibidos del fractura-
miento hidráulico y de la oposición que han provocado, las
empresas y las autoridades se han dedicado a desarrollar
buenas prácticas, tecnologías, procedimientos, estándares,
sistemas y normas para minimizar los riesgos y los impac-
tos de la actividad.

Los países como el nuestro que pondrá en marcha estos
procesos deberán contemplar todas estas prácticas a nivel
mundial, para evitar las afectaciones y aprovechar los
aciertos de los cuales han sido víctimas los países que ya
realizan estas extracciones.

La presente iniciativa con proyecto de decreto, pretende
abonar una serie de requerimientos establecidos en el do-
cumento emitido por el Centro Mario Molina denominado
“Opinión del Centro Mario Molina Respecto a la Produc-
ción de Gas y Aceite de Lutitas en México”, donde se han
establecido lineamientos y requerimientos mínimos para
utilizar las mejores prácticas y tecnologías disponibles, pa-
ra así contar con una regulación adecuada y una supervi-
sión rigurosa y eficaz.

La experiencia internacional indica que esta producción
sustentable de gas y aceite de lutitas, si se planea adecua-
damente, no conlleva costos adicionales significativos.

En el Grupo Parlamentario Nueva Alianza, estamos con-
vencidos que hoy en día en México es posible desarrollar
el gas y el aceite de lutitas de forma segura y respetuosa
con el medio ambiente. 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de Diputado Federal integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Nueva Alianza a la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión; con fun-
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damento en los artículos 71.II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, presento ante esta
soberanía Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción VII del ar-
tículo 6, la fracción VIII del artículo 31 y se adicionan
la fracción IV del artículo 7, la fracción V del artículo
10, la fracción XVI del artículo 19, la fracción VIII del
artículo 20 y la fracción VII del artículo 29 de la Ley de
Hidrocarburos

Artículo Primero. Se reforman la fracción VII del artícu-
lo 6, la fracción VIII del artículo 31.

Artículo 6. …

I. a VI.

VII. El plazo para que el asignatario presente a la Co-
misión Nacional de Hidrocarburos, para su aprobación,
el plan de exploración o el plan de desarrollo para la ex-
tracción, según corresponda; así como el cumplimien-
to de los lineamientos generales para la explotación
de hidrocarburos no convencionales del subsuelo a
que se refiere la fracción VII del artículo 29 de esta
ley

…

…

Artículo 31. …

I. a VII.

VIII. Aprobar los planes de exploración o de desarrollo
para la extracción, que maximicen la productividad del
área contractual en el tiempo, sus modificaciones y su-
pervisar el cumplimiento de los mismos, así como veri-
ficar el cumplimiento de los lineamientos generales
para la exploración y extracción de hidrocarburos
no convencionales del subsuelo a que se refiere la
fracción VII del artículo 29 de esta ley, de acuerdo
con la regulación que al respecto emita;

IX a XII. …

Artículo Segundo. Se adicionan la fracción IV del artícu-
lo 7, la fracción V del artículo 10, la fracción XVI del ar-
tículo 19, la fracción VIII del artículo 20 y la fracción VII
del artículo 29.

Artículo 7.-…

I. a III.

IV. Verificar el cumplimiento de los lineamientos ge-
nerales para la explotación de hidrocarburos no con-
vencionales del subsuelo a que se refiere la fracción
VII del artículo 29 de esta ley, por parte del Asigna-
tario.

Artículo 10. …: 

I. a IV.

V. Que el asignatario incumpla con los lineamientos
generales para la exploración de hidrocarburos no
convencionales del subsuelo a que se refiere la frac-
ción VII del artículo 29 de la presente ley.

VI. Las demás causales que se establezcan en el títu-
lo de asignación.

…

…

…

…

…

…

Artículo 19. …

I. a XV.

XVI. La obligatoriedad de dar cumplimiento a los li-
neamientos generales para la explotación y extrac-
ción de hidrocarburos no convencionales del subsue-
lo a que se refiere la fracción VII del artículo 29 de
esta ley. 

Artículo 20. …
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I. a VII.

VIII. Que el contratista incumpla con los lineamien-
tos generales para la exploración y extracción de hi-
drocarburos no convencionales del subsuelo a que se
refiere la fracción VII del artículo 29 de esta ley.

…

…

…

…

…

…

…

…

Artículo 29. Respecto de los Contratos para la Exploración
y Extracción, corresponde a la Secretaría de Energía:

I. a V.

VI. Realizar la planeación y el desarrollo de los eventos
de promoción y difusión, a nivel nacional e internacio-
nal, de las rondas de licitación, y

VII. Establecer, con opinión de la Secretaría del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, los lineamientos
generales para la exploración y extracción de hidro-
carburos no convencionales del subsuelo, mismos
que deberán contener al menos, los siguientes ele-
mentos: 

a) La disponibilidad de agua del subsuelo de la
zona sujeta a la explotación de hidrocarburos no
convencionales.

b) El plan de manejo de agua y residuos del pro-
yecto para extracción de hidrocarburos no con-
vencionales.

c) El nivel de toxicidad de los químicos en los flui-
dos de fracturamiento.

d) La distancia vertical mínima entre las activi-
dades de estimulación del pozo y la fuente más
cercana de agua para consumo humano.

VIII. Las demás que se prevean en los propios Contra-
tos para la Exploración y Extracción y en las leyes apli-
cables.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Segundo. La Secretaría de Energía con la opinión de la Se-
cretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales, conta-
rá con 90 días a partir de la publicación del presente De-
creto para emitir los lineamientos generales para la
exploración y extracción de hidrocarburos no convencio-
nales del subsuelo a que se refiere el artículo 29, fracción
VII de esta ley.

Dado en la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
el 6 de noviembre de 2014.— Diputado René Ricardo Fujiwara Mon-
telongo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, suscrita por los diputa-
dos Carlos Augusto Morales López, Jhonatan Jardines
Fraire, Fernando Belaunzarán Méndez y Roberto Carlos
Reyes Gámiz, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática en la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por la que
se modifican los artículo 25 y 49 y se adicionan el 47 Bis
y 47 Ter a la Ley de Coordinación Fiscal, al tenor de la si-
guiente
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Exposición de Motivos

Desde la creación del sistema nacional de coordinación fis-
cal, en 1980, el Distrito Federal ha sido subsidiario de los
estados más pobres del país, pues aporta más de lo que re-
cibe y, en cambio, eroga recursos muy por encima de otras
entidades.

La Ciudad de México contribuye, históricamente, con más
de 20 por ciento del producto interno bruto nacional, pro-
porción equivalente a lo que generan juntos San Luis Poto-
sí, Hidalgo, Oaxaca, Guerrero, Quintana Roo, Yucatán,
Durango, Aguascalientes, Morelos, Zacatecas, Baja Cali-
fornia Sur, Colima, Nayarit y Tlaxcala; además, es la enti-
dad con la mayor proporción de ingresos propios, pues
prácticamente la mitad de sus recursos provienen de su re-
caudación; es decir, en este rubro depende menos de la fe-
deración. Por ello cada año tiene una pérdida presupuesta-
ria significativa.

El Distrito Federal es el lugar de convivencia de los tres
Poderes de la Unión y con la mayor tradición histórica den-
tro de la vida pública de México; concentra más de 164
embajadas y residencias diplomáticas; más de 100 inmue-
bles pertenecientes a la administración pública federal, 80
edificios de entidades paraestatales y organismos descen-
tralizados federales, los comités ejecutivos nacionales de
todos los partidos políticos y un aeropuerto internacional,
entre otros inmuebles y espacios de gran importancia; este
hecho implica para la capital una erogación de alrededor de
12 mil millones de pesos anuales y, de este total, casi una
cuarta parte, entre dos y tres mil millones de pesos, corres-
ponde al no pago de impuesto predial, pues se trata de ins-
tancias beneficiadas con una exención constitucional.

Hay que mencionar los costos operativos adicionales que
genera a la administración de servicios para la “población
flotante”,1 ya que todos los días cerca de cinco millones de
mexicanos vienen o cruzan por la Ciudad de México por
cuestiones de empleo, comercio, estudios, esparcimiento,
atención médica, etcétera.

Si bien los montos asignados por concepto de transferen-
cias federales son significativos, hay que tener en cuenta
que para la población objeto de los servicios que se prestan
en el Distrito Federal aún son marginales para atender con
calidad y suficiencia las necesidades de los capitalinos, los
cuales muchas veces padecen un fenómeno de exclusión de
servicios precisamente por la atención y servicios que usa
la población flotante.

Las finanzas públicas de la capital del país tienen impor-
tantes presiones y para afrontarlas es necesario llegar a un
punto de equilibrio entre el número de beneficiarios de los
servicios públicos, las políticas públicas y los costos eco-
nómicos que realmente se erogan para hacerlos llegar a la
población objetivo.

Aunado a lo anterior, el presupuesto del Distrito Federal
enfrenta graves problemas provocados por su estatus jurí-
dico, al no ser considerado una entidad federativa; sin em-
bargo, la Ciudad de México es el referente nacional en
cuanto a calidad de vida por acceso, promoción y protec-
ción de derechos fundamentales consagrados en la Consti-
tución como son la salud, educación, cultura, y entreteni-
miento, por mencionar algunos aspectos.

El Presupuesto de Egresos de la Federación enviado por el
Ejecutivo federal que es aprobado anualmente por la Cá-
mara de Diputados, está regido entre otros ordenamientos,
por la Ley de Coordinación Fiscal, norma que determina la
formación de determinados fondos de aportaciones que son
los instrumentos mediante los cuales la federación orienta
recursos económicos a las entidades de la república.

Pese a todo el esfuerzo que realiza la administración del
Distrito Federal para ser la entidad número uno en recau-
dación no recibe los mismos estímulos que el resto de los
estados. Por el contrario, de las participaciones que le co-
rresponden del total recaudado por gravámenes federales
como los impuestos sobre la renta y al valor agregado, re-
cibe sólo 12 centavos aproximadamente por peso recauda-
do.

Pese a la instauración de medidas de eficiencia recaudato-
ria, de ser pionero en el diseño y puesta en práctica de me-
canismos y sistemas modernos de control del padrón de
contribuyentes, el Distrito Federal ha sido excluido de la
asignación de diversos fondos federales, por el hecho de no
ser considerado una entidad federativa, tal es el caso del
Fondo de Aportaciones Múltiples en cuanto a recursos pa-
ra la infraestructura de educación básica.

El esquema de compensación de los costos de capitalidad
planteado es utilizado de forma efectiva en varios países.
El caso más conocido es España, pero ciudades como Ber-
lín, París, Brasilia e incluso Washington aplican algún tipo
de compensación para retribuir a sus ciudades capitales los
gastos operativos que tienen, generando así corresponsabi-
lidad entre gobierno federal y los gobiernos locales.
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La no aplicación del costo de capitalidad aumenta la in-
equidad presupuestal que ha venido sufriendo el Distrito
Federal, ya que no sólo no tiene un ingreso que lo com-
pense, sino que ha sufrido disminuciones por el cambio de
fórmula para la distribución de las participaciones federa-
les desde 2008, la cual no considera a la población flotan-
te y le ha generado pérdidas al Distrito Federal, de 2008 a
2012, cercanas a 11 mil 500 millones de pesos. En 2013 es-
ta pérdida fue de 3 mil 500 millones de pesos.

En el ejercicio fiscal de 2014 se reconoció el concepto de
“capitalidad” al Distrito Federal y se le otorgaron 3 mil mi-
llones de pesos para compensar gastos que se generan por
ser la capital del país, que no sólo fueron insuficientes, si-
no de que al no incluirse en la Ley de Coordinación Fiscal,
los sujetó a una negociación anual que no genera certi-
dumbre jurídica ni presupuestal a la Ciudad de México y a
sus habitantes.

El proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
(PPEF) de 2015 considera un monto total de 2 mil millones
de pesos por concepto de “fondo de capitalidad”; es decir,
mil millones menos que este año, lo que sin duda repercu-
tirá en la calidad de los servicios que reciben quienes habi-
tan o transitan por el Distrito Federal y que se otorgaron
con cargo a los recursos de dicho fondo.

El objetivo de la presente iniciativa es resolver la crecien-
te necesidad que tiene el Distrito Federal en materia de su-
ficiencia presupuestaría, a través de la creación de un fon-
do para la capitalidad2 en el Presupuesto de Egresos de la
Federación, y a través del ramo general 33, con el objetivo
de potenciar y mantener las políticas públicas, subsidios y
programas que aplica la Ciudad de México; los beneficios
que otorga en materia de contribuciones e infraestructura,
por ser la sede de los Poderes de la Unión y tomando en
cuenta a una población flotante cercana a 5 millones de
personas.

Este fondo permitirá también resarcir los costos que gene-
ran para la ciudad las marchas y plantones que, por ser se-
de de los poderes federales, se realizan en el Distrito Fede-
ral pero que tienen su origen en diferentes estados y
municipios.

Esta iniciativa propone crear el “fondo para la capitalidad”
como uno adicional del ramo 33, “Aportaciones federales
para entidades federativas y municipios”, a efecto de resar-
cir al Distrito Federal los importantes costos de capitalidad

expuestos con anterioridad, generados por la oferta de bie-
nes y servicios de los que no sólo se benefician sus resi-
dentes, sino los habitantes de otros municipios y entidades
federativas que los consumen y disfrutan sin contribuir a su
financiamiento.

De frente al trato desventajoso de la Ley de Coordinación
Fiscal, y en general del actual esquema de gasto descentra-
lizado para el Distrito Federal es preciso plantear las si-
guientes

Consideraciones

Primera. Que el artículo 44 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos establece el carácter jurídi-
co de la Ciudad de México, como sede de los Poderes de la
Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos, lo que
le da la característica de capital del país.

Segunda. Que esta característica conlleva costos adiciona-
les que no tienen otras entidades federativas y que son los
generados cuando una ciudad centro ofrece bienes y servi-
cios públicos de los que no sólo se benefician sus residen-
tes, sino que, como consecuencia de múltiples factores,
también los habitantes de otros estados y municipios (po-
blación flotante), que los consumen sin contribuir a su fi-
nanciamiento, en materia como salud, trasporte, seguridad,
infraestructura urbana, etcétera, y que se estima en más de
cinco millones de personas.

Tercera. Aunado a los anteriores considerandos, preexis-
ten las razones jurídicas que frecuentemente se invocan en
materia de federalismo y que encuentran su mejor camino
de concreción en esta propuesta de un nuevo fondo para la
capitalidad: arreglo de orden federal donde tanto estados
como federación tienen competencias diferenciadas, pero
armónicas, con base en el texto constitucional, situación
que se observa actualmente; la sede de los poderes federa-
les no necesariamente sitúa la federación en un espacio de-
terminado consistente en edificios, monumentos o funcio-
narios, esto es relevante porque permite separar el espacio
público de la sede federal, lo que evidencia que no se pue-
den soslayar las necesidades presupuestales de ese territo-
rio con independencia de los ingresos federales. El arreglo
federal requiere corresponsabilidad y sensibilidad a las
presiones presupuestales del espacio en donde se asientan
estas instituciones del Estado mexicano, una vez más este
Fondo parece ser una solución armónica y no gravosa en
términos de modificación normativa.
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Cuarta. Que es necesario regular situaciones, circunstan-
cias o hechos que de facto ya suceden o que puede prever-
se que acontecerán en un futuro inmediato, como conse-
cuencia de un riesgo sistémico por colapso financiero, lo
cual implicaría un menoscabo para el patrimonio público
federal radicado en el Distrito Federal. Como ejemplo de lo
anterior se encuentra la tarifa del Sistema de Transporte
Colectivo Metro, organismo que para garantizar la aten-
ción de los millones de usuarios ha generado para el go-
bierno del Distrito Federal un déficit de operación de más
de 6 mil millones de pesos al año, costo absorbido por el
presupuesto de la Ciudad de México, ya que el precio del
boleto del Metro se encuentra subsidiado para todos los
usuarios, sean población local o flotante.

Esto hace necesario conciliar en el fuero local políticas pú-
blicas coordinadas pero diferenciadas, como el caso de las
autonomías del modelo español, con las que efectivamente
se estimule el desarrollo regional y se apuntale el creci-
miento nacional.

Mantener un subsidio al Metro es una cuestión de inversión
pública con un valor de retorno inmediato en la cadena
económica y que como único esquema alternativo de in-
versión estaría comprometiendo parte de este fondo para la
capitalidad.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración del
pleno la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones a la Ley de Coordinación Fiscal

Único. Se adicionan una fracción IX al artículo 25, y los
artículos 47 Bis y 47 Ter; y se modifica el artículo 49 de la
Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como sigue:

Artículo 25. …

I. a VIII. …

IX. Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal

…

Artículo 47 Bis. El Fondo de Capitalidad para el Distri-
to Federal se determinará anualmente en el Presupues-
to de Egresos de la Federación con recursos federales
por un monto equivalente, sólo para efectos de referen-
cia, a 0.65 por ciento de la recaudación federal partici-

pable a que se refiere el artículo 2 de esta ley, según es-
timación que de la misma se realice en el propio presu-
puesto, con base en lo que al efecto establezca la Ley de
Ingresos de la Federación para el ejercicio correspon-
diente. Este fondo se enterará mensualmente, en los
primeros 10 meses del año por partes iguales al Distri-
to Federal, por conducto de la federación de manera
ágil y directa, sin más limitaciones ni restricciones, in-
cluyendo las de carácter administrativo, que las corres-
pondientes a los fines que se establecen en el artículo 47
Ter de esta ley.

Artículo 47 Ter. Las aportaciones federales que por
concepto de Fondo de Capitalidad reciba el Distrito Fe-
deral se destinarán principalmente a la recuperación de
los costos que por concepto de capital del país eroga el
Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, por
los servicios que presta a la población flotante prove-
niente del resto de las entidades federativas que diaria-
mente transita en el Distrito Federal, como son

a) Servicios de transporte público;

b) Seguridad pública;

c) Mantenimiento de carpeta asfáltica;

d) Agua potable;

e) Drenaje; y

f) El resto de servicios relativos que se prestan a la
población flotante.

Artículo 49. Las aportaciones y sus accesorios que con
cargo a los fondos a que se refiere este capítulo reciban las
entidades y, en su caso, los municipios y las demarcaciones
territoriales del Distrito Federal, no serán embargables, ni
los gobiernos correspondientes podrán, por ninguna cir-
cunstancia, gravarlas ni afectarlas en garantía o destinarse
a mecanismos de fuente de pago, salvo por lo dispuesto en
los artículos 50, 51 y 52 de esta ley. Dichas aportaciones y
sus accesorios, en ningún caso podrán destinarse a fines
distintos a los expresamente previstos en los artículos 26,
29, 33, 37, 40, 42, 45, 47 y 47 Bis de esta ley.

(…)
(…)
(…)
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I. a V. (…)

(…)

(…)

(…)

(…)

(…)

Transitorios

Primero. El Fondo de Capitalidad para el Distrito Federal
será incluido en el Presupuesto de Egresos de la Federación
que apruebe la Cámara de Diputados cada año, en el ramo
general 33, “Aportaciones federales para entidades federa-
tivas y municipios”.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Contingente demográfico compuesto por las personas que, aun sin
estar oficialmente inscritas en el censo de población de la comunidad,
residen temporal o permanentemente en un ámbito geográfico comu-
nitario; en este caso, la Ciudad de México.

2 Capitalidad es la cualidad de ser una población cabeza o capital de
provincia, región o estado.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de
2014.— Diputados: Carlos Augusto Morales López, Jhonatan Jardines
Fraire, Fernando Belaunzarán Méndez, Roberto Carlos Reyes Gámiz
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY
DEL SEGURO SOCIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y de las Leyes Federal del Trabajo, y del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada María de Socorro Ceseñas Cha-
pa, del Grupo Parlamentario del PRD

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa con proyecto de decreto

Crear las bases jurídicas, para coadyuvar a poner fin al des-
conocimiento sistemático de los derechos humanos labora-
les y de seguridad social de las y los trabajadoras del ho-
gar, mediante la incorporación a la Ley Federal del Trabajo
y a la Ley del Seguro Social, del contenido del apartado A
del artículo 123 Constitucional y del Convenio 189 de la
Organización Internacional del Trabajo (OIT), ante la omi-
sión del ejecutivo Federal, en este último caso, de remitir
tal Convenio al Senado para su aprobación. Finalmente, se
fortalece la normativa constitucional sobre el tema, para
quitar toda duda sobre la tutela en amparo de estos trabaja-
dores.

Argumentos

Introducción

Las y los millones de personas que laboran en el trabajo del
hogar, siguen esperando desde la Constitución de 1917,
que como lo ordena ésta, se les permita entrar con derechos
iguales al mundo del trabajo. Y poner fin a la pretensión de
que en pleno siglo XXI subsista una población más cerca-
na a los siervos que a los trabajadores.

En efecto, cuando se hojea la Ley Federal del Trabajo, nos
parece ajeno a la misma el capítulo relativo a los trabaja-
dores domésticos, ya que no es tutelar, sino cómplice en el
desconocimiento de sus derechos más mínimos; un verda-
dero campo de concentración jurídica, en el que se autori-
za la afectación de los más básicos derechos laborales.
¡Claro como estamos frente a 2 millones 200 mil personas
(Inegi), conformados esencialmente de mujeres y niños, y
muchos de ellos indígenas, qué importa!

Desde luego, lo preceptuado en el Convenio 189 de la OIT,
no fue atendido en la Contrarreforma a la Ley Federal del
Trabajo de noviembre de 2012, cuya esencia fue suprimir
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y no otorgar derechos. Sólo puso tibios límites a la jornada
inhumana que padecen estos trabajadores y, en materia
descansos semanales.

En contraste con lo anterior, sin lugar a dudas, uno de los
mayores avances que se han dado en los últimos años en el
mundo del Derecho Laboral, lo representa la expedición
por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) del
Convenio 189, en tutela de las y los trabajadores que pres-
tan sus servicios en el hogar, por lo que urge incluir sus
normas protectoras en el Derecho Positivo Mexicano, co-
mo ya lo han hecho otros países, comenzando por España,
pese a la grave crisis económica y laboral que atraviesa es-
te país. 

Sobre todo, porque no vemos una pronta disposición de
parte del Ejecutivo Federal para firmar el Convenio 189, lo
que puede ser subsanado con una actuación decidida y sen-
sible del Congreso de la Unión, en respeto a lo mandatado
por nuestra Constitución en su artículo 123 Constitucional,
en relación con el artículo 1o. de la misma, que ordena la
tutela de los derechos humanos individuales y sociales sin
discriminación alguna.

Esto actuará en beneficio de toda la clase trabajadora, ya
que las condiciones laborales de los trabajadores del hogar,
actúan en forma similar a como lo hace el salario mínimo.

Antecedentes

En nuestra sociedad existe un grupo de trabajadoras y tra-
bajadores a quienes se les desprecia, considerándose poco
digna, humillante la labor que realizan, una de las más de-
nigrantes actividades que un ser humano puede realizar, en
forma clásica este tipo de “contrato de trabajo” implica: el
sometimiento extremo del trabajador al patrón, elementos
reverenciales, entre otros; basta recordar la denominación
despectiva que popularmente se les da: “chachas”, “sir-
vientes”, “domésticos”, “criadas”, por citar algunos.

En colusión con este estado de cosas la legislación laboral
suprime respecto a estos trabajadores derechos mínimos
que concede al resto de los trabajadores: no existe jornada
legal para ellos, están sujetos a contratos a prueba, parte de
su salario se puede pagar en especie, su afiliación al IMSS
no es obligatoria, sus derechos colectivos están anulados,
entre otros. 

¿De dónde deriva esta discriminación legal y social? Esta
pregunta nos obliga a indagar en el pasado histórico.

El servicio doméstico hunde sus raíces en pretéritos tiem-
pos, va de la mano de la acumulación amplia de riqueza en
unos cuantos miembros de la sociedad, frente al despojo de
la mayoría de la población.

En la esclavitud ya existía este servicio, de manera que el do-
méstico (como todo esclavo), era propiedad del amo que te-
nía sobre él un poder ilimitado y ad vitam; en la decadencia
del sistema esclavista se pasó al régimen de la locatio ope-
rarum o arrendamiento de servicios, en este caso el uso de la
fuerza de trabajo por el señor es también discrecional pero li-
mitada en tiempo, esto es, el arrendador de la fuerza de tra-
bajo podía dar fin al contrato que lo oprimía y humillaba en
cualquier tiempo: “es una esclavitud temporal”.

En el marco del régimen capitalista, del contrato de locatio
operarum o arrendamiento de servicios va surgiendo el
contrato de trabajo, gracias a la lucha organizada de los
propios trabajadores (lo que implica importantes y profun-
dos cambios económicos y sociales), que lleva al legislador
a poner límites al patrón en torno al uso de la fuerza de tra-
bajo ajena: “esclavitud temporal y limitada”.

Sin embargo los trabajadores domésticos y rurales se fue-
ron quedando atrás en la transformación de la locatio ope-
rarum en contrato de trabajo.

Este rezago en relación a los trabajadores domésticos, se
debió y debe básicamente a tres factores:

a) El aislamiento, entre otras características propias de
este trabajo;

b) Una más o menos estrecha relación personal con el
patrón;

c) Abundante mano de obra para la prestación de estos
servicios, especialmente en el Continente Americano.

Sin embargo, la realidad está conspirando en contra de es-
tos tres aspectos:

Es cada vez menor el número de personas dispuestas a de-
dicarse a estas labores, creciente su unidad y organización
y va en picada la modalidad del trabajo doméstico de plan-
ta, que es el que más condiciona una estrecha relación per-
sonal con el patrón.

Esto debido a la expansión y desarrollo industrial y de los
servicios que ha permitido la incorporación, sobre todo de
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mujeres, en busca de un trabajo más protegido y con una
jornada más limitada; igualmente la expansión de la edu-
cación que ha hecho posible que los candidatos a trabaja-
dores del hogar ocupen labores diferentes a ésta; ha contri-
buido también el movimiento sindical y, sobre todo al
fortalecimiento del feminismo que como movimiento filo-
sófico y político-social, ha fortalecido la inconformidad de
las mujeres hacia el trato y condiciones de trabajo sufridas
en estas actividades y las ha impulsado a su organización;
también hay que mencionar la tutela estatal de huérfanos y
desvalidos y, en general, diversas políticas públicas de tipo
social, por citar algunas.

Ante estas circunstancias, ha surgido una mayor revalori-
zación del trabajo del hogar, viendo su importancia en au-
xilio de las madres, en general de las mujeres trabajadoras,
niñas y niños, adultos mayores, enfermos, entre otros. En
general se ha revalorado su importancia social y económi-
ca. Por lo que urge establecer las medidas de tutela laboral
necesarias. Acelerándose así el proceso apenas en ciernes,
en que la relación de trabajo, ya no se establece entre pa-
trón y trabajador del hogar en lo particular, sino con la em-
presa de servicios que agrupe y profesionalice a estas tra-
bajadoras, bajo diversos esquemas jurídicos, incluidas las
asociaciones civiles y las cooperativas; esquemas estos res-
pecto a los que ahora se debe legislar para evitar que estas
empresas, que muchas veces actúan como subcontratistas
sean ahora las que expolien a los trabajadores del hogar.
Esto nos conduce a hacer realidad los derechos individua-
les y colectivos, en el campo laboral y de la seguridad so-
cial.

A lo anterior contribuye de manera adicional, la revolución
mundial y concretamente nacional, en materia de derechos
humanos, que por su esencia son universales, por lo que no
es permitido discriminación alguna, como la que sufren las
trabajadoras del hogar en todos los sentidos, y concreta-
mente en el ámbito laboral.

Desde hace décadas en nuestro país, las y los trabajadores
del hogar, han venido luchando por el respeto de sus dere-
chos y su dignidad, en bien de más de dos millones de per-
sonas que desarrollan esta actividad, en condiciones de
abierta violación a sus derechos humanos laborales.

Análisis

Y bien, en la lucha por la transformación de los resabios de
locatio operarum en contrato de trabajo, es decir, en la
transformación del “sirviente” en “trabajador” y, la presta-

ción de sus servicios en una verdadera “relación de traba-
jo”, ha jugado en las últimas fechas un papel fundamental
la OIT.

En un hecho histórico, el 16 de junio de 2011, la Confe-
rencia de la Organización Internacional del Trabajo en su
Centésima Reunión, aprobó el Convenio sobre las Trabaja-
doras y los Trabajadores Domésticos, erigiéndose en el
Convenio 189. Salvo su cuestionable denominación, ya
que sigue aludiendo al concepto de trabajo “doméstico”,
este Convenio representa un enorme avance, desde el mo-
mento en que reconoce que la actividad de estas personas
es un verdadero trabajo (no esclavitud ni servidumbre),
por lo que deben ser titulares de los derechos mínimos a la
par que el resto de los trabajadores.

En el texto del Convenio finalmente aprobado, expresa-
mente se reconoce:

“…la contribución significativa de los trabajadores do-
mésticos a la economía mundial, que incluye el aumen-
to de las posibilidades de empleo remunerado para las
trabajadoras y los trabajadores con responsabilidades
familiares, el incremento de la capacidad de cuidado de
las personas de edad avanzada, los niños y las personas
con discapacidad, y un aporte sustancial a las transfe-
rencias de ingreso en cada país y entre países…”

Asimismo, “…considera que el trabajo doméstico sigue
siendo infravalorado e invisible y que lo realizan principal-
mente las mujeres y las niñas, muchas de las cuales son mi-
grantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, y
son particularmente vulnerables a la discriminación con
respecto a las condiciones de empleo y de trabajo, así co-
mo a otros abusos de los derechos humanos…”

Las normas de tutela básica contenidas en este convenio,
son:

- Bajo el concepto de trabajo doméstico, se designa el
trabajo que se realiza en el marco de una relación de
trabajo en un hogar u hogares siempre que no se lleve
a cabo en forma ocasional o esporádica.

- El Estado deberá adoptar medidas para asegurar la pro-
moción y la protección efectivas de los derechos huma-
nos de todos los trabajadores domésticos, entre otros: li-
bertad de asociación y libertad sindical y a la
negociación colectiva; la eliminación de todas las for-
mas de trabajo forzoso u obligatorio; la abolición efec-
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tiva del trabajo infantil; y la eliminación de la discrimi-
nación en materia de empleo y ocupación. 

- Se deberá fijar una edad mínima para los trabajadores
doméstico…edad que no podrá ser inferior a la edad
mínima estipulada en la legislación nacional para los
trabajadores en general. 

- Se deberá adoptar medidas para que los trabajadores
domésticos menores de edad nos sean privados de la es-
colaridad obligatoria, ni comprometa sus oportunidades
para acceder a la enseñanza superior o a una formación
profesional.

- Se deberán establecer medidas efectivas contra toda
forma de abuso, acoso y violencia. 

- Deberán acceder a condiciones de empleo equitativas
y condiciones de trabajo decente.

- Deberán ser informados sobre sus condiciones de
empleo de forma adecuada, verificable y fácilmente
comprensible, de preferencia, cuando sea posible, me-
diante contratos escritos (lugar de trabajo, fecha de ini-
cio del contrato, y en su caso periodo específico, traba-
jo a realizar, remuneración, horas normales de trabajo,
vacaciones y descansos, suministro de alimentos y alo-
jamiento, condiciones de repatriación (en su caso), con-
diciones de terminación de la relación de trabajo). 

- Igualdad de trato entre los trabajadores domésticos y
los trabajadores en general en relación a las horas nor-
males de trabajo, la compensación de las horas ex-
traordinarias, los períodos de descanso diarios y se-
manales y las vacaciones anuales pagadas, en
conformidad con la legislación nacional o con conve-
nios colectivos, teniendo en cuenta las características
especiales del trabajo doméstico. 

- El descanso semanal deberá ser al menos de 24 ho-
ras consecutivas. 

- Pago de los salarios en efectivo, a intervalos regulares
y como mínimo una vez al mes.

- Todo trabajador doméstico tiene derecho a un en-
torno de trabajo seguro y saludable. 

- Protección en materia de seguridad social en condi-
ciones no menos favorables que las condiciones aplica-

bles a los trabajadores en general. Medidas que podrán
aplicarse progresivamente.

- Acceso efectivo a los tribunales o a otros mecanismos
de resolución de conflictos en condiciones no menos fa-
vorables que las condiciones previstas para los trabaja-
dores en general. 

- Mecanismos de queja y medios eficaces y accesibles
para asegurar el cumplimiento de la legislación nacional
relativa a la protección de los trabajadores domésticos. 

- Inspección del trabajo, aplicación de las normas y las
sanciones, prestando debida atención a las característi-
cas especiales del trabajo doméstico, en conformidad
con la legislación nacional, en el debido respeto a la pri-
vacidad. 

-Medidas específicas para la tutela de los trabajado-
res domésticos migrantes.

Después de esta breve descripción del Convenio 189, es
necesario comentar dos aspectos centrales sobre la iniciati-
va que se propone:

Trabajo del hogar de niñas y niños

Sabemos que la equidad en el medio laboral de las y los
trabajadores del hogar, al desarrollarse su relación de tra-
bajo en un ambiente propio de la vida privada y en condi-
ciones de aislamiento, depende en gran parte de la buena
voluntad del patrón, en general de los integrantes de la fa-
milia receptora de los servicios, lo que propicia, como re-
gla general, una marcada  y múltiple violencia, abusos de
todo tipo incluido el acoso cuando no la violación sexual
contra estas trabajadoras (es), con independencia de la du-
reza propia de este trabajo, lo que afecta su desarrollo físi-
co, moral y psicológico, condicionándose, como ya quedó
dicho, un desconocimiento de las condiciones de trabajo;
por lo que, además de una inspección laboral más activa y
especializada, lo anterior debe llevarnos a que se prohíba
esta labor a las niñas y niños, y sea hasta los 18 años cuan-
do se pueda entrar al trabajo del hogar. Desde luego, esto
se aplicaría a futuro, no de manera retroactiva, pero la ins-
pección del trabajo deberá tener un cuidado especial en la
tutela de su persona y sus derechos, siempre que no se tra-
te de menores de 15 años, cuyo trabajo prohíbe expresa-
mente el artículo 123 Constitucional. Más adelante volve-
mos a este punto.
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Otro aspecto, es que en la mayoría de las disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo se alude a la relación jurídica de
patrones y trabajadores; sin embargo por su esencia, los de-
rechos humanos sociales, reclaman la participación del Es-
tado, como elemento de regulación y equilibrio entre los
factores de la producción. En tal virtud esta Iniciativa alu-
de de manera destacada al papel que deberá jugar el Esta-
do Mexicano, dado el retraso jurídico que arrastra el traba-
jo del hogar, para que con su participación activa fortalezca
el pleno nacimiento de la relación de trabajo y el respeto de
los derechos humanos sociales de estas trabajadoras (es).

Contenido de la iniciativa

De todo lo hasta aquí dicho, concluimos que un tipo de vio-
lencia poco explorado es la legal, la derivada del marco ju-
rídico, que además da pie a otras formas de violencia: físi-
ca, psicológica, sexual y económica. 

En efecto, una de las mayores deudas históricas del legis-
lativo con las mujeres, es llenar las injustas, aberrantes y
retrógradas lagunas jurídicas que aún se mantienen en la le-
gislación en general y, en la laboral en lo particular, espe-
cialmente en relación al capítulo XIII del Título Sexto de
la LFT relativo a los “Trabajadores Domésticos”, que ya
desde el nombre nos muestra una carga discriminatoria. 

Nos encontramos que el trabajo desarrollado por el varón
fuera de la casa es conceptuado como valor económico y
social lo que en reciprocidad lo revalora como persona, pe-
ro si ese mismo trabajo se desarrolla en el hogar, de mane-
ra casi unánime por las mujeres, entonces es algo sin valor,
incluso se transforma en un contravalor que humilla y arre-
mete a quien lo realiza. Así por ejemplo, si se hace una ac-
tividad de limpieza fuera de la casa es un trabajo que me-
rece remuneración, seguridad social y demás prestaciones
laborales, si se hace en casa un rótulo de nada y menospre-
cio es lo que aparece en los brazos de la sociedad.

Pero este contrasentido histórico, social y económico res-
pecto a los y las trabajadoras del hogar debe desaparecer,
comenzando por las necesarias reformas legales, con lo
cual se respetará lo ordenado por la Constitución Federal
en su artículo 1o. que prohíbe cualquier discriminación en
la tutela de los derechos humanos y consagra los derechos
humanos con un sentido de universalidad, el artículo 4o.
que ordena la igualdad de las mujeres y los hombres ante
la ley, el artículo 13 que ratifica la esencia de la garantía de
igualdad y, el artículo 123, que en su Apartado “A”, Primer
Párrafo establece expresamente la tutela de las “domésti-

cas” (sin olvidar lo peyorativo de este término”), con todos
los derechos mínimos que ahí se señalan: Jornada de 8 ho-
ras, descanso semanal, salario remunerado y demás.

Recordemos la parte conducente del artículo 123, Aparta-
do A:

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las
cuales regirán:

“A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domésti-
cos, artesanos y de una manera general, todo contrato de
trabajo…”

Entre las gigantescas luchas de la Revolución Mexicana, al
Constituyente no le pasó desapercibido la situación de
opresión y expoliación de las y los trabajadoras del hogar,
para las cuales consagró el respeto íntegro de la tutela la-
boral. Esta consagración es expresa, literal, sin lugar a du-
das, como las que por cierto existen tratándose de otras
personas que viven de su trabajo. Razón por la cual el Ca-
pítulo XIII de la LFT relativo al trabajo doméstico es ab-
solutamente una regulación abusiva que se aparta de los
dictados de nuestra Carta Magna. 

En los debates del Constituyente de 1917, para que no que-
dara ninguna duda sobre la tutela a los derechos laborales
de los trabajadores del hogar, se señaló (parte conducente):

“La legislación no debe limitarse al trabajo de carácter
económico, sino al trabajo en general, comprendiendo
el de los empleados comerciales, artesanos y domésti-
cos. En consecuencia, puede suprimirse la clasificación
hecha en la fracción I…

“- El ciudadano De los Ríos: En el proyecto está inclui-
do el trabajo doméstico de las casas o sea el trabajo do-
méstico económico. ¿Por qué no se dice?

“- El ciudadano Múgica: Precisamente la Comisión tu-
vo en cuenta que como en el proyecto presentado por los
diputados que tuvieron a bien estudiar el asunto estaba
sólo el trabajo económico, y el trabajo económico es
aquello que produce, nosotros consideramos que no de-
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bemos hacer ninguna diferencia, sino equilibrar todo
trabajo sujeto a salario; de tal manera que es en lo gene-
ral.

“- El ciudadano De los Ríos: ¿De los criados también?

“- El ciudadano Múgica: De los criados también.”

Debido entre otras cosas a este despojo de una tutela histó-
rica y expresa a favor de las trabajadoras del hogar, en la
actualidad nos encontramos que este trabajo es sinónimo
de un trabajo interminable que a veces raya en la esclavi-
tud, infierno de todo tipo de violencia especialmente con-
tra mujeres y niños que se traduce para algunos de ellos in-
cluso en violaciones, muchos de ellos indígenas víctimas
de la migración de los Estados más pobres del país, sin ex-
cluir a los migrantes de otros países, con tercer grado de
primaria en promedio e impedidas de continuar con sus es-
tudios ante las cargas inhumanas de trabajo, sus raquíticos
ingresos y la falta de apoyo de los patrones que ven en la
ignorancia un instrumento más de manipulación, con una
desvalorización en su trabajo y su persona que comienza
con la terminología despectiva usada para su designación,
comiendo las sobras de comida que deja la familia, sin de-
recho a la seguridad social, con enormes dificultades para
probar la relación de trabajo y por tanto acceder a las pres-
taciones de despido, aguinaldo, prima de antigüedad y de-
más, con casi una nula organización colectiva ante su ais-
lamiento, desconocimiento de sus derechos y parcialidad
de las autoridades, con una frágil estabilidad laboral y ries-
go de denuncias penales infundadas como medio de pre-
sión para la renuncia de sus derechos, con serias dificulta-
des para su profesionalización. Vía crucis inconstitucional
e inhumano que arrastran más de dos millones de mujeres,
niñas y niños y varones en el país. Pese a todo, los y las tra-
bajadoras del hogar han tenido avances importantes en su
nivel de conciencia, organización y defensa de sus dere-
chos y dignidad, tanto a nivel nacional e internacional.

En la actualidad nos encontramos, respecto a estos trabaja-
dores, con una regulación laboral que en abierta violación
al Artículo 123 de la Constitución no tienen jornada de tra-
bajo,, con apenas el tiempo suficiente para el descanso mí-
nimo, es decir, para que no se enferme o muera; su salario
se paga en parte en especie a cuenta de la alimentación y
habitación que reciben, siendo que otros trabajadores como
los de los restaurantes también reciben alimentación sin
que esto reduzca su salario que deben recibir en efectivo,
sino que por el contrario incrementan su monto con esa
prestación en especie.

Conclusión, a la trabajadora de planta se le debe pagar su
salario mínimo profesional que corresponda, y de manera
adicional recibir la alimentación y habitación, las cuales les
deberán incrementar su salario integrado para fines de in-
demnización, seguridad social, entre otros.

Segundo, su jornada debe ser la legal, de 8 horas en hora-
rio diurno y equivalentes, conforme a la LFT, es decir, mí-
nimamente humana; por lo que cualquier exceso deberá pa-
garse como tiempo extraordinario. Así la persona podrá
disponer de parte de su tiempo para sus necesidades perso-
nales, familiares, estudio. Destacadamente para el estudio
y capacitación, atender su salud y la atención básica para
su familia. Con esto se pasará la frontera entre la servi-
dumbre y la relación de trabajo.

Sobre el contrato a prueba, previsto en el artículo 343 LFT,
que pesa sobre estos trabajadores (destacadamente el dere-
cho patronal para terminar la relación de trabajo sin res-
ponsabilidad en los 30 días siguientes a la iniciación del
servicio), no hay razón de ser para esta flexibilidad incons-
titucional en la contratación de las y los trabajadoras del
hogar, ya que el contacto personal y directo con el patrón
se da en otras actividades y, por esencia en cualquier em-
presa micro, muchas de las cuales tienen menos recursos
que las familias que emplean servicio doméstico y, no por
eso se les niega sus derechos en caso de despido injustifi-
cado. A lo más debe suprimirse el derecho a la reinstala-
ción cuando así lo pida el patrón y la Junta determine que
en adelante será imposible la relación de trabajo por ya no
existir las bases para una convivencia mínima entre las par-
tes, tal y como sucede respecto al resto de los trabajadores,
en apego al artículo 49 en relación con el artículo 50, am-
bos de la LFT.

Debe quedar claro que los patrones deben mantener el cen-
tro de trabajo libre de toda violencia física, de palabra, y
destacadamente psicosexual.

Se establecen como obligaciones especiales para los patro-
nes: Proporcionar al o a la trabajadora, habitación cómoda
e higiénica y segura, así como una alimentación nutritiva y
suficiente, para el caso de la modalidad de planta; proveer
la ropa de trabajo sin costo alguno para la o el trabajador;
aplicar medidas de seguridad e higiene y prevención de
riesgos de trabajo; otorgar el tiempo necesario para la edu-
cación, especialmente la de carácter básico.

Es de destacar la tutela de los derechos colectivos del tra-
bajo a favor de los trabajadores del hogar que se contiene
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en el Convenio 189 de la OIT, pues sólo su organización y
su lucha en la unidad, logrará desterrar su aislamiento y los
abusos en su contra. Igualmente, la tutela de los trabajado-
res migrantes.

Obviamente se debe reformar la Ley del Seguro Social pa-
ra que estos trabajadores tengan el derecho a ser afiliados
al régimen obligatorio del Seguro Social, suprimiendo el
ilegal y discriminatorio sistema que lo somete a la incor-
poración voluntaria al régimen obligatorio con menos pres-
taciones y , sujeto al capricho del patrón el hacerlo o no. En
el mismo sentido, se suprime el artículo 146 de la Ley Fe-
deral del Trabajo, que inconstitucionalmente libera a los
patrones de los trabajadores del hogar del pago de las apor-
taciones al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores

Volviendo a los menores, sabemos que miles de niñas y ni-
ños en nuestro país, sufren con especial agudeza las injus-
ticias que se generan en el servicio doméstico, poniéndose
en riesgo su salud, su seguridad, su moralidad, en general
su desarrollo. En virtud de lo cual debe ser prohibido y
erradicado con todos los medios sociales, políticos y eco-
nómicos a nuestro alcance el trabajo en el hogar de las ni-
ñas y niños. Es decir, debe conceptuarse, como una de las
peores formas de trabajo infantil. Sin embargo, si a la en-
trada en vigor de este Decreto, un patrón hace uso de la
fuerza de trabajo de los mayores de 15 años y menores de
18 años, deberá cubrir puntualmente su obligaciones labo-
rales por el tiempo respectivo, para lo que será decisivo la
tutela de la inspección del trabajo. Así por ejemplo para los
mayores de 15 años y menores de 16 años: la jornada de-
berá ser hasta de 6 horas y distribuirse en periodos máxi-
mos de 3 horas, deberán crearse las condiciones para que
exista compatibilidad entre trabajo y estudio y previa auto-
rización de la inspección del trabajo, no deberá laborar
tiempo extraordinario, por referirnos a algunas. Todo esto
en apego a la normativa ya existente en el artículo 123
Constitucional y en la Ley Federal del Trabajo.

La intimidad del hogar encuentra su límite en la afectación
de otros derechos o la seguridad de la comunidad, así si se
denuncia ante la autoridad la comisión de delitos en el mis-
mo o por sus miembros, incluida la violencia familiar, o si
se van a embargar bienes para hacer efectiva una sentencia,
o si existen artefactos o substancias que hacen peligrar a la
sociedad, por citar algunos casos, la autoridad puede y de-
be romper tal intimidad en aras de intereses mayores. En
tal virtud, la inspección del trabajo debe, con las modalida-
des adecuadas a la privacidad, cumplir su tarea para el res-

guardo de los derechos y dignidad de las y los trabajadores
del hogar.

Esta iniciativa parte del reconocimiento expreso en el ar-
tículo 123 Constitucional de los derechos de las y los tra-
bajadores del hogar, lo que además es indispensable para
cambiar la denominación de “empleados domésticos” que
actualmente contiene el texto de la Carta Magna. 

Finalmente, se modifica la numeración de los artículos re-
lativos a los “trabajos en Minas”, en armonía con la nueva
numeración del capítulo de las y los trabajadores del hogar.

Fundamento legal

Con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 6, Numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, pongo a su consideración la pre-
sente iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 123 constitucional, la Ley Federal del Trabajo y
la Ley del Seguro Social, en materia de las y los trabajado-
res del hogar.

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo y se adi-
ciona una fracción XXX bis del apartado A del artículo 123
Constitucional, en los siguientes términos:

Título Sexto
Del Trabajo y de la Previsión Social

Artículo 123. …

…

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados, trabajadoras
y trabajadores del hogar, artesanos, y de una manera ge-
neral, todo contrato de trabajo:

XXX Bis. Las y los trabajadoras de hogar gozarán de to-
dos y cada uno de los derechos individuales y colectivos
que se establecen en este apartado, quedando prohibida
la reducción de sus derechos por cualquier motivo; en su
caso, tal reducción será nula de pleno derecho y no obli-
gará a las partes en la relación de trabajo.  
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Artículo Segundo. Se reforma la denominación del Capí-
tulo XIII, del Título Sexto, los artículos 331 a 343, la se-
cuencia de numeración de los artículos 343-A a 343-E y el
artículo 998; se adicionan los artículos del 343 bis al 343
octavus; Se deroga el artículo 146, todos de la Ley Fede-
ral del Trabajo, en los siguientes términos:

Capítulo III
Habitaciones para los Trabajadores

Artículo 146. (Se deroga)

Título Sexto

Capítulo XIII
Trabajadoras y Trabajadores del Hogar

Artículo 331. El trabajo del hogar, comprende los servi-
cios de aseo, asistencia y demás relacionados con las nece-
sidades propias o inherentes al hogar de una persona o fa-
milia, prestados a cambio un salario.

Trabajadora o trabajador del hogar designa a toda persona,
que realiza un trabajo del hogar en el marco de una relación
de trabajo, ya sea en la modalidad de planta, de salida dia-
ria, o cualquier otra. 

En congruencia con el párrafo anterior, el trabajo del hogar
podrá adoptar, entre otras, las siguientes modalidades:

I. De planta, cuando la trabajadora o el trabajador resi-
den en el mismo lugar donde desempeñan su trabajo; y

II. De salida diaria, cuando la trabajadora y el trabajador
tengan su domicilio en un lugar distinto de aquel donde
presten sus servicios.

Artículo 332. No son trabajadores del hogar y en conse-
cuencia quedan sujetos a las disposiciones generales o par-
ticulares de esta Ley:

I a II. …

Artículo 333. Sólo las personas mayores de dieciocho años
podrán ser contratadas para el trabajo del hogar. Por lo que
queda prohibido el trabajo de los menores de edad.

Artículo 334. El Estado, los patrones y las organizaciones
de trabajadores, deberán adoptar medidas para asegurar la

promoción y la protección efectivas de los derechos huma-
nos laborales y de seguridad social de estos trabajadores. 

Artículo 335. El Estado tendrá las siguientes obligaciones
en materia de trabajo de hogar:

I. Eliminar todas las formas de trabajo forzoso u obliga-
torio; 

II. Abolir en forma efectiva el trabajo de los menores; 

III. Aplicar las medidas necesarias para asegurar la
igualdad de trato entre los trabajadores del hogar y los
trabajadores en general en relación a la jornada de tra-
bajo, la compensación de las horas extraordinarias, sa-
lario mínimo profesional, los períodos de descanso dia-
rios, semanales y obligatorios, las vacaciones anuales
pagadas, primas vacacional y dominical, aguinaldo, se-
guridad social y, demás prestaciones e indemnizaciones
previstas en esta Ley, en las leyes de seguridad social
aplicables, en los convenios colectivos, y en los instru-
mentos internacionales de los que nuestro país sea par-
te, teniendo en cuenta las características especiales del
trabajo del hogar, que sin embargo no debe traducirse en
desconocimientos de tales derechos; 

IV. Formular, aplicar y fomentar políticas públicas para
la profesionalización y dignificación de estos trabajado-
res; 

V. Respetar el derecho de los trabajadores a la libertad
de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento
efectivo del derecho de negociación colectiva; y

VI. Formular y poner en práctica medidas relativas a la
inspección del trabajo, la aplicación de las normas y las
sanciones, prestando debida atención a las característi-
cas especiales del trabajo del hogar. El acceso al domi-
cilio del hogar para fines de inspección, está autorizado
con el debido respeto a la privacidad.

Artículo 336. Las y los trabajadores del hogar tendrán los
siguientes derechos especiales:

I. A que su contrato se celebre por escrito y el patrón lo
registre en la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.
En caso de que el patrón incumpla con estas obligacio-
nes, el trabajador directamente tendrá derecho de dar a
conocer ante esta Secretaría la relación de trabajo exis-
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tente; sin menoscabo de lo señalado en el artículo 21 de
esta Ley;

II. A una jornada legal conforme a los artículos 60 y 61
de esta Ley. La prolongación de la jornada de trabajo se
pagará como horas de trabajo extraordinarias;

III. Los trabajadores domésticos tienen derecho a un
descanso semanal de día y medio ininterrumpido, prefe-
riblemente en sábado y domingo.

IV. A un salario mínimo profesional, sin discriminación
por motivo de sexo, edad, o cualquier otro motivo;

V. A que el salario se les pague directamente, de mane-
ra semanal y en efectivo. El pago podrá efectuarse, con
previo consentimiento del trabajador, por transferencia
bancaria, cheque bancario, cheque postal o giro postal o
por otro medio de pago monetario legal.

VI. A que el patrón le proporcione, habitación cómoda e
higiénica y segura, así como una alimentación nutritiva
y suficiente, para el caso de la modalidad de planta; 

VII. A que el patrón le provea la ropa de trabajo sin cos-
to alguno;

VIII. A conservar sus documentos de viaje y de identi-
dad; y

IX. A que el patrón lo afilie en el régimen obligatorio
del Seguro Social y, en el Instituto del Fondo Nacional
de la Vivienda para los Trabajadores.

Artículo 337. Obligaciones especiales y prohibiciones de
los patrones:

I. No deberán contratar menores de edad;

II. Celebrar por escrito el contrato de trabajo y regis-
trarlo ante la Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

III. Cumplir con las condiciones de trabajo marcadas en
este Capítulo, en esta Ley y demás disposiciones aplica-
bles;

IV. Garantizar a favor de los trabajadores un ambiente
laboral libre de riesgos y violencia laboral;

V. Cumplir con las medidas de prevención de los riesgos
de trabajo y de seguridad e higiene;

VI. Respetar la identidad cultural de los trabajadores,
especialmente de los indígenas y migrantes;

VII. Respetar el derecho de los trabajadores a la libertad
de asociación y la libertad sindical;

VIII. Otorgar el tiempo necesario y dar facilidades para
la educación, especialmente de la educación básica, de
los trabajadores; 

IX. Respetar de manera efectiva sus demás derechos hu-
manos; y

X. Permitir las tareas de la inspección del trabajo, que
deberán cumplir con las modalidades necesarias esta-
blecidas en las disposiciones reglamentarias para el res-
peto a su privacidad.

Artículo 338. El Estado y los patrones deberán adoptar
medidas para asegurar que las y los trabajadores del hogar
gocen de una protección efectiva contra toda forma de abu-
so, acoso y violencia. 

Artículo 339. El contrato de trabajo se deberá elaborar por
escrito o mediante convenios colectivos, que incluyan en
particular: 

I. El nombre y los apellidos del patrón y del trabajador
y el domicilio de ambos; 

II. La dirección del lugar o los lugares de trabajo habi-
tuales; 

III. La fecha de inicio del contrato y, cuando éste se sus-
criba para un período específico, su duración; 

IV. El tipo de trabajo y descripción de las tareas a reali-
zar; 

V. La remuneración, el método de cálculo de la misma
y la periodicidad de los pagos, en apego a derecho; 

VI. La jornada de trabajo; 

VII. Las vacaciones anuales pagadas, los períodos de
descanso diarios, semanales y obligatorios, monto de la
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prima vacacional y, en su caso, de la prima dominical,
en apego a derecho; 

VIII. Monto y fecha de pago por concepto de aguinaldo.

IX. Condiciones de suministro de alimentos y aloja-
miento, cuando proceda; y

X. Las condiciones de repatriación, cuando proceda.

Artículo 340. Las y los trabajadores de hogar tienen las
obligaciones especiales siguientes:

I y II. …

Artículo 341. Respecto a las y los trabajadores migrantes,
la inspección del trabajo deberá verificar de manera espe-
cial que se les respetan sus derechos laborales, en coordi-
nación, en su caso, con las secretarías de Gobernación y de
Relaciones Exteriores.

Los patrones deberán cubrir a los trabajadores migrantes
los gastos para su repatriación, salvo convenio en contra-
rio, tras la conclusión del contrato o relación de trabajo en
virtud del cual fueron empleados. 

Artículo 342. Los períodos durante los cuales las y los tra-
bajadores del hogar no dispongan libremente de su tiempo
y permanezcan a disposición del patrón para responder a
posibles requerimientos de sus servicios deberán conside-
rarse como parte de la jornada de trabajo para efectos de
esta Ley.

Artículo 343. El pago de una proporción no mayor al 10%
de la remuneración de las y los trabajadores del hogar po-
drá revestir, la forma de pagos en especie no menos favo-
rables que los que rigen generalmente para otras categorí-
as de trabajadores, adoptando el patrón y el Estado las
medidas para asegurar que los pagos en especie se hagan
con el acuerdo del trabajador, que se destinen a su uso y be-
neficio personal. 

En armonía con lo que se señala en el párrafo anterior, la
alimentación y la habitación se estimarán equivalentes al
10% del salario que se pague en efectivo.

Los pagos en especie, sólo podrán efectuarse sobre el sala-
rio del trabajador que exceda el doble del mínimo profe-
sional.

Artículo 343 Bis. Todo trabajador del hogar tiene derecho
a un entorno de trabajo seguro y saludable. El Estado y el
patrón, de conformidad con esta Ley, deberán adoptar me-
didas eficaces, teniendo debidamente en cuenta las carac-
terísticas específicas del trabajo del hogar, a fin de asegu-
rar la seguridad y la salud en el trabajo de los trabajadores
domésticos. 

Artículo 343 Ter. Las agencias de empleo con fines lucra-
tivos no podrán efectuar ningún cobro a las y los trabaja-
dores del hogar.

Los patrones que utilicen los servicios de trabajadores pro-
porcionados por otro patrón, son responsables solidarios en
las obligaciones contraídas con estos trabajadores.

Artículo 343 Quartus. Las y los trabajadores del hogar
tendrán derecho a la libertad de asociación y la libertad sin-
dical y el reconocimiento efectivo del derecho de negocia-
ción colectiva.

Artículo 343 Sextus. La relación de trabajo de trabajo só-
lo podrá suspenderse, rescindirse o darse por terminada por
las causas y conforme a las condiciones que esta Ley esta-
blece.

Artículo 343 Séptimus. El Estado deberá garantizar que
las y los trabajadores del hogar, tengan acceso a una justi-
cia pronta y expedita, en condiciones no menos favorables
que las condiciones previstas para los trabajadores en ge-
neral. 

Artículo 343 Octavus. El presente Capítulo no afecta las
disposiciones más favorables que sean aplicables a las y los
trabajadores del hogar en virtud de convenios colectivos,
tratados internacionales de los que nuestro país sea parte, o
cualquier otra. 

Capítulo XIII Bis
De los Trabajos en Minas

Artículo 343 Octavus-A al Artículo 343 Octavus-E

Título Dieciséis
Responsabilidades y Sanciones

Artículo 998. Al patrón que viole las normas protectoras
del trabajo del hogar, se le impondrá multa por el equiva-
lente de 6 a 5,000 veces el salario mínimo general, confor-
me a lo establecido en el artículo 992 de esta Ley.
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Artículo Tercero. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 12, fracción I; Se deroga la fracción II del artículo
13 y el inciso b) de la fracción II del artículo 222; todos de
la Ley del Seguro Social, en los siguientes términos:

Artículo 12. …

Las trabajadoras y los trabajadores del hogar, se tendrán
por incluidos en lo dispuesto por esta fracción.

II. y III. …

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de asegu-
ramiento al régimen obligatorio:

I. …

II. (Se deroga)

III. a V. …

…

…

Artículo 222. La Incorporación voluntaria de los sujetos a
que se refiere el presente capítulo, se realizará por conve-
nio y se sujetará a las siguientes modalidades: 

I. …

II. …

a) …

b) (Se deroga)

c) a e) …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los tres me-
ses de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las personas menores de dieciocho años pero
mayores de quince años, que actualmente prestan sus ser-
vicios como trabajadores del hogar, podrán continuar pres-
tando sus servicios, bajo una vigilancia especial de la ins-
pección del trabajo y en respeto a los derechos humanos de

las niñas y niños previstos en esta Ley y en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Tercero. Las Juntas de Conciliación y Arbitraje de las en-
tidades federativas, deberán dar atención prioritaria a las
solicitudes de registro de los sindicatos de las y los traba-
jadores del hogar.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2014.— (Rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a la Comisiones de Trabajo y Previsión
Social, y de Seguridad Social, para opinión.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE INTERCULTURALI-
DAD, IDENTIDAD Y MOVILIDAD HUMANA

«Iniciativa que expide la Ley General de Interculturalidad,
Identidad y Movilidad Humana, a cargo de la diputada
Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

Aleida Alavez Ruiz, y los suscritos diputados integrantes
de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, 72 y 78 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta soberanía la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
General de Interculturalidad, Identidad y Movilidad Hu-
mana, con base en lo siguiente:

Planteamiento del problema

Los temas relacionados con la interculturalidad, la identi-
dad y la movilidad humana han seguido un tratamiento es-
pecífico por parte de las organizaciones sociales y civiles,
los centros de educación superior y de investigación, así
como algunas autoridades del ámbito local; sin embargo,
carece de una respuesta legislativa que le de coherencia y
trace una estrategia integradora bajo un contexto concu-
rrente entre los distintos órdenes de gobierno para que exis-
ta claridad qué, sobre este respecto, le compete.

En los últimos cuatro años se propició un trabajo con la
participación de diversos actores del ámbito público, social
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y privado, nacional e internacional, que ayudaron a integrar
los diversos aspectos que integran la iniciativa, dentro de
los cuales se encuentran el Consejo de Europa y Comisión
Europea a través del Programa de Ciudades Interculturales,
el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugia-
dos, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, la Red
Española de Ciudades Interculturales, la Universidad Na-
cional Autónoma de México, la Benemérita Universidad de
Puebla, diversas autoridades de las entidades federativas,
municipales y delegacionales, las asociaciones civiles Ini-
ciativa Ciudadana para la Promoción de la Cultura del Diá-
logo, Casa Refugiados, Hankili So Africa, la Asociación de
Italianos en México, así como representaciones de pueblos
indígenas, afrodescendientes, migrantes y comunidades de
distinto origen nacional, expertos y personalidades diver-
sas.

En un inicio logramos que en el Distrito Federal se pro-
mulgara una ley específica en la materia y que hoy, deriva-
do de diversas actualizaciones podemos proponer un al-
cance superior que regule la composición pluricultural, el
diálogo intercultural, la identidad y la movilidad humana.

A pesar de que nuestro marco constitucional contiene va-
rias disposiciones relacionadas con la pluriculturalidad de
la nación, la diversidad cultural, la identidad y la libertad
de tránsito, así como diversos instrumentos jurídicos inter-
nacionales en la materia, aún carecemos un marco jurídico
que los regule.

Con la inclusión en el texto constitucional en 1992 de la
composición pluricultural de la nación mexicana sustenta-
da originariamente en sus pueblos indígenas, y revisada en
2001 con la integración de nuevos componentes al artículo
segundo, así como la inclusión del derecho relacionado a la
diversidad cultural en el artículo cuarto en años posterio-
res, se integra la base del enfoque intercultural para ser re-
gulado en la legislación emanada de la Carta Magna, así
como las referidas a la movilidad humana que proviene
desde la Constitución de 1857 y reiterada en la de 1917.

Otro aspecto que no puede soslayarse en el contexto actual
es el referido a la esclavitud al cual no se le ha puesto ma-
yor interés en nuestro marco jurídico secundario ya que se
tiene como tradición que dicha esclavitud es sólo en su
contexto racial, proscrito con su abolición en el siglo XIX,
sin embargo, el hecho de que el Constituyente de 1917 lo
incluyera en la redacción final de la Constitución vigente
ya que persistía otro tipo de esclavitud como la política con
referencia a las dictaduras y la económica que implica la

miseria. En el tiempo presente, siguen vigentes estas dos
acepciones de la esclavitud, además de considerar otros
elementos que tienen que ver con la dignidad de la perso-
na humana, independientemente de su edad y que afecta a
personas con mayor exposición económica y social.

Indudablemente, existen varios instrumentos jurídicos in-
ternacionales que fundamentan las razones de contar con
una ley como la que se propone en este proyecto de decre-
to, tanto en el marco de tratados internacionales, resolucio-
nes y declaraciones del sistema de Naciones Unidas y Pro-
gramas de Acción derivados de las grandes conferencias
internacionales sobre desarrollo de la última década del si-
glo XX, en temas específicos como los derechos humanos,
los derechos políticos y civiles, los derechos económicos,
sociales y culturales, los derechos ambientales, el despla-
zamiento interno de personas, la migración, la población,
la diversidad cultural y el diálogo intercultural.

Por su parte, el tema vinculado con la pluriculturalidad y su
enfoque intercultural se ha circunscrito únicamente al con-
texto de los pueblos indígenas y deja de lado otros sujetos
sociales que también forman parte de este gran mosaico so-
cial, como lo son los afromexicanos, afrodescendientes,
migrantes, comunidades de distinto origen nacional, comu-
nidades campesinas y urbanas, incluso la población mono-
lingüe y monocultural. La utilización de términos como la
integración, asimilación, tolerancia y multiculturalismo es-
tán por sí rebasados de la dinámica actual frente al concep-
to de reconocimiento de la otredad, para lo cual es impres-
cindible incluirse en el marco legal actual de manera
adecuada. De ahí que aspectos como la educación intercul-
tural, la salud intercultural, la alimentación intercultural, la
comunicación intercultural, el patrimonio intercultural y el
fomento y promoción de todos estos aspectos no pueden
permanecer ajenos en la construcción de la política pública
y sus instrumentos de aplicación.

Un aspecto particular que no puede soslayar en el contexto
de las políticas públicas es el referente al desplazamiento
interno de personas. Aunque ha habido avances en el tema
de la migración, el refugio, la protección complementaria y
el asilo mediante un marco legal expreso, lo cierto es que
el tema del desplazamiento interno ha estado ignorado,
aunque se ha presentado para su incorporación al marco ju-
rídico desde la 58 Legislatura en la Cámara de Diputados.
En la historia nacional reciente se han dado casos de des-
plazamiento interno surgido por diversas razones, algunas
incluso han constituido crímenes de lesa humanidad como
el caso de Acteal, aún no resuelto. La realización de mega-
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proyectos de desarrollo como la construcción de presas, hi-
droeléctricas, infraestructura portuaria, turística, petroquí-
mica, petróleo y gas, minería, agrícolas y áreas naturales
protegidas, entre otros, constituyen en parte la necesidad de
desplazamiento interno, forzado o no, pero que en resumi-
das cuentas deben establecerse medidas básicas para que la
población desplazada tenga derechos específicos ante tal
situación y que actualmente no existe alguna disposición
jurídica para hacer frente a este flagelo. Cabe también se-
ñalar que ante la ola de violencia generalizada en el país
derivado de la lucha contra el narcotráfico la población
afectada se encuentra ante situaciones de desplazamiento
forzado de sus comunidades y que requiere protección así
como aquella que es desplazada por motivos religiosos co-
mo el caso de Nueva Jerusalén en Michoacán.

Argumentación

La iniciativa que hoy se presenta tiene como objetivo ge-
neral adecuar el marco jurídico para incorporar tres aspec-
tos fundamentales que tienen base constitucional como lo
son los temas de la interculturalidad, la identidad y la mo-
vilidad humana en un mismo instrumento legal ya que no
pueden pensarse de manera separada.

El proyecto de decreto que contiene la Ley General de In-
terculturalidad, Identidad y Movilidad Humana consta de
114 artículos en siete títulos referentes a:

• Disposiciones generales

• Política pública e instrumentos de aplicación;

• Procesos interculturales

• Identidad

• Movilidad humana; y

• Responsabilidades y sanciones.

Para el primer caso se incluyen aspectos como la naturale-
za de la Ley, la supletoriedad, los derechos, las competen-
cias concurrentes entre los distintos órdenes de gobierno,
coordinación y concertación. En el segundo, están los cri-
terios de política y los instrumentos de aplicación. En el
tercero se regulan la educación, salud, comunicación y fo-
mento de la interculturalidad; en el cuarto se establecen las
disposiciones sobre identidad personal e identidad de gé-
nero; el quinto particulariza en la movilidad humana, fun-

damentalmente para atender los asuntos de atención a per-
sonas en retorno, y las familias de personas en movilidad
humana, así como el tema del desplazamiento interno de
personas. Finalmente el sexto, que se refiere a las respon-
sabilidades y sanciones.

1. Disposiciones generales

a) Objeto

Reglamenta disposiciones constitucionales y de tratados
internacionales relacionados con la diversidad cultural, la
pluriculturalidad, la interculturalidad, la identidad y la mo-
vilidad humana a partir de seis pasos:

i) Definición de conceptos y distribución de competen-
cias, concurrencia y coordinación.

ii) Definición de políticas públicas e instrumentos para
su aplicación.

iii) Regular los procesos interculturales.

iv) Regular el derecho a la identidad.

v) Regular la movilidad humana.

vi) Establecer infracciones y sanciones por incumpli-
miento de la ley.

b) Supletoriedad

Como la ley no puede ser vista en el aislamiento jurídico,
ésta debe relacionar sus disposiciones con otros marcos ju-
rídicos vigentes para darle el enfoque de integralidad como
lo son los siguientes ordenamientos: la Ley de Migración,
la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria; la
Ley de Nacionalidad; la Ley para la Protección de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes; la Ley General pa-
ra sancionar y erradicar los delitos en materia de trata de
personas y para la protección y Asistencia a las Víctimas de
estos Delitos; la Ley General para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres; la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores; la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vi-
da Libre de Violencia; la Ley General de Protección Civil,
la Ley General de Desarrollo Social, la Ley Federal para
Prevenir y Eliminar la Discriminación; la Ley General de
los derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas; la Ley
Federal del Trabajo; la ley de Asociaciones Religiosas y
Culto Público; la Ley de Asistencia Social; la Ley del Sis-
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tema Nacional de Información Estadística y Geográfica; la
Ley de Vivienda; la Ley General de Salud, la Ley General
de Educación y demás ordenamientos jurídicos aplicables.

c) Definiciones

Pluriculturalidad: La nación mexicana tiene una compo-
sición pluricultural expresada en la diversidad sociocultu-
ral de sus habitantes, sustentada originalmente en los pue-
blos indígenas, y sus comunidades, que descienden de
poblaciones que habitaban en el territorio actual al iniciar-
se la colonización y que conservan sus propias institucio-
nes sociales, económicas, culturales y políticas o parte de
ellas.

La composición pluricultural de la nación también incluye
a las personas y sus comunidades, descendientes del pro-
ceso colonizador, tales como las afromexicanas y las des-
cendientes de pueblos con los que hubo contacto durante
dicho proceso, así como, aquéllas derivadas de los proce-
sos migratorios a partir de la época independiente hasta la
actualidad, provenientes de Estados nacionales, autonomí-
as integradas a un Estado Nacional o territorios aún no re-
conocidos internacionalmente, y que conservan sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o
parte de ellas.

Interculturalidad: consiste en el reconocimiento de la
otredad y la coexistencia de la diversidad cultural de la so-
ciedad en un plano de igualdad, equidad real y dignidad
humana, manifiesta en la salvaguarda, respeto y ejercicio
de los derechos humanos, económicos, sociales, culturales,
políticos y civiles de toda persona, pueblo, comunidad o
colectivo social, independientemente de su origen, que per-
mite conservar y fortalecer sus rasgos y características so-
cioculturales y sus diferencias, tanto en el espacio público
como en lo privado, haciendo posible la interacción, mez-
cla e hibridación en un contexto de conocimiento y acepta-
ción que trasciende la tolerancia.

Consiste también en un intercambio abierto y respetuoso
de ideas, saberes, conocimientos y opiniones basado en el
entendimiento mutuo y tiene por objeto facilitar la com-
prensión de las diversas prácticas y visiones del mundo; re-
forzar la cooperación y la participación; permitir a las per-
sonas desarrollarse y transformarse.

Son sujetos de la interculturalidad todas las personas que
residen dentro del territorio nacional y que se reconocen a
partir de las características establecidas en la Constitución

y los motivos de no discriminación que la misma estable-
ce, así como por los siguientes orígenes socioculturales:

I. Los integrantes de la composición pluricultural de la
nación a la que se refiere el artículo 4o. de esta ley;

II. Las personas cuya característica fundamental es pro-
ducto del mestizaje a partir de la época colonial o que
con el surgimiento del Estado mexicano están integra-
das a un modelo cultural nacional y monolingüístico del
idioma español;

III. Las personas solicitantes de la condición de refugia-
do, refugiados, en situación de asilo, en desplazamiento,
en tránsito migratorio, en protección complementaria y
apátridas;

IV. Las personas de origen extranjero que habitan en el
territorio nacional, que no están en los supuestos ante-
riores, y que tienen alguna categoría migratoria; y

V. Las demás que, formando parte de los supuestos an-
teriores, forman parte a la vez de manifestaciones so-
cioculturales en el ámbito individual o colectivo y sus
organizaciones como las personas con distinta orienta-
ción sexual, colectivos urbanos culturales específicos,
círculos sociales y académicos, entre otros.

Identidad: es el derecho a la verdad personal, a la verdad
de origen y a la prerrogativa individual a la exacta repre-
sentación de la proyección social singular y el respeto de
ser uno mismo. En primera instancia es un derecho, reco-
nocido por la Constitución, los tratados internacionales, es-
ta Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, que tie-
ne toda persona para obtener, al momento de su
nacimiento, un nombre, apellido, fecha de nacimiento, se-
xo, nacionalidad y nombre de su o sus progenitores y/o tu-
tores, que le permite formar parte de una sociedad en el
ámbito público y privado. La identidad también incluye
otras formas de reconocimiento a partir del género, pluri-
culturalidad, nacionalidad, social y política.

Movilidad humana: consiste en el ejercicio del derecho
humano de toda persona a migrar, incluyendo las transfor-
maciones positivas que disminuyan las desigualdades, in-
equidades y discriminación. No se identificará ni se reco-
nocerá a ningún ser humano como ilegal por su condición
migratoria. Se reconoce como personas en movilidad hu-
mana:
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I. Las personas que salen de su lugar de origen con la in-
tención de asentarse de manera temporal o definitiva
fuera de él, ya sea dentro del territorio nacional o en el
exterior;

II. Las personas mexicanas o extranjeras que llegan al
territorio nacional:

a) Para asentarse en él con fines de tránsito, permanen-
cia temporal o definitiva;

b) Para buscar refugio o asilo, por causa de cualquier ti-
po de tensión o violencia; y

c) Las que están en situación de desplazamiento interno
por las causas a las que se refiere esta ley.

Sin menoscabo de lo anterior, se aplicarán supletoriamente
como parte de la movilidad humana las disposiciones con-
tenidas en las leyes relativas a la migración, refugiados,
asilo, protección complementaria, nacionalidad y demás
aplicables.

d) Derechos

La ley debe prever un piso mínimo de derechos y garantí-
as que deben observarse, principalmente en la ejecución y
vigilancia de las políticas, programas y demás instrumen-
tos que formulen los distintos órdenes de gobierno, sin me-
noscabo de aquellos derechos establecidos en la Constitu-
ción, los instrumentos jurídicos internacionales y otros
ordenamientos jurídicos aplicables. Estos derechos recono-
cen aspectos tales como:

i) Vivir adecuadamente en comunidad, en hermandad y
especialmente en complementariedad, respetando las
diferencias entre culturas y cosmovisiones,

ii) Tener un nivel de vida adecuado para sí y sus fami-
lias, incluso alimentación, vestido, vivienda, salud, edu-
cación, acceso al agua y saneamiento adecuados,

iii) Acceder al desarrollo,

iv) Promover la equidad y la igualdad entre las mujeres
y los hombres,

v) Disfrutar del más alto nivel posible de salud física y
mental y el acceso universal a los servicios de atención
médica,

vi) Recibir protección y apoyo amplios para las fami-
lias,

vii) Recibir educación,

viii) Que las niñas, niños y adolescentes tengan un nivel
de vida adecuado para su bienestar y al más alto nivel
posible de salud y a la educación,

ix) Que las y los migrantes y sus familias sean tratados
de forma apropiada y proporcionarles servicios de bien-
estar social adecuados, garantizando su seguridad física,
teniendo presentes las circunstancias y necesidades es-
peciales,

x) Que en caso de las necesidades de las y los indígenas,
en materia de población y desarrollo deben reconocerse
y apoyar su identidad, su cultura y sus intereses y per-
mitirles participar plenamente en la vida económica, po-
lítica y social del país, especialmente en lo que afecte a
su salud, educación y bienestar,

xi) Ser protegidas en caso de desplazamiento,

xii) Acceder a los programas sociales, particularmente
aquellas personas con mayor exposición social,

xiii) Emprender, organizarse y pertenecer a redes de
economía solidaria que fortalezcan el tejido asociativo y
contribuyan a procesos de economía social y desarrollo
integral,

xiv) Solicitar una protección adecuada y que se garanti-
cen políticas y programas específicos para niños, niñas,
jóvenes, mujeres embarazadas, jefas de familia, adultos
mayores, discapacitados, personas con distinta orienta-
ción sexual y demás en mayor exposición social,

xv) Propiciar que los medios de comunicación generen
el fortalecimiento de la interculturalidad y movilidad
humana,

xvi) Contar con interpretación y traducción en su lengua
o idioma de origen en procesos y trámites legales y pú-
blicos.

e) Competencias y concurrencia

Se establecen competencias para los distintos órdenes de
gobierno, quedando para el ámbito del gobierno federal la
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conducción de la política pública la Secretaría de Desarro-
llo Social a través del Instituto Nacional de Desarrollo So-
cial.

Este instituto se auxiliará de varios mecanismos:

i) la comisión interdependencial, en donde participa-
rán representantes de las dependencias y entidades de la
administración pública federal para coordinar sus accio-
nes, adecuar sus políticas y vigilar su cumplimiento en
las materias a las que la ley se refiere.

ii) el consejo interinstitucional, en el que participarán
coordinadamente las autoridades federales y estatales
para coordinar acciones y proponer presupuestos ade-
cuados para garantizar la descentralización en las mate-
rias de la Ley y evitar su incumplimiento.

iii) el consejo consultivo, en el cual se garantiza la voz
del pueblo a través de sus representaciones sociales,
educativas, expertos, investigadores, entre otros.

2. Política pública

El marco de política pública que se propone se sustenta en
una serie de instrumentos internacionales creados en el se-
no del Sistema de Naciones Unidas, fundamentalmente los
que se refieren a los Objetivos del Milenio, la Resolución
sobre el Diálogo Intercultural, los Principios de Yogjakar-
ta, el Convenio 169 de la OIT, la Declaración de Hangh-
zuo, entre otros, que se circunscriben al marco de criterios
que toda política, norma, programa o instrumento afín de-
be observar.

Para ordenar el alcance de la política pública se establecen
diversos instrumentos de aplicación:

i) Diagnóstico permanente, para promover, supervisar
y evaluar acciones sobre problemas de interculturalidad
y movilidad humana para adecuar el marco de progra-
mas de desarrollo, orientar el enfoque intercultural; la
planificación de los centros de población, urbanos y ru-
rales; y la regulación de los flujos de personas en movi-
lidad humana.

ii) Programa Nacional de Interculturalidad, Identi-
dad y Movilidad Humana, para orientar la política pú-
blica en toda la administración pública federal en el de-
sarrollo concreto de la nación. Este programa tendrá una
proyección transexenal hacia 15 y 25 años.

iii) Índice de Interculturalidad, como herramienta de
planificación para evaluar el estado en que se ubica la
aplicación de políticas públicas, evaluar los ´progresos
realizados en el tiempo, identificar dónde deben fortale-
cerse las acciones, e identificar las buenas prácticas pa-
ra el aprendizaje intercultural.

iv) Información, que garantice la transparencia en el
tratamiento de la información que desarrolle la política
pública y la ponga a disposición del público a través de
diversos mecanismos.

3. Procesos interculturales, derecho a la identidad y
movilidad humana

a) Procesos interculturales

En este apartado se regulan las disposiciones generales en-
torno a la educación intercultural para que estos aspectos
sean considerados en todo el proceso educativo, así como
la orientación de las universidades interculturales. También
se refiere al tema de la salud intercultural para que sus dis-
posiciones sean observables en el sector salud y se reco-
nozcan las particularidades culturales de las personas en el
otorgamiento de los servicios públicos, además de impul-
sar las medicinas tradicionales.

Por lo que toca a la comunicación intercultural se comple-
mentan disposiciones ya contenidas en otras leyes, particu-
larmente por lo que se refiere a la producción de conteni-
dos y difusión desde una perspectiva intercultural. La
alimentación intercultural es otro tema de la ley para pro-
mover los valores nutricionales de los ingredientes utiliza-
dos en las cocinas tradicionales, rescata la soberanía ali-
mentaria y promueva declaratorias para la protección de
cultivos nativos desde una perspectiva intercultural.

Finalmente los procesos de difusión, fomento y promoción
de todas las prácticas interculturales mediante la creación
de centros de la interculturalidad, así como la realización
de eventos de promuevan este enfoque.

b) Derecho a la identidad

Derivado de la reciente reforma constitucional al artículo
cuarto que reconoce el derecho de toda persona a la identi-
dad abarca desde la identidad individual o personal, la
identidad de género, hasta la identidad social, cultural y po-
lítica.
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c) Movilidad humana

i) Disposiciones generales

Garantiza el vínculo permanente entre personas en movili-
dad humana y sus familias; atiende a las personas que han
retornado al país derivado de un proceso de movilidad hu-
mana y que requiere ser apoyados para su reincorporación
a su comunidad y se crea un Fondo para su ejecución.

ii) Desplazamiento interno

El desplazamiento interno se da por diversas razones:

• Tensiones, disturbios internos, violencia generalizada
o conflictos armados;

• Violaciones de los derechos humanos;

• Catástrofes o desastres de cualquier tipo; 

• Implantación de proyectos de desarrollo a gran escala;
y

• Por miedo a ser perseguidos por motivos de su origen,
el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial o económica, las condiciones de salud, la religión,
las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil,
militancia o simpatía por algún grupo social, particular
o de opinión política, y que les impide por sus propios
medios proveerse de protección, o que estando fuera de
su domicilio como resultado de dichos eventos, es inca-
paz o está imposibilitado de retornar a él.

En tal virtud la población en situación de desplazamiento
entra en un rango de exposición social excepcional y por lo
tanto es obligación de las autoridades garantizar que dicho
acto se lleve a cabo en principio con base en el respeto a
los derechos humanos y se tomen las medidas señaladas en
la ley para:

• La protección contra los desplazamientos

• La protección durante el desplazamiento

• La asistencia humanitaria

• Regreso, reasentamiento y reintegración

4. Responsabilidades y sanciones

Finalmente, se establecen las disposiciones mínimas rela-
cionadas con las responsabilidades y sanciones a quienes
violen las disposiciones contenidas en la Ley, mismas que
son iguales a las que están vigentes en la Ley General de
Población.

Fundamentación legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que crea la Ley General de Interculturalidad,
Identidad y Movilidad Humana

Artículo Único. Se expide la Ley General de Interculturali-
dad, Identidad y Movilidad Humana para quedar como sigue:

Ley General de Interculturalidad, Identidad y Movili-
dad Humana

Título Primero
De las disposiciones generales

Capítulo I
De las normas preliminares

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria de las dispo-
siciones constitucionales y los tratados internacionales en
materia de diversidad cultural, identidad y movilidad hu-
mana. Sus contenidos son de orden público, interés social
y de observancia general en el territorio nacional y las áre-
as donde ejerce soberanía y jurisdicción, y tienen por ob-
jeto:

I. Definir la pluriculturalidad de la nación y los sujetos
de la interculturalidad, regulando y propiciando su pre-
servación, fomento, promoción, protección y difusión;

II. Establecer los criterios y derechos fundamentales re-
lacionados con las materias de la ley;

III. Definir la distribución de competencias concurren-
tes y coordinación entre los distintos órdenes de gobier-
no y propiciar la concertación social;
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IV. Regular la política pública de interculturalidad y
movilidad humana, y sus instrumentos de aplicación;

V. Regular, impulsar y fortalecer el derecho a la identi-
dad y la conservación de valores de la diversidad cultu-
ral de la nación; y

VI. Establecer las infracciones y sanciones aplicables
por la violación a las disposiciones contenidas en esta
ley.

Artículo 2o. Son de utilidad pública los diversos instru-
mentos de política que esta ley establece para el cumpli-
miento de su objeto.

Son de aplicación supletoria al presente ordenamiento la
Ley de Migración, la Ley sobre Refugiados y Protección
Complementaria; la Ley de Nacionalidad; la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes; la Ley General para Sancionar y Erradicar los Delitos
en Materia de Trata de Personas y para la Protección y
Asistencia a las Víctimas de estos Delitos; la Ley General
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres; la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores; la Ley de Ac-
ceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; la Ley
General de Protección Civil, la Ley General de Desarrollo
Social, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discri-
minación; la Ley General de los Derechos Lingüísticos de
los Pueblos Indígenas; la Ley Federal del Trabajo; la Ley
de Asociaciones Religiosas y Culto Público; la Ley de
Asistencia Social; la Ley del Sistema Nacional de Infor-
mación Estadística y Geográfica; la Ley de Vivienda; la
Ley General de Salud, la Ley General de Educación y de-
más ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 3o. Para efectos de la presente ley se entiende por:

I. Instituto. El Instituto Nacional para el Desarrollo So-
cial;

II. Índice Nacional. El Índice Nacional de Intercultura-
lidad, Identidad y Movilidad Humana;

III. Ley. La Ley General de Interculturalidad, Identidad
y Movilidad Humana;

IV. Programa. El Programa Nacional de Interculturali-
dad, Identidad y Movilidad Humana;

V. Reglamento. El Reglamento de la Ley General de In-
terculturalidad, Identidad y Movilidad Humana; y

VI. Secretaría. La Secretaría de Desarrollo Social.

Artículo 4o. La nación mexicana tiene una composición
pluricultural expresada en la diversidad sociocultural de
sus habitantes, sustentada originalmente en los pueblos in-
dígenas, y sus comunidades, que descienden de poblacio-
nes que habitaban en el territorio actual al iniciarse la co-
lonización y que conservan sus propias instituciones
sociales, económicas, culturales y políticas o parte de ellas.

La composición pluricultural de la nación también incluye
a las personas y sus comunidades, descendientes del pro-
ceso colonizador, tales como las afromexicanas y las des-
cendientes de pueblos con los que hubo contacto durante
dicho proceso, así como, aquéllas derivadas de los proce-
sos migratorios a partir de la época independiente hasta la
actualidad, provenientes de Estados nacionales, autonomí-
as integradas a un Estado Nacional o territorios aún no re-
conocidos internacionalmente, y que conservan sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o
parte de ellas.

Artículo 5o. La interculturalidad consiste en el reconoci-
miento de la otredad y la coexistencia de la diversidad cul-
tural de la sociedad en un plano de igualdad, equidad real
y dignidad humana, manifiesta en la salvaguarda, respeto y
ejercicio de las libertades y derechos humanos fundamen-
tales económicos, sociales, culturales, políticos y civiles de
toda persona, pueblo, comunidad o colectivo social, inde-
pendientemente de su origen, que permite conservar y for-
talecer sus rasgos y características socioculturales y sus di-
ferencias, tanto en el espacio público como en lo privado,
haciendo posible la interacción, mezcla e hibridación en un
contexto de conocimiento y aceptación que trasciende la
tolerancia.

Consiste también en un intercambio abierto y respetuoso
de ideas, saberes, conocimientos y opiniones basado en el
entendimiento mutuo y tiene por objeto facilitar la com-
prensión de las diversas prácticas y visiones del mundo; re-
forzar la cooperación y la participación; permitir a las per-
sonas desarrollarse y transformarse.

Artículo 6o. Son sujetos de la interculturalidad todas las
personas que residen dentro del territorio nacional y que se
reconocen a partir de las características establecidas en la
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Constitución y los motivos de no discriminación que la
misma establece, así como por los siguientes orígenes so-
cioculturales:

I. Los integrantes de la composición pluricultural de la
nación a la que se refiere el artículo 4o. de esta ley;

II. Las personas cuya característica fundamental es pro-
ducto del mestizaje a partir de la época colonial o que
con el surgimiento del Estado Mexicano están integra-
das principalmente a un modelo cultural nacional y mo-
nolingüístico del idioma español;

III. Las personas solicitantes de la condición de refugia-
do, refugiados, en situación de asilo, en desplazamiento,
en tránsito migratorio, en protección complementaria y
apátridas;

IV. Las personas de origen extranjero que habitan en el
territorio nacional, que no están en los supuestos ante-
riores, y que tienen alguna categoría migratoria; y

V. Las demás que, formando parte de los supuestos an-
teriores, forman parte a la vez de manifestaciones so-
cioculturales en el ámbito individual o colectivo y sus
organizaciones como las personas con distinta orienta-
ción sexual, colectivos urbanos culturales específicos,
círculos sociales y académicos, entre otros.

Artículo 7o. La identidad es el derecho a la verdad perso-
nal, a la verdad de origen y a la prerrogativa individual a la
exacta representación de la proyección social singular y el
respeto de ser uno mismo. En primera instancia es un de-
recho reconocido por la Constitución, los tratados interna-
cionales, esta ley y demás disposiciones jurídicas aplica-
bles, que tiene toda persona para obtener, al momento de su
nacimiento, un nombre, apellido, fecha de nacimiento, se-
xo, nacionalidad y nombre de su o sus progenitores y/o tu-
tores, que le permite formar parte de una sociedad en el
ámbito público y privado.

La identidad también incluye otras formas de reconoci-
miento a partir de la identidad de género, pluricultural, na-
cional, social y política.

Artículo 8o. La movilidad humana consiste en el ejercicio
del derecho humano de toda persona a migrar, incluyendo
las transformaciones positivas que disminuyan las des-
igualdades, inequidades y discriminación. No se identifica-

rá ni se reconocerá a ningún ser humano como ilegal por su
condición migratoria.

Para los efectos de la presente ley se reconoce como per-
sonas en movilidad humana:

I. Las que salen de su lugar de origen con la intención
de asentarse de manera temporal o definitiva fuera de él,
ya sea dentro del territorio nacional o en el exterior;

II. Las personas mexicanas o extranjeras que llegan al
territorio nacional:

a) Para asentarse en él con fines de tránsito, perma-
nencia temporal o definitiva;

b) Para buscar refugio o asilo, por causa de cualquier
tipo de tensión o violencia; y

c) Las que están en situación de desplazamiento in-
terno por las causas a las que se refiere esta ley.

Sin menoscabo de lo anterior, se aplicarán supletoriamente
como parte de la movilidad humana las disposiciones con-
tenidas en las leyes relativas a la migración, refugiados,
asilo, protección complementaria, nacionalidad y demás
aplicables.

Capítulo II
De los derechos

Artículo 9o. En los Estados Unidos Mexicanos está prohi-
bida la esclavitud y cualquier forma de opresión, incluidas
la fianza laboral, el matrimonio servil, la venta o forma
análoga de mujeres para matrimonio sin su libre consenti-
miento o coacción; la explotación de trabajo infantil, la ex-
plotación del trabajo doméstico, el trabajo forzado, la ex-
plotación sexual y la explotación laboral, entre otras
formas análogas. La violación a este precepto se considera
delito grave y se sujetará a las disposiciones contenidas en
esta Ley, el Código Penal Federal y aquellas establecidas
en otros ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 10. Toda persona, sin menoscabo de aquellos de-
rechos establecidos en la Constitución y sus garantías de
aplicación, los instrumentos jurídicos internacionales y de-
más ordenamientos jurídicos aplicables en el ámbito de la
interculturalidad, identidad y movilidad humana, tiene de-
recho a:
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I. Nacer libre e igual en dignidad y derechos, sin distin-
ción alguna por motivos de su origen, el género, la edad,
las discapacidades, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias se-
xuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas. Toda
persona tiene derecho a la vida, a la libertad y la seguri-
dad personal;

II. Vivir adecuadamente en comunidad, en hermandad,
sororidad, fraternidad y especialmente en complementa-
riedad, compartiendo sin competir, en armonía entre hu-
manos y la naturaleza, respetando las diferencias entre
culturas y cosmovisiones, aspirando a la satisfacción
plena de necesidades objetivas y subjetivas de las per-
sonas y pueblos, sin ninguna forma de explotación;

III. Tener un nivel de vida adecuado para sí y sus fami-
lias, incluso alimentación, vestido, vivienda, salud, edu-
cación, acceso al agua, electricidad y saneamiento ade-
cuados;

IV. Acceder al desarrollo como derecho universal in-
alienable e imprescriptible, mismo que se puede invocar
la falta de éste para justificar la violación de los dere-
chos humanos internacionalmente reconocidos. El dere-
cho al desarrollo debe ejercerse de manera que se satis-
fagan equitativamente las necesidades ambientales,
sociales y económicas de las generaciones presentes y
futuras.

V. Promover la equidad y la igualdad entre las mujeres
y los hombres, los derechos de la mujer, así como eli-
minar la violencia de todo tipo contra la mujer y asegu-
rarse de que sea ella quien controle su propia fecundi-
dad como piedra angular de los programas de población
y desarrollo. Los derechos humanos de la mujer, de las
niñas y mujeres jóvenes son parte inalienable, integral e
indivisible de los derechos humanos universales. La
plena participación de la mujer, en condiciones de igual-
dad, en la vida civil, cultural, económica, política y so-
cial a nivel nacional, regional e internacional y la erra-
dicación de todas las formas de discriminación por
motivos de género son objetivos prioritarios;

VI. Propiciar que el desarrollo sustentable como medio
de garantizar el bienestar humano, compartido de forma
equitativa por todos ahora y en el futuro, requiera que

las relaciones entre población, recursos, ambiente y de-
sarrollo se reconozcan cabalmente, se gestionen de for-
ma adecuada y se equilibren de manera armoniosa y di-
námica. Para alcanzar el desarrollo sustentable y una
mejor calidad de vida para todos, se requiere reducir y
eliminar las modalidades de producción y consumo no
sustentables y promover políticas apropiadas a fin de sa-
tisfacer las necesidades de las generaciones actuales sin
poner en peligro la capacidad de las generaciones futu-
ras para satisfacer sus propias necesidades;

VII. Disfrutar del más alto nivel posible de salud física
y mental, el acceso universal a los servicios de atención
médica, incluidos los relacionados con la salud repro-
ductiva, que incluye la planificación de la familia y la
salud sexual, sin ningún tipo de coacción. Todas las pa-
rejas y todas las personas tienen el derecho fundamental
de decidir libre y responsablemente el número y el es-
paciamiento de sus hijos y de disponer de la informa-
ción, la educación y los medios necesarios para poder
hacerlo;

VIII. Recibir protección y apoyo amplios para las fami-
lias;

IX. Recibir educación, que deberá orientarse hacia su
pleno desarrollo prestando especial atención a las muje-
res y las niñas, respetando siempre su especificidad cul-
tural y lingüística;

X. Que las niñas, niños y adolescentes tengan un nivel
de vida adecuado para su bienestar y al más alto nivel
posible de salud y a la educación. Tienen derecho a ser
cuidados y apoyados por los padres, madres, tutores, la
familia y la sociedad y derecho a que se les proteja con
medidas legislativas, administrativas, sociales y educa-
tivas apropiadas contra toda forma de violencia, perjui-
cio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente,
malos tratos o explotación, incluida la venta, el tráfico,
el abuso sexual y el tráfico de órganos;

XI. Que las personas en movilidad humana sean trata-
das, a ellos y a sus familias, de forma apropiada y pro-
porcionarles servicios de bienestar social adecuados y
se les garantizará su seguridad humana, teniendo pre-
sentes las circunstancias y necesidades especiales;

XII. Que en caso de persecución, toda persona tiene de-
recho a solicitar asilo y disfrutar de él;
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XIII. Que en caso de las necesidades de las personas que
componen la pluriculturalidad de la nación deben reco-
nocerse y apoyar su identidad, su cultura y sus intereses
y permitirles participar plenamente en la vida económi-
ca, política y social de la nación, especialmente en lo
que afecte a su hábitat, entorno social, salud, educación
y bienestar;

XIV. Ser protegidas en caso de desplazamiento en los
términos que define esta ley;

XV. Entrar en la República, salir de ella, viajar por su te-
rritorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de
seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos
semejantes. El ejercicio de este derecho estará subordi-
nado a las facultades de la autoridad judicial, en los ca-
sos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la au-
toridad administrativa, por lo que toca a las limitaciones
que imponga la Ley y demás disposiciones jurídicas
aplicables;

XVI. Que cuando se trate de personas pertenecientes a
los pueblos indígenas y comunidades equiparables se
observarán los derechos establecidos en el artículo 2º de
la Constitución, las leyes estatales en la materia y los or-
denamientos jurídicos nacionales e internacionales apli-
cables;

XVII. Acceder a los programas sociales que las leyes es-
tablecen, así como a los servicios aplicables de la admi-
nistración pública, particularmente aquellas con mayor
exposición social;

XVIII. Evitar cualquier tipo de esclavitud y forma de
opresión, incluidas la fianza laboral, el matrimonio ser-
vil, la explotación de trabajo infantil, la explotación del
trabajo doméstico, el trabajo forzado, la explotación se-
xual y la explotación laboral;

XIX. Emprender, organizarse y pertenecer a redes de
economía solidaria que fortalezcan el tejido asociativo y
contribuyan a procesos de economía social y desarrollo
integral;

XX. Solicitar una protección adecuada y que se garanti-
cen políticas y programas específicos para niños, niñas,
jóvenes, mujeres embarazadas, jefas de familia, adultos
mayores, discapacitados, personas con distinta orienta-
ción sexual y demás en mayor exposición social;

XXI. Propiciar que los medios de comunicación gene-
ren el fortalecimiento de la diversidad cultural, la inter-
culturalidad, la hospitalidad, la identidad y la movilidad
humana;

XXII. Ser reconocidos los procesos de hospitalidad,
identidad, interculturalidad y movilidad humana en el
contexto de la otredad en un marco de receptividad, res-
peto, solidaridad y aceptación de la diversidad cultural
hacia una convivencia y cohesión social;

XXIII. Protegerse sus valores culturales propios;

XXIV. Ser protegidos contra cualquier daño físico, psí-
quico o moral y de cualquier modo de tortura, pena o
trato cruel, inhumano o degradante, persecución u hos-
tigamiento, así como detenciones arbitrarias;

XXV. No ser molestadas en su vida privada, familiar,
domicilio, correspondencia o uso de redes sociales elec-
trónicas, ni sufrir ataques a su honra o reputación;

XXVI. Contar siempre con interpretación y traducción
en su lengua o idioma de origen, así como de peritajes
culturales y antropológicos en procesos y trámites lega-
les y públicos;

XXVII. Las demás que esta Ley, su reglamento y demás
ordenamientos jurídicos establezcan.

Capítulo III
De la competencia, concurrencia, 

coordinación y concertación

Artículo 11. Los gobiernos federal, estatal, municipal y del
Distrito Federal ejercerán sus atribuciones en materia de
interculturalidad, identidad y movilidad humana de confor-
midad con la distribución de competencias prevista en esta
Ley, su Reglamento y otros ordenamientos legales aplica-
bles, desde un enfoque de transversalidad y de la promo-
ción de la participación de los sectores público y social.

Las legislaturas de las entidades federativas están faculta-
das para expedir las disposiciones legales que sean necesa-
rias para regular las materias de su competencia previstas
en esta Ley. Los ayuntamientos por su parte, dictarán los
bandos de policía y buen gobierno, los reglamentos, circu-
lares y disposiciones administrativas que correspondan pa-
ra que en sus respectivas jurisdicciones se cumplan las pre-
visiones del presente ordenamiento.
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Artículo 12. La Secretaría de Desarrollo Social, a través del
instituto, está facultada para conducir la política pública de
interculturalidad, identidad y movilidad humana en los tér-
minos que esta ley establece. Para ello tendrá las siguien-
tes atribuciones:

I. Formular, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar la
política nacional de interculturalidad, identidad y movi-
lidad humana así como sus programas;

II. Promover y fomentar las relaciones interculturales en
el ámbito de la salud, la alimentación, la educación, la
cultura, el arte, las comunicaciones, el desarrollo y la
planificación;

III. Participar en la protección, conservación, restaura-
ción, recuperación, revitalización, enriquecimiento, pro-
moción y difusión del patrimonio cultural, cosmovisión,
prácticas culturales, conocimientos y tecnologías tradi-
cionales, mismas que forman parte de la expresión e
identidad de la nación en su contexto pluricultural e in-
tercultural;

IV. Proteger los saberes y conocimientos mediante el
acompañamiento en el registro de la propiedad intelec-
tual que salvaguarde los derechos intangibles de la in-
terculturalidad;

V. Proteger y permitir el desarrollo de las manifestacio-
nes del arte, artesanías y las industrias populares, en sus
componentes tangibles e intangibles y disfrutar de esta
protección los sitios y actividades declaradas patrimo-
nio nacional y de la humanidad de los sujetos de la in-
terculturalidad;

VI. Visibilizar las aportaciones actuales e históricas que
han hecho los sujetos de la interculturalidad para el en-
riquecimiento cultural de la nación;

VII. Propiciar la impartición de cursos, talleres, semina-
rios, diplomados y demás análogos para el entendimien-
to y desarrollo de las prácticas interculturales;

VIII. Celebrar eventos que promuevan la visibilización
de la interculturalidad, así como mecanismos y proyec-
tos de difusión;

IX. Implantar programas de ayudas sociales para aten-
der las necesidades interculturales de la población y la
movilidad humana así como aquellas relacionadas con

la gestión social para la atención en situaciones emer-
gentes para garantizar su desarrollo;

X. Promover programas sociales de monitoreo intercul-
tural;

XI. Coordinarse con las autoridades estatales y del Dis-
trito Federal en materia de interculturalidad, identidad y
movilidad humana a través del consejo interinstitucio-
nal;

XII. Formular, ejecutar y evaluar el Índice Nacional de
Interculturalidad, Identidad y Movilidad Humana;

XIII. Participar en la formulación y ejecución o en su
caso promover ante las dependencias competentes o en-
tidades correspondientes, las medidas necesarias para:

a) Proponer lineamientos y mecanismos institucio-
nales que orienten a la Nación hacia el cumplimien-
to de la integración de la variable poblacional y de la
dinámica demográfica en los ámbitos público y pri-
vado, garantizando el mejoramiento de las condicio-
nes de vida y las personas desde un marco de dere-
chos humanos, igualdad sustantiva y pertinencia
cultural que dé cumplimiento a la pluralidad y di-
versidad de la población en el territorio nacional;

b) Adecuar los programas establecidos en el Progra-
ma Nacional de Desarrollo y demás que formulen
las dependencias y entidades de la administración
pública federal a las necesidades que plantee la in-
terculturalidad, identidad y movilidad humana;

c) Participar en la articulación de una política demo-
gráfica que dé respuesta a las necesidades intercul-
turales e identidad de la población de acuerdo a las
diferentes etapas del curso de vida;

d) Contribuir a impulsar un enfoque de educación
sexual integral y salud reproductiva, que subraye la
atención de las necesidades interculturales de muje-
res y hombres;

e) Fortalecer los programas de salud sexual y repro-
ductiva para incorporar enfoque de interculturalidad
a través de los servicios de salud que disponga el
sector público y vigilar que dichos programas y los
que realicen organismos privados, se lleven a cabo
con absoluto respeto a los derechos humanos funda-
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mentales y preserven la dignidad de las personas y
las familias; y

f) Promover la plena integración de los grupos con
mayor exposición social al desarrollo nacional, entre
los que se encuentran los infantes, niñas y niños,
adolescentes, mujeres, adultos mayores, discapacita-
dos, migrantes, solicitantes de la condición de refu-
giados y refugiados, personas con diversa orienta-
ción sexual;

XIV. Proponer al titular del Ejecutivo federal iniciativas
de leyes, reglamentos, decretos, convenios y acuerdos
sobre asuntos de interculturalidad, identidad y movili-
dad humana;

XV. La atención de los asuntos que, originados en el te-
rritorio nacional o las zonas sujetas a la soberanía o ju-
risdicción de la nación afecten a los procesos intercultu-
rales y movilidad humana del territorio o de las zonas
sujetas a la soberanía o jurisdicción de otros estados, o
a las zonas que estén más allá de la jurisdicción de cual-
quier estado, en coordinación con las autoridades com-
petentes;

XVI. La atención de los asuntos que afecten los proce-
sos interculturales y movilidad humana en el territorio
nacional o en las zonas sujetas a la soberanía y jurisdic-
ción de la nación, originados en el territorio o zonas suje-
tas a la soberanía o jurisdicción de otros estados, o en zo-
nas que estén más allá de la jurisdicción de cualquier
Estado, en coordinación con las autoridades competentes;

XVII. La promoción de la participación de la sociedad
en materia de interculturalidad, identidad y movilidad
humana, de conformidad con lo dispuesto en esta ley;

XVIII. La integración del Sistema Nacional de Informa-
ción Intercultural y Movilidad Humana y su puesta a
disposición al público en los términos de la presente ley;

XIX. La emisión de recomendaciones a autoridades fe-
derales, de las entidades federativas y municipales, con
el propósito de promover el cumplimiento de la legisla-
ción relacionada con la interculturalidad, identidad y
movilidad humana;

XX. La vigilancia y promoción, en el ámbito de su com-
petencia, del cumplimiento de esta Ley y los demás or-
denamientos que de ella se deriven;

XXI. La atención de los asuntos que afecten los proce-
sos de interculturalidad, identidad y movilidad humana
entre dos o más entidades federativas, y

XXII. Las demás que esta Ley u otras disposiciones le-
gales atribuyan al gobierno federal.

Artículo 13. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
está facultada para:

I. Integrar el presupuesto de egresos de la federación
considerando las necesidades de interculturalidad de la
nación, con las propuestas de las dependencias, de las
entidades federativas y municipios, considerados en los
programas correspondientes;

II. Integrar en el Presupuesto de Egresos de la federa-
ción para el instituto y de las entidades federativas y
municipales, recursos para realizar programas y estu-
dios sobre interculturalidad, identidad y movilidad hu-
mana y para la difusión de los mismos; y

III. Las demás que disponga esta Ley y otros ordena-
mientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público en la formu-
lación del Presupuesto de Egresos de la Federación y la Cá-
mara de Diputados en el ámbito de su competencia, inclui-
rán las partidas presupuestales para garantizar el efectivo
cumplimiento de la presente ley y demás ordenamientos ju-
rídicos aplicables, cuyos montos no podrán ser menores a
los aprobados para el ejercicio fiscal anterior.

Artículo 14. El Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía está facultado para:

I. Incluir en los cuestionarios de los censos y de las en-
cuestas que realicen, así como en la generación de esta-
dísticas continuas, los datos que en materia de pluricul-
turalidad, interculturalidad y movilidad humana, así
como la que solicite el Instituto, para diseñar y evaluar
las políticas a su cargo;

II. Apoyar técnica y metodológicamente a las autorida-
des encargadas de las políticas interculturales, de iden-
tidad y movilidad humana de las entidades federativas y
municipios, para integrar la información homogénea y
útil para la planificación del desarrollo;
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III. Participar y apoyar en función de su capacidad y dis-
ponibilidad presupuestal en las campañas de difusión
del Instituto, y, en su caso, en las entidades federativas
y municipios, utilizando oportunamente los canales de
comunicación y distribución de que dispone; y

IV. Las demás que disponga esta ley y otros ordena-
mientos jurídicos aplicables.

Artículo 15. Corresponde al gobierno estatal, de conformi-
dad con lo dispuesto en esta ley y las leyes locales en la
materia, las siguientes facultades:

I. Formular, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar la
política estatal de interculturalidad, identidad y movili-
dad humana;

II. Promover y fomentar las relaciones interculturales de
competencia estatal en el ámbito de la salud, la educa-
ción, la cultura, el arte, la alimentación, las comunica-
ciones, el desarrollo y la planificación;

III. Proteger, conservar, restaurar, recuperar, revitalizar,
enriquecer, promover y difundir el patrimonio cultural,
cosmovisión, prácticas culturales, conocimientos y tec-
nologías tradicionales, mismas que forman parte de la
expresión e identidad del estado en su contexto pluri-
cultural e intercultural;

IV. Proteger y permitir el desarrollo de las manifesta-
ciones del arte, artesanías y las industrias populares, en
sus componentes tangibles e intangibles y disfrutar de
esta protección los sitios y actividades declaradas patri-
monio estatal;

V. Visibilizar las aportaciones actuales e históricas que
han hecho las personas y comunidades en movilidad hu-
mana en el enriquecimiento de la cultura del estado;

VI. Propiciar la impartición de cursos, talleres, semina-
rios, diplomados y demás análogos para el entendimien-
to y desarrollo de las prácticas interculturales;

VII. Celebrar eventos que promuevan la visibilización
de la interculturalidad, así como mecanismos y proyec-
tos de difusión;

VIII. Implantar programas de ayudas sociales para aten-
der las necesidades interculturales y de movilidad hu-

mana de la población así como aquellas relacionadas
con la gestión social para la atención en situaciones
emergentes para garantizar su desarrollo;

IX. Promover programas sociales estatales de monitoreo
intercultural;

X. Coordinar a las autoridades municipales en materia
de interculturalidad y movilidad humana a través de un
órgano interestatal creado ex profeso que se reunirá pe-
riódicamente con el propósito de compartir sus esfuer-
zos, analizar e intercambiar opiniones en relación con
las acciones y programas en la materia, evaluar y dar se-
guimiento a las mismas, así como convenir las acciones
y formular las recomendaciones pertinentes, particular-
mente en lo que se refiere a los criterios, derechos, polí-
ticas, programas y demás instrumentos de política que
esta Ley establece;

XI. Participar en la formulación y ejecución, o en su ca-
so promover ante las dependencias competentes o enti-
dades correspondientes del Estado, las medidas necesa-
rias para:

a) Proponer lineamientos y mecanismos institucio-
nales que orienten hacia la integración de la variable
poblacional y de la dinámica demográfica en los ám-
bitos público y privado, garantizando el mejora-
miento de las condiciones de vida y las personas
desde un marco de derechos humanos, igualdad sus-
tantiva y pertinencia cultural que dé cumplimiento a
la pluralidad y diversidad de la población en el terri-
torio estatal;

b) Adecuar los programas establecidos en el progra-
ma estatal de desarrollo y demás que formulen las
dependencias y entidades de la administración pú-
blica estatal a las necesidades que plantee la inter-
culturalidad, identidad y movilidad humana;

c) Participar en la articulación de una política demo-
gráfica estatal que dé respuesta a las necesidades in-
terculturales de la población de acuerdo a las dife-
rentes etapas del curso de vida;

d) Contribuir con el Instituto a impulsar un enfoque
de educación sexual integral y salud reproductiva,
que subraye la atención de las necesidades intercul-
turales de mujeres y hombres;
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e) Fortalecer los programas estatales de salud sexual
y reproductiva para incorporar el enfoque intercultu-
ral a través de los servicios de salud que disponga el
sector público estatal y vigilar que dichos programas
y los que realicen organismos privados, se lleven a
cabo con absoluto respeto a los derechos humanos
fundamentales y preserven la dignidad de las perso-
nas y las familias;

f) Promover la plena integración de los grupos con
mayor exposición social al desarrollo nacional, entre
los que se encuentran los infantes, niñas y niños,
adolescentes, mujeres, adultos mayores, discapacita-
dos, migrantes, solicitantes de la condición de refu-
giados y refugiados, personas con diversa orienta-
ción sexual; y

g) Articular una visión integral de la movilidad hu-
mana en el estado con el desarrollo local, regional y
la seguridad humana;

XII. Formular, ejecutar y evaluar el Índice Estatal de In-
terculturalidad, Identidad y Movilidad Humana;

XIII. La promoción de la participación de la sociedad en
materia de interculturalidad, de conformidad con lo dis-
puesto en esta ley;

XIV. La integración del Sistema Estatal de Información
Intercultural, Identidad y Movilidad Humana y su pues-
ta a disposición al público en los términos de la presen-
te ley;

XV. La emisión de recomendaciones a autoridades mu-
nicipales, con el propósito de promover el cumplimien-
to de la legislación relacionada con la interculturalidad;

XVI. La vigilancia y promoción, en el ámbito de su
competencia, del cumplimiento de esta Ley y los demás
ordenamientos que de ella se deriven;

XVII. La atención de los asuntos que afecten los proce-
sos de interculturalidad, identidad y movilidad huma-
na de dos o más municipios dentro de la entidad fede-
rativa, y

XVIII. La atención de los demás asuntos que esta Ley u
otras disposiciones legales les concedan y que no estén
expresamente otorgados al gobierno federal.

En las legislaciones de las entidades federativas se estable-
cerán las facultades que tendrán las dependencias y entida-
des de la administración pública en materia de intercultu-
ralidad, identidad y movilidad humana.

Las autoridades fiscales y las legislaturas de las entidades
federativas, en la formulación y aprobación del Presupues-
to de Egresos que corresponda, incluirán las partidas pre-
supuestales para garantizar el efectivo cumplimiento de la
legislación estatal y demás ordenamientos jurídicos aplica-
bles, cuyos montos no podrán ser menores a los aprobados
para el ejercicio fiscal anterior. 

Artículo 16. Corresponde al gobierno municipal, de con-
formidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes locales en
la materia, en el ámbito de su respectiva jurisdicción las si-
guientes facultades:

I. Formular, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar la
política municipal de interculturalidad, identidad y mo-
vilidad humana, dentro de un proceso de desarrollo in-
tegral del individuo, las particularidades propias de la
pluriculturalidad y de la sociedad en su conjunto;

II. Promover y fomentar las relaciones interculturales de
competencia municipal en el ámbito de la salud, la edu-
cación, la alimentación, la cultura, el arte, las comuni-
caciones, el desarrollo y la planificación;

III. Proteger, conservar, restaurar, recuperar, revitalizar,
enriquecer, promover y difundir el patrimonio cultural,
cosmovisión, prácticas culturales, conocimientos y tec-
nologías tradicionales, mismas que forman parte de la
expresión e identidad del municipio en su contexto plu-
ricultural e intercultural;

IV. Proteger y permitir el desarrollo de las manifesta-
ciones del arte, artesanías y las industrias populares, en
sus componentes tangibles e intangibles y disfrutar de
esta protección los sitios y actividades declaradas patri-
monio municipal;

V. Visibilizar las aportaciones actuales e históricas que
han hecho las personas y comunidades migrantes en el
enriquecimiento de la cultura del municipio;

VI. Propiciar la impartición de cursos, talleres, semina-
rios, diplomados y demás análogos para el entendimien-
to y desarrollo de las prácticas interculturales;
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VII. Celebrar eventos que promuevan la visibilización
de la interculturalidad, así como mecanismos y proyec-
tos de difusión;

VIII. Implantar programas de ayudas sociales para aten-
der las necesidades interculturales de la población así
como aquellas relacionadas con la gestión social para la
atención en situaciones emergentes para garantizar su
desarrollo;

IX. Promover programas sociales municipales de moni-
toreo intercultural;

X. Formular, ejecutar y evaluar el Índice Municipal de
Interculturalidad, Identidad y Movilidad Humana;

XI. La promoción de la participación de la sociedad en
materia de interculturalidad y movilidad humana, de
conformidad con lo dispuesto en esta ley;

XII. La formulación y conducción de la política munici-
pal de información y difusión en materia intercultural,
identidad y movilidad humana;

XIII. La participación de los asuntos que afecten los
procesos de interculturalidad, identidad y movilidad hu-
mana de dos o más municipios y que generen efectos en
su jurisdicción territorial, y

XIV. La atención de los demás asuntos que esta Ley u
otras disposiciones legales les concedan y aquéllos que
no estén expresamente otorgados al gobierno federal o
estatal.

Artículo 17. Corresponde al gobierno de la Ciudad de Mé-
xico, conforme a las disposiciones legales que expida su
órgano legislativo, las facultades a que se refieren los artí-
culos 15 y 16 de esta ley y demás disposiciones jurídicas
aplicables relacionadas con estos órdenes de gobierno que
esta ley, su Reglamento y demás disposiciones jurídicas
aplicables.

Artículo 18. El instituto podrá suscribir convenios o acuer-
dos de coordinación, con el objeto de que los gobiernos de
las entidades federativas y municipales asuman facultades
conferidas al gobierno federal, en las cuales se hará junto
con los recursos presupuestales destinados para el caso de
que se trate.

Asimismo, podrán celebrar convenios de concertación con
personas u organizaciones de la sociedad civil para que co-
adyuven en la aplicación de las facultades que esta Ley es-
tablece en materia de interculturalidad, identidad y movili-
dad humana.

Artículo 19. El Instituto contará con una Comisión Inter-
dependencial con el objetivo de coordinar acciones en ma-
teria de interculturalidad y movilidad humana integrada
por:

I. La o el Director General del Instituto; y

II. Las y los representantes de las Secretarías de Educa-
ción Pública, Salud, Gobernación, Hacienda y Crédito
Público, Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Rela-
ciones Exteriores, Trabajo y Previsión Social y Turismo.

La Comisión Interdependencial convocará a sus sesiones a
invitados permanentes, con voz pero sin voto a las y los re-
presentantes que designen: el Instituto Nacional de Antro-
pología e Historia, la Comisión Nacional para el Desarro-
llo de los Pueblos Indígenas, el Instituto Nacional de
Lenguas Indígenas, el Instituto Nacional de Migración, el
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, el Instituto Mexicano del Seguro Social,
el Instituto Nacional de las Mujeres, el Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia y el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía, así como de las comisio-
nes de desarrollo social de las Cámaras del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos.

Cuando se trate de asuntos vinculados a los de la compe-
tencia de otras dependencias u organismos del sector pú-
blico, el instituto podrá solicitar a sus titulares que acudan
a la sesión o sesiones correspondientes o nombren un re-
presentante para desahogar aquéllos.

La comisión podrá contar con el auxilio de consultorías
técnicas e integrar las unidades interdisciplinarias de ase-
soramiento que estime pertinentes, con especialistas en
problemas de interculturalidad, identidad y movilidad hu-
mana.

Artículo 20. La Comisión Interdependencial contribuirá a
la aplicación de las atribuciones que tiene el Instituto. Su
funcionamiento y procedimientos se establecerán en el Re-
glamento de la presente ley.
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Artículo 21. Para la coordinación de acciones concurrentes
el Instituto contará con un Consejo Interinstitucional cons-
tituido por la o el director general del instituto y las autori-
dades de las entidades federativas que atienden los asuntos
de interculturalidad, identidad y movilidad humana que se
reunirá periódicamente al menos tres veces al año con el
propósito de compartir sus esfuerzos, analizar e intercam-
biar opiniones en relación con las acciones y programas en
la materia de la ley, evaluar y dar seguimiento a las mis-
mas, así como convenir las acciones y formular las reco-
mendaciones pertinentes, particularmente en lo que se re-
fiere a los criterios, derechos, políticas, programas y demás
instrumentos que esta Ley establece, además de coordinar
acciones y proponer presupuestos para el cumplimiento de
las atribuciones de las autoridades competentes.

Artículo 22. El instituto contará con un Consejo Consulti-
vo con la participación de representantes de los sujetos so-
ciales establecidos en el artículo 6o. de esta ley, de exper-
tos, académicos, investigadores y de organizaciones de la
sociedad civil. Dicho consejo estará integrado por veinte
personas aprobadas por la Comisión Interdependencial me-
diante convocatoria correspondiente. La estructura, atribu-
ciones y funcionamiento de dicho Consejo estarán estable-
cidos en el Reglamento de la presente Ley. 

Título Segundo
De la Política de Interculturalidad, 
Identidad y Movilidad Humana y 
sus Instrumentos de Aplicación

Capítulo I
De las disposiciones generales

Artículo 23. Los criterios que la presente ley establece son
de aplicación obligatoria en la formulación, seguimiento,
evaluación y vigilancia de las políticas, programas, regla-
mentos, instrumentos, normas y demás disposiciones jurí-
dicas aplicables a cargo de las dependencias e instituciones
de las administraciones públicas de los distintos órdenes de
gobierno, así como en el actuar de toda persona en el ejer-
cicio de sus derechos y obligaciones.

Son criterios de carácter obligatorio:

I. La hospitalidad, que consiste en propiciar el trato dig-
no, respetuoso y oportuno de las personas producto de
la movilidad humana que se asientan en algún lugar
dentro del territorio nacional;

II. La equidad social, para propiciar un acceso equitati-
vo a las personas a los beneficios resultantes del desa-
rrollo, superándose toda forma de desigualdad, exclu-
sión, subordinación o discriminación de cualquier tipo
para disminuir las brechas sociales, económicas, políti-
cas y culturales entre los distintos sectores de la pobla-
ción, su composición pluricultural, las relaciones inter-
culturales y los procesos de movilidad humana;

III. La soberanía alimentaria, como derecho de toda per-
sona humana a tener una alimentación que le conviene
culturalmente, desde el punto de vista de la salud y de
lo económico orientada a una alimentación sana y ade-
cuada;

IV. La economía solidaria, que consiste en propiciar un
sistema socioeconómico, cultural y ambiental confor-
mado por un conjunto de fuerzas sociales organizadas
en formas asociativas, identificadas por prácticas auto-
gestionarias solidarias y democráticas, sin ánimo de lu-
cro, para el desarrollo integral del ser humano como su-
jeto, actor y fin de la economía para la transformación
de las relaciones sociales. Incluye aspectos derivados de
la promoción de la agricultura orgánica y agroecológica
y el fomento de la agricultura sustentable a pequeña es-
cala a través de la agricultura urbana y del extrarradio;

V. El buen vivir, que consiste en fortalecer la acción de
compartir más que competir, en vivir adecuadamente en
comunidad, en hermandad y especialmente en comple-
mentariedad, en armonía entre humanos y la naturaleza,
respetando las diferencias entre culturas y cosmovisio-
nes, aspirando a la satisfacción plena de las necesidades
objetivas y subjetivas de las personas y pueblos, sin nin-
guna forma de explotación, desigualdad, discriminación
y exclusión;

VII. El desarrollo sustentable, que consiste propiciar
cambios del paradigma económico para propiciar la jus-
ticia social con equidad, fomentar la participación equita-
tiva de la sociedad en la toma de decisiones y garantizar
la integridad ecológica que propicie el aprovechamien-
to de los recursos naturales excedentes y no los inventa-
rios ecológicos de la nación;

VIII. La interacción y convivencia intercultural de la di-
versidad sociocultural en el espacio público para fomen-
tar, difundir e intercambiar los valores de cada cultura
que permita su reconocimiento mutuo y enriquecerlas
con nuevos elementos para propiciar su desarrollo; y
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IX. La transversalidad, como el proceso que permite ga-
rantizar la incorporación de los criterios en la planifica-
ción y gestión del desarrollo nacional, regional y local
en el ámbito legislativo, de políticas públicas, activida-
des administrativas, económicas, sociales, políticas, cul-
turales y ambientales en las instituciones públicas y pri-
vadas.

X. El reconocimiento de la importancia única que con-
tiene cada cultura, enfatizando también valores compar-
tidos e identidad pluralista;

XI. La atención de los conflictos a través de la media-
ción y el debate público abierto;

XII. La generación de liderazgos para apoyar activa-
mente el valor de la diversidad en el desarrollo de la co-
munidad;

XIII. La consulta pública, libre, previa e informada y la
participación inclusiva aptas para las características de
la pluriculturalidad, interculturalidad, identidad y movi-
lidad humana; 

XIV. El incentivo para la sobrevivencia y prosperidad
de cada cultura, derivado de que estas prosperan en con-
tacto con otras y no de forma aislada; y

XV. Los demás que establecen esta ley y demás ordena-
mientos jurídicos aplicables. 

Artículo 24. Para la formulación, seguimiento, evaluación
y vigilancia de la política de interculturalidad, identidad y
movilidad humana las autoridades, en sus respectivos ám-
bitos de competencia y jurisdicción, tomarán en cuenta los
criterios que establecen esta Ley y demás ordenamientos
jurídicos aplicables.

Artículo 25. La ejecución de la política a la que este ca-
pítulo hace referencia se auxiliará de los siguientes ins-
trumentos:

I. Planificación y ejecución;

II. Evaluación y seguimiento; y

III. Investigación e información.

Capítulo II
De la planificación y ejecución 

de la política pública

Sección Primera
Del diagnóstico permanente 

Artículo 28. Para la planificación de interculturalidad,
identidad y movilidad humana el Instituto llevará a cabo un
diagnóstico de permanente actualización, enfocado en las
siguientes vertientes:

I. Dinámica, estructura, volumen, distribución y densi-
dad de la población y su composición pluricultural, así
como los demás descritos en el artículo 28 de la presen-
te Ley, incluidos sus referentes históricos;

II. Procesos y problemas interculturales;

III. Procesos y problemas relacionados con la identidad;

IV. Procesos y problemas relacionados con la movilidad
humana; y

V. Mecanismos para la solución de los problemas a los
que se refieren las fracciones II, III y IV de este párrafo.

Artículo 29. El diagnóstico permanente tendrá como obje-
tivo promover, supervisar y evaluar las acciones de la ad-
ministración pública federal para resolver los problemas de
interculturalidad, identidad y movilidad humana, median-
te:

I. La adecuación de los programas de desarrollo econó-
mico, social, territorial, ambiental y cultural a las nece-
sidades que planteen;

II. La influencia en la interculturalidad a través de los
sistemas educativos, de capacitación profesional y téc-
nica, de salud pública y de protección de la infancia, pa-
ra obtener la participación consciente de la colectividad
en la solución de los problemas que la afectan;

III. La planificación de los centros de población urbanos
y rurales, con la finalidad de garantizar los servicios pú-
blicos que se requieran, desde el enfoque de la pluricul-
turalidad, interculturalidad y movilidad humana;

IV. La regulación de la movilidad humana; y
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V. Las demás que esta ley y demás disposiciones jurídi-
cas aplicables dispongan.

Artículo 30. Para la formulación del diagnóstico perma-
nente se tomará en cuenta las características de la pobla-
ción que a continuación se señalan:

I. Por su pluriculturalidad con base a lo establecido en
el artículo 4° de la presente Ley y en consecuencia los
sujetos de la interculturalidad señalados en el artículo 6º
del mismo ordenamiento;

II. Por su pertenencia a grupos de población definidos
por la edad:

a) Infantes, a partir de su nacimiento hasta los tres
años de edad;

b) Niñas y niños, de 3 a 12 años de edad incomple-
tos;

c) Adolescentes, de 12 a 18 años de edad incumpli-
dos;

d) Jóvenes, de 18 a 30 años de edad incumplidos;

e) Adultos, de 30 a 60 años de edad incumplidos; y

f) Adultos mayores, de 60 años en adelante.

III. Por su situación de marginalidad, condición econó-
mica y sus fuentes de ingreso;

IV. Por su condición de escolaridad;

V. Por su condición social:

a) Discapacidad física, motora o psíquica;

b) Jefatura familiar;

c) En condición de embarazo;

d) En situación de calle;

e) Por su orientación sexual;

f) Por su participación en colectivos urbanos y su-
burbanos;

g) Por tipo de enfermedad considerada como termi-
nal o que puede poner en peligro su vida.

VI. Por su actividad productiva, asalariada y no asala-
riada:

a) Agraria;

b) Industrial;

c) Servicios

VII. Por el tipo y condición de vivienda que habitan;

VIII. Por su distribución en el territorio nacional:

a) Rural

b) Rururbana

c) Suburbana

d) Urbana

e) Metropolitana

f) Megalopolitana

g) Tierras y territorios indígenas

IX. Las demás que defina el instituto.

Sección Segunda
Del Programa Nacional de Interculturalidad,

Identidad y Movilidad Humana

Artículo 31. El Instituto formulará, ejecutará, evaluará y
vigilará el Programa Nacional de Interculturalidad, Identi-
dad y Movilidad Humana que tendrá como objetivo gene-
ral fortalecer la política en la materia en toda la adminis-
tración pública federal, reforzando las acciones de los
sectores público y privado, para influir en las tendencias y
comportamientos, para que los habitantes tomen concien-
cia y modifiquen sus conductas y actitudes para una actua-
ción más responsable. El Programa incluirá, entre otros, los
siguientes elementos:

I. Políticas, objetivos y metas que se pretenden obtener;



II. Los principales fenómenos y problemas de confor-
midad con las propias características de éstos;

III. Definición de los aspectos prioritarios de la política;

IV. Los canales de participación ciudadana para la inte-
gración y aplicación de las políticas públicas en la ma-
teria;

V. La territorialización en cuanto al volumen poblacio-
nal y características pluriculturales, interculturales y de
movilidad humana;

VI. Los mecanismos de vinculación del programa con el
Plan Nacional de Desarrollo y programas sectoriales e
institucionales, a fin de impulsar el mejoramiento de las
condiciones de vida de la población por sectores defini-
dos;

VIII. Estrategias y acciones para la difusión, informa-
ción, educación y capacitación tomando en cuenta las
características económicas, culturales y sociales de las
diferentes regiones nacionales;

IX. Mecanismos para su seguimiento y evaluación; 

X. Mecanismos y fuentes de financiación del programa;
y

IX. Los demás que sean necesarios para conseguir que
la población logre su desarrollo personal y social.

Artículo 32. El Programa tendrá una duración igual al pe-
riodo constitucional del encargo del Presidente de la Repú-
blica correspondiente, y será publicado en el Diario Oficial
de la Federación. Sin menoscabo de lo anterior, el progra-
ma deberá establecer las proyecciones de la política públi-
ca a 15 y 25 años.

Artículo 33. El Instituto informará anualmente y por escri-
to sobre los resultados que se hayan obtenido de la aplica-
ción del Programa durante el lapso correspondiente a la
opinión pública y de manera particular al honorable Con-
greso de la Unión.

Artículo 34. El programa, previa consulta y participación
del Consejo Consultivo, la Comisión Interdependencial y
el Consejo Interinstitucional a los que esta Ley hace refe-
rencia, deberá expedirse dentro de los nueve meses si-

guientes a la fecha en que tome posesión de su cargo el Ti-
tular del Ejecutivo Federal, y se revisará cada tres años.

Capítulo II
De la evaluación y seguimiento

Artículo 35. El Instituto formulará, ejecutará y evaluará el
Índice Nacional de Interculturalidad, Identidad y Movili-
dad Humana como herramienta de evaluación y segui-
miento a partir de indicadores que permitan evaluar el lu-
gar en el que se ubica en los distintos ámbitos de la política
y la gestión pública, así como evaluar los progresos reali-
zados en el tiempo, para indicar dónde deben concentrarse
los esfuerzos en el futuro e identificar las buenas prácticas
para el aprendizaje; y para comunicar los resultados de una
manera visual y gráfica el nivel de logro y el progreso con
el tiempo.

El índice nacional se complementará con los datos que pro-
porcionen las diversas entidades y dependencias de la ad-
ministración pública, así como con aportes de expertos, in-
vestigadores, académicos y organizaciones sociales, con el
objetivo de generar el análisis correspondiente y definir
una serie de recomendaciones que el instituto emitirá para
su cumplimiento por la administración pública federal y re-
comendatorias para los demás órdenes de gobierno. Los
gobiernos estatales, municipales y del Distrito Federal, im-
plantarán mecanismos homólogos para el ámbito de su
competencia, con las mismas bases establecidas en esta ley
para el Instituto, además de aquellos que requieran de
acuerdo a las particularidades de cada entidad federativa o
municipio.

Artículo 36. El instituto elaborará la metodología para la
instrumentación del Índice Nacional que incluya, al menos:

I. Definición de los objetivos;

II. Compilación de información documental; y

III. Aplicación de entrevistas, encuestas, muestreos u
otro análogo.

Artículo 37. Para la formulación y evaluación del Índice
Nacional se considerarán, al menos, los siguientes indica-
dores:

I. Compromiso sobre el reconocimiento de la intercultu-
ralidad;
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II. Composición pluricultural;

III. Implantación de política pública;

IV. Dinámica demográfica;

V. Educación intercultural;

VI. Salud intercultural;

VII. Rendimiento económico;

VIII. Convivencia y buen vivir;

IX. Servicios públicos;

X. Mercado laboral;

XI. Espacio público;

XII. Vida cultural y civil; 

XIII. Acceso a la justicia;

XIV. Lenguas;

XV. Medios de comunicación;

XVI. Hospitalidad y movilidad humana;

XVII. Identidad;

XVIII. Medición y solución de conflictos;

XIX. Liderazgo y participación social; y

XX. Perspectiva internacional.

Artículo 38. El índice nacional se publicará anualmente en
el Diario Oficial de la Federación y los que corresponda al
ámbito estatal, municipal y del Distrito Federal en los ór-
ganos públicos de difusión de cada entidad federativa.

Capítulo III
De la información e investigación

Artículo 39. El Instituto desarrollará un Sistema Nacional
de Información Intercultural, Identidad y Movilidad Hu-
mana que tendrá por objeto registrar, organizar, actualizar
y difundir la información nacional sobre estos asuntos, que

estará disponible para su consulta pública y que se coordi-
nará y complementará con el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía.

En dicho sistema, el Instituto deberá integrar, entre otros
aspectos, la información que proporcionen los sistemas es-
tatales, municipales y del Distrito Federal. Asimismo, reu-
nirá informes y documentos relevantes que resulten de las
actividades científicas, académicas, trabajos técnicos o de
cualquier otra índole en materia intercultural, identidad y
movilidad humana, realizados en el país por personas físi-
cas o morales, nacionales o extranjeras.

Artículo 40. La Secretaría deberá elaborar y publicar bia-
nualmente un informe detallado de la situación general
existente en el país en materia de interculturalidad, identi-
dad y movilidad humana, así como el Atlas Nacional de la
Interculturalidad y Movilidad Humana.

Toda petición de información se sujetará a la legislación
aplicable en materia de transparencia, información pública
y protección de datos personales.

Artículo 41. Al término de la administración que corres-
ponda el Instituto deberá coordinar la elaboración del Libro
Blanco de la Interculturalidad, Identidad y Movilidad Hu-
mana mismo que deberá ser elaborado por el Consejo Con-
sultivo al que esta ley se refiere, garantizando la participa-
ción plena de sus integrantes. La naturaleza del Libro
Blanco será mediante el enfoque ciudadano que señale con
particularidad la funcionalidad y efectividad de las accio-
nes emprendidas, los obstáculos que enfrentaron y las pro-
puestas para la siguiente administración.

Dicho libro blanco deberá publicarse en el Diario Oficial
de la Federación a más tardar el mes anterior a la fecha de
conclusión de la administración pública que competa. Las
autoridades entrantes deberán tomar en cuenta las reco-
mendaciones señaladas en el instrumento mencionado.

Artículo 42. El Instituto, en coordinación con sus homólo-
gos en las entidades federativas y municipales, llevará a ca-
bo estudios, investigaciones y la generación de informa-
ción que considere para:

I. Fortalecer la cooperación con instituciones académi-
cas u organizaciones sociales y civiles para la realiza-
ción de investigaciones, poniendo especial atención en
los esfuerzos regionales, estatales, municipales y del
Distrito Federal;
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II. Evaluar el estado del conocimiento para identificar
los vacíos, necesidades y prioridades de investigación
desde una perspectiva integral;

III. Proponer la elaboración de encuestas para la gene-
ración de insumos y seguimiento a los avances progra-
máticos derivados de las políticas públicas;

IV. Apoyar estudios e investigaciones que permitan pro-
fundizar en el conocimiento de las variables y sus inte-
rrelaciones con los procesos de desarrollo económico y
social con énfasis en los ámbitos regional, estatal, mu-
nicipal y del Distrito Federal;

V. Elaborar estudios prospectivos que permitan antici-
par las demandas futuras de salud, empleo, educación,
vivienda, seguridad, entre otros;

VI. Estimular la investigación sobre las características y
problemáticas específicas de grupos de población que
requieren atención prioritaria, entre los que se incluyen
los estudios sobre los cambios en las familias, la situa-
ción de la mujer, los jóvenes, la pluriculturalidad y las
condiciones de vida y dinámica demográfica de los pue-
blos indígenas, afromexicanas y de distinto origen na-
cional;

VII. Aportar insumos a la planeación del desarrollo ur-
bano y regional, mediante la elaboración de proyeccio-
nes de población estatales, municipales y del Distrito
Federal y rural-urbano, así como llevar a cabo estudios
prospectivos para anticipar las demandas futuras de em-
pleo, servicios educativos, y salud y vivienda en las
principales ciudades del país;

VIII. Llevar a cabo estudios para identificar las ciudades
del país con potencial de desarrollo sustentable e impul-
sar medidas para orientar la movilidad humana hacia
ellas, así como incorporarlas a procesos interculturales;

Título Tercero
De los Procesos Interculturales

Capítulo I
De la educación intercultural

Artículo 43. La educación que imparta el Estado, así como
la que impartan las instituciones privadas, deberá incluir el
enfoque intercultural en los planes y programas de estudio

de educación formal e informal, con base en los criterios
establecidos en el artículo 23 de esta ley.

La educación intercultural se refiere al conjunto de proce-
sos pedagógicos que se orientan a la formación de alumnos
capaces de comprender la realidad desde diversas ópticas
culturales y de intervenir en procesos de transformación
social que respeten y se beneficien de la diversidad cultu-
ral. Incluye el proceso de educación bilingüe a partir de las
lenguas indígenas nacionales, que privilegia la situación
sociolingüística de la zona y el derecho a ser educado en la
lengua materna y está dirigida a poblaciones con presencia
indígena.

Artículo 44. La Secretaría de Educación Pública está a car-
go de la política de educación intercultural, en coordina-
ción con el Instituto, para lo cual tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Incluir los aspectos relacionados con la interculturali-
dad, la diversidad cultural, la pertinencia cultural y lin-
güística en todos los niveles de educación, desde la ini-
cial hasta la superior;

II. Impulsar la atención educativa intercultural a indíge-
nas, afrodescendientes, afromexicanas, migrantes y de
distinto origen nacional en los programas de educación;

III. Propiciar la producción de materiales educativos in-
terculturales y en lenguas indígenas nacionales;

IV. Formar y capacitar a docentes en educación inter-
cultural, incluida la bilingüe, así como propiciar la in-
vestigación científica en la materia;

V. Incorporar el uso de tecnologías en los centros edu-
cativos de carácter intercultural;

VI. Incluir en los procesos de evaluación educativa las
características interculturales y lingüísticas de la pobla-
ción escolar;

VII. Otorgar becas y estímulos específicos a población
educativa pluricultural para disminuir la deserción esco-
lar;

VIII. Fomentar la creación de universidades intercultu-
rales con la participación que corresponda de las perso-
nas, colectivos y comunidades a que esta ley se refiere
como sujetos de la interculturalidad, que propicie el de-
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sarrollo educativo intercultural en el marco de todos los
niveles de la educación superior;

IX. Fomentar la enseñanza de lenguas indígenas nacio-
nales en coordinación con el Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas de acuerdo con su ámbito de competen-
cia, así como aquellas de las comunidades de distinto
origen nacional en el país;

X. Promover procesos y actividades de planificación y
evaluación de políticas educativas a partir de la perti-
nencia pluricultural y relaciones interculturales; y

XI. Las demás que establezcan esta Ley y demás orde-
namientos jurídicos aplicables.

Capítulo II
De la salud intercultural

Artículo 45. La salud intercultural se refiere al conjunto de
acciones, estrategias y políticas que buscan incorporar la
cultura del usuario en el proceso de atención de salud. Su-
pone el respeto y la valoración mutua entre las diferentes
culturas. Implica diálogo e intercambio de conocimientos y
prácticas beneficiosas de salud entre el sistema biomédico
y las comunidades a las que sirve. En este sentido involu-
cra la participación de la comunidad para dar forma a los
servicios de salud para contar con servicios culturalmente
adecuados como pate del derecho de los usuarios de los
servicios de salud.

Artículo 46. Las autoridades del sector salud de los distin-
tos órdenes de gobierno garantizarán el derecho al uso de
las prácticas y conocimientos de las culturas y tradiciones
de los pueblos y comunidades indígenas originarias, afro-
mexicanas, migrantes, refugiados, apátridas y miembros de
las comunidades de distinto origen nacional, relacionados
a la protección, prevención y fomento a la salud y propi-
ciarán la atención a la población desde un enfoque inter-
cultural para lo cual deberán establecer dentro de los cen-
tros de atención espacios específicos para la incorporación
de las medicinas tradicionales y la herbolaria.

Artículo 47. Las autoridades del sector salud de los distin-
tos órdenes de gobierno en el ámbito de sus respectivas
competencias y jurisdicción, con relación a los pueblos y
comunidades indígenas originarias, afromexicanas, mi-
grantes, refugiados, apátridas y comunidades de distinto
origen nacional:

I. Fomentarán la recuperación y valoración de las prác-
ticas y conocimientos de la cultura y tradiciones rela-
cionados a la protección, prevención y fomento a la sa-
lud;

II. Establecerán programas de capacitación y aplicación
de las prácticas y conocimientos en salud, de la cultura
y tradiciones;

III. Supervisarán la aplicación de las prácticas y conoci-
mientos en salud, de la cultura y tradiciones;

IV. Impulsarán la investigación científica de las prácti-
cas y conocimientos en salud de la cultura y tradiciones,
y

V. Definirán, con la participación social de que se trate,
los programas de salud dirigidos a ellos mismos.

Artículo 48. La medicina tradicional es la suma completa
de conocimientos, técnicas y prácticas fundamentadas en
las teorías, creencias y experiencias propias de diferentes
culturas y que se utilizan para mantener la salud y prevenir,
diagnosticar, mejorar o tratar trastornos físicos o mentales.

Para los efectos de esta ley se reconoce como medicinas
tradicionales y remedios herbolarios aquellas que tiendan a
la atención primaria en salud.

Artículo 49. Las medicinas tradicionales que deberán fo-
mentarse, de acuerdo a las particularidades de atención
son:

I. La de los pueblos y comunidades indígenas naciona-
les y de cualquier origen nacional indígena;

II. La medicina tradicional china, tibetana, africana, ára-
be, japonesa, herbolaria europea, de india y demás ho-
mólogas; y

III. Las medicinas alternativas equiparables a las medi-
cinas tradicionales.

Artículo 50. La Secretaría de Salud, en coordinación con el
Instituto, establecerá la certificación de médicas y médicos
interculturales para la impartición de sus prácticas mismas
que deberán ser reconocidas para la atención primaria en
salud.
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Capítulo III
De la comunicación intercultural

Artículo 51. Las autoridades competentes en materia de co-
municaciones promoverán medidas de política pública para
garantizar la relación intercultural a fin de que se produz-
can y difundan contenidos que reflejen la pluriculturalidad
de la nación y la cosmovisión, cultura, tradiciones, patri-
monio, conocimientos y saberes en su propia lengua con la
finalidad de establecer y profundizar progresivamente la
comunicación intercultural que valore y respete la diversi-
dad cultural de la nación.

Artículo 52. Los pueblos y comunidades indígenas, afro-
mexicanos, migrantes, refugiados, apátridas y comunida-
des de distinto origen nacional tienen derecho a producir y
difundir a través de los medios de comunicación y en su
propia lengua, contenidos que expresen y reflejen su cos-
movisión, cultura, tradiciones, conocimientos y saberes.

Todos los medios de comunicación públicos, privados y
comunitarios tienen el deber de difundir tales contenidos, a
solicitud de sus productores, hasta en un espacio equiva-
lente de por lo menos 15 por ciento de su programación, sin
perjuicio de que por su propia iniciativa, los medios de co-
municación amplíen este espacio. Cuando un medio de co-
municación ya haya difundido los contenidos a los que se
refiere este artículo, será opcional para otros medios volver
a difundirlos.

Capítulo IV
De la alimentación intercultural

Artículo 53. La alimentación intercultural se refiere al con-
junto de acciones, estrategias y políticas que promueve el
rescate de los valores nutricionales que históricamente han
producido las cocinas tradicionales y sus ingredientes, la
conservación y producción de los alimentos nativos, parti-
cularmente los cultivos.

Para tal efecto, se reconoce como derecho de toda persona
humana a la soberanía alimentaria que consiste en tener
una alimentación que le conviene culturalmente a la socie-
dad, desde el punto de vista de la salud y de lo económico
orientada a una alimentación adecuada, con base en los va-
lores culturales de las comunidades.

Asimismo, se reconoce el derecho a la educación alimen-
taria que consiste en aquella que toda persona debe recibir

que les permita tener mayor conocimiento sobre el adecua-
do consumo de alimentos en la prevención de enfermeda-
des, así como en la generación de una cultura alimentaria,
la preservación de la riqueza alimentaria y de las cocinas
tradicionales, como parte de su patrimonio.

Artículo 54. Las autoridades de los distintos órdenes de go-
bierno, en el marco de sus respectivas competencias y ju-
risdicción formularán, ejecutarán y vigilarán la aplicación
de programas de alimentación intercultural que permita el
respeto y la valoración mutua entre las diferentes culturas
y propicie el diálogo e intercambio de conocimientos y
prácticas beneficiosas.

Artículo 55. El instituto promoverá ante las dependencias
competentes la expedición de las declaratorias de centros
de origen y de diversidad biológica de las especies de la vi-
da silvestre y alimentarias para garantizar su conservación
y aprovechamiento sustentable.

Capítulo V
Del fomento, promoción y difusión

Artículo 56. Para el fomento, promoción y difusión las au-
toridades crearán centros de la interculturalidad con el ob-
jetivo de desarrollar acciones y prácticas de personas, co-
lectivos y comunidades a las que esta Ley se refiere en el
ejercicio de sus derechos sociales, económicos y culturales
relacionados con la interculturalidad, identidad y movili-
dad humana.

Asimismo, propiciarán la concertación con personas, gru-
pos y asociaciones civiles para que éstas participen en la
construcción de dichos espacios, sin menoscabo de aque-
llas que por su cuenta y con apoyos gubernamentales o do-
naciones decidan crear, siempre y cuando cumplan con los
criterios establecidos en esta Ley y demás ordenamientos
jurídicos aplicables.

Artículo 57. Dichos centros promoverán la realización de
seminarios, conferencias, diplomados, talleres y demás
análogos relacionados con los aspectos de la interculturali-
dad, así como el acompañamiento para la gestión en el ac-
ceso a los programas y servicios públicos, y la promoción
de los productos rurales, alimentarios, artísticos y artesana-
les, entre otros, propios de las personas, colectivos y co-
munidades que propician la interculturalidad.
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Título Cuarto
De la Identidad

Capítulo I
Del derecho a la identidad

Artículo 58. En el ejercicio del derecho de toda persona a
la identidad personal, establecido en el artículo 7o. de la
presente ley, las autoridades competentes de los distintos
órdenes de gobierno y en el ámbito de sus respectivas ju-
risdicciones, garantizarán este derecho.

Artículo 59. Las madres y padres ejercerán libremente el
derecho de elegir el nombre del recién nacido que estimen
conveniente, con la sola excepción de aquellos nombres
que menoscaben el respeto a la dignidad de la persona.

En caso que ocurra la inscripción la persona a la que se le
impuso su nombre podrá solicitar que se autorice a cambiar
sus nombres y apellidos, o ambos a la vez, alegando los
motivos.

En todos los casos las resoluciones denegatorias del Regis-
tro serán recurribles ante la autoridad correspondiente.

Artículo 60. Toda persona tiene derecho al reconocimiento
de su identidad familiar biológica en aquellos casos en que,
derivado de un proceso judicial, se le reconozca que fue
sustraída de manera ilegal y formó parte de otra familia
distinta a la de su origen, para lo cual tendrá el derecho de
recuperarlo mediante el procedimiento jurídico correspon-
diente.

Capítulo II
De la identidad de género

Artículo 61. La identidad de género se refiere a la expe-
riencia interna e individual del género de cada persona pro-
fundamente sentida, que podría corresponder o no con el
sexo biológico, incluyendo el sentido personal del cuerpo
libremente escogido y otras expresiones de género, inclu-
yendo el vestido, el modo de hablar, los modales, entre
otros.

Artículo 62. Toda persona mayor de edad podrá solicitar la
rectificación del nombre, el sexo e imagen registral en to-
dos aquellos registros públicos en los que figuren tales da-
tos y que no coincidan con su género autopercibido.

Artículo 63. Para la rectificación registral del sexo, cambio
de nombre y fotografía deberán observarse los siguientes
requisitos:

I. Acreditar la edad mínima; y

II. Expresar al momento de la rectificación el nombre
con el que rectificará la información registral.

En ningún caso será requisito acreditar intervención qui-
rúrgica por reasignación genital total o parcial, ni acreditar
terapias hormonales ni ningún tratamiento psicomédico.

Artículo 64. La solicitud de rectificación registral implica
el cambio del nombre propio de la persona, el sexo, y el
cambio de imagen fotográfica.

La rectificación registral tendrá alcance sobre todos los re-
gistros públicos y privados del territorio nacional.

La rectificación del sexo una vez realizada podrá ser nue-
vamente modificada con autorización judicial.

El acuerdo de la rectificación de la mención registral del
sexo, nombre y fotografía tendrá efectos retroactivos desde
su inscripción en el Registro Civil.

La rectificación registral permitirá a la persona continuar
ejerciendo todos los derechos y obligaciones inherentes a
su personalidad, y provenientes de las relaciones propias
del derecho de familia en todos sus órdenes y grados, las
que se mantendrán inmodificables. Incluida la adopción,
cuando la misma hubiese sucedido con anterioridad a la de-
cisión del cambio registral. Lo mismo ocurrirá para las re-
laciones patrimoniales provenientes de los actos jurídicos
privados. 

El cambio de sexo y de nombre acordado no alterará la ti-
tularidad de los derechos y obligaciones jurídicas que pu-
dieran corresponder a la persona con anterioridad a la ins-
cripción del cambio registral.

Artículo 65. La competencia para conocer de las solicitu-
des de rectificación registral corresponderá al Registro Ci-
vil del lugar del domicilio que acredite la persona solici-
tante y notificará de oficio el cambio de sexo y de nombre
a las autoridades y organismos que reglamentariamente se
determine. El acta de nacimiento inicial, anterior a la recti-
ficación registral del sexo, quedará a resguardo del registro
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civil correspondiente por un plazo de cinco años, luego de
los cuales, se destruirá.

El trámite de rectificación registral será gratuito y a título
personal.

Artículo 66. Queda prohibida la publicidad de la rectifica-
ción registral del sexo y cambio de nombre de una perso-
na, excepto que medie autorización especial de ésta.

Artículo 67. Todas las personas a partir de los 18 años po-
drán, sin necesidad de requerir autorización judicial o ad-
ministrativa, solicitar intervenciones quirúrgicas a fin de
adecuar su genitalidad a su identidad de género autoperci-
bida, al igual que la obtención de tratamientos integrales
necesarios para su salud, que incluyen la cirugía de reasig-
nación sexual no genital parcial, en todos los hospitales pú-
blicos del país. Los organismos pertinentes, que indique la
reglamentación de la presente Ley, proporcionarán dicho
tratamiento en el marco de las prestaciones gratuitas de sa-
lud pública.

Sin perjuicio de ello, el tratamiento se otorgará al cumplir-
se los siguientes requisitos mínimos:

I. Pedido formal;

II. Previo consentimiento informado de la persona peti-
cionante; y

III. La intervención de un equipo médico capacitado.

Para el acceso a los tratamientos integrales hormonales no
será necesario acreditar la voluntad en la intervención qui-
rúrgica de reasignación genital total o parcial de la perso-
na. Tales tratamientos son independientes de la interven-
ción quirúrgica.

Lo establecido en este artículo deberá interpretarse como
un derecho sexual humano.

Artículo 68. Ninguna persona podrá ser objeto de discrimi-
nación, penalización o castigo por motivo de su identidad
o expresión de género, siendo por tanto nulas todas las dis-
posiciones en contratos, herencias, donaciones, decisiones
administrativas o sentencias que atenten contra el derecho
a la identidad de género. El cumplimiento de una condena
o la prisión preventiva nunca podrán ser, por sí mismas,
obstáculos para recibir el tratamiento hormonal o el ejerci-
cio de los derechos que se contemplan en la presente ley.

La discriminación por motivo de la identidad o expresión
de género implica toda distinción, exclusión, restricción o
preferencia basada en la identidad de género de una perso-
na o grupo de personas que tenga por objeto o por resulta-
do la anulación o el menoscabo en el reconocimiento, go-
ce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbi-
tos político, económico, social, cultural, civil o de otro ti-
po. Incluye todas las formas de discriminación, la incita-
ción hacia la discriminación, el hostigamiento y la
discriminación múltiple que incluye la edad, condiciones
físicas, económicas, religión, discapacidad, y estado de sa-
lud.

Artículo 69. Ninguna persona será obligada a someterse a
ninguna forma de tratamiento, procedimiento o exámenes
médicos o psicológicos, ni a permanecer confinada en un
establecimiento médico, por motivo de su identidad de gé-
nero, con independencia de cualquier clasificación que
afirme lo contrario.

Queda prohibido que los niños, niñas y adolescentes inter-
sexuales sean intervenidos quirúrgicamente por su interse-
xualidad por la sola decisión del médico, tutores o padres,
sin hacerse observar el interés superior del niño, niñas y
adolescente en toda su plenitud y consentimiento. La inter-
sexualidad no constituye una patología que deba ser corre-
gida clínicamente.

Título Quinto
De la Movilidad Humana

Capítulo I
De las disposiciones generales

Artículo 70. El instituto participará con otras autoridades
para mantener un vínculo permanente con los migrantes
nacionales en el exterior, así como para diseñar programas
específicos para apoyar a las familias de tales migrantes
que se encuentren dentro del territorio nacional, particular-
mente a aquellas familias que se encuentren en mayor des-
ventaja económica y social.

Artículo 71. El Instituto, en coordinación con autoridades
federales, de las entidades federativas y de los municipios
llevarán a cabo las acciones necesarias para:

I. Procurar que las personas en movilidad humana gocen
de protección durante su desplazamiento en el territorio
nacional;
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II. Proporcionar protección en su integridad física y mo-
ral, incorporando el enfoque de seguridad humana a las
personas en movilidad;

III. Promover la creación de empleos remunerados en
las entidades federativas con mayor movilidad humana
para garantizar su permanencia, con pleno respeto a sus
derechos humanos;

IV. Diseñar programas que proporcionen atención a per-
sonas en movilidad derivada de situaciones forzadas,
falta de seguridad, violencia o crimen organizado, para
asegurar su permanencia en sus lugares de origen;

V. Impulsar programas a fin de que las personas que se
incorporan a los diversos núcleos de población del país,
no sean objeto de conductas discriminatorias por parte
de la población local;

VI. Promover programas para que los nuevos residentes
se incorporen a los núcleos de población y accedan a los
servicios de carácter social, primordialmente de aque-
llas regiones que por sus condiciones geográficas con-
templan una mayor llegada y asentamiento de nuevos
pobladores; y

VII. Investigar las causas que den o puedan dar origen a
la movilidad humana de nacionales y dictar medidas pa-
ra regularla.

Artículo 72. El instituto está facultado para coordinar de
manera institucional las acciones de atención y reincorpo-
ración de personas en retorno, poniendo especial énfasis en
que sean orientados acerca de las opciones de empleo y vi-
vienda que haya en el lugar del territorio nacional en el que
residirán.

Artículo 73. El instituto, en coordinación con las depen-
dencias de la comisión interdependencial, de las entidades
federativas y municipales, así como instituciones de los
sectores público, social y privado, atenderán a la población
en retorno al país para integrarlos al desarrollo económico,
asegurando su radicación en el territorio nacional y que
contemple:

I Acciones para brindar orientación sobre ofertas de em-
pleo y vivienda, para su reincorporación;

II. Información y orientación respecto a los diversos
apoyos que pueden recibir las personas en retorno en el
lugar de origen o residencia en el territorio nacional; y

III. Creación de proyectos para garantizar que mexica-
nos en retorno se queden a radicar con sus familias en
los lugares de origen.

Artículo 74. El Instituto formulará, ejecutará y vigilará el
Fondo de Apoyo para Personas en Movilidad Humana y
sus Familiares para atender a los nacionales en retorno con
un enfoque multidimensional, económico, social, laboral,
educativo, cultural, de género, demográfico, de salud, entre
otros, con la finalidad de tratarlos como sujetos protago-
nistas del desarrollo, colocando la movilidad humana como
eje transversal de todas las políticas públicas, planes, pro-
gramas y proyectos con un enfoque intercultural.

Artículo 75. El instituto propiciará la construcción de sis-
temas de microcrédito y finanzas populares como soporte
de la economía popular y solidaria del tejido productivo y
social de las regiones con alta movilidad humana, y pro-
mover el apoyo técnico integral con organización, capaci-
tación y financiación para la producción y comercializa-
ción para los proyectos productivos.

Capítulo II
De la población en desplazamiento interno

Artículo 76. La población en desplazamiento interno son
las personas o grupos de personas que se han visto forza-
das u obligadas a abandonar, escapar o huir de su hogar o
de su lugar de residencia habitual y que no han cruzado una
frontera internacional, en particular como resultado o para
evitar los efectos por situaciones de:

I. Tensiones, disturbios internos, violencia generalizada
o conflictos armados;

II. Violaciones de los derechos humanos;

III. Catástrofes o desastres de cualquier tipo;

IV. Implantación de proyectos de desarrollo a gran es-
cala; y

V. Por miedo a ser perseguidos por motivos de su ori-
gen, el género, la edad, las discapacidades, la condición
social o económica, las condiciones de salud, la reli-
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gión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado
civil, militancia, pertenencia o simpatía por algún grupo
social, particular o de opinión política, y que les impide
por sus propios medios proveerse de protección, o que
estando fuera de su domicilio como resultado de dichos
eventos, es incapaz o está imposibilitado de retornar a
él.

Artículo 77. Para los efectos del artículo anterior se entien-
de por tensiones, disturbios internos o violencia generali-
zada las situaciones que no llegan a ser conflictos armados,
pero involucran el uso de la fuerza y otras medidas repre-
sivas provocadas por autoridades federales, estatales o mu-
nicipales para mantener o restaurar el orden público; por
manifestaciones con violencia o planes concertados provo-
cados por grupos civiles armados o de otro tipo; por actos
de violencia cuando los pobladores se opongan a operacio-
nes militares, o aquellos perpetrados por grupos civiles ar-
mados o narcotraficantes; por poblaciones que no se invo-
lucren en hostilidades; y por tensiones internas que
involucren violación a los derechos humanos, tales como
arrestos y otro tipo de medidas que restrinjan la libertad
personal, las detenciones administrativas y el desarraigo y
las detenciones por motivos políticos y bajo condiciones
inhumanas o maltrato. 

Artículo 78. En los casos excepcionales en que el presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos establezca la res-
tricción o suspensión de los derechos y garantías indivi-
duales conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
Congreso de la Unión, antes de aprobar el decreto y expe-
dir la ley reglamentaria correspondiente, deberá considerar
lo establecido en los tratados internacionales, en los casos
en que los derechos y garantías no deberán restringirse ni
suspenderse y cuyas disposiciones atenten contra la inte-
gridad, libertad, seguridad y propiedad de las personas des-
plazadas internamente.

Sección Primera
De la protección contra los

desplazamientos

Artículo 79. Los desplazados internos disfrutarán en con-
diciones de igualdad de los mismos derechos y libertades
que el derecho internacional y el derecho interno recono-
cen a los demás habitantes del país. No serán objeto de dis-
criminación alguna en el disfrute de sus derechos y liberta-
des por el solo hecho de ser desplazados internos.

Artículo 80. Las disposiciones del presente capítulo serán
observadas por todas las autoridades, grupos y personas in-
dependientemente de su condición jurídica y serán aplica-
dos sin distinción alguna. Dicha observancia no afectará a
la condición jurídica de las autoridades, grupos o personas
involucradas. Las disposiciones no podrán ser interpreta-
das de una forma que limite, modifique o menoscabe las
disposiciones de cualquier instrumento internacional de
derechos humanos o de derecho humanitario o los derechos
concedidos a la persona por el derecho interno y no afecta-
rán al derecho de solicitar y obtener asilo en otros países.
Asimismo, no afectarán a la responsabilidad penal del in-
dividuo con arreglo al derecho internacional, en particular
en relación con el delito de genocidio, los crímenes de lesa
humanidad y los crímenes de guerra.

Artículo 81. Las autoridades de los distintos órdenes de go-
bierno tienen la obligación y la responsabilidad primarias
de proporcionar protección y asistencia humanitaria a los
desplazados internos que se encuentren en el ámbito de su
jurisdicción.

Los desplazados internos tienen derecho a solicitar y reci-
bir protección y asistencia humanitaria de esas autoridades.
No serán perseguidos ni castigados por formular esa solici-
tud.

Artículo 82. Todas las autoridades y organismos interna-
cionales respetarán y harán respetar las obligaciones que
les impone el derecho internacional, incluidos los derechos
humanos y el derecho humanitario, en toda circunstancia,
a fin de prevenir y evitar la aparición de condiciones que
puedan provocar el desplazamiento de personas.

Artículo 83. Todo ser humano tendrá derecho a la protec-
ción contra desplazamientos arbitrarios que le alejen de su
hogar o de su lugar de residencia habitual.

La prohibición de los desplazamientos arbitrarios incluye
los desplazamientos:

I. Basados en políticas de limpieza étnica o prácticas si-
milares cuyo objeto o cuyo resultado sea la alteración de
la composición étnica, religiosa o racial de la población
afectada;

II. En situaciones de conflicto armado, a menos que así
lo requiera la seguridad de la población civil afectada o
razones militares imperativas;
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III. En casos de proyectos de desarrollo en gran escala,
que no estén justificados por un interés público superior
o primordial;

IV. En casos de desastres, a menos que la seguridad y la
salud de las personas afectadas requieran su evacuación;
y

V. Cuando se utilicen como castigo colectivo.

Los desplazamientos no tendrán una duración superior a la
impuesta por las circunstancias y, en su caso, autorizada
por la autoridad competente.

Artículo 84. Antes de decidir el desplazamiento de perso-
nas, las autoridades competentes se asegurarán de que se
han explorado todas las alternativas viables para evitarlo.
Cuando no quede ninguna alternativa, se tomarán todas las
medidas necesarias para minimizar el desplazamiento y sus
efectos adversos.

Las autoridades responsables del desplazamiento se asegu-
rarán en la mayor medida posible de que se facilite aloja-
miento adecuado a las personas desplazadas, de que el des-
plazamiento se realice en condiciones satisfactorias de
seguridad, alimentación, salud e higiene y de que no se se-
pare a los miembros de la misma familia.

Si el desplazamiento se produce en situaciones distintas de
los estados de excepción debidos a conflictos armados y ca-
tástrofes o desastres, se respetarán las garantías siguientes:

I. La autoridad correspondiente adoptará la decisión es-
pecífica;

II. Se adoptarán medidas adecuadas para facilitar a los
futuros desplazados información completa sobre las ra-
zones y procedimientos de su desplazamiento y, en su
caso, sobre la indemnización y el reasentamiento;

III. Se recabará el consentimiento libre e informado de
los futuros desplazados;

IV. Las autoridades competentes involucrarán a las per-
sonas afectadas, en particular las mujeres, en la planifi-
cación y gestión de su reasentamiento;

V. Las autoridades competentes aplicarán medidas des-
tinadas a asegurar el cumplimiento de la ley cuando sea
necesario; y

VI. Se respetará el derecho a un recurso eficaz, incluida
la revisión de las decisiones por las autoridades judicia-
les competentes.

Artículo 85. El desplazamiento no se llevará a cabo de for-
ma que viole los derechos a la vida, dignidad, libertad y se-
guridad de los afectados.

Artículo 86. Las autoridades competentes tienen la obliga-
ción específica de tomar medidas de protección contra los
desplazamientos de pueblos indígenas, afromexicanos,
campesinos y otros grupos que tienen una dependencia es-
pecial de su tierra o un apego particular a la misma.

Sección Segunda
De la protección durante 

el desplazamiento

Artículo 87. El derecho a la vida es inherente a la persona
humana. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamen-
te. Los desplazados internos estarán protegidos en particu-
lar contra:

I. El genocidio;

II. El homicidio;

III. Las violaciones graves a los derechos humanos;

VI. Las ejecuciones sumarias o arbitrarias; y

V. Las desapariciones forzadas, incluido el secuestro o
la detención no reconocida con amenaza o resultado de
muerte.

Se prohíben las amenazas y la inducción a cometer cual-
quiera de los actos precedentes.

Artículo 88. Los ataques u otros actos de violencia contra
los desplazados internos que no intervienen o han dejado
de intervenir en las hostilidades estarán prohibidos en toda
circunstancia.

Los desplazados internos están protegidos, en particular,
contra:

I. Los ataques directos o indiscriminados u otros actos
de violencia, incluida la creación de zonas en las que se
permiten los ataques a la población civil;
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II. La privación de alimentos como medio de combate;

III. Su utilización como escudos de ataques contra obje-
tivos militares o para proteger, facilitar o impedir opera-
ciones militares;

IV. Los ataques a sus campamentos o asentamientos; y

V. El uso de minas antipersonales.

Artículo 89. Todo ser humano tiene derecho a la dignidad
y a la integridad física, mental o moral. Con independencia
de que se haya o no limitado su libertad, los desplazados
internos serán protegidos, en particular, contra:

I. La violación, la mutilación, la tortura, las penas o tra-
tos crueles, inhumanos o degradantes y otros ultrajes a
su dignidad personal, como los actos de violencia con-
tra la mujer, la prostitución forzada o cualquier otra for-
ma de ataque a la libertad sexual;

II. La esclavitud o cualquier forma contemporánea de
esclavitud que esta Ley establece; y

III. Los actos de violencia destinados a sembrar el terror
entre los desplazados internos.

Se prohibirán las amenazas y la inducción a cometer cual-
quiera de los actos precedentes.

Artículo 90. Todo individuo tiene derecho a la libertad y
seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a deten-
ción o prisión arbitrarias. Para tal efecto, los desplazados
internos no podrán ser recluidos o confinados en campa-
mentos. Si en circunstancias excepcionales la reclusión o el
confinamiento resultan absolutamente necesarios, su dura-
ción no será superior a la impuesta por las circunstancias.

Los desplazados internos disfrutarán de protección contra
la detención o prisión arbitrarias como resultado de su des-
plazamiento. Los desplazados internos no podrán ser to-
mados como rehenes en ningún caso.

Artículo 91. Las niñas, niños y adolescentes desplazados
no serán alistados en ningún caso ni se les permitirá o pe-
dirá que participen en las hostilidades.

Los desplazados internos disfrutarán de protección contra
las prácticas discriminatorias de alistamiento en fuerzas o
grupos armados como resultado de su desplazamiento. En

particular, se prohibirán en toda circunstancia las prácticas
crueles, inhumanas o degradantes que obliguen a los des-
plazados a alistarse o castiguen a quienes no lo hagan.

Artículo 92. Todo desplazado interno tiene derecho a la li-
bertad de circulación y a la libertad de escoger su residen-
cia. En particular, los desplazados internos tienen derecho
a circular libremente dentro y fuera de los campamentos u
otros asentamientos.

Artículo 93. Los desplazados internos tienen derecho a:

I. Buscar seguridad en otra parte del país;

II. Abandonar el territorio nacional;

III. Solicitar asilo en otro país; y

IV. Recibir protección contra el regreso forzado o el re-
asentamiento en cualquier lugar donde su vida, seguri-
dad, libertad y salud se encuentren en peligro.

Artículo 94. Los desplazados internos tienen derecho a co-
nocer el destino y el paradero de sus familiares desapareci-
dos. Las autoridades competentes deberán averiguar el des-
tino y el paradero de los desplazados internos
desaparecidos y cooperarán, en su caso, con las organiza-
ciones internacionales competentes dedicadas a esta labor.
Informarán a los parientes más próximos de la marcha de
la investigación y les notificarán los posibles resultados.

Las autoridades competentes procurarán recoger e identifi-
car los restos mortales de los fallecidos, evitar su profana-
ción o mutilación y facilitar la devolución de esos restos al
pariente más próximo o darles un trato respetuoso.

Los cementerios de desplazados internos serán protegidos
y respetados en toda circunstancia. Los desplazados inter-
nos tendrán derecho de acceso a los cementerios de sus fa-
miliares difuntos.

Artículo 95. Todo ser humano tiene derecho a que se res-
pete su vida familiar. Para dar efecto a este derecho, se res-
petará la voluntad de los miembros de familias de despla-
zados internos que deseen estar juntos.

Las familias separadas por desplazamientos serán reunidas
con la mayor rapidez posible. Se adoptarán todas las medi-
das adecuadas para acelerar la reunificación de esas fami-
lias, particularmente en los casos de familias con niños.
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Las autoridades responsables facilitarán las investigacio-
nes realizadas por los miembros de las familias y estimula-
rán y cooperarán con los trabajos de las organizaciones hu-
manitarias que se ocupan de la reunificación de las
familias.

Los miembros de familias internamente desplazadas cuya
libertad personal haya sido limitada por la reclusión o el
confinamiento en campamentos tendrán derecho a estar
juntos.

Artículo 96. Los desplazados internos tienen derecho a un
nivel de vida adecuado. Cualesquiera que sean las circuns-
tancias, las autoridades competentes proporcionarán a los
desplazados internos, como mínimo, los siguientes sumi-
nistros o se asegurarán de que disfrutan de libre acceso a
los mismos:

I. Alimentos esenciales y agua potable;

II. Alojamiento y vivienda básicos;

III. Vestido adecuado; y

IV. Servicios médicos y de saneamiento esenciales.

Artículo 97. Los desplazados internos enfermos o heridos
y los que sufran discapacidades recibirán en la mayor me-
dida posible y con la máxima celeridad la atención y cui-
dado médicos que requieren, sin distinción alguna salvo
por razones exclusivamente médicas. Cuando sea necesa-
rio, los desplazados internos tendrán acceso a los servicios
psicológicos y sociales.

Se prestará especial atención a las necesidades sanitarias de
la mujer, incluido su acceso a los servicios de atención mé-
dica para la mujer, en particular los servicios de salud re-
productiva, y al asesoramiento adecuado de las víctimas de
abusos sexuales y de otra índole.

Se prestará asimismo especial atención a la prevención de
enfermedades contagiosas e infecciosas, incluido el sida,
entre los desplazados internos.

Artículo 98. Todo ser humano tiene derecho, en todas par-
tes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. Para dar
efecto a este derecho, las autoridades competentes expedi-
rán a los desplazados internos todos los documentos nece-
sarios para el disfrute y ejercicio de sus derechos legítimos,

tales como pasaportes, documentos de identidad personal,
actas de nacimiento y certificados de matrimonio. En par-
ticular, las autoridades facilitarán la expedición de nuevos
documentos o la sustitución de los documentos perdidos
durante el desplazamiento, sin imponer condiciones irra-
cionales, como el regreso al lugar de residencia habitual
para obtener los documentos necesarios.

La mujer y el hombre tendrán iguales derechos a obtener
los documentos necesarios y a que los documentos se ex-
pidan a su propio nombre.

Artículo 99. Nadie será privado arbitrariamente de su pro-
piedad o sus posesiones. La propiedad y las posesiones de
los desplazados internos disfrutarán de protección en toda
circunstancia, en particular, contra los actos siguientes:

I. Despojo;

II. Ataques directos o indiscriminados u otros actos de
violencia;

III. Utilización como escudos de operaciones u objetos
militares;

IV. Actos de represalia; y

V. Destrucciones o expropiaciones como forma de cas-
tigo colectivo.

La propiedad y las posesiones que hayan abandonado los
desplazados internos serán objeto de protección contra la
destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e
ilegales.

Artículo 100. No se hará entre los desplazados internos,
con independencia de que vivan o no en campamentos, dis-
tinciones basadas en su desplazamiento en el disfrute de los
siguientes derechos:

I. El derecho a la libertad de pensamiento, conciencia, reli-
gión o creencia, opinión y expresión;

II. El derecho a buscar libremente oportunidades de em-
pleo y a participar en las actividades económicas;

III. El derecho a asociarse libremente y a participar en
pie de igualdad en los asuntos comunitarios;
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IV. El derecho de voto y el derecho a participar en los
asuntos públicos y gubernamentales, incluido el acceso
a los medios necesarios para ejercerlo; y

V. El derecho a comunicarse en un idioma o lengua que
comprendan.

Artículo 101. Toda persona tiene derecho a la educación.
Para dar efecto a este derecho las autoridades competentes
se asegurarán de que los desplazados internos, en particu-
lar los niños desplazados, reciben una educación gratuita y
obligatoria a nivel básico y media superior. La educación
respetará su identidad cultural y su lengua. Se harán es-
fuerzos especiales por conseguir la plena e igual participa-
ción de mujeres y niñas en los programas educativos.

Tan pronto como las condiciones lo permitan, los servicios
de educación y formación se pondrán a disposición de los
desplazados internos, en particular adolescentes y mujeres,
con independencia de que vivan o no en campamentos.

Sección Tercera
De la asistencia humanitaria

Artículo 102. La asistencia humanitaria se prestará de con-
formidad con los principios de humanidad e imparcialidad
y sin discriminación alguna. No se desviará la asistencia
humanitaria destinada a los desplazados internos, ni si-
quiera por razones políticas o militares.

Artículo 103. La obligación y responsabilidad primarias de
proporcionar asistencia humanitaria a los desplazados in-
ternos corresponde a las autoridades. Las organizaciones
humanitarias internacionales y otros órganos competentes
tienen derecho a ofrecer sus servicios en apoyo de los des-
plazados internos. Este ofrecimiento no podrá ser conside-
rado un acto inamistoso ni una interferencia en los asuntos
internos de la nación y se examinará de buena fe. Su acep-
tación no podrá ser retirada arbitrariamente, en particular
cuando las autoridades competentes no puedan o no quie-
ran proporcionar la asistencia humanitaria necesaria.

Todas las autoridades competentes concederán y facilitarán
el paso libre de la asistencia humanitaria y permitirán a las
personas que prestan esa asistencia un acceso rápido y sin
obstáculos a los desplazados internos. Las personas que
prestan asistencia humanitaria, sus medios de transporte y
sus suministros gozarán de respeto y protección. No serán
objeto de ataques ni de otros actos de violencia.

Artículo 104. En el momento de proporcionar la asistencia,
las organizaciones humanitarias internacionales y los de-
más órganos competentes prestarán la debida considera-
ción a la protección de las necesidades y derechos huma-
nos de los desplazados internos y adoptarán las medidas
oportunas a este respecto. En esa actividad, las menciona-
das organizaciones y órganos respetarán las normas y có-
digos de conducta internacionales pertinentes.

El párrafo precedente se formula sin perjuicio de las res-
ponsabilidades en materia de protección de las organiza-
ciones internacionales encargadas de esta finalidad, cuyos
servicios pueden ser ofrecidos o solicitados por los estados.

Sección Cuarta
Del regreso y reasentamiento

Artículo 105. Las autoridades competentes tienen la obli-
gación y responsabilidad primarias de establecer las condi-
ciones y proporcionar los medios que permitan el regreso
voluntario, seguro y digno de los desplazados internos a su
hogar o su lugar de residencia habitual, o su reasentamien-
to voluntario en otra parte del territorio nacional. Esas au-
toridades tratarán de facilitar la reintegración de los des-
plazados internos que han regresado o se han reasentado en
otra parte. Se harán esfuerzos especiales por asegurar la
plena participación de los desplazados internos en la plani-
ficación y gestión de su regreso o de su reasentamiento y
reintegración.

Artículo 106. Los desplazados internos que regresen a su
hogar o a su lugar de residencia habitual o que se hayan re-
asentado en otra parte del país no serán objeto de discrimi-
nación alguna basada en su desplazamiento. Tendrán dere-
cho a participar de manera plena e igualitaria en los asuntos
públicos a todos los niveles y a disponer de acceso en con-
diciones de igualdad a los servicios públicos.

Las autoridades competentes tienen la obligación y la res-
ponsabilidad de prestar asistencia a los desplazados inter-
nos que hayan regresado o se hayan reasentado, para la re-
cuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades
o posesiones que abandonaron o de las que fueron despo-
seídos cuando se desplazaron. Si esa recuperación es im-
posible, las autoridades competentes concederán a esas
personas una indemnización adecuada u otra forma de re-
paración justa o les prestarán asistencia para que la obten-
gan.
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Artículo 107. Todas las autoridades competentes concede-
rán y facilitarán a las organizaciones humanitarias nacio-
nales e internacionales y a otros órganos competentes, en el
ejercicio de sus respectivos mandatos, un acceso rápido y
sin obstáculos a los desplazados internos para que les pres-
ten asistencia en su regreso o reasentamiento y reintegra-
ción.

Título Sexto
De la Responsabilidad y Sanciones

Capítulo Único

Artículo 108. Los servidores públicos de las dependencias
federales, de las entidades federativas y municipales, que
en ejercicio de las funciones inherentes a su cargo, empleo,
o comisión, contravengan las disposiciones de esta Ley y
las que de ella se deriven, serán sancionados conforme a la
Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servido-
res Públicos Federales, de los estados y de los municipios.

Artículo 109. Los empleados del Instituto serán sanciona-
dos con suspensión de empleo hasta por treinta días o des-
titución en caso grave, cuando:

I. Sin estar autorizados, den a conocer asuntos de carác-
ter confidencial; y

II. Cometan actos u omisiones que violen los derechos
humanos de las personas que se encuentran sujetas a es-
ta ley.

Artículo 110. Las autoridades federales, estatales, munici-
pales o del Distrito Federal que incurran en violaciones a la
presente Ley o a las disposiciones que la reglamenten, que
no constituyan delitos, serán sancionados con multa hasta
de cinco mil pesos y destitución en caso de reincidencia.

Artículo 111. El que auxilie, encubra o aconseje a cualquier
individuo violar las disposiciones de esta ley y su Regla-
mento en materia que no constituya delito, será castigado
con multa hasta de cien días de salario mínimo general vi-
gente en el Distrito Federal en el momento de consumar la
conducta, o bien arresto hasta por treinta y seis horas si no
pagare la multa.

Artículo 112. Las autoridades federales, estatales, munici-
pales y de la Ciudad de México que incurran en violacio-
nes a la presente Ley o a las disposiciones que la regla-

menten, que no constituyan delitos, serán sancionados con
multa hasta de cinco mil pesos y destitución en caso de
reincidencia.

Artículo 113. La violación de esta ley, su Reglamento, del
programa o de los programas estatales y municipales, se
considerará una infracción administrativa y, en su caso, se-
rá delito grave y traerá como consecuencia la imposición
de sanciones conforme a las normas que regulen las res-
ponsabilidades de los servidores públicos, y las leyes pe-
nales vigentes.

Artículo 114. Las responsabilidades administrativas que se
generen por el incumplimiento de las obligaciones, a que
se refiere la presente ley, son independientes de los del or-
den civil o penal que procedan.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal tendrá un plazo no
mayor a ciento ochenta días a partir de la entrada en vigor
de esta ley para expedir su Reglamento.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de noviembre de 2014.— Di-
putados: Aleida Alavez Ruiz, Gloria Bautista Cuevas, Delfina Guzmán
Díaz, Claudia Bojorquez Javier, Lorenia Iveth Valles Sampedro, Rosa-
rio Melín García, Víctor Reymundo Nájera Medina, Amalia Dolores
García Medina,  Miguel Alonso Raya, Roberto López Rosado, Alejan-
dro Sánchez Camacho, María del Socorro Ceseñas Chapa, José Luis
Muñoz Soria, Alejandro Carbajal González, Uriel Flores Aguayo, Gua-
dalupe Socorro Flores Salazar, Julisa Mejía Guardado, Carlos de Jesús
Alejandro (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNI-
DOS MEXICANOS, LEY DEL SEGURO SOCIAL Y
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y de las Leyes del Seguro Social, y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo de la diputada Sonia Rincón Chanona, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La suscrita, diputada Sonia Rincón Chanona, integrante del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza de la LXII Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se modifica y se crea un segundo párrafo del in-
ciso c), fracción XI, apartado B), del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; se
modifican los primeros párrafos de los artículos 201 y 205
de la Ley del Seguro Social; y se modifica el inciso d),
fracción III, del artículo 4, de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
al tenor del siguiente:

Exposición de Motivos

En esta época de modernidad, cada día se incrementan los
casos de varones trabajadores que son padres, que viven
sin esposa y que son responsables de cuidar a sus hijos me-
nores; estos padres enfrentan una problemática en la bús-
queda de opciones de empleo ante la responsabilidad del
cuidado de sus hijos. 

Según informes del Consejo Nacional de Población (Cona-
po), en México es cada vez mayor el número de hombres
que cuidan de sus hijos o luchan por tener su custodia.1

Así también, precisa que la cifra de padres solteros va en
aumento, a raíz de los divorcios exprés; la migración por
motivos de trabajo, la enfermedad o la muerte de la espo-
sa, y el hecho mismo del abandono.

Esta circunstancia plantea a los varones padres de familia
una disyuntiva compleja entre su necesidad de incorporar-
se a una actividad generadora de ingreso, y la preocupación

por que sus hijos cuenten con un cuidado adecuado, sobre
todo en edades tempranas.

Con un poco de suerte, los abuelitos o algún familiar cer-
cano son los elegidos. Sin embargo no siempre se cuenta
con un familiar para que apoye en este sentido. Esta situa-
ción lleva a muchos varones que son padres solos, a dejar
a sus hijos en condiciones precarias ante la necesidad de
salir a trabajar.

Para estos casos existen las guarderías o estancias infanti-
les, que además de cuidar al niño, contribuyen en su esti-
mulación y desarrollo a temprana edad.

La guardería no sólo ayuda a resolver el aspecto social de
la incorporación a la vida laboral, sino que también es una
aportación valiosa para garantizar que el niño está seguro,
con una alimentación adecuada, estimulados de la manera
correcta según su edad, y favoreciendo su proceso de so-
cialización.

En la guardería, inicia en el niño el aprendizaje para aten-
der sus necesidades básicas como higiene personal, ali-
mentación equilibrada, vestido, control de esfínteres, entre
otros. En otras palabras, lo prepara para ser independiente
en la vida escolar posterior.

De igual manera, la guardería se concibe como un espacio
educativo destinado a favorecer el desarrollo del niño a tra-
vés de sus interacciones con los adultos, con otros niños, y
con las cosas; para que se fortalezcan y adquieran habili-
dades y destrezas a través del juego y experiencias educa-
tivas que lo enriquezcan física, emocional, social e intelec-
tualmente.

En resumen, su tarea principal es potencializar las capaci-
dades, inculcar valores y consolidar habilidades, brindando
una formación que le permita al niño enfrentar un mundo
cada vez más competitivo.

El Estado, consiente de la importancia de las guarderías in-
fantiles, ha plasmado en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos el derecho a recibir el servicio de
guarderías. Pero el problema es que apoya con este benefi-
cio únicamente a las madres trabajadoras, lo cual resulta
totalmente discriminatorio para los hombres trabajadores.

La Ley del Seguro Social, también contempla el derecho a
recibir los servicios de guardería para las mujeres trabaja-
doras, pero para los hombres trabajadores pone una serie
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de condicionantes discriminatorias, por ejemplo solo podrá
disfrutar de este beneficio, el hombre trabajador que cuen-
te con el Seguro Social, pero debe ser viudo, o divorciado,
o aquél al que judicialmente se le hubiera confiado la cus-
todia de sus hijos.

Actualmente hay más de 9 millones de trabajadores varo-
nes afiliados al Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), que actualmente están excluidos de esta presta-
ción.2

Por su parte, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, también propor-
ciona el beneficio de Servicios de Atención para el Bienes-
tar y Desarrollo Infantil. Aunque esta ley no especifica que
la atención será únicamente para mujeres trabajadoras, en
la práctica este servicio no se presta para los hombres tra-
bajadores del ISSSTE.

Como hemos podido analizar, existe en nuestras leyes
una evidente discriminación al no prestar los servicios
de guarderías para los hombres trabajadores.

La igualdad de género es un principio constitucional que
estipula que mujeres y hombres son iguales ante la ley, lo
que significa que todas las personas, sin distingo alguno
tenemos los mismos derechos y deberes frente al Estado
y la sociedad en su conjunto.

El quinto párrafo del artículo 1o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

“Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas”.

De igual forma, el artículo 4o. constitucional señala: 

“El varón y la mujer son iguales ante la ley. Ésta prote-
gerá la organización y el desarrollo de la familia”. “To-
da persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y el
espaciamiento de sus hijos”. “En todas las decisiones y
actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el prin-
cipio del interés superior de la niñez, garantizando de
manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen

derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimen-
tación, salud, educación y sano esparcimiento para su
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas
públicas dirigidas a la niñez”.

Sabemos bien que no basta decretar la igualdad en la ley, si
en la realidad no es un hecho. Para que así lo sea, la igual-
dad debe traducirse en las mismas oportunidades para ac-
cesar a los servicios de guardería, por parte de las madres
trabajadoras y de los padres trabajadores.

El combate de la discriminación se encuentra no sólo en
abatir las conductas cotidianas a que están expuestos los
ciudadanos por cualquier motivo discriminatorio, sino que
además, el Estado tiene el deber de crear leyes que por nin-
gún motivo permitan la discriminación de derechos socia-
les; y de haberlas, aplicar las reformas necesarias que ha-
gan prevalecer el goce de las garantías individuales y los
derechos humanos en igualdad de condiciones.

Argumentos

Resulta evidente la necesidad de armonizar las leyes a fin
de que no haya una contradicción entre éstas y la propia
Constitución respecto al derecho a la igualdad en materia
de acceso a las guarderías por parte de los derechohabien-
tes del Seguro Social y del ISSSTE, sean hombres o muje-
res, por ello planteo la presente iniciativa de reforma.

Lo anterior, sin mencionar el gran beneficio que podría sig-
nificar para un padre de familia, que por alguna situación
imprevista, requiera de forma inmediata el servicio de
guardería para los hijos.

El primer párrafo del inciso c), fracción XI, apartado B),
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, estipula que las mujeres disfrutarán del
Servicio de guarderías infantiles. Mi propuesta es que se
agregue un segundo párrafo en el que quede plasmado que
las personas trabajadoras aseguradas tendrán derechos a
los servicios de guarderías infantiles o sus similares. Con
esto permitiría incluir a los varones trabajadores a recibir
este beneficio, sin distinción alguna.

Respecto a la Ley del Seguro Social, los artículos 201 y
205, contienen condicionantes para que los hombres traba-
jadores puedan recibir el derecho a guarderías, a la letra di-
ce que este beneficio será para “las madres aseguradas, los
viudos, divorciados o los que judicialmente conserven la

Año III, Primer Periodo, 15 de diciembre de 2014 / Apéndice II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados370



custodia de sus hijos, mientras no contraigan nuevamente
matrimonio o se unan en concubinato”. 

Para erradicar esa discriminación, propongo modificar am-
bos artículos para que el servicio de guarderías se preste a
“las personas trabajadoras aseguradas”. De esta manera no
solo será para mujeres, sino que además, quedan elimina-
das las condicionantes para los varones trabajadores.

La última propuesta que sugiero es modificar el inciso d,
fracción III, del artículo 4, de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
para especificar que los servicios de atención para el bien-
estar y desarrollo infantil, se otorgarán a las madres y pa-
dres trabajadores, independientemente de su estado civil.

En el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza estamos
comprometidos a legislar en materia laboral para proteger
los derechos de todos los trabajadores. Así mismo, conti-
nuaremos luchando por un México con plena igualdad de
derechos entre las mujeres y los hombres.

Por lo anteriormente expuesto, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el primer párrafo y se
crea un segundo párrafo del inciso c), fracción XI,
apartado B), del artículo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; se modifican los
primeros párrafos de los artículos 201 y 205 de la Ley
del Seguro Social; y se modifica el inciso d), fracción
III, del artículo 4, de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado

Primero. Se modifica el primer párrafo y se crea un se-
gundo párrafo del inciso c), fracción XI, apartado B), del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 123….

…

A. …

B. …

I. a X. …

XI. …

a)…

b)…

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán
trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signi-
fiquen un peligro para su salud en relación con la
gestación; gozarán forzosamente de un mes de des-
canso antes de la fecha fijada aproximadamente pa-
ra el parto y de otros dos después del mismo, de-
biendo percibir su salario íntegro y conservar su
empleo y los derechos que hubieren adquirido por la
relación de trabajo. En el período de lactancia ten-
drán dos descansos extraordinarios por día, de media
hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Además,
disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de me-
dicinas y de ayudas para la lactancia.

Todas las personas trabajadoras aseguradas ten-
drán derecho a los servicios de guarderías infan-
tiles para sus hijos.

d) a f) …

XII. a XIV. …

Segundo: Se modifican los primeros párrafos de los artí-
culos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 201. El ramo de guarderías cubre el riesgo de no
poder proporcionar cuidados durante la jornada de trabajo
a sus hijos en la primera infancia, de las personas traba-
jadoras aseguradas, mediante el otorgamiento de las pres-
taciones establecidas en este capítulo.

…

…
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Artículo 205. Las personas trabajadoras aseguradas,
tendrán derecho a los servicios de guardería, durante las
horas de su jornada de trabajo, en la forma y términos es-
tablecidos en esta Ley y en el reglamento relativo.

…

Tercero. Se modifica el inciso d, fracción III, del artículo
4, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 4. ….

I. …

II. …

III. …

a)…

b)…

c)…

d) Servicios de atención para el bienestar y desarro-
llo infantil; esta prestación se otorgará a las ma-
dres y padres trabajadores, independientemente
de su estado civil.

IV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Notas:

1 http://www.frecuencialaboral.com/guarderiasparapadresaprue-
ban2013.html

2 Ídem.

Honorable Cámara de Diputados, a 11 de noviembre de 2014.— Dipu-
tada Sonia Rincón Chanona (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen, y a las Comisiones de Trabajo y Previsión
Social, y de Seguridad Social, para opinión.
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